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Nota preliminar





En la primavera de 1969 lle^cé a España gracias a una Be-
ca y movido por el propósito de realizar un estudio sobre el
impacto del comercio americano en la economía rural del
Guadalquivir en el s. X VI. Transcurridas las primeras semanas
de investigación previa, relativa al conocimiento de las fuen-
tes necesarias para el estudio de dicho tema, comprendi'que
para su realización precisaba mucho más tiempo y fondos de
los disponibles. Paralela a estos problemas, se planteaba otra
dificultad: la imposibilidad de limitar el tema geográfica y
cronológicamente, dada la desorganización y dispersión de las
fuen tes.

Así pues, inicié la búsqueda de otro tema igualmente re-
lacionado con la historia rural de! s. X VI y de una formd casi
fortuita accedí al objetivo de este trabajo. En efecto, durante
mis investigaciones preliminares en el A.H.N. y en la B.N. en
Madrid, llamaron poderosamente mi atención las repetidas e
interrogantes referencias. a las tierras baldías con un conteni-
do distinto, más complicado e interesante, al que conocía
para la historia de Latinoamérica de tierras públicas, general-
mente de baja calidad.

Por estas razones, abandoné el tema original y me centré
en la investigación de las connotaciones de las tierras baldías,
máxime al ser vendidas algunas de ellas durante el régimen de
Felipe II.

Vista la necesidad del estudio y la escasez de referencias
escritas sóbre este tipo de tierras, encontré, sin embargo, esen-
cial fuente de documentación histórica en el A.G. de Simancas,
sobre la que vertebrarsá el presente estudio. .

En Simancas, en el Castil[o designado por Carlos V como
depósito de los papeles de la Corona de. Castilla, seleccioné
los documentos relativos a la Hacfenda de Felipe II y, entre
ellos, unos 69 legajos casi exclusivamente dedicados a la
venta de las tierras baldías. _
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Estos documentos de baldíos son impresionantes tanto
por su volumen -más de cincuenta mil folios que llenarían unos
treinta metros de estanterías- como por su dimensión histó-
rica, ya que comprenden todo el reinado de Felipe II, abarcan-
do prácticamente la totalidad dél Reinó de Castilla, con impor-
tantes datos relativos a la Corona, la Hacienda y sus oficiales,
las partes afectadaŝpor las ventas y el mecanúmo desuejecución.

Todo ello condiciona y explica a la vex, que el presente
estudio esté basado esencialmente en estos documentos de
Baldíos del Archivo de Simaricas, como se irá observando a lo
largo de la exposición.

También es precúo señalar la falta de evidencias de un
posible estudio anterior de carácter sistemático. Si bien se en-
cuentran algunas anotaciones -prohibidas, como es conocido,
por las reglas del archivo- que atestiguan una m ínima labor pre-
térita; es casi seguro que nunca habían sido estudiadas dete-
nidamente y de forma global. Buena prueba de ello es que al-
gunos documentos claves estaban cerrados con costura de cuer-
decilla, de tal manera que era precúo cortarla para leer su in-
terior.

Por último, quiero expresar mi mayor agradecimiento por
la ayuda financiera recibida: una beca del Ministerio de Asun-
tos Exteriores de España, una bolsa de estudios, del Insti-
tuto de Cultura Hispánica y becas del National Endowment for
the Humanities y el National Defense. Education Act (los
dos últimos de Washington, D.C.); igualmente a la Pan Ameri-
can University que gestionó las subvenciones necesarias para la
realización de esta obra.

Es necesario advertir que una versión abreviada del Cap:=
tulo I se publicó como "The.Tierras Baltlía: Comunity Propér-
ty and Public Lands in 1óth Century Castile'; en Agricultural
History, XLVIII, núm. 33 (july 1974); también parte del Cap:=
tulo VII se publicó como "The Sale of Tierras Baldías in Six-
teenth Century Castile", en Journal of Modern History,
XLVII, núm. 4(December, 1975); así como el último caps=
tulo, publicado en versión castellana (traducción de José A.
Pérex Lucena) se publicó en Estudios Geográficos, XXXVII,
núm. 142 (febrero de 1976).

La realización de este trabajo, cuya versión original in-
glesa fue preparada como tesis doctoral de Historia Moderna y
presentada en la Universédad de Texas, en Austin, en 1971, ha
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sido factible gracias a la colaboración de mis maestros, colegas
y colaboradores en la presente traducción, así como directo-
res y personal que facilitaron mis investigaciones en España y
Estados Unidos, y, especialmente, de mi esposa y de mi madre,
que me han apoyado constantemente durante los días difíci-
les del trabajo. A todos ellos mti más sincero reconocimiento.

David E. VASSBERG
Texas, 1978.
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sa tions.

A.G.S .. . . . . . . . . . . .Archivo General de Simancas.

A.H.D.E.... .. .. .. .Anuario de la historia del derecho
españ ol.

A.H.N. . . . . . . . . . . .Archivo Histórico Nacional. Madrid.
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Mrs . . . . . . . . . . . . . . maraved ís

Tit.. . . .'. . . . . . . . . .títŝlo.
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España, la mayor potencia del siglo XVI, no sólo disfrutó
de una posición hegemónica en Europa, sino que conquistó,
colonizó y explotó vastos territorios en ultramar, construyen-
do un Imperio con recursos y fuerza al parecer inagotables. Sin
embargo, en el siglo XVII, España pierde su primacía en Euro-
pa, convirtiéndose en una potencia económica y política de se-
gunda categoría. Las razones de este cambio, la explicación de
esta decadencia, aún está en candelero entre los historiadoresl.

La hegemonía de España en la Europa del siglo XVI se le-
vanta sobre una doble base económica: la agricultura de Cas-
tilla y la minería americana; sobre todo la primera, base mate-
rial del mantenimiento de las aventuras imperiales de los Habs-
burgo2, al ser Castilla una sociedad básicamente rural. En efec-
to, la gran mayoría de sus pobladores eran agricultores y/o ga-
naderos, de tal manera que el fenómeno urbano, ante la esca-
sez de uná industria desarrollada, era a su vez parasitario de la
economía agrícola. Fue, pues, sin duda, el penoso trabajo del

^labrador el que produjo la riqueza de Castilla y sostuvo las des-
pilfarradoras y anacrónicas estructuras de la Iglesia y de la no-
bleza.

La injusta estructura tributaria del momento, que ex ŝluía
a la Iglesia y a la nobleza de la mayor parte de los impuestos,
forzaba al labrador a correr con los gastos del vasto aparato

1 Un repaso de la literatura y teorías de la decadencia de España,
se puede encontrar en J.H. Elliot, "The Decline of Spain", Past and Pre-
sent, núm. 20 (noviembre de 1961).

2 Las sumas sacadas por la Corona Española de las Américas
constituían una pequeña proporción de sus ingresos totales, aumentan-
do de un 11 por ciento en 1554 a un 20 por ciento en 1598, según John
Lynch, Spain Under the Habsburgs, I: Empire and Absolutism, 1516-
1598 (New York, 1964), 128-130. Véase también Modesto Ulloa, La
hacienda real de Castilla en el reinado de Felipe II (Roma, 1963).
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burocrático estatal y con las empresas internacionales de Feli-
pe II3, a través de una inmensa carga fiscal, cuyo volúmen
combinando impuestos, diezmos, rentas, tributos señoriales y
otros pagos a sectores no agropecuarios de la soŝiedad, repre-
sentaba una gran parte de los ingresos del labrador castellano,
calculándose en un 50 por ciento paza los últimos años de la
década de 15704.

A esta desproporcionada cazga fiscal, hay que añadir
impuestos adicionales cuando el estado lo requería. Así, el
presente estudio investiga un proyecto puesto en práctica du-
rante el reinado de Felipe II (1556-1598) paza extraer aún más
dinero de Castilla; proyecto que obligaba a los poseedores de
tierras, labradores la mayoría, a hacer grandes pagos a la Coro-
na so pena de perder la tierra, base de su existencia en la mayo-
ría de los casos. Este trabajo se adentra en el estudio de la ven-
ta de tierras baldías, sobre las que la Corona pretendía tener
derecho. Si los baldíos habían jugado un papel fundamental en
la estructura económica de Castilla, y fueron de vital importan-
cia para el labrador, lo sucedido con los decretos sobre las tie-
rras de baldíos tuvo amplia repercusión paza el reino.

Aunque los historiadores han sido conscientes de la venta
de estas tierras, pocos han reconocido su importancia y nunca
ha sido estudiada detenidamente. Manuel Colmeiro y Francis-
co de Cárdenas hablan de tales ventas, pero ambos estaban
bajo la equivocada impresión de que las Cortes castellanas
triunfaron al suprimir los baldíoss• En sus estudios sobre el^
colectivismo, Joaquín Costa y Rafael Altamira denuncian pro-
yectos similares en otras épocas, pero no mencionan las ventas

3 Véase Carmelo Viñas y Mey, El problema de la tierra eri la Es-
paña de los siglos XVI y XVII (Madrid, 1941), pp. 79-lOl;y Noŝl Salo-
mon, La Campagne de Nouvelle Castille á la fin du X Vle siécle d'aprés
les Relaciones topográficas (Paris, 1964), pp. 187-250.

4 Este es un cálculo de Salomon paza Castilla la Nueva, y no hay
razón paza creer que otras áreas fueran diferentes. Véase La campagne,
pp. 250-251.

5,Manuel Colmeiro, Historia de la economta política én España,
(2 vols.; Madrid, 1965), II, 713 y s. La obra citada de Colmeiro fue pu-
blicada por primera vez en Madrid en 1863. Consúltese también Fran-
cisco de Cárdenas, Ensayo de historia de la propiedad territorial en Es-
paña ( 2 vo1s.;Madrid, 1873), II, 185.
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del reinado de Felipe II6. Roger Bigelow Merriman no aludió
expresamente la venta de tierras, pero sí destaca que las Cor-
tes protestaron contra las enajenaciónes que hizo ese monazca
del patrimonio real^. Carmelo Viñas y Mey, uno de los prime-
ros en escribir acerca de las posesiones de tierras, no hace men-
ción a las ventas. Por el contrario Fernand Braudel, aunque sin
apoyarse en unos datos concluyentes, ha insistido en las graves
consecuencias de dichas ventas, hasta el punto de afirmaz que tal
proyecto fue más perjudicial para ^l campesino que toda la
serie de impuestos de Felipe II paza obtener ingresos suplemen-
tarios, y fue una de las medidas que más beneficiazon a los
grandes terratenientesa.

Cuatro monografías recientes han reconocido la impor-
tancia de las ventas de tierras baldías, pero sin aportaz conclu-
siones clazas sobre el tema. Antonio Dominguez Ortiz apunta
en La sociedad española en el siglo XVII, que las Cortes de
1598 habían atribuido la despoblación rural de Castilla, en par-
te, a las ventas; y cita concretamente al azbitrista Barbón y
Castañeda que escribió en 1628 que las ventas eran la causa
principal de la ruina de Castilla la Vieja9. En su valioso estudio
de la Hacienda de Felipe II, Modesto Ulloa^ncluye un breve
bosquejo de los documentos fiscales ampliamente estudiados
por él, sin dejar duda alguna sobre la relevancia de lás ventaslo

6 Costa escribió sobre la enajenación de baldíos en el siglo XIX
y Altamira escribió solamente sobre las efectuadas antes del reinado de
Felipe II. Véase Joaquín Costa y Martínez, Colectivismo agrario en Es-
paña: Doctrinas y hechos. Este trabajo está disponible en tres edicio-
nes: las dos primeras se publicaron en Madrid en 1898 y en 1915; la
tercera se publicó en Buenos Aires en 1944. Véase la última edición, pp.
247-249. Véase también Rafael Altamira y Crévea, Historia de la pro-
piedad comunal (Madrid, 1890), p. 231.

The Rise of the Spanish Empire in the Old World and the New,
vol. IV: Philip the Prudent (New York, 1934). 429.

a La Méditerranée et le monde méditenanéen a 1'epoque de Phi-
lippe II, 2a ed. rev. (2 vols.; Paris, 1966), II, 276 y s: Consultar también
la versión castellana de la primera edición (Paris, 1949) de esta obra
maestra, El Mediterráneo y el mundo mediterráneo en la época de Feli-
pe ti, trad. de Mario Mónteforte Toledo y Wenceslao Roces (2 vols.;
Méxic9o, 1953), II. 201.

La sociedad española en el siglo XVII (vol. I; Madrid, 1963),
pp. 118-120.

l0 La perspectiva de Ulloa sobre las ventas está algo deformada, y
sus totales (obtenidos de relaciones sumarias preparadas por la Hacien-
da) son muy incompletas. Hacienda real, pp. 433-41.
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Noel Salomon, en su magnífico estudio de la vida rural en
Castilla la Nueva, cita dos lugares de la provincia de Guada-
lajara donde se efectuaron ventas así como las protestas
de las Cortes que evidencian enajenamientos en todo el reino.
No obstante, Salomon no parece comprender en su justa me-
dida la importancia de las ventasll. Bartolomé Bennassar
aporta el caso de un lugar vallisoletano donde las ventas
desplazaron a los campesinos de sus tierras, y de este ejem-
plo, generaliza que el estado contribuyó al desánimo de la
agricultural^ ; ahora bien, a pesar de estos datos, no parece ser
consciente del impacto de las ventas, ni siquiera en las tierras
de Valladolid.

Existe un estudio local sobre las ventas en Guadalajara de
Josefina Gómez Mendoza, pero aún siendo muy atrayente y
útil, al resaltar el impacto de las ventas en la economía rural de
Guadalajara, adolece de una documentación completa, y se re-
mite únicamente a una pequeña comarca del reino13

En resumen: el tema de la venta de baldíos ha sido recono-
cido como pieza importante en el crucigrama, aún sin resolver,
de la economía agropecuaria de Castilla en el siglo XVI; amplio
campo de investigación sobre el que; hoy por hoy, los conoci-
mientos son relativamente pobres. De ahí la necesidad imperio-
sa del presente estudio.

Este trabajo es una contribución que abarca las áreas de his-
toria administrativa y de historia económica. Como historia ad-
ministrativa, describe una de las grandes fuentes fmancieras de la
Hacienda Real de Felipe II, y muestra el aparato burocrático
mediante el cual se trataban la Corona y los gobernados. Como
historia económica, tiene interés no sólo como estudib de la
política fiscal y de ingresos de la Hacienda, sino también (y tal
vez primaziamente) como iluminación de unos aspectos pre-
viamente desconocidós de la decadencia de España.

En los primeros dos capítulos, se demuestra la importan-
cia de las tierras baldías en la sociedad y economía de Castilla,

11 La campagne, pp. 152-55.
12 Valladolid au siécle d'or; une ville de Castille et sa campagne

au X Vte siécle (Paris, 1967), pp. 317, 318, 327, 328.
13 J, Gómez Mendoza, "La venta de baldíos y comunales en el

siglo XVI. Estudio de su proceso en Guadalajaza", Estudios geográfi-
cos, núm. 109 (1967), 499-559.
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y el razonamiento de la Corona por su venta. Los Capítulos III
y IV describen los aspectos burocráticos del funcionamiento
de las ventas; mientras que los capítulos V y VI tratan de la
resistencia contra él programa de ventas, y los defectos inter-
nos que impidieron que funcionase como debía. Rinalmente,
en los últimos dos capítulos, se analizan las ventas estadística-
mente tratando de evaluar su impacto en la economía y socie-
dad castellanas, y su papel como factor dinamizador en el de-
clive de la economía española.
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Capítulo primero

Las tierras baldías





1. ORIGEN Y CARACTER DEL DOMINIO PUBLICO

Los rasgos socioeconómicos de Castilla en los períodos
medieval y principios del moderno se basan en un complicado
sistema del dominio público de la tierra y de sus frutos; tradi-
ción de gran perdurabilidad que no ha sido valorada en la me-
dida de su importancia por algunos historiadores. ^

Evidentemente, el dominio público -recayera en el pue-
blo o en las comunidades individuales- tuvo una importancia
vital no sólo en la ganadería y en la agricultura, sino que tam-
bién contribuyó al bienestar de los municipios y de la sociedad
abierta que caracterizaba la Castilla de los siglos XV y XVI.

A pesar de su importancia, el tema del dominio público 0
comunitario en Castilla, no ha generado muchos estudios histó-
ricos; desviándose sus -objetivos hacia temas políticos. De esta
manera, durante mucho tiempo el estudio de Joaquín Costa
era casi el único dedicado a esta materia; es decir, los jurisperi-
tos resultaban más productivos que los historiadores. Otro tra-
bajo de gran utilidad es el de Antonio Moreno Calderón, que
no obstante su título, se limita a la ganadería. Mucho más am-
plios e infinitamente más provechosos son los dos libros de Ale-
jandro Nieto. Igualmente, otros estudios de geógrafos e investi-
gadores iluminan ciertos aspectos del temal.

Sin embargo, ha quedado un vacío en la historiografía

1 Colectivismo agrario en España: Doctrinas y hechos. Véanse
también Francisco de Cárdenas, Ensayo de hŝtoria de la propiedad te-
rritorial en Españq (2 vol.: Madrid, 1873): y Juan Beneyto Pérez "No-
tas sobre el origen de los usos comunales", Anuario de la historia del de-
recho español, IX (1932), 33-102. Un excelente trabajo más reciente, es
el de No•l Salomon, La campagne.
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que se debe llenar con estudios basados en fuentes archivísti-
cas. Afortunadámente, laŝ fuentes abundan en los archivos de
España: particulares y públicos, locales y centrales, eclesiásti-
cos y seglarés.

Los documentos relativos a baldíos en el Archivo de Si-
mancas, son una fuente considerable sobre el dominio público
en la época de Felipe II. Y a pesar de que tropezamos con la
desigual calidad de esta información, y aunque representan una
muestra fortuita de regiones geográficas dispersas, nos revelan
muchos datos previamente desconocidos sobre las complejida-
des e importancia del dominio público en el siglo XVI. Buena
prueba de ello es que el contenido de este capítulo sobre las
tierras baldías está basado principalmente en esos documentos
del archivo de Simancas2.

El principio, o base legal, de dominio público es que nin-
gún individuo tiene el derecho de apropiar y monopolizar para
si, ni el total ni una parte de las fuerzas y sustancias de la Na-
turaleza que se producen sin intervención humana. El único
derecho de propiedad es el que el individuo haya arrancado a
la Naturaleza por su propio esfuerzo a base de cosechas, hatos
o manufacturas. La tierra baldía o inculta, por tanto, quedaba
a la disposición del que quisiera beneficiarse de ella3.

La filosofía bási•a de este principio es que el individuo
que quiera beneficiarse de un pedazo de tierra, simplemente lo
ocupa y lo usa sin intervención de ninguna autoridad salvo
la suya propia; independientemente de explotarlo para pasto 0
labranza, depende solamente de su explotación; asimismo,

2 La mayor parte de lo referido al dominio público se ha obteni-
do de los apartados de: '^as instrucciones a los jueces que fueron manda-
dos a vender tierras baldías, las cartas de venta que escribieron los po-
seedores de las tierras en demanda de justicia ante la Corona". Docu-
mentos conservados en el archivo de Simancas y cuyo cazácter se irá
comentando y ampliando en los capítulos siguientes.

3 Con esta apreciación no se quiere daz a entender que el domi-
nio público se haya inspirado como una teoríá intelectual sobre la que,
más tarde, las costumbres de la comunidad hayan formulado racional-
mente en la práctica. Muy al contrario, hay que dejaz patente que el do-
minio público se desarrolló como resultado de una conjunción de deter-
minadas condiciones socioeconómicas. Véase Costa. Colectivismo agra-
rio (1944), p. 570. ,
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cuando el individuo no quiere seguir usándolo, lo deja, quedan-
do a la clisposición de cualquier persona que lo quiera ocupar,
no pudiendo el primer propietario alegar derecho alguno. Aho-
ra bien, en la práctica cotidiana de Castilla raramente encontra-
mos en estado puro esta costumbre, pues lo normal es una aco-
modación del principio expuesto con los usos locales.

El origen del dominio público ha sido atribuido por los di-
versos investigadores a las civilizaciones celtíberas, romanas y
visigóticas; pero el estado de conocimiento actual sobre este
tema, nos sugiere que cada una de estas civilizaciones generó
distintas formas del dominio público. Es decir, que es inviable
rastrear un único origen para el dominio público, ya que pro-
bablemente su conformación es fruto de varios4.

Sea cual fuere el origen u orígenes del dominio público,
está claro que se fortaleció y recibió importantes sanciones le-
gales durante la Reconquista y Repoblación de Castilla. Así,
mientras en la Europa medieval un monarca tenía el derecho
teórico del dominio supremo sobre toda la propiedad en su
reino, de hecho, este privilegio se limitó a ciertas categorías de
propiedad. Pero en Castilla las prerrogativas regias aumen-
tan con la Reconquista, y la creencia de que el triunfo de
ésta se debía a la corona; a la que se suma el que los monar-
cas castellanos adoptan el derecho romano de que toda propie-
dad sin dueño (bona vacantia) pertenecía al estados.

Según se avanzaba en el proceso de reconquista, la corona
concedía tierras a los que la habían ayudado y a los que venían
a colonizar o repoblar. Estas tierras nuevas se repoblaron mu-
chas veces por licencias reales específicas, y en otros casos, no
oficialmente, por particulares que se aprovecharon de la auto-

4 Esta es la conclusión de Noŝl Salomon, quien ha escrito la me-
jor historiografía de la cuestión. La campagne, p. 137, nota 4. Salomon
nos dice que ciertos usos comunales pueden haber sido introducidos (o
restaurados) por las tribus de musulmanes que invadieron la península.
Véase La campagne, p. 150, nota 2. Costa piensa que el origen del do-
minio público data de los tiempos pre-romanos: Colectivismo agrario
(1944), p. 310. En favor de la tesis de un origen romano, tenemos a
Cárdenas, Histosia de la propiedad territorral, II, 181; y a Beneyto Pé-
rez, "Notas sobre el origen", AHDE, IX, 50-85. En el siglo XVIII G.M.
Jovellanos declaró que los baldíos tuvieron sus orígenes en la conquista
visigoda. Citado por Salomon, La campagne, p. 142, nota 3.
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rización general de la Corona de que cualquiera podía estable-
cerse en tierras no ocupadas.

El derecho de un vecino a usar tierras desocupadas se lla-
maba presura, del latino jus adprisionis. Este derecho, que tam-
bién guazdaban los adyacentes francos, fue universalmente re-
conocido en los fueros generales de la España medieval, por
ejemplo los de Aragón, de Valencia, de Vizcaya y en el Orde-
namiento de Alcaláó. A su vez, está recogido también en los
fueros municipales que se concedieron en Castilla desde el si-
glo XI al XIV, siguiendo por lo general la fórmula de los
Fueros de Logroño (1095) y de Hiñestrosa (1287)^.

Hay que destacar que en la fórmula del fuero, el derecho
a tierras no se distinguía del derecho a otros frutos de la Natu-
raleza. Es más, garantizaba el derecho de usar "tierras desier-
tas... non labradas" sin distinguir entre propiedad pazticular y
propiedad pública. Así pues, si un terrateniente ausente po-
seía un pedazo de tierra en un sentido meramente formal y
abstracto, no podría impedir que otros vinieran a. aprovechaz-
lo. Pero si un labrador castellano sembraba un pedazo de tie-
rra inusitada, y después venia el propietario a reclamaz una

5 Beneyto Pérez, "Notas sobre el origen", pp. 86-102; y Luis G.
de Valdeavellano, Curso de historia de las instituciones españolasj^ de
los orígenes al final de la Edad Media (Madrid, 1968), pp. 239, 240.

Además había una antigua tradición germánica según la cual el
monaica tenía derecho a todas las tierras desiertas, abandonadas y sin
dueño. Es posible que los primeros jefes astuarianos de la Reconquista
reclamasen el derecho según esa costumbre. Pero, aunque la tradición
se hubiese olvidado en la Península Ibérica, podría haberse resucitado
por vía de imitación, siguiendo el ejemplo de los francos. De todos mo-
doŝ , las pretensiones de los primeros monarcas castellanos-leoneses fue-
ron apoyadas por las condiciones locales. Véase Ignacio de la Concha,
"Consecuencias jurídicas, sociales y económicas de la reconquista y
repoblación" pp. 207-222 en La reconquista española y la repoblación
del país (Zaragoza, 1951).

6 Costa, Colectivismo agrario (1944), p. 323: e Ignacio de la
Concha, "Consecuencias jurídicas": y Fr. Justo Pérez de Urbel, "Re-
conquista y repoblación de Castilla y León durante los siglos IX y X",
pp. 127-162 en La reconquista española y la repoblación del país (Zara-
goza, 1951).

^ Privilegio de 1287 al concejo de Hinestrosa, citado en Costa
Colectivismo agrario (1944), p. 323.
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parte de la cosecha, estaba obligado a percibir un tercio o un
cuarto, según el uso local o la costumbre vigente8.

Aunque algunos historiadores piensan que el derecho de
presura estuvo limitado al norte del Duero, en realidad ese de-
recho fue concedido igualmente a colonos que se establecie-
ron al sur de este río9.

Según el Fuero Viejo de Castilla, el patrimonio enajenable
del labrador o vasallo de behetria incluía solamente su vivien-
da, era, muladar y huerto, sin incluir las tierras de labor y
pasto, porque existían tierras comunitarias para estos fineŝ,
reservadas en perpetuidad para el aprovechamiento de la comu-
nidad de vecinoslo

Todas las tierras que no habían sido formalmente concedi-
das por la Corona, teóricamente continuaban siendo de la mis-
ma. Pero éstas, llamadas tierras realengas, eran demasiado ex-
tensas para ser controladas de forma efectiva. Por ello, los mo-
narcas permitieron que fueran utilizadas por el pueblo, según
los fueros arriba citados. Las tierras realengas tendían a ser de
inferior calidad, ya que las mejores fueron escogidas primero.
Estos grandes espacios de tierras, generalmente desiertas e
inusitadas, también se conocían como tierras baldiás o baldíos.
La etimología de la palabra "baldío" es problemática. Es po-
sible que derive del arábigo balda o batil, significando inútil,
sin valor o en vano11. Pero Salomon propone otra solución,
acaso más factible: los moros de Andalucía tenían la palabra
ba'I para tierra secanal2,

En todo caso, las tierras baldías generalmente eran tan
inútiles (o por lo menos sin utilizar) como secanas13, cual-

s Salomon, La campagne, p. 148. Salomon muestra que se ofre-
cían incentivos similares a los colonizadores en la España islámica du-
rante la época del Califato de Córdoba.

9 Costa, Colectivismo agrario (1944), p. 324.
to lbid, PP. 332-346.
11 José Corominas, Diccionario críti•o etimológico de la lengua

castellana (4 vols.; Madrid, 1954); y Roque Barcia, Primer diccionario
etimliógico de la lengua española (5 vols.: Barcelona, 1902).

Salomon, La campagne, p. 142, nota 3.
13 Las tierras baldías normalmente eran de secano, pero también

las había de riego. En 1569 un funcionario real vio baldíos y vagos de
ambos tipos en Quesada (Jaén). Consúltese una relación del bachiller
de la Concha, 30 de mayo de 1569, AGS, CJH, 94.
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quiera de las dos soluciones es posible. Un significado distin-
to de la palabra balda es utilizado por Miguel Caxa de Leruela,
según el cual las tierras se llamazon baldías por que no se cobraba
renta (valor) por su usola

Los musulmanes tuvieron la palabra mawat paza las tierras
incultivadas que los castellanos llamaron baldías. Y los roma-
nos las llamazon agri deserti, lo cual pazece eliminar la posibili-
dad de una etimología latinals. Así pues, deducimos que, aun-
que el origen de "baldío" sea de raíz apazentemente azábigo,
la aplicación de dicho término a las tierras realengas, en espe-
cial las inusitadas, disponibles al aprovechamiento comunal,
parece ser una invención castellana.

Ya incluso en el siglo XVI el término "baldío" no tiene
un significado concreto y preciso. Podía ser, no sólo tierras sin
utilizar o tierras realengas, sino también parcelas de tierras rea-
lengas que habían sido ocupadas para uso privado sin una con-
cesión real específica, incluso si esa ocupación había tenido lu-
gar varias generaciones antes, y tratada como propiedad pri-
vada. Es decir, los baldíos se consideraban tierras del pueblo,
pero también podían ser tierras privadas que habían sido usur-
padas al dominio público. Había una identificación muy fuerte
de la palabra "baldío" con el concepto del dominio público.
Las tierras utilizadas por los municipios como propiedad
comunal fueron también llamadas con frecuencia baldías, aun-
que se usaran continuamente y aunque fueran dadas a los
municipios como concesión rea116.

En este trabajo, a menos que esté especificado de otra ma-
nera, los conceptos "tierras baldías" y"baldíos" se aplicazán a
las tierras realengas no concedidas por la Corona y en conse-
cuencia disponibles al aprovechamiento público.

Incluso la propiedad particular en Castilla estuvo sujeta al
derecho dél aprovechamiento público según la costumbre de la

la Citado en Carmelo Viñas y Mey, EZ problema de la tierra en la
España de los siglos X VI X VII (Madrid, 1941), p. 58 y s. '

15 Salomon, La campqgne, p. 142, nota 3.
16 Los documentos de Simancas en este estudio son con frecuen-

cia tan vagos que es difícil saber qué tipo de tierra se está describiendo.
Salomon también hace notar que los términos no fueron utilizados en
un sentido estricto. Véase La campagne, p.140, especialmente la nota 6.
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derrota de mieses. Esta costumbre también existió en la Fran-
cia medieval (vaine páture), en Inglaterra (open field system)
y en Alemania (Dreiferderwirtschaft). En la derrota de mieses,
cada poseedor de un campo cultivado después de la cosecha, y
cada poseedor de un prado después de la siega, estaba obliga-
do a abrir sus tierras a los animales del pueblol^. Entonces el
término entero del municipio se convertía en pasto continuo
para los vecinos del lugar, y posiblemente del de los vecinos de
varios lugares colindantes también, hasta la sementera, cuando
volvían a establecerse los derechos individuales de propie-
dadls.

Según Costa, la derrota de mieses era una reliquia semi-co-
lectiva de un estado anterior del colectivismo total de la agri-
cultura. Ese autor evidencia una situación jurídica perfecta-
mente clara; el terreno tenía dos propietarios: uno individual
que se limitaba al período en que el terreno estaba sembrado,
y otro colectivo en el espacio comprendido entre la cosecha y
la siguiente sementera, para el usufructo de los rastrojos y la
hierba como pasto comuna119

Cuando los castellanos finalmente se apoderazon del Rei-
no de Granada, era perfectamente natural que la derrota de
mieses se extendiese a las tierras nuevamente conquistadas.
Fernando e Isabel dieron muchas mercedes de tierras en el nue-
vo territorio, pero mandazon que los colonos no dehesasen ni
defendiesen la hierba y otros frutos de la tierra, no estando
sembrado, al ganado de los otros vecinos. En otras palabras, los
monarcas apoyaron la derrota, y fijaron como pena para los
que no respetaran la costumbre, la pérdida de sus tierras, que
pasarían a términos comunes de los municipios20.

Los Reyes Católicos también defendieron la costumbre de
la derrota de mieses en 1491, cuando revocaron una ordenanza

17 Salomon, La campqgne, pag. 141, especialmente la nota 1; y
George Gaspar Homans, English Villagers of the Thirteenth Century
(Cambridge, Mass. 1941), p. 66.

ls Costa, Colectivismo agra^io ( 1944), p. 372.
19 Ibid., pp. 374-77.
^ Don Fernando y Doña Isabel en Córdoba a 3 de Noviembre de

1490, y en Sevilla a 26 de enero de 1491, Novísima recopilación de las
leyes de Espa»a (6 vols.; Madrid, 1805-1829), Lib. VII, Tít. XXV,
Ley II.
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de la ciudad de Avila que permitía que sus vecinos hicieran tér-
mino redondo de hasta media yugada de los baldíos de la ciu-
dad21.

Aunque un estudioso haya escrito que la costumbre de la
derrota era una manifestación de "las antiguas servidumbres de
la propiedad rural en beneficio de la ganadería"22 (pensando
en la Mesta), son varios los factores económicos que justifi-
can esta costumbre. La derrota de mieses libró a los ganaderos
del coste de mantener sus animales en el establo durante el
invierno, al estar mucho los pastos veraniegos cubiertos de nie-
ve, por su localización montañosa. Se hizo necesario, por tan-
to, buscar pastos invernizos en sitios más templados, como
llanos y los valles, es decir, en la tienra de labranza. Sin embar-
go, no se debe pensar que la derrota beneficiara a los ganade-
ros a costa de los cultivadores. El labrador castellano no po-
día trabajaz sus tierraŝ sin bestias de tiro, bueyes o mulas. Es
más, el campesino normalmente se dedicaba no sólo a la la-
branza, sino también a la crianza de otros animales: bien paza
su despensa, bien para el mercado. En Castilla, la sequía no
permitía el cultivo de plantas forrajeras, ni por consiguiente, la
ganadería intensiva; se hacía necesario, por tanto, combinaz la
agricultura con la ganadería, aprovechando el producto de
hierbas espontáneas y espigas en los rastrojos y barbechos.
Pero ante el hecho de que la tierra dedicada a cereales y forra-
je estaba extremadamente subdividida, y cada campesino tenía
pazcelas diseminadas por el término municipal, se hacía muy
problemático que cada labrador llevara sus animales a pastaz
exclusivamente en sus propias parcelas, tan dispersas como es-
taban. Además de esto, el valor del pasto que quedaba después
de la cosecha razamente justificaría el co ŝte de poner guazdas

^ Don Fernando y Doña Isabel en la Vega de Granada por prág-
mática de 5 de julio de 1491, Novísima recop{lación. Lib. XII, Tít.
XXV, Ley III. Consúltese también Jesús Gazcía Fernández, "Champs
ouverts champs dóturés en Vielle Castille", trad. por P. X. Despilho,
AES^C, XX, no. 4(Juillet-aout, 1965), 709-15.

Cárdenas, Historia de la propiedad territorial, II, 276-94. Es
necesario advertir que Cárdenas era un ardiente defensor de los dere-
chos de propiedad y que, como tal, no justificaba bajo ningún concep-
to una normativa que impidiese a los dueños de tierras excluir a los co-
lonos ajenos.
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que excluyesen animales ajenos. Por ende, la costumbre de la
derrota de mieses no era nada ilógica. Qazamente beneficiaba
no sólo a la Mesta, sino a todos los que tenían animales. Esta
costumbre estaba tan fuertemente arraigada en la vida castella-
na, que la defendieron aun los jurisperitos más contrarios al
colectivismo; y acabó siendo como un derecho irrevocable del
campesino castellano2 3.

2. LA PROPIEDAD COMUNAL

A. Origen y tipos

Además de las tierras baldías y las tierras particulares den-
tro de su término, el municipio también tuvo sus propias tie-
rras reservadas para el aprovechamiento de la comunidad de
vecinos. Normalmente estas tierras comunitarias habían sido
otorgadas a los municipios cuando su fundación durante la Re-
conquista, aunque en otros casos fueron concedidas más taz-
de mediante concesión o privilegio real. Por lo general, estas
concesiones ŝólo ^autorizaban a convertir en comunales una
cierta porción de las tierras baldías dentro de la jurisdicción del
municipio2 4.

Sin embargo, en ocasiones, un concejo confundiendo el
territorio de jurisdicción señorial y el de dominio teritorial,
pedía al señor de la comazca que aprobara el destino de cierta
cantidad de tierra paza el aprovechamiento común; creándose

^ Costa, Colectivismo a,grario (1944), pp 371, 673: Salomon,
La ca^mpagne, p. 141, nota 1.

Por ejemplo, una serie de pazcelas de tierras cultivables para
uso de la comunidad fueron donadas al pueblo de Castroverde de Cam-
pos (Zamora) en recompensa por los servicios prestados a la Corona en
los primeros años del siglo XIV. Véase una carta a la Corona de Nicolás
Muñoz, en nombre de los vecinos de Castroverde (no está fechada, pero
robablemente es de 1584), AGS, CtJH, 216. Y la villa de Moratalla

(pMúrcia) consiguió repetidas licencias reales para usar cierto terreno
como tierra de labranza comunal por períodos limitados. Consúltese la
carta de venta que Esteban de Gamarra otor^ó a Diego de Soto, 80 de
marzo de 1584, AGS, CR, 7a Ser., 3256. Vease también Salomon, La
campqgne, p. 317, nota 4.
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una costumbre que sirvió para que la nobleza pudiera contro-
lar ilegalmente las tierras baldías25 -

No obstante, el procedimiento más corriente que seguían
los municipios para incrementar sus tierras consistía en apro-
piarse de los baldíos colindantes sin autorización superior2ó.^

Así pues, la confusión existente en el siglo XVI entre
"tierras concejiles" y"tierras baldías", se debe a la cada vez
más frecuente incorporación de los concejos de tierras baldías
a sus tierras comunitarias; de esta manera era normal utilizar
la frase "tierras baldías concejiles" para describir la propie-
dad municipal, a pesar de la manifiesta contradicción entre los
términos de baldíos y concejiles?^.

Incluso hubo lugares en que la usurpación del municipio
de los baldíos era tan lejano, que el derecho real sobre dichas
tierras era muy escaso. En la villa de Lumbrales (Salamanca)
los testigos enviados para nombrar las "tierras baldías ^ conceji-
les y realengas" de la comarca, respondieron ingenuamente
que había muchas "tierras públicas^,i:oncejiles", pero que des-
conocían si eran realengas o no28.

Existían dos clases de tierras comúnitarias o munic'ipales

^ Por ejemplo, la ciudad de Arcos de la Frontera pidió y recibió,
del duque de Arcos el permiso de romper 1534 fanegas de tierras bal-
días. Véase la carta de venta que el Lic. Chávez otorgó al concejo de
Arco^ 8 de septiembre de 1587, AGS, CR, 7a Ser., 3257.

Los ejemplos en este sentido son múltiples. Algunos pueden
ser: el caso de la villa de Tarifa (Cádiz), véase la carta de venta que el
Lic. Chávez otorgó a Diego Hernandez de Castro, AGS, CG, 371; o de
la villa de Pajares (Zamora), véase la carta de venta que Pedro Fernán-
dez otorgó a Gerónimo Maldonado, 12 de febrero de 1588, AGS, CR,
7a Ser., 3258; y la villa de Estepa (Sevilla). Para el último ejemplo,
consúltese_un borrador de una cédula al alcalde mayor de Estepa (sin
fechaz, pero probablemente de 1573), AGS, C1JH, 84 mod. (124 ant.).

27 Los funcionarios de la Real Hacienda también las llamaban
"tierras públicas realengas o concejiles" o"tierras realengas concejiles".
Esta yuxtaposición de "realengas" y"concejiles" pudo haber sido in-
tencionada para justifi ŝaz el derecho de la Corona sobre las tierras.
Ahora bien, la estrecha relación entre los dos tipos de propiedad, aun-
que usada en provecho de la Corona, no fue invención de ésta.

^ Los testigos no solían tener ninguna duda al,señalar qué tie-
rras eran realengas. Para el ejemplo citado, véase la carta de venta que
el Lic. Ortiz hizo al concejo de la villa de Lumbrales, 17 de agosto de
1588, AGS, CR 7a Ser., 3261.
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desde un pu^ito de vista jurídico29. De una pazte, tenemos las
tierras comunales o comunes^, reservadas paza el aprovecha-
miento libre de todos los vecinos del lugar. Por el otro lado,
los propios31, que eran tierras o cualquier otra clase de propie-
dad que poseía el municipio como entidad privada. Como tal,
los "propios".generalmente se alquilaban, y el concejo utiliza-
ba los ingresos para pagaz obras públicas o para cualquier otro
fin en beneficio de la comunidad de vecinos. ^

Este tipo de propiedad lo encontramos desde época roma-
na en España. Los ager colonicus de ^las ciudades romanas ge-
neralmente. se alquilazon por plazos cortos, y no podían al-
quilazse por períodos de más de cinco años32. En el Código de
las Paztidas (en el siglo XIII) los propios se definen así:

"Campos e viñas e huerias, e olivares, e otras hereda-
des, e ganados, e siervos, e otras cosas semejantes que
dan fruto de sí o renta, pueden haber las çibdades o las
villas, e como quier que sean comunalmente de todos
los moradores de la çibdad o de la villa cuyos fueren,
con todo eso no puede cada uno por sí apaztadamente
usar de tales cosas como éstas; mas los frutos e las
rentas que salieren dellas deven ser metidas en pro co-
munal de toda la çibdad o villa,. cuyas fueren las cosas

^ En este estudio la propiedad de los municipios (diatinguida de
las tierras baldíes) ae llama "propiedad comunitaria". Este término in-
cluye la propiedad comunal y los propios (véase infra). La selección de
"propiedad comunitaria" en lugar de la "propiedad comunal" de Alta-
mira, de la "propiedad colectiva" de Costa y de la "propiedad consor-
cial" de Beneyto Pérez fue influido por la discusión de Salomon sobre
los méritos de los varios términos. Salomon optó por "propiedad co-
munitaria" (propiété communautaire) tanto por su inclusividad como
por el hecho de que está en boga entre los sociólogos franceses. Véase
La ca^mpagne, pp. 134, 185.

Los documentos consultados en la preparación de este estu-
dio no utilizaban un sólo término para la propiedad común. General-
mente se llamaban "tierras concejiles", término no muy preciso, porque
los propios también eran incluidos entre las tierras del concejo. Tam-
bién se llamaban "tierras comunes" o"tierras públicas". El ^enúltimo
habria sido idóneo, pero en la práctica no se usaba ni con mas frecuen-
cia ni con más preciaión que los otros términos.

31 También se llamaban "propios de los pueblos", "propios de los ^
conc^ejos" o "bienes de propios".

Costa, Colectivismo agrario (1944, pp. 230, 287.
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donde salen, así como en labor de los muros, e de las
puertas, o de las fortalezas, o en tenencia de los casti-
llos, o en pag^ar los aportellados, o en las otras cosas se-
mejantes destas que pertenesciesen al pro comunal de
toda la çibdad o villa"33.

Con el tiempo se crearon leyes que garantizaban la integri-
dad de los propios, para^ evitar las usurpaciones tanto de los
oficiales del concejo como de los poderosos del lugar. Se re-
gulazon normas paza el arriendo de propios, según las que sólo
se podían arrendar en pública subasta al mayor ponedor. Y se
prohibió a los regidores y"personas poderosas" el arrendar
propios directa o indirectamente, a la vez que se disponía la
restitución de los que habían estado ilegalmente ocupados, al
concejo34.

Otras leyes disponen el uso de los ingresos de propios
(buscando el beneficio material de la comunidad) prohibien-
do gastarlos en dádivas, en fiestas y alegría, en comidas y bebi-
das o en pagos a oficiales de la Corte, salvo lo contenido en las
leyes. También fue prohibido usarlos en manifestaciones de
luto -aún en el caso de la muerte del monazca35.

La propiedad comunitaria que recibieron los municipios
fundados durante la repoblacióñ en un principio era exclusi-
vamente para el aprovechamiento común. Pero a muchos
municipios les sobraban tierras comunales, y las destinaron
paza amendos canalizando las rentas paza paliar las necesida-
des del concejo; las ciudades y villas más ricas destinaron los
fondos sobrantes a la adquisición de tierras adicionales de los
propios, en otras ocasiones, muchos concejos veían engrosa-
das las tierras de propios por donaciones o herencias de vecinos
celosos del bien público3ó

^ Citado en ibid., p. 230, nota 1.
^ Don Juan II en Madrid, año 1433, peticiones 18 y 19 y 20; y

en Guadalajara, año 1436, petición 20, Novísima recopilación, Lib.
VII, Tít. XVI, Leyes II^y IV.

^ Don Fernando y doña Isabel en Alcalá de Henares, año 1498;
y don Felipe II en Valladolid, año 1588, pet. 68; don Fernando y doña
Isabel en Sevilla pór la pragmática de 9 de julio de 1500, comprensiva
de la instrucción de corregidores, gobernadores, etc., cap. 30 y 31,

• Novísima recopilación, Lib. ^I, Tít. XVI, Leyea V y VI.
^ Cárdenas, História de la propiedad territorial, II, pp. 181,

182.
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Los propios, a diferencia de los comunales no eran inalie-
nables de por sí. Se consideraba que dependían de la libre vo-
luntad de sus dueños, y no diferían de la propiedad privada en
lo relativo a la naturaleza y extensión de los derechos domini-
cales. No obstante, en la práctica los concejos rio vendían sus
propios salvo en circunstancias extraordinarias; es más, procu-
raban conservaz y aumentar sus posesiones cuando se presen-
taza la oportunidad37.

Si en teoría, existía una claza distinción entre los propios
y los comunales, en la práctica, la diferencia entre los dos po-
dría ser harto nebulosa. En algunos lugares, por ejemplo, las
dehesas podían ser comunales en cuanto a la hierba, pero se
podían vender como propios la leña y la bellota3a. En otros
casos, un pedazo de tierra podía servir de común durante una
parte del año, y arrendarse como propio el resto del año. Por
ejemplo, una dehesa de la villá de Priego (Córdoba) se reservó
como pasto común paza bestias de tiro durante ocho meses al
año, pero desde noviembre hasta fin de febrero se vendía el
pasto al mayor ponedor39.

En otros lugares, las tierras comunitarias eran comunales
en algunos años y propios en otros. En Lumbrales (Salamanca)
durante muchos años las tierras de labor del municipio se ha-
bían repartido como comunales entre los veŝinos, pero des-
pués, durante varios años el concejo las arrendó al mayor po-
nedor hasta que los vecinos se agraviazon y el concejo tuvo que
restituir el sistema comunalao,

El cazácter ambivalente de la propiedad comunitaria fue
acentuado por el hecho, arriba apuntado, que los propios de
los concejos frecuentemente se habían usurpado a los comuna-
les y los dos a menudo se habían usurpado a los baldíos. A
veces los concejos fueron permitidos, por la autoridad real, de
usaz una parte de las tierras baldías como propios durante un

^ Ibid. Según Cárdenas, la propiedad civil en el resto de Europa
estaba igualmente fuera del mercado.

^ Salomon, La campagne, p. 140. Véase especialmente la nota 6.
^ Consúltese la carta de venta que Alonso López de Obregón

otorgó a la villa de Priego, 27 de marLO de 1590, AGS, CR, 7a, Ser.,
3261.

^ Véase la carta de venta que el Lic. Ortiz hizo al concejo de
Lumbrales, 1^7 de agosto de 1588. AGS, CR, 7a Ser., 3261.

37



período limitado. Este privilegio se extendió a los concejos de
la tierra de Alcalá la Real (Jaén) y de Jaén en 1590 para que
los ingresos así obtenidos ayudasen a pagar el servicio de millo-
nea, paza reconstruir la Armada41. Mucho antes, la ciudad de
Medina del Campo había obtenido de Fernando e Isabel el
privilegio de arrendar por diez años los baldíos que habían sido
roturados. Pasados los primeros diez años, la ciudad continua-
ba tratando estas tierras como propias; práctica ilegítima que
no será reprendida hasta mediados del reino de Felipe II42.

En este sentido, en Iscar (Valladolid) exiate un claro ejem-
plo de un concejo que usurpó sus comunales para aumentar así
ŝus propios. Él mecanismo utilizado sería el siguiente: cuándo
moría el ocupante de una determinada serie de tierras comu-
nes, el concejo las adquiría para los propios, cobrando así una
renta a la siguiente persona que las ocupaza. De esta forma, y
como indicábamos más arriba, el concejo de Iscaz -al igual que
otros muchos concejos de la comarca- agrandaban sus propios
usurpando tierras a los baldíos43.

Los concejos y sus vecinos se beneficiaron indudablemen-
te del carácter flexible de la propiedad comunitaria. No obs-
tante, la ausencia de una claza deiinición de esas propiedades y
la vaguedad e incluso ilegitimidad en su adquisición, propicia-
ron los ataques de paztes interesadas con el fin de corroer las
instituciones del dominio público. Apartado éste de los ata-
ques contra la propiedad pública, que dada su gran notoriedad
se analizará detenidamente más abajo; después de una detaAa-
da descripción de la utilización de la propiedad comunitaria.

B. Pastos

Los municipios castellanos poseían tierras de varios tipos
que se utilizaban para pasto. El exido, o ejido, era un campo

a1 Actas, XI, 472-76;Actas, XIII, 879 y s.
42 Véase una carta a la Corona (sin firmar, pero bajo el nombre de

Martín de Aguirre; y sin fechar, pero probablemente de 1578) en AGS,
C1JH484 mod. (124 ant.).

Relación de Diego López de Ayala, 21 de agosto de 1584, AGS
C^JH, 215.
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común de usos múltiples que podía servir de pasto. EI exido
(derivado del latino exitus, significando salida) se situaba en
las afueras del poblado. No se labraba porque fue reservado
paza establecer las eras, para el desenfado y para el ganado. El
prado (del latino pratum) era un pasto de alta calidad, situado
en tierra húmeda o de regadío donde se dejaba crecer la hierba
o se sembraba el forraje. La dehesa (del latino defensa, acota-
da) era la tierra acotada, por lo menos teóricamente, y por lo
general destinada a pastos. La dehesa solía estaz pazcialmente
azbolada, y en parte cultivada. El monte (del latino mons, o

montis, significando montaña) era tierrá cubierta de árboles,
arbustos o matas -resultando un pasto relativamente pobre. El

^ coto (del latino cautus, defendido) era un terreno acotado, si-
milaz a la dehesa, con la diferencia de su posible cultivo. En
suma, a excepción del ejido, que siempre era común, cualquie-
ra de estos pastos podían ser comunes o propiosaa.

La inmensa mayoría de los municipios castellanos tenían
una dehesa boyal, un pasto acotado reservado exclusivamente
para el ganado de tiro, especialmente los bueyes45. Sin embar-
go, la integridad de estas dehesas no fue siempre respetada,
siendo necesario en 1438 formular una ley prohibiendo que las
personas poderosas introdujesen otros ganados en las dehesas
boyalesa 6.

^ Los prados, montes, dehésas y cotos también podían ser pro-
piedad privada. Salomon, La campagne, pp. 135 y 140, nota 5; Costa
Colectirrismo agrario ( 1898), p. 284; Real Academia Española Diccio-
nario de la lengua española, 18a ed. (Madrid, 1956); José Corominas,
Diccionario crítico etimológico.

45 «Dehesa boyal" qúiere decir pasto para los bueyes, y sin duda,
en un principio sería para uso exclusivo de este ganado: ahora bien, en
el siglo XVI la mula era el animal de tiro más común en Castilla, por lo
que es ló^co que se le permitiera el uso de la dehesa boyal.

Segun las Relaciones, la gran mayoría de los pueblos en las provin-
cias de Madrid, Toledo, Guadalajara, Cuenca y Ciudad Real tenian una
dehesa boyal, apreciación que apunta Salomon en La Campagne, p. 135.
Igualmente, las relaciones de los funcionarios reales encargados de la
venta de tierras baldías indican que la situación era idéntica en el resto
de Castilla. Véase los documentos del azchivo de Simancas citados por
todo esté estudio.

^ Don Juan II en Madrigal, año de 1438, petición 47, Novtslma
recopilación, Lib. VII, Tít. XXV, Ley I.
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Además de sus propios pastos comunalea, los municipios
castellanos muchas veces participaban con otros pueblos en el
aprovechamiento de ciertas tierras, en un tipo de uso inter-
comunal, originando en algunas localidades, ^como Nueva Cas-
tilla, verdaderas federaciones de pueblos para uso de sus pas-
tos. Las tierras que eran comunes de los habitantes de un pue-
blo se distinguían^claramente de las que eran comunes de la fe-
deráción. Parece que esta costumbre tuvo su origen durante la
Repoblación, cuando las tierras inter-comunales estaban en la
jurisdicción de una ciudad o en la zona de una de las órdenes
militarea. Había pueblos que al no tener pastos propios, sólo
contaban con los intercomunales47:

La preponderancia. de la actividad ganadera conducía a la
sociedad que estudiamos a conservar sus espacios de pastos.
Así vemos que las Cortes de 1551 ante una alarmante .subida
de precios, especialmente el de la carne, resuelven que la causa
estribaba en la reducción de los pastos como consecuencia de
la expansión de la agricultura cerealista. Por ello y en respues-
ta a esta petición de Cortes, Carlos V dictó que todos los "tér-
minos, montes, exidos y baldíos públicos y concegiles" que
se habían roturado desde 1541 fueran reducidos a pasto co-

47 Salomon cita el e emplo de un común de doce villas en la tierra
de la ciudad de Toledo. V^ase I,a Camp^gne, p. 148.

El lugar de Fuente el Saz (Madrid) compartía con la villa de Tala-
manca y con otros lugarea los privilegioa comunea en ciertos pastos,
pero tenían cuatro dehesas que servían de pasto común sólo para los ve•
cinos de Fuente el Saz. Véase una carta a la Corona de don Juan Martí-
nez Siliceo (el arzobispo de Toledo), 10 de noviembre de 1533, AGS,
C^JH, 14 mod. (24 ant.).

Las villas de Gerena y el Garrobo (aituadas cinco leguas al noroea-
te de Sevilla) compartían una dehesa intercomunal, pero Gerena tenía
tres dehesas para su propio uso y El Garrobo reservaba una dehesa para
sí exclusivamente. Esto se ve en un mapa sin fechar, hecho aparente-
mente a finalea del siglo XVI, en AGS, CJH, 14 mod. (24 ant.).

Ciertas tierras en la juriadiccióñ^ de Alcalá de Henares (Madrid)
eran pasto común para veinticinco pueblos, según un memorial de las
Cortes al monarca, 80 de marzo de 1598, Actas, XII, 888.
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mún, afectando la medida por igual a las dehesas particulazes
que se habían roturado4 a.

Un tipo destacable de pasto común era la bellota, de vi-
tal importancia en regiones como Extremadura y el Reino de
Granada. La bellota estaba considerada como propiedad pri-
vada49. La legislación sobre dichos árboles en su doble y com-
pleja situación de dominio públicó y privado es muy interesan-
te, requiriendo por sí sólo un estudio detallado. Ofrece paza-
dojas ^ como la de ciertos lugazes en que un individuo podía
obtener el derecho de plantar árboles privados en el suelo pú-
blico^o

C. EI Cultivo y Plantaciones

Las tierras comunales dedicadas a la labranza precisaban
de reglamentos mucho más complejos que las de pasto; deriva-
do de una ocupación continuada de te^reno y de la necesidad
de un usufructo exclusivo. Una pazcela de tierra en pasto
puede ser utilizada por los animalea dé varios individuos, mien-
tras que la misma pazcela sembrada de cereal tiene que ser mo-
nopolizada por el cultivador hasta el final de la cosecha.

Dichos reglamentos están en relación al número de perso-
nas a disfrutar dichas tierras y mientras la población es pequeña
las normas suelen ser pocas y sencillas. Pero no era éste el caso
de Castilla en el siglo XVI, con una población en aumento
constante una vez completada la Reconquista, lo que hizo ne-
cesario la formulación de ordenanzas muy estrictas paza ga-

48 Don Carlos I y el Consejo en su nombre en Valladolid, año de
1551, Novúima recopilación, Libro VII, Tít. XXV, Ley IV; don Car-
los I y doña Juana, y el príncipe don Felipe, gobernador en su ausen-
cia, en Madrid, a 20 de mayo de 1552, cap. 2, Novútima recopúación,
Libro VII, Tít. XXV, Ley V; don Cazlos I, pragmática de 31 de mayo
de 1552, citada en Francisco de Laiglesia, Eatudios históricos (1515-
155^ (2 vols.; Madrid, 1918-1919), II, 860.

Véase la carta de venta que el Lic. de la Fuénte Vergara otorgó
al doctor Hernando de Martos de Varreda, 25 de enero de 1591, AGS,
CG, 371.

9o Costa, Colectivisyno agrario, (1898), p. 277 y ss.
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rantizaz un equitativo disfrute de las tierras comunales. La den-
sidad demográfica de Castilla en el siglo XVI presenta notorios
contrastes de población; ásí existen regiones con un marcado
excedente de población frente a otras tan despobladas que re-
quieren una política colonizadora. Pazalelamente, las normas
relativas al uso de estas tierras comunes oscila de acuerdo con
la mayor o menor densidad demográficasl

En el estado más sencillo y primario del aprovechamiento
de tierras comunales, se establecía el derecho de cualquier
vecino a ocupaz libremente la tierra que quisiera, usarla sin
límite dé tiempo y abandonarla cuando . quisiera. La única
norma a seguir era, el usazla, no jugando el concejo ningún pa-
pel en su distribución, salvo el daz su aprobación tácita a todo
apropiamiento de cualquier vecino. A las tierras comunales con
estas características se las dio el nombre de entradixas.

En algunas zonas de Castilla, apazentemente donde exis-
tió excedentes de tierras comunales, el colono de una pazcela
adquiría el derecho a gozarla durante toda su vida y la de su
mujer; pero a la muerte del ocupante cesaban todos sus dere-
chos sobre la tierra que, de esta manera, quedaba disponible
paza el primer colono que viniera a ocupazla de nuevo. Es de-
cir, la posesión no podía heredarse, ya que esto significazía una
pretensión de propiedad, privada cuando, en realidad y como
indicábamos antes, el único derecho a las tierras comunales era
el de la posesión mediante el usufructo52. Buena prueba de la
existencia de tierras de este tipo las recoge un encargado de la

n Sobre la demografía de (:astilla en el siglo XVI, véanse J. Ruiz
Almansa, "La población de España en el siglo XVI", Revista Internacio-
nal de Sociología, núm. 4(1943), pp.115-36; y Felipe Ruiz Martín, "La
población española al comienzo de los tiempos modernos", pp.189-202,
en Cuadernos de historia: Anexos de la revista Hispania (vol. I, Madrid,
1967).

^ Algunos lugazes en los que se observa esta norma, entre otros,
son Mohernando y Budia (ambos en la provincia de Guadal^jara), y
Barruelo (Valladolid). Véanse: una ejecutoria a Gerónimo de Silva, 31
de diciembre de 1592, AGS, CG, 368; una carta a su majestad, de Chris-
tóbal Pérez, en nombre de los vecinos de Budia (sin fechar, pero apazen-
temente de 1571), AGS, C1JH, 78 mod. (114 ant.);la venta que Geróni-
mo de Avalos otorgó a los vecinos de Barrihuelo el 20 de noviembre de
1588, AGS, CR, 7a Ser, 3260.
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Hacienda Real en un texto referido a.la villa vallisoletana•de
Iscazs 3.

Por otro lado, las tierrás comunales que se ocupaban sin
una participación activa concejil, se las denominaba general-
mente, cadañeras; es decir, para mantener su posesión era obli-
gado su cultivo anual. La costumbre más extendida era, pues,
que el ocupante gozara de la tierra de por vida a condición de
azazla todos los años como muestra de su deseo de seguir
usándola, perdiendo todos sus derechos. si déjaba transcurrir
un año y un día sin azaz, momento éste en el que se considera-
ba abandonada la parcela y a disposición del primero que vol-
viéra a azarla. Esta normativa tan concreta acuñó también otro
término para estas tierras cadañeras: el de tierras de año y
día.

Evidentemente, esta costumbre que concedía todos los
derechos al primer colono que ocupare tierras con las cazacte-
rísticas expuestas, originó frecuentes discordias entre vecinos
que pretendían ocupaz una misma pazcela de tierra, máxime
cuando era difícil legislaz sobre un derecho sucesorio, ante su
incompatibilidad manifiesta con el principio del dóminio pú-
blico.

Los documentos existentes no aportan mucha luz al res-
pecto, pero se desprende que la azada anual no significaba un
cultivo anual; porque una parcela se podía azaz, manteniendo
así su posesión, y dejarla en barbecho haŝta el año siguiente.
No obstante, parece que un problema común a las tierras cada-
ñeras fue su cansancio, debido a su continuada explotaciónsa.

A1 igual que había pastos inter-comunales disponibles paza
el aprovechamiento de vecinos de varios pueblos, también ha-
bía tierras de labranza de tipo inter-comunal, aunque apazante-
mente éstas no estuviesen tan espazcidas. Había labrantías ca-
dañeras y también de posesión por la vida del ocupante. El

53 Consúltese la relación de Diego López de Ayala, 21 de agosto
de 1584, AGS, C,JH, 215. '

sa Entre los muchos lugazes con tierras cadañeras o de año y día,
destaca el censo de la villa de Malaguilla ( Guadalajara). Véase la venta
que el Lic. Andrés de Bueras otorgó al concejo de Malaguilla, 5 de Agos-
to de 1585, AGS, CG, 373.

Sobre el problema del cultivo excesivo, consúltese la carta de
Christóbal Pérez citada arriba en la nota 52.
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lugar de Hinestrosa y la villa de Castrojeriz (ambos en la pro-
vincia de Burgos) compartían ciertas tierras baldías y cadañe-
ras, y cualquier vecino de ambas que llegase primero podía cul-
tivarla, y una vez abandonada, otro cualquiera podía volver a
tomarlas s.

Asimismo, en la jurisdicción de la villa de Lerma (Bur-
gos), había tierras de tipo inter-comunal para los vecinos
de Lerma o de cualquiera de los lugares de su tierra. El primero
que entraba en una parcela la podía ocupar por todos los días
de su vida con la condición de que la trabajara cada año, y si
no lo hacía cada un año y un día, o si moría, tornaban a que-
dar vaŝ ías para el primero que las ocupara5ó. En la encomienda
de Mohernando ( Guadalajara) había más de 13.000 fane •as de
tierra labrantía inter-comunal para el aprovechamiento de los
vecinos de la villa de Mohernando y los lugares de Humanes,
Robledillo de Mohernando, Razbona ( ?) y Cerezo de Moher-
nando57. Costa nos dice que las Relaciones describieron conve-
nios inter-comunales de pasto y cultivo en las tierras de La
Guardia, Lillo y Ocaña (todos en Toledo)5E. Y también había
tierras cultivadas intercomunales en la tierra de Talamanca
(Madrid), halladas por un funcionario real en 1569s9.

La mayoría de los concejos ejercieron, por lo menos, un
cierto control sobre el aprovechamiento de sus tierras comuna-
les, a pesar de la total libertad de los vecinos para la elección
del tamaño y situación de la parcela que reclamasen. En algu-
nos lugares, este control tomó cuerpo de reglamentos, estipu-
lando que a cada año de sembranza le siguiera un año de bar-

55 La carta de venta que Gutierre Catalán otorgó a los vecinos de
Ynistrosa, 20 de mayo de 1588, AGS, CR, 7a Ser., 3258.

56 Venta que el doctor Falconi otorgó a Lucas de Caniego de tie-
rras en Cantiapada, 17 de noviembre de 1590, AGS, CG, 373.

57 Ejecutoria dada a Gerónimo de Silva, 1 de diciembre de 1592,
AGS^ CG, 378.

Costa, Colectivismo agra^rio ( 1898), p. 263. Consúltese también
Salomon, La Campagne, pp. 143, 148.

^ Véase una carta de Diego Cazbajal (sin fechaz, pero aparente-
mente de 1569) AGS, CJH, 65 mod. (94 ant.).
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becho, y además incluía por lo general, una fecha tope paza
araz la tierra y asegurarse así su posesiónóo.

En regiones de tierra• muy ligera, se establecía un límite
temporal (a veces muy flexible) del bazbechoó1, y en otros ca-
sos se regulaba un número determinado de años de posesión.
En San Román de Hornija, por ejemplo, en la provincia de
Valladolid, el ocupante podía gozaz de su pazcela por ocho
años, durante los cuales tenía el derecho de trabajazla u hol-
gazla como le conviniese. Pero después de los ocho años, la
pazcela volvía a ser del comúnó2. En Córdoba, se hacía frente
al problema del cansancio de la tierra mediante restricciones
en la proporción de la parcela que podría sembrazse de cereales.

6o Por ejemplo en la villa de Torres (Jaén) el poseedor de un pe-
dazo barbechado por un año tenía que comenzaz a roturarlo antes del
mes de mayo, sino quería perder la posesión; mas podía cumplir con
esta regla arando un surco por el perímetro del pedazo, y otros por el
medio. Véase la comisión a Luis Sánchez, 14 de mayo de 1585, AGS,
CG, 362.

En la tierra de Talamanca (Madrid), no era obligatorio barbechaz
la tierra, pero las ordenanzas locales permitieron que el poseedor la
barbechara sin riesgo de perder su posesión. En dicha localidad la cose-
cha de cereales terminaba el día de Nuestra Señora de Agosto. Después
de la cosecha, un.pedazo de tierra podía quedarse sin trabajar un año
entero, pero pasado el año, el poseedor tenía que indicar la intención de
araz para el día de San Martín, en noviembre, obligándose a tenerlo
completamente arado a finales del próximo marzo, para así mantener el
derecho de posesión. Véase la carta citada arriba, nota 59.

61 Las villas de Valdepeñas, Manzanazes y Moral de Calatrava (to-
das en Ciudad Real) compartían el aprovechamiento de unas tierras lla-
madas "Las Aventuras", y los vecinos de los tres lugazes tenían el dere-
cho común de cultivo. Si un pedazo de estas tierras se dejaba tres años,
sin trabajaz, se consideraba desocupado y libre para el primero que lo
quisiera ocupar. Véase el borrador de una cédula (sin fechaz, pero apa-
rentemente de 1569) a Gaspar de Bustamante, AGS, CJH, 62 mod.
(91 ant.).

En el secano de Lorca, no se perdía la posesión de un pedazo de
tierra común hasta que hubiese quedado diez años sin trabajar, según la
Ordenanza núm. 142, p. 42 de las O^denanzas y privilegios de Lorca.
Citado en Costa, Colectivismo aygrario, (1944) p. 262.

Por su parte, en San Roman de Horniia, las tierras comunales vlan-
tadas en viñas volvían a su estado libre cuando las viñas se hubiesen que-
dado tres años sucesivos sin podar y sin cultivar. Véase la venta que Pe-
dro Hernández otorgó a los vecinos de San Román de Hornija, 30 de
enero de 1589, AGS, CG, 7a Ser., 3260. '

62 Consúltese el último documento citado en la nota anterior.
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Por consiguiente, el sobrante tenía que quedar en barbechera,
para cultivazse en otros añosó3.

En ciertos lugares, el ocupante de las tierras podía esco-
ger un sucesor. Es el caso de Talamanca (Madrid), donde el
ocupante tenía el derecho de traspasar la posesión a otra parte,
y aún de dejar la posesión (pero no el dominio, que quedaba
en la comunidad) a sus descendientesó4. También en la tierras
de Alcalá de Henares, los hijos del poseedor difunto tenían el
derecho a la tenencia del mejor tercio de los comunales que
teníaós

Dicha costumbre tenía la ventaja de evitar los problemas
que surgían siempre de la práctica de ocupaz la tierra el .prime-
ro que llegase, aunque no se evitaron todos los inconvénien-
t^S66.

Debido a los problemas derivados de la libre elección de
los comunales, en muchos lugares el concejo intervino en el
mecanismo de la elección de las parcelas, para introducir más
orden en la distribución. La causa de este cambio parece que
fue producida por la presión demográfica que aumentó la de-
manda por los comunales. A.sí, por ejemplo, en San Román de
Hornija (Valladolid) trataron de evitar el desorden en la suce-
sión de sus tierras comunes, acordando que ningún vecino pu-
diera suceder a otro en la posesión, hasta no haber mostrado la
parcela a los del concejo a fin de registrazlab^.

En San Román de Hornija, y en otros muchos lugares, tal
registro consistía simplemente en notificar al^concejo la situa-
ción y tamaño de la parcela escogida. Otro tipo de registro se
daba en Fuente de Valdepedro (Palencia).

63 En la campiña de la Tierra de Córdoba, el vecino de la ciudad
que tenía cuatro yugadas de tierras juntas en un pedazo, podía adhesar
sólo la mitad para pan. Hubo discriminación contra las personas que
no eran de la ciudad de Córdoba; si eran de pueblos de la Tierra de
Córdoba, podían adehesar el tercio; y si eran forasteros podían adehe-
sar solamente la octava parte. Véase una relación del Lic. Juan Alonso
de Herrera, 20 de marzo de 1584, AGS, C^jH, 150 mod. (215 ant.).

64 Véase una carta a la Corona de Diego de Carbajal (sin fechaz,
pero aparentemente de 1569), AGS, CJH, 65 mod. (94 ant.).

65 Ibid.
66 Comisión a Luis Sánchez, 14 de mayo de 1583, AGS, CG, 362.
67 Venta que Pedro Hernández otorgó a los vecinos de San Ro-

mán de Horn^ja, 30 de enero de 1589, AGS, CR, 9a Ser., J260.
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En este sentidó, un testigo contemporáneo escribió que:
"cada uno ara donde le pareze" y después que las ha entrado y
sembrado dice al que lo que le pareze que podra haber de obra-
das"6E. Igualmente, en todos los pueblos de la jurisdicción de
Alcalá de Henares, tenían estipulado que el vecino debía hacer
una señal en la parcela que quería labrar y al tiempo registrarla
ante el escribano del concejo con la presencia de dos testigos,
pasando a ser propiedad suya de por vida, con la condición de
ararla anualmente y de volverla a registrar cada dos años; que-
dando bajo la posesión del primero que la registrara si faltaba a
uno de estos requisitosó9.

En otros lugares, no se podía entrar en las tierras comuna-
les sin la previa autorización del concejo, caso de la ciudad de
Toro (Zamora). A lo que se añadía el hecho que ningún vecino
podía plantar viñas o árboles frutales sin el permiso de la ciu-
dad, la cual había obtenido licencia real de dar tales permisos.
El que plantara viñas estaba en su posesión mientras crecieran,
pero si las descepaba o las dejaba de cultivar durante dos o tres
años, perdía la posesión de la parcela, volviendo a ser pasto co-
mún^^.

Por el contrario, en otros lugazes, no era necesario el re-
gistro, y a cambio el concejo sólo exigía un pago nominal por
el uso de la parcela^l.

^ Véase la relación a Rodrigo Vázquez de Arce, Presidente del
Consejo de Hacienda, de Juan Pérez Pumarejo, escribano de la comisión
de Gutierre Catalán, 14 de agosto de 1587, AGS, CJH, 162 mod. (239
ant.). El mismo documento hace mención de un procedimiento muy si-
milar^ara registrar tierras en la villa de Herreros (Palencia).

6 Carta a la Corona de Diego de Carbajal (sin fechaz, pero aparen-
temente de 1569), AGS, CJH, 65 mod. (94 ant.).

^^ Venta que Pedro Hernández otorgó a Antonio de Laste Elde-
ras, 6 de abril de 1586, AGS, CG, 372. Consúltese también muchas
otras cartas de venta en el mismo leg^jo.

^l En la villa de Fuente Empudia, ?(Palencia), el que usaba las
tierras comunales tenía que pagaz al concejo tres o cuatro celemines de
grano por obrada; según la calidad de la tierra. Véase la venta que Fran-
cisco de Alcázaz otorgó a Domingo de la Pena y otros, 15 de noviembre
de 1591, AGS, CG, 371. •

En la villa de Nava del Rey (Valladolid) existía una costumbre
muy parecida, sólo que en los años que no recogiesen cosecha, no se co-
braba por el uso de la tierra. Véase una carta del Fiscal de Hacienda a
Juan de Salas, 1 de febrero de 1583, AGS, CR, 7a Ser., 3262.
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Otra modalidad seguida por algunos concejos castellanos
durante el siglo XVI, era que la selección de pazcelas comuna-
les pasaba a ejercerla el municipio. Así, se dividían las tierras
de labor en suertes de una o más pazcelas y se distribuían en-
tre los vecinos por un período fijo, o por vidan.

Finalmente, otro sistema, que ya se conocía en la penínsu-
la por lo menos desde el siglo X; es el de sorteo periódico de
tierras comunes cuya práctica aparece generalizada en Casti-
lla y León en los siglos XII y XIII73.

El sorteo de comunales muchas veces era pintoresco. En
unos sitios se designaba un día al año paza sacaz la suerte de un
sombrero o de una jarra en el Ayuntamiento74. En otros luga-
res había un día determinado en que se convocaba a los veci-
nos por el concejo, y se les instaba a escoger sus pazcelas en
los comunales. Un testigo contemporáneo nos describe así este
tipo de repartimiento:

... hay en término de la villa de Pajares behetría del
partido de la dha çiudad de Zamora... unas tierras que
numbravan coçegiles se repartían entre los vos della por
navidad al tiempo del alzaz en esta forma -que estando
juntos en coçejo todos los vos de la dha villa, les dizen
que vayan a labraz las tierras coçegiles y antes que sal-
gan del pueblo tocan la campana para que se entienda
que van a tomar las dhas tierras, y estando en ellas,
cada vezino señalava una suerte no tomando más de
media carga...^s.

Por desgracia, los documentos raramente expresan exacta-
mente cuál era el método de reparto. Generalmente sólo dicen
que el concejo y justicia "repartían las dhas tierras"76, o que

^Z Costa, Colectivismo agrario, (1944), p. 284.
73 Los primeros sorteos hallados por Costa se remontan al siglo en

el valle de Arán, en los Pirineos Catalanes. Y estima que dicha prácti-
ca perduró en zonas centrales de Castilla, hasta finales del si^lo XIX.

74 Por ejemplo, en Jerez de la Frontera (Cádiz). Consultese la ven-
ta que Diego de Vega otorgó a Damián de Hiiiojosa, 31 de enero de
158 7^ AGS, CG, 8254.

Venta que Pedro Hernández otorgó a Gerónimo Maldonado, 12
de febrero de 1588, AGS, CR, 7a Ser., 8258.

76 Véase la carta a la Corona que escribió Nicolás Muñoz, en nom-
bre del concejo y vecinos de Castroverde de Campos (Zamora) (sin fe-
chaztpero aparentemente de 1584), AGS, CJH, 216.
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los vecinos "se juntan y reparten por suertes iguales todas las
dhas tierras"^^, o que "los oficiales del concejo... nombraban
repaztidores que repartiesen las dichas tierras entre todos, ha-
ciendo las suertes igualmente"^a. Sin embazgo, todo pazece in-
dicaz que generalmente se usaba alguna forma de sorteo al
azar paza determinar quién recibiría las parcelas en la reparti-
ción o reparto periódico de las tierras comunales.

Cada lugar tenía sus costumbres de cómo y cuando se
debían repartir, o quién podía pazticipar. Normalmente los
comunales se repaztían a todos los vecinos del lugar, o a veces
a los vecinos de una federación de lugares79. Por ló general se
mantenía una imparcialidad total, teniendo las mismas opor-
tunidades el rico y el pobre, siendo esto de vital importancia
para las clases pobres; ya que eran las que más se beneficia-
ban del sistemaao,

En la provincia de Soria, destaca el hecho de que entraban
en el sorteo de comunales en igualdad tanto los vecinos del lu-
gar como los extranjerosal, pero esto fue un caso extraordina-
rio. En otros lugares las tierras se daban solamente á los veci-

^^ Venta que el Lic. Alonso Ortiz otorgó al concejo y vecinos del
lugar de Brincones (Salamanca), 16 de febrero de 1589, AGS, CG, 367.

^s Venta que Pedro Hernández otorgó al lugar de Villalube (Za-
mor'^, 16 de febrero de 1589, AGS, CG, 367.

Por ejemplo, en el sorteo de comunales que hacía el concejo de
Valencia de Alcántara (Cáceres) se repartían las tierras entre los vecinos
de Valencia, y también entre los vecinos de todos los lugares de su ju-
risdicción. Consúltese la comisión a G. de la Rocha, 6 de Julio de 1592,
AGS^ DGT 24, 1486.

Tenemos tres ejemplos en la villa de Vermellar (Salamanca), el
lugar de Villalube (Zamora) y el lugar de Brincones (Salamanca). Vean-
se los documentos citado ŝ arriba en notas 77 y 78 y la venta que el Lic.
Ortiz hizo a los vecinos de Vermellaz, 17 de agosto de 1588, AGS,
CG, 367.

81 Véase una carta a la Corona de Pedro Díez de Castañeda, 19 de
ma:zo de 1585, AGS, CJH, 229.

En algunos lugares el vecino que hubiese emigrado para vivir en
otra parte era excluido del sorteo. Los documentos raramente mencio-
nan esta regla, pero probablemente era corriente. Un ejemplo es el de
Villarramiel (Palenc:ia). Consúltese una ejecutoria a Pedro de Guebara,
25 de enero de 1610, AGS, CG, 373.
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nos casados, tan pronto como fuera posible después de la
bodaa2.

La posesión de comunales otorgados por sorteo oscilaba
desde el límite de un año hasta el total de la vida de un vecino.
En Castroverde de Campos (Zamora) y en Villarramiel (Palen-
cia), se seguía este último casoa3, y en otras villas las tierras
comunales se repartían anualmente, sembrándose apazentemen-
te todos los añosE4. Un sistema más racional era el sorteo anual
de todas las tierras, previa división de las mismas en hojas, dis-
puestas para su siembra. Parece ser que en estas tierras, el siste-
ma de tres hojas era el más generalizadoss.

Estos períodos de tenencia de tierras oscilaban en otros
lugazes entre dos, tres, cuatro, seis, e incluso ocho años, no
mencionando los documentos si existían normas paza la barbe-
chera de estas tierras; aunque lo normal es que hubiese algo es-

82 En la villa de Castroverde de Campos (Zamora) el concejo re-
partía de por vida las tierras de labor entre los vecmas casados. La suer-
te de los difiintos volvía al concejo, y sería repartida a otro matri-
monio. Véase una carta a la Corona de Nicolás Muñoz en el nombre
del concejo y vecinos de Castroverde (sin fechaz, pero aparentemen-
te de 1584), AGS, CtJH, 216. _

En Villarramiel (Palencia) tenían una costumbre muy semejante,
sólo que en Villarramiel la suerte librada por la muerte de un matrimo-
nio era asignada al matrimonio más viejo que no tuviese una suerte.
Véase la ejecutoria citada en la nota 81.

83 Ibid.
^ Los documentos consultados son, con frecuencia, vagos en este

aspecto. Tal vaguedad indica probablemente, que el autor del docu-
mento no tenía interés en el asunto, o que no lo comprendía. Sin em-
bargo, párece que se practicaba la siembra anual en una parte (por lo
menos) de las tierras comunes de Jerez de la Frontera (Cádiz), Pajares
(Zamora) y Brincones (Salamanca). Consúltese la venta que Diego de
Vega otorgó a Damián de Hinojosa (de tierras en Jerez), 31 de enero de
1585, AGS, CG, .3254; la venta que Pedro Hernández otorgó a Geró-
nimo Maldonádo (de tierras en Pajares), 12 de febrero de 1588, AGS,
CR, 7a Srv., 3258; la venta que el Lic. Ortiz hizo al concejo de Brinco-
nes, 24 de agosto de 1588, AGS, CG, 367.

ss La documentación de Simancas muestra que cada sistema te-
nía sus partidarios; así, en la villa de Vermellar (Salamanca) se usaba
el de tres hojas. Véase el domento citado en nota 80.

Valencia de Alcántara tenía un sistema de cuatro hojas, las cuales
se sembraban un año y se holgaban los siguientes tres antes de sorteaz-
se y sembrarse de nuevo. Véase la comisión que se dio a Gómez de la
Rocha, 6 de julio de 1592, AGS, DGT, 24, 1486.
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tipulado por la costumbre. Igualmente cabe la posibilidad de
que se prefiriera una tenencia larga, porque había estimulado
que las tierras se cuidaran mejor. En Jerez de la Frontera se
cambia la tenencia de uno a cuatro años, pero no se especifican
las razones8ó. De la misma forma, en otras zonas la tenencia os-
cila en cada sorteo, sin aparecer clazos los motivos.

Gonforme al prinçipio de que la posesión de los comunales
se limitaba a los beneficios recibidos mediante el uso personal,
la mayoría de los lugares exigieron que las personas que reci-
bieran las suertes de tierras comunales las aprovecharan perso-
nalmente. En la tierra de Soria, por ejemplo, los vecinos no
podían "vender ni tocar ni usar dellas de ningun aprovecha-
miento mas de la posesión"87.

En ciertos lugares los que recibieron suertes, tenían el
derecho de hacer lo que quisieran con ellas, caso de la villa de
Vermellar (Salamanca) que podían ser arrendadasss. Otro caso
es el de la villa de Lumbrales (Salamanca), donde el vecino que
no quisiera labraz su suerte podía cedérsela a otra persona o
reintegrazla al concejo, que, dados estos hechos, podía vender
la tenencia a otro vecino89.

Tampoco hay muchos datos sobre lo que se estipulaba en
caso de muerte del poseedor. Conocemos el caso de Villalube
(Zamora), donde la mujer del difunto podía seguir usando la
suerte el tiempo que quedaza, y si morían los dos o no tuviera
mujer, se dejaba en bazbecho hasta el siguiente sorteo9o.

Normalmente las tierras comunales se repartían libremen-
te, sin cobraz nada por el uso. Pues el dominio de estas tierras
quedaba en la comunidad de vecinos y no se cobraba ninguna
renta. Un anciano analfabeto del lugar de Brincones (Salaman-
ca) subrayó que los comunales de la localidad se repartían li-

86 En Jerez, por ejemplo, la tenencia se extendió de un año a cua-
tro años. Veáse la venta citada en nota 84.

s^ Véase una carta a la Corona de Pedro Díaz de Castañeda, 19 de
marzo de 1585, AGS, CJH; 229.

88 Venta que el Lic. Ortiz hizo a los vecinos de Vermellar, 17 de
agosto de 1588, AGS, CG, 367.

89 Venta que el Lic. Ortiz hizo al concejo de Lumbreras, 17 de
agosto de 1588, AGS, CR, 7a Ser., 8261.

90 Venta que Pedro Hernández otorgó a Villalube, 16 de febrero
de 1589, AGS, CG, 367.
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bremente, en el testimonio qúe dio a un investigador en 1587:
... en cada un año se juntan y repazten por suertes igua-
les todas las dhas tierras que hay en el término deste
dho lugar, dando tan buena suerte al chico como al
grande, y al pobre como al rico, sin que por razón de
las tales suertes se haya dado ni dé por ningún vezino
al concejo deste dho lugaz cosa alguna de renta ni tri-
buto, sino que libremente las han repartido y gozan los
vezinos deste dho lugaz91.

Sin embargo, los municipios precisaban de fondos paza
gastos extraordinarios que los ingiesos normales no podían cu-
brir. Viendo que el método menos oneroso de conseguir fon-
dos adicionales era poner un derecho nominal por el uso de los
comunes, sé adoptó en muchos casos esta medida, considerada
siempre con cazácter extraordinario92, aunque la duración de
esta medida podía tender a hacerla fija; y en estos casos se
llegaba a una sobrecazga en la tazifa paza cubrir los gastos ex-
traordinarios93. Incluso en lugazes donde normalmente no co-
braban ningún derecho, a veces se exigía un mínimo para jus-
tificar la asignación de una suerte adicional después del repar-
timiento tradicional^.

91 Consúltese la declaración de un testigo llamado ante el juez de
tierras, citada en la venta que el Lic. Alonso Ortiz hizo al concejo y ve-
cinos de Brincones, 24 de agosto de 1588, AGS, CG, 367.

92 En la villa de Pajares (Zamora), las suertes se repartían normal-
mente gratis, pero cuando el concejo precisaba de dinero, cobraba una
fanega de trigo por cada carga de tierra sembrada, más o menos, según
la necesidad del concejo. Véase la venta que Pedro Hernández otorgó a
Gerónimo Maldonado, 12 de fe6rero de 1588, AGS, C, 7a Ser., 3258.

93 En Lumbrales tenían la costúmbre de cobrar media fanega de
centeno por cada suerte (normalmente de una fanega y media) de tie-
rra común. Pero durante los 1570 y los 1580 el concejo se vio obligado
a exigir la sobrecarga de un real o dos por suerte. Véase venta que el
Lic. Alonso Ortiz hizo al concejo de Lumbrales, 17 de abril de 1588,
AGS, CR, 7a Sér., 3261.

^ Los vecinos del lugaz de Brincones (Salamanca), estaban or-
gullosos del hecho de que sus tiemas comunes se repaitían gratis. Sin
embargo, el concejo tenía el derecho de cobraz un real por cada suerte
nuevamente repartida, tanto en el matrimonio de un vecinó como en el
establecimiento de un extranjero en el pueblo. Consúltese la venta que
el Lic. Alonso Ortiz hizo al concejo de Brincones, 24 de agosto de
1588, AGS, CG, 367.
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Este uso determinó que las tierras comunales tomasen el
carácter de propios, pero con la diferencia de que éstos nunca
se sorteaban igualmente entre los vecinos, sino que salían a la
pública subasta al mayor ponedor. Un concejo que había lo-
gradó imponer derechos relativamente altos por los comuna-
les podría convertirlos en propios. En la villa de Lumbrales
(Salamanca), el concejo cobró un derecho anual durante varios
años, luego se ápropió de los comunales y los trató como pro-
pios por algunos años, arrendándolos al mayor ponedor. Y
de hecho se habrían convertido permanentemente en propios
de no mediar la acción de los vecinos reclamando las antiguas
suertes95.

La evidencia disponible muestra que el sistema comuni-
tario, en sus múltiples formas, estaba en pleno apogeo en Cas-
tilla a mediados del siglo XVI. Las tierras comunitarias y bal-
días sostenían la ganadería y la agricultura, y constituían la
clave de la estructura social y económica de la vida rural. Cuan-
do se colonizaron las tierras del Nuevo Mundo, fue considera-
do perfectamente natural que se transportazan las institucio-
nes comunitarias, igual que otras muchas, de la patria de los
conquistadores%.

Variaba muchísimo el grado en que los pueblos castella-
nos se apoyaban en su propiedad comunitaria, desde lugazes
donde coexistían la propiedad comunitaria y la propiedad pri-
vada hasta lugares donde la propiedad comunitaria era reduci-
da y predominaba la tierra de particulazes97. Ahora bien, este
último caso parece el menos corriente, pues en la mayoría de
los lugazes uná gran parte o incluso la totalidad de las tierras

95 Eso ocurrió en los 1570. Véase el documento dictado arriba, en
la nota 93.

96 Carlos I en 1523, y confirmado por Felipe II, Ordenanza 130
de Poblaciones; y Carlos I y la emperatriz en 1533; y Carlos I y el car-
denal Taber G en Tabera, 15 de abril de 1541; y en Fuensalida, 18 de
octubre de 1541; y]a emperatriz en Valladolid, 8 de ^?embre de
1550; citados en Manuel Fabila (ed.), Cinco siglos de leg[ŝlación qgra^ia
en Mézico (1493-1940) 1 vol.: México, 1941, I, 8, 13, 15.

97 Relación a Rodrigo Vázquez de Arce, presidente del Consejo
de Hacienda, de Juan Pérez Pumarejo, escribano de la Comisión de Gu-
tierre Catalán, 14 de agosto de 1587, AGS, CJH, 162 mod. (239 ant.).
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pertenecían a la comunidady no aindividuos particulares98. Los
pueblos de las Reldciones raramente cazecían de propiedad co-
munitaria. Las Relaciones indican que los campesinos castella-
nos de 1575-1580 cónsideraban las diferentes formas de pro- .
piedad comunitaria altamente beneficiosas y de gran importan-
cia para su bienestaz económico^.

3. YJSYJIPPACIOI^ES DE LO PUBLICO

El carácter de la propiedad comunitaria como institución
básica de Castilla en la mitad del siglo XVI se debe a su ardoro-
sa defensa, durante siglos, frente a los ataques de los labrado-
res, de la nobleza, de la Corona e incluso de los municipios que
pugnan por erosionar la propiedad comunitaria y sustituirla
por la propiedad privada. -

A. Los Campesinos

Los que con más frecuencia y persistencia atacazon este
sistema fueron los propios campesinos que usaban la propiedad
pública. Es fácilmente comprensible que un individuo que cul-

98 La villa de Castroverde de Campos (Zamora) informó que sus
vecinos no tenían otra cosa conqué sostenerse aparte de las tierras co-
munales. Véase una carta de Nicolás Muñoz a la Corona sin fecha, pero
aparentemente de 1584), AGS, C1JH, 150 mod. (216 ant.^.

^:n Brincones (Salamanca), un lugar con ochenta vecinos, toda la
tierra era comunal salvo una sola fanega. Véase la venta citada arriba en
la nota 94.

Los documentos de la Hacienda Real que se conservan en el Archi-
vo de Simancas, indican que muchos otros lugarea también basaban su
existencia casi exclusivamente en sus tierras comunales.

Costa observa que todavía en el siglo XIX existían lugares en va-
rias partes de Castilla (la Vieja y la Nueva) donde la totalidad del terri-
torio . era propiedad comunitaria, pero el siste;na fue destruido por las
desamortizaciones ordenadas por el gobierno central. Codectivismo agra-
rio (1944), pp. 252, 253.

99 Salomon, La Campqqne, pp.185, 150.
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tivaba una parcela de tierra año tras año, llegara a pensar que
su derecho sobre la tierra tenía que sobrepasar la simple ocu-
pación temporal. Por otra parte, las propias características de
cada terreno, tipo de tierra, ;rregularidades de superficie, con-
dición del subsuelo, etc.... precisaban años de experimentación
antes que el cultivador conociera suficientemente sus peculia-
ridades para sacar el máximo rendimiento. Además, a este
argumento para una ocupación permanente de la tierra se uni-
ría, sin duda, un cierto apego del labrador por un terreno en
que tanto había trabajado. La conjunción de estos factores psi-
cológicos y materiales, produjeron numerosas infracciones en
el mecanismo de estas instituciones colectivas, tendiendo pro-
gresivamente a transformar una ocupación temporal en una po-
sesión permanenteloo,

Un ejemplo coetáneo de la incipiente privatización de las
tierras baldías lo tenemos en las actuales provincias de Ciu-
dad Real y Toledo: ^

... en el Campo de Criptana y en Socuéllamos, las tie-
rras que han rompido se han quedado... de propiedad
que aunque las dexen de labrar no las pierden...(y) si
estas tíerras baldías está una tierra cansada de llevaz
pan, plántanla de viñas o olivazes o huertas, quedan se
perpetuas para siempre, y así todo el término de Oca-
ña de pocos años a esta parte se ha hecho todo propio,
y eso han lo ŝecho y lo van haziendo cada día a su vo-
luntad siñ pedir licencia a nadieloi_

El mismo hecho se repite en muchas zonas de las dos Cas-
tillas. En 1564 un testigo septuagenario de Cabra del Santo
Cristo (Jaén), dijo que las tierras baldías del lugar solían pre-
sentarse incultivadas, pero que en la actualidad habían sido
"hechas posesiones de particulazes"1^. Una maniobra muy uti-

10o Costa; Colectivismo agrario (1898), pp. 266, 267; y Salomón,
La ó mpagne, pp. 135, 150.

Relación sobre las averiaguaciones que se hicieron sobre la per-
petuidad de las tierras realengas y baldías en la provincia de Castilla, C+r-
den de Santiago, Campo de Montiel, Tierra de Huete y Tierra de Alcalá
de Henares (sin fecha, pero aparentemente de 1563), AGS, DC, 47,
fol. 19.

102 Relación de Juan de la Concha (sin fechar, pero aparentemente
de 1564), AGS, CJH, 54. -
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lizada por los campesinos que querían usurpar tierras públicas
fue el cambio o movimiento subrepticio de los mojones mar-
cando los límites de los términos; de esta manera los indivi-
duos que poseían tierras colindantes con los públicos, clandes-
tinamente engrosaban su propio terreno a expensas de lo co-
mún103,

Pero este método encontró evidentes resistencias de los
municipios, aunqúe los responsables de dichas apropiaciones
fuesen sus •propios vecinos. Así conocemos numerosos pleitos
que restituyeron las tierras a lo público, pero ŝon muy poca
efectividad, ya que los usurpadores volvían a ocupar las mis-
mas tierras- tan pronto como podían, invalidando la acción
del municipio.

Estos abusos empujaron a los concejos a suplicar ayuda a
la Corona, en las Cortes de Toledo de 1480, dictándose como
resultado la Ley de Toledo por la que sé dispone que los corre-
gidores, u otros jueces o persquisadores reales oyesen las que-
jas de los concejos sóbre los términos usurpados; estableciendo
un plazo de treinta días para probar su derecho de posesión.
Mientras tanto, el juez haría una pesquisa con testigos y docu-
mentos. Pasado el plazo, dictaba sentencia, y en caso de frau-
de se restituían las tierras al concejo. Si aún así hubiera resis-
tencia, el culpable perdería además del derecho de posesión de
la tierra, cualquier otro oiicio real o local que tuviera, y en
caso de no tenerlo se le penaría por el doble de su valor. Ade-
más la Ley de Toledo, para evitar una sucesión interminable de
pleitos nombró un tribunal único de apelacionesi^.

Parece que la ejecución de la Ley de Toledo mostró que se
precisaba de más tiempo para las probanzas, y que los pleitos
pendientes podrían ser un problema, porque en el año 15301a
Ley enmendó ampliando el plazo de treinta a setenta días para
1as probanzas, y mandando a los jueces que no siguiesen en

103 En el Archivo de Simancas hay muchísimos informes sobre
este tipo de usurpación. Para evitar repeticiones, aquí vamos a citar un
solo ejemplo, el que ocurrió en Jerez de la Frontera (Cádiz). Véase la
venta que Diego de Vega hizo a don Alonso de Valdespino, 18 de marzo
de i5^84, AGS, CG, 862, pliegos 45-48. ^

Don Fernando y doña Isabel en Toledo, año de 1480, ley 81,
Novísima recopilación, Lib. VII, Tít. XXI, Ley V.
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causas que resultasen tener litigio pendiente, ya que debían ser
remi+.idas ante el juez originallos,

La litis.pendiente resultó una escapatoria por la cual los
usurpadores de derras municipales podían mantener su pose-
sión ilegal e impedir la resolución de los cargos. En 1552 una
nueva Ley trató de cerrar esa escapatoria: mandó que se resti-
tuyese lo usurpado a pesar de cualquier apelación, si el título
en cuestión databa después de 1542. También dispuso que los
jueces resolviesen ellos mismos cualquier litis pendiente, si
no estaba pendiente ante una de Audienciasl^. Así se evitaba
una escapatoria, pero se abrió otra, pues desde aquella fecha la
presentación de pleitos ante las Audiencias fue el método pre-
ferido para obstaculizar la Ley de Toledo. Este mecanismo es
patente en el Reino de Granada, donde fracasaron los jueces
enviados para aplicar la Ley de Toledo, ante la acción del pue-
blo que impidió el éxito de sus pesquisas con fraudes y so-
bornoslo^.

Pero a pesar de la resistencia de sus propios vecinos, los
municipios defendieron sus términos. Los documentos de Si-
mancas muestran que la justicia local, los entregadores de la
Mesta, los corregidores y otros oficiales y jueces reales, proce-
dieron vigorosamente contra los usurpadores, penando y aun
encarcelándoles. Sin embargo, el ímpetu individualista era de-
másiado fuerte, y en todas partes del Reino, la Ley de Tole-
do fue mal acatadalos,

1^ Don Fernando y doña Isabel en Toledo, año de 1480; y don
Carlos I en Segovia, año de 1532, pet. 51, y en Valladolid, año de 1557,
pet. 82, Novísima recopilación, Lib. VII, Tit. XXI, Ley VI.

106 Don Carlos I y doña Juana en Madrid, a 24 de mayo de 1552,
cap. 3 de las Cortes de 1548, Novísima recopilación, Lib. VII, Tít. XXI,
Ley VII:

1^ Comisión al doctor Santiago, 20 de febrero de 1560, AGS,
C^JH 150.

ib8 Las manifestaciones de este hecho son múltiples, pero por ra-
zones de espacio citaremos sólo dos casos de especial relevancia. Uno
sucedió en Jerez (Cádiz), donde el asunto recayó sucesivamente en
varias autoridades: la jurisdicción militar, los alcaldes de la mesta y fi-
nalmente, el corregidor. Consúltese la venta citada más arriba, en la no-
ta 108.

Otro caso fue el de Loja (Granada) donde los violadores de la Ley
de Toledo sufrieron el procesamiento por la justicia municipal. Véase
un grupo de papeles bajo el nombre de "Rodrigo Suárez, en nombre de
la ciudad de Loxa", varias fechas en 1598, AGS, CJH, 271 mod. (380
ant.).
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B. La Nobleza

La nobleza castellana íbase apoderando también poco a po-
co de la propiedad comunitaria, para ensanchar sus fincas. La
acción que podía emprender el municipio contra las usurpacio-
nes de personas poderosas variaba mucho acorde a la influencia
del noble en cuestión. Muchas veces un pleito largo podía resul-
tar más caro que la pérdida de las tierras reclamadas por el muni-
cipio y, por consiguiente, muchos concejos dejaron de resistir-
se a las usurpaciones nobiliarias, bien por no esperar ningún
resultado, bien por los excesivos costos, o simplemente por
miedo a represalias y por respeto.

Para paliar en parte la situación, se dictaminó una ley en
1435, que obligaba a los concejos a defenderse y buscar jus-
ticia en tales casos109; pero se careció del poder necesario para
implantar su aplicaciónllo. Sin embargo, hay numerosos ejem-
plos de concejos que lograron resistir los ataques de la nobleza
contra sus términos. En 1552 1'a Audiencia de Granada resol-
vió un pleito de la ciudad de Morón de la Frontera (Sevilla)
contra el conde de Viana (de la Casa de Osuna) en favor de la
ciudad. Pero ese pleito.tuvo una duración de dieciocho años, y
los vecinos de Morón estuvieron tan desanimados en un punto,
que casi abandonaron la luchalil.

Se divulgaba por todas partes las noticias de los pleitos
iniciados por los concejos para recuperar sus términos, de tal

109 Mediante eata Ley de 1485 loa oficiales de la justicia local pu-
dieron proceder contra los usurpadores, incluso si éstos eran "caballe-
ros y personas poderosas". Complementariamente se capituló la pérdida
de su oficio para aquellos oficiales que no acataran las ordenes de dicha
ley. Don Juan II en Madrid, año 1435, pet. 29, y en Madrigal, año
1488, pet. 7 Novísima recopilación, Lib. VII, tít. XXI, Ley III.

I10 Tanto los del estado Ilano como los hidalgos que habían ocu-
pado las tierras de Ubeda (Jaén), sin que la ciudad les expulsaza, según
una relación de Juan de la Concha (sin fecha, pero aparentemente de
1564), AGS, C,JH, 54.

Igualmente en Iscar (Valladolid^ los alcaides de fortaleza del con-
de Miranda tomaron de una forma ilicita distintas partes común sin que
este grave hecho fuera contestado por los vecinos del lugar, que por,
miedo y por respeto no se resistieron. Véase la relación de Diego López
de Ayala, 21 de agosto de 1584, AGS, CiJH, 215.
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manera que el éxito de alguno de ellos animaría a los otros
concejos a seguir el ejemplo112.

Una forma singular de usurpación de derechos comunales
resultaba de la venta real de licencias para defender la caza.
Los cotos de caza no sólo quitaron a la gente el antiguo de-
recho al libre aprovechamiento de los montes y campos, sino
también quitaron a todos, salvo al licenciado, el derecho al
pasto, porque con el pretexto de defender la caza, excluían a
todo el mundo113,

Otra manera de usurpación dé lo público, por parte de la
nobleza, fue mediante permisos para fraccionar y tomar como
posesiónes privadas una parte de las tierras baldías que previa-
mente eran para el aprovechamiento comúniia; y en ocasiones
el concejo participaba con el señor en la legitimación de este
tipo de usurpacióniis.

111 por ejemplo, el pleito que Morón de la Frontera puso contra
don Juan Téllez, el conde de Viena, y au h^jo don Pedro Téllez Girón, el
duque de Osuna (una copia de 1739 de documentos de 1534-1552),
AHN, Osuna, 82° núm. 9.

Algunos de los pleitoa mencionados acarrearon la enemistad del
noble (por ejemplo, el caso del marqués de Hordalea y Teba en la pro-
vincia de Málaga), pero parece que otros se resolvieron amistosamente
(como el pleito entre Iscar y el cónde de Miranda). Consúltese la cédu-
la al Lic. Josephe Laso (sobre tierras en Teba), 7 de diciembre de 1583,
AGS, CG, 8262; y la relación de Diego López de Ayala citada arriba en
la nota anterior. '

112 Una carta de la villa de Teba (Málaga), nos dice que los conce-
jos se aprovechaban de la experiencia de otros lugarea en su lucha con-
tra los usurpadores. Por ejemplo, el éxito en su extendido pleito contra
el marqués de Hordalea, dio ánimo a otros concejos a continuar sus pro-
pios pleitos. Véase una carta de Teba a la Corona (ain fecha, pero apa-
rentemente de 1589), AGS, CJH, 204.

113 Capítulo XIV de las Cortea de 1571, en Actas de las Cortes de
Castflla (54 vols.; Madrid, 1861-1986), II, 866, 867.

114 En Quesada (jaén) el marquéa (de Quesada,?) hacia 1552 otor-
gó a los vecinos de dicha localidad grandes parcelas de tierras baldías
que más tarde convertirian en propiedad privada. Véase una relación
del bachiller Juan de la Concha, 28 de junio de 1569, t1GS, CJH, 94.

ils por ejemplo, el concejo de la villa de Espera (Cádiz) y el du-
que de Alcalá hicieron mercedes de tierras baldías a vecinos de Espera
alrededor del año 1530. Consúltese la venta que el Lic. Nicolás de Chá-
vez hizo a Fernando Giles, 11 de agosto de 1588, AGS, CR, 7a Ser.,
3258.
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C. Los Municipios y sus Oficiales

Acabamos de apuntar que los municipios ocasionalmente
ayudaban a sus vecinos en la usurpación de baldíos. En ciertas
circunstancias, hay que resaltar, como Ia concesíón de .tierras
baldías por un concejo resultaba claramente para el bien de la
comunidad de vecinos. Los concejos que así actuazon pudie-
ron haber estado motivados por el deseo de asegurazse la pose-
sión de dichas tierras en manos de sus propios vecinos. Era nor-
mal que existiera una rivalidad entre municipios para el usu-
fructo de baldíos que eran de aprovechamiento general. Todo
ello originó numerosos pleitos donde dos concejos pretendían
tener la jurisdicción sobre los mismos términos, no siendo ex-
traña la usurpación de tierras de un concejo a otro116.

Los .municipios castellanos generalmente trataban las tie-
rras baldías en su jurisdicción como les convenía. Normal-
mente se reservaban para el aprovechamiento común, pero los
concejos solían dárselas a sus vecinos o las apropiaban para sus
propios 117.

Pero los concejo5 daban a sus vecinos no sólo las tierras
baldías, sino, en ocasiones, las comunales, abandonando com-
pletamente el sistema comunitario, por lo menos en lo refe-
rente a la labranza. Así acaeció en la villa de Cabeza de Arados
donde se adoptó el sistema particulaz en los años 1550, sin ex-

116 La villa de EI Arahal ganó un pleito contra la ciudad de Morón
de la Frontera (ambos en la provincia de Sevilla) porque la ciudad se
había reservado unas tierras 4ue en realidad eran para los vecinos de los
dos pueblos. Véase la peticion a au majestad hecha por la villa de El
Arahal, 12 de agosto de 1592, AGS, CG, 365. En los archivós de las
Chancillerías hay muchísimos pleitos que resultaron de la competencia
intermunicipal.

117 La ciudad de Ubeda (Jaén) había usurpado cuatro o cinco mil
fanegas de baldíos para alquilar como tierra de labor a sus vecinos.
Véanse la relación de Juan de la Concha (sin fecha, pero apazentemente
de 1564), AGS, CJH, 54; y una relación de Bernardino de Barros, 9 de
septiembre de 1573, AGS, CtJH, 84 mod. (124 ant.).

Medina del Campo (Valladolid) usurpó tierras baldías para sus
propios, después de caducarse una licencia de los Reyes Católicos per-
mitiendo que se hiciera por un tiempo limitado. Véase una carta a la
Corona (sin firmar, pero aparentemente de 1573 e identificada con el
nombre de Martín de Aguirre), AGS, CJH, 84 mod. (124 ant.).
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plicación apazente. Quizá se pretendía evitar las complicaçio-
nes de administraz el sorteo de tierras, pero el Consejo m^nntu-
vo su control sobre la rotación de las hojasl1s. La villa de Sabiote
(Jaén), ilícitamente vendió a sus vecinos unas porciones de
una dehesa boya1119. Y lo que es más clazo aún, toda una serie
de leyes que tratan del tema nos demuestran que no era extra-
ño que los concejos enajenasen sus términos públicos. En 1329
y 1351 los monarcas Don Alonso y Don Pedro defendieron
que los concejos pudiesen vender o enajenar sus términosl2o-
Una ley de 1515 tuvo que reiteraz el mismo principio121. Y el
emperador Carlos V repetidamente tuvo que dar nuevas versio-
nes de la misma ley, lo que indica que el abuso continuaba a
pesar de todo122:

Más común, aparentemente, que la pérdida de propiedad
comunitaria mediante ventas del concejo, era una pérdida tem-
poral debido a acciones azbitrarias e injustas de los oficiales del
concejo. En 1492 los Reyes Católicos dieron una pragmática
mandando que los oficiales de los concejos de todo el reino
que tuvieran tomadas y ocupadas cualesquier rentas de los pro-
pios, términos, prados, pastos, montes y otras cualesquier co-
sas de los comunes o baldíos o propios de las ciudades, villas
y lugares, las dejazan libre en el concejo y no tornaran más a
tomaz y ocupazlas, so pena de la pérdida de cualquier oficio
que tuviesen en el concejo, y la ineligibilidad perpetua por otro
oficio123. Por aquel entonces ya existían leyes dictadas en

lla Consúltese la venta que el Lic. Garci Pérez de Bazán otorgó a la
villa de Cabeza Arados, 3 de mayo de 1590, AGS, CR, 7a Ser., 3260.

119 Eso aconteció entre 1543 y 1586. Lo sabemos porque en esta
fecha un juez de mestas procedió contra el cultivador de la tierra ale-
gando que anteriormente había sido dehesa boyal, según la venta que el
Lic. Andrés de Bueras otorgó a Francisco Gómez, 15 de marzo de 1589,
AGi^Ó G, 373.

Don Alonso en Madrid, año 1329, pet. 49; y don Pedro en Va-
lladolid, año 1351, pet. 26, Novísima recopslación, Lib. VII, Tít. XXI,
Ley II.

121 Don Fernando y doña Juana en Burgos, año de 1515, pet. 12,
Novísima recopilación, Lib. VII, Tít, Ley IX.

122 Don Carlos y doña Juana en Madrid, año de 1528, pet. 27; y
en Valladolid, año 1537, pet. 120, y año 1541, pet. 9, Novísima recopi-
laci12^ Lib. VII, Tít. XXI, Ley IX.

Don Fernando y doña Isabel en Valladolid, por pragmática de .
21 de julio de 1492, Novísima >'ecopsTación, Lib, VII, Tít. XXI, Ley IV.
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1433 y 1436 que muestran que los oficiales de los concejos ha-
bían utilizado su posición para beneficiarse de los propios,
bajo arriendos muy bajosi24.

Pero a pesar de todas las leyes, el mal continuaba, agra-
vándose a partir de la venta por la Corona de oficios munici-
pales. En las Cortes de 1576 los municipios se agraviaron al
monarca porque la venta del oficio de regidor ya había causa-
do mucho daño a los pobres. Naturalmente eran los ricos quie-
nes compraban los oficios, y mientras los concejos previamen-
te habían defendido los términos públicos contra el despojo
por personas poderosas, al acceder éstos a los oficios del con-
cejo podían controlaz su funcionamiento y adquirir paza sí
los bienes comunitarios. Esta situación se agrababa porque las
elecciones de alcaldes, que pudieran haber frenado los abusos,
estaban controladas por los poderosos del lugar, y los pobres
carecían de fondos para buscar otros remediosi2s.

A pesar de las denuncias de las Cortes, la Corona no tomó
ninguna medida, continuando los abusos. En las Cortes de
1586-1588 los municipios volvieron a protestar contra la venta
de oficios que permitía a los compradores hacerse señores de
las aldeas y pueblos, usurpando los propios de los concejos, la
leña, y aún las viñas de particulazes, dejando a los pobres ^ sin
recursos. Esta vez, Felipe II respondió que ya no vendería ofi-
cios, salvo en "casos de necesidad" y mandó que los concejos
tuviesen la oportunidad de volver a comprar los oficios ya ven-
didosi2ó:

D. La Corona

Como ya hemos apuntado, los monazcas caŝtellanos, por

124 Fue estipulado que los propios se alquilasen solamente en su-
basta pública y se prohibió que los alquilasen los oficiales del concejo y
otras personas poderosas, ni directa ni indirectamente. Don Juan II en
Madrid, año 1433, pet. 18, 19 y 20; y en Guadal^jara, año 1436, pet.
20, Novísima recopilación, Lib. VII, Tít. XVI, Ley IV.

125 Las Cortes pidieron al monarca que los municipios tuvieran la
facultad de comprar todos aquellos oficios que habían sido vendidos en
los últimos veinte años, pero Felipe II no accedió a tal demanda alegan-
do la innecesidad de dicha medida.

126 Capítulo XVIII, Actas, IX, 402, 403.
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lo menos desde el siglo X1V, siguieron una política de protec-
ción de la propiedad comunitaria y los derechos comunales
mediante repetidas medidas, salvaguardando esas instituciones
de la usurpación de los vecinos, de la nobleza y de los oficiales
de los pueblos. Pero los mismos monarcas, tentados por su de-
recho teórico de éxpropiación de !as tierras bajo su control,
ocasionalmente se aprovechazon de la situación para hacer con-
cesiones de tierras comunitazias a pazticulares. No obstante, el
sentimiento público de la inviolabilidad de esta propiedad era
tan alto, que los ultrajados municipios forzaban a los monarcas
a restituir las tierras usurpadas, Las disposiciones que proveían
tales restituciones muestran cómo los mismos monarcas con-
sideraban su actuación ilegal al hacer dichas donaciones12^.

El emperador Carlos V, como sus antecesores, hizo con-
cesiones de propiedades comunitarias a particulares, pero los
municipios le reprendieron en las Cortes de 1528, pidiéndole
que cesara tales concesiones y que anulara las que ya lrabía
hecho. A diferencia de los monazcas anteriores, Carlos V no ac-
cedió a tal demanda. Quizá por ser extranjero no sentía afecto
por las instituciones y costumbres castellanas, pero respondió
benévolamente a la petición de las Cortes; es decir, la respues-
ta del emperador fue más una evasiva que una contestación.

A1 rechazar los precedentes establecidos por sus anteceso-
res, dejó abierta la posibilidad de continuar haciendo más
concesiones, y lo que es más importante, estableció un nue-
vo precedente: el derecho del monarca de disponer de la
propiedad comunitaria. Y aunque prometió tener en cuenta los
deseos de las Cortes referente a futuras concesiones, no contes-
tó sobre el asunto de la restitución de las ya realizadas, dejando
tal disposición al Concejo de Castilla12s.

12^ Don Alonso en Madrid, año 1329, Pet. 49; y don Pedro en Va-
lladolid, año 1351, pet. 26, Novísima recopílación, Lib. VII, Tít. XXI,
Ley II; y don Juan II en Madrid, año 1419, pet. 5; en Tordesillas, año
1420, pet. 1; y en Guadalajara, año 1432, pet. 20, Novísima recopila-
ción, Lib. VII, Tít,. XVI, Ley I; y don Fernando y doña Juana en Bur-
gos, año de 1515, pet. 12, Novísima recopsTación, Lib. VII, Tít. XXI,
Ley VIII. Véase también Cárdenas, Historia de la propiedad territorial,
II, 183, 184.

12s Don Carlos I y doña Juana en Madrid, año de 1528, pet. 27, y
en Valladolid, año 37, pet. 120, y año 41, pet. 9, Noví.rima recopaTa-
ción, Lib. VII, Tít. XXI, Ley IX. Consúltese también Cárdenas, Histo-
ria de la propiedad territorial, II, 184; y Rafael Altamira y Crévea, His-
toria de la propiedad comunal, (Madrid, 1890), p. 231.
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Sorprende eI hecho de que Cazlos V, a pesaz de mostraz su
falta de respeto a la inŝ titución de la propiedad comunitaria de
Castilla, en realidad, la dejó prácticamente intacta el resto de su
reinado. Así durante el régimen de su hijo Felipe II, las Cortes
recordazon repetidamente al emperador como modelo por su
respeto a las tierras públicas129. Sin embargo, Felipe II no imi-
tó a su padre en ese aspecto: las violaciones del "Rey Pruden-
te" de la propiedad comunitaria alcanzarían tales proporcio-
nes que todas las hechas hasta entonces palidecerían a su lado
por su insignificancia.

129 Capítulo LIX (Cortes de 1576), Actas, V, 71; Capítulo XLI
(Córtes de 1583-85), Actas, VII, 819 y s.
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Capítulo segundo

^ Origen y principios de las ventas





1. DIFICULTADES FINANCIERAS DE LA CORONA

Los gastos de las empresas imperiales de Carlos V hicie-
ron necesario imponer pesados gravámenes sobre los contribu-
yentes castellanos. Las formas normales de financiación no
podían cubrir la creciente necesidad de fondos, y la Hacienda
Real consideró necesario recurrir al préstamo paza evitar la
bancarrotal.

A1 subir al trono Felipe II, los recursos de Castilla habían
sido hipotecados por varios años, y la situación financiera era
precaria. Momentáneamente, la Hacienda Real pudo satisfacer
sus más apremiantes necesidades con nuevos préstamos y con
la comente de plata procedente de las Indias. Pero se hacía
cada vez más evidente la necesidad de buscar nuevas fuentes
de ingresos para evitaz el desastre, porque las aventuras impe-
riales de Felipe II amenazaban con la quiebra del estado.

De esta forma, se crearon nuevas exacciones: los llamados
aróitrios o expedientes; medidas a las que, con anterioridad,
habían recurrido otros reyes de Castilla con el fin de adquirir
grandes sumas para gastos extraordinarios. Pero con Felipe II
el uso de estos arbitrios alcanzó un ^especial refinamiento: así
todas las exacciones conocidas fueron explotadas e inveñtadas
otras nuevas, llegando a estar de moda el dedicazse a la inven-
ción de nuevas formas de conseguir dineio para la Hacienda
Real. Los individuos que se dedicaban a tal menester fueron

1 Sobre el aparató financiero del régimen de Carlos V véase Ra-
món Grande, Carlos V y sus banqueros, Vol. I: La vida económica en
Castilla ( 1516-1556) (2a ed. rev.; Madrid, 1965); Vol. II: La Hacienda
Real de Castilla (Madrid, 1949); Vol. III: Los caminos del oro y de la
plata (Madrid, 1967).
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llamados arbitristas. Ya habían existido éstos antes, con Car-
los V, pero en el reinado de Felipe II llegaron a formar un gru-
po cohesionado y con Felipe III los arbitristas encabezaron to-
dos los proyectos para reformar España y reimpulsar su eco-
nomía. Cervantes y Quevedó dedicaron sabrosos comentarios
a sus ocurrencias e invenciones. Y las Cortes se exasperaron
tanto con los arbitristas que pidieron al monarca que los
expulsara a todos de Madridz.

Los arbitristas buscaron formas para aumentar las entradas
de la Hacieñda Real sin aumentar la deuda ni reducir futuros
ingresos. Los arbitrios utilizados durante el reŝiádo de Feli-
pe II incluían ventas de títulos de nobleza, oficios, tierras bal-
días, licencias para acuñar y exportar moneda, licencias para
exportar grano, licencias para importar y exportar mercurio y
ventas de exenciones y amplificaciones de jurisclicciones. Los
arbitristas descubrieron que se podía recaudar dinero, no sólo
vendiendo estas licencias, sino también vendiendo promesas de
no venr^er ciertas de ellas, o vendiendo anulaciones para ven-
tas ya hechas.

Tanto los gobernantes como los gobernados consideraban
los arbitrios perjudiciales para el reino, y algunos reyes expre-
saron en sus testamentos la esperanza de que sus sucesores no
los utilizaran. Las Cortes estaban en contra de la mayoría de
los arbitrios, y obtuvieron promesas de Carlos V y Felipe II de
no enajenar ninguna^ parte del patrimonio real, promesas que
sus exigencias financieras no les permitieron guardar3.

2. LAS PRIMERAS VENTAS

Durante los primeros años del reinado de Felipe II, hacia
1557, la Hacienda Real decidió vender una parte de las tierras
baldías a los que ya las ocupaban. No está claro si la iniciativa

Z Modesto Ulloa, La Hacienda Real de Castilla en el reinado de
Felipe II (Roma, 1963) p. 425; Manuel Colmeiro, Historia de la econo-
mía política en España ^2 vols.; Madrid, 1965), 1177-86.

3 Ulloa, Hacienda Rea1, pp. 425, 426.
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partió de un arbitrista4 o bien si surgió de un concejo munici-
pal deseoso de consolidar el derecho a sus tierras. Pero lo más
probable, según la propia evolución de las ventas, de forma
paulatina, es que la Hacienda Real viese de forma gradual la
manera de hacer unos ingresos extraordinarios.

Las primeras ventas de tierras baldías se hicieron bajo la
forma de asientos en la provincia de Guadalajara en 1557,
1558 y 1559. 'El primer asiento fue entre la Corona y el Lugar
de Lupiana, no sabemos todos los detalles de este asiento,
yuntas, 46 fanegas y 11 celemines de tierra por 1.708.645 ma-
ravedís pagados en tres plazos, y que el asiento se firmó el 14,
de octubre de 15575.

El segundo asiento, fechado el 7 de diciembre de 1558,
fue con la villa de Atanzón, por el cual la Corona vendió 5
yuntas y media de tierra por 412.500 maravedís, que se paga-
ron en dos plazos en 1559 y 15606.

Aparentemente las tierras vendidas a Lupiana y Atanzón
eran comunales usurpadas a los baldíos. Parece ser que habían
permanecido largo tiempo en cultivo, pero se convirtieron en
pastos, según las leyes de 1551 y 1552, protegiendo la inte-
gridad de los mismos^. Y Atazón y Lupiana querían comprar-
las probablemente para seguir cultivándola ŝs:

La ciudad de Guadalajara se opuso a la venta de baldíos en

4 Según Ulloa, la idea fue propuesta ante el Consejo de Hacienda
por unos "individuos" que declararon que la Corona podría sacar mu-
cho dinero de la venta de las tierras comunitarias. Nosotros no hemos
visto ninguna referencia a estos "individuos" en los documentos que
consultamos en Simancas, pero debemos admitir que el alcance de las
investigaciones de Ulloa fue mucho más amplio que el nuestro. Véase
Ulloa, Hacienda Real, p. 433.

5 Véase el Cargo de lo que recibió el Factor General Fernando
López del. Campo de "yuntas de tierras" que se vendieron el año de
1560, AGS, CMC (2a Ed.), 138.

6 Ibid.; y el Cargo de recibos del mismo Factor General, por ven-
tas de los lugares, jurisdicciones y términos, año de 1560, en el mismo
legajo.

^ Véase el Capítulo I, sección II, B.
$ Ver una relación de la venta a Guadalajara (sin otra fecha que

1559), AGS, CJH, 14 mod. (24 ant.).
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su tierra9, indudablemente porque quería reservarse el control
sobre ellos. Por ello, apeló a la Corona para que no vendiera
más baldíos, ofreciéndose a pagar por tal favor. Esta propuesta
fue recibida favorablemente por la Corona, llegándose a un
ac,uerdo qué se formalizó mediante asiento el 27 de enero
'de 155910.

Según éste, la Corona vendía a la ciudad todas las tierras
baldías de su tierra y jurisdicción que estaban en cultivo o que
hubieran sido cultivadas. También vendió a la ciudad 16 yun-
tas de tierras no cultivadas (llecas) para aumentar una dehesa
y para hacer un ejido. A pesar de que la Corona reconocía que
el valor de la propiedad era mucho mayor, la ciudad pagó a la
Hacienda Real 8000 ducados solamente; en recompensa la Co-
rona prometió que ningún rey castellano vendería o enajena-
ría otras tierras en la jurisdicción y tierra de Guadalajarall.

La ciudad debió sentirse segura al creer que disfrutaría sin
impedimento del uso de todas las tierras baldías y propiedades
comunales dentro de sus límites, y la Hacienda Real también
tenía razón para estar satisfecha por el negocio hecho. No sólo
había ganado 8000 ducados, sino que también había compro-
bado que las tierras baldías eran una fuente de ingresos en po-
tencia.

Los primeros ingresos procedentes de los asientos con Lu-
piana, Atanzón y Guádalajara fueron registrados por la Hacien=
da bajo "Ventas de lugares, jurisdicciones y términos". Pero al
iniciarse el año 1560 apareció una nueva categoría: la denomi-
nada "Venta de tierras baldías"12.

9 Los docuraentos que enlazan el asiento de Guadalajara con las
ventas anteriorea no identifican éstas. Tal vez las ventas a Lupiana y
Atanzón fueran las únicas, pero no necesariamente. Véase una relación
del Licenciado Andrés del Mármol sobre las tierras de Guadal^jara (sin
fecha, pero aparentemente de 1586; 1588), AGS, CJH, 162 mod.
(2s9 ónt.).

Ibid. El asiento fue firmado por la Princesa de Portugal ante la
ausencia del Rey. A la sazón Felipe II eataba en los Países Bajos y no
volvió a España hasta el otoño de 1559.

11 7bid.
IZ Véanse los Cargos citados arriba en notas 5 y 6.
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3. LAS VENTAS EN SU PERIODO EXPERIMENTAL,
1560 y 1569.

Durante la década de 1560 la Hacienda Real experimentó
cómo explotar las tierras baldías al máximo. El primer intento
general de venta de estas tierras fue desalentador: así el 20 de
septiembre de 1560 la Corona dio una comisión al doctor San-
tiago13, oidor de la Audiencia de Valladolid, para que investi-
gara las ocupaciones ilegales de tierras comunes en el Reino de
Granada.

El doctor Santiago hubo de poner en ejecución la Ley de
Toledo, lo cual había sido muy difícil en aquella región14, es
decir, proceder con los pleitos. ya empezados según esta ley y
terminarles aunque estuviesen pendientes en la Audiencia. Su
misión era no sólo el devolver a los municipios las tierras que
se les había usurpado, sino que, al mismo tiempo, debía rein-
tegrar a la Corona todas las tierras baldías que estuviesen ile-
galmente ocupadas, aunque el usurpador fuera el mismo mu-
nicipio. Incluso debía actuar no sólo con el problema de pose-
sión según la Ley de Toledo, sino también con lo relativo a la
propiedad. Estaba autorizado a vender a los ocupantes toda la
tierra que él juzgara perteneciente a la Corona. Y toda apela-
ción contra las órdenes y sentencias del doctor Santiago debía
dirigirse exclusivamente al Consejo de Hacienda, y no a ningún
otro tribunal, ni siquiera a las Audienciasls.

EI doctor Santiago puso demasiado celo en su comisión.
Empezó a adjudicar a la Corona toda la propiedad ocupada
con título defectuoso, aunque el defecto fuese mínimo. Descu-
brió que casi todas las tierras comunes de la ciudad de Granada
habían sido usurpadas a los baldíos, lo mismo que la mayor
parte de la propiedad privada de la región. Confiscó todas estas
tierras en nombre de Su Majestad, y mandó que todos los ocu-

13 Ni los documentos de Simancas ni las Actas le ponen otro
nombre.

14 Véase el Capítulo I, sección 3, A.
15 Ver la comisión al doctor Santiago, 20 de septiembre de 1560,

AGS^ CJH, 101 mod. (150 ant.).
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pantes de estas tierras debían pagar la renta adeudada a la Co-
rona desde el momento en que habian sido usurpadas a los bal-
díos,.estipulando a su vez la renta a pagar en el fu.*ŝro si que-
rían continuar usándo las tierrasió.

' El doctor Santiago no realizó muchas ventas de tierras
porque incidió más en el cobro de rentas atrasadas, y como
consecuencia, la tentativa de compra era poco atrayente; ya
que bajo tales condiciones, los poseedores de tierras se negaron
a comprar lo que ocupaban. La ciudad de Granada se querelló
en las Cortes de 1563, alegando que las acciones del doctor
Santia•o eran injustas. Según la ciudad (opinión muy exagera-
da, bien es cierto), si el asunto continuaba así, cundiría el desá-
nimo en los habitantes de la región, lo que originaría una des-
población de la zonai^.

Finalmente la impopularidad del doctor Santiago llegó a
tal. punto que el Consejo de Hacienda juz•ó prudente despe-
dirle y revocar o suavizar muchas de sus sentencias. Más tarde,
en 1566 se comisionó a Pedro López de Mesa, oidor de la Au-
diencia de Granada, para que siguiera las mismas instrucciones
dadas originalmente a Santiago. Este siguió una política dife-
rente al permitir que los posibles compradores amortizasen
la renta atrasada en el precio de compra de la tierrais.

Hubo una stispensión de las ventas en el Reino de Grana-
da durante la rebelión de los moriscos (1568-1570) que tarda-
ron varios años en reanudarsei9.

Si el primer intento de venta de tierras baldías en una re-

16 Consúltese un documento con el nombre de Antonio de Lahoz
Cartera (sin fechaz, pero aparentemente de 1563), AGS, DC^7, folio
11. Ver también el Capítulo CVI (de las Cortes de 1563), Actas I, 371
y s.; y una petición que presentaron los vecinos de Granada en la sesión
del 18 de noviembre de 1596 (Cortes de 1592-1598), Actas, XV,
261 ^ s.

^ Ibid.
Is Cédula al Lic. Pedro López de Mesa, Oidor de la Audiencia de

Granada, 29 de octubre de 1566, AGS, CJH, 101 mod. (150 ant.): y
un borrador de una cédula al Lic. Rodrigo Vázquez (sin fecha, pero apa-
rentemente de 1569), AGS, C1JH, 91 ant. (62 mod.).

19 Ibid.
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gión había sido negativo, desde un punto de vista fisca120, la
experiencia, no obstante, había sido muy iluminadora paza la
Corona al vislumbrar que la cantidad de tierra que se podría
vender como baldíos usurpados probablemente sería muy
cuantiosa. Sin embargo, habría que obraz con tacto en el tra-
to con los ocupantes, para no violentarles e incitar en ellos el
deseo de ŝomprar sus tierras, obviando el cobro de la renta
acumulada durante el período de ocupación ilegal.

Mientras el doctor Santiago todavía seguía trabajando en
las tierras baldías de Granada, la Hacienda Real mandó un
agente a investigar la posibilidad de vender otras tierras baldías
en Alcalá de Henares, Huete, Montiel y en las tierras de la Or-
den de Santiago en la provincia de Toledo. Este agente real
obtuvo el testimonio de individuos de distintos niveles socio-
económicos para pulsar la reacción pública ante las propuestas
ventas, completando un informe que entregó en 1563 sobre los
posibles efectos de tal acción.

El informe constaba de dos apartados: ventajas y desven-
tajas. Entre las primeras destacaba que al estar las tierras ocu-
padas por personas que no tenían ningún título de propiedad
sobre ellas y que sólo trabajándolas todos los años podían se-
guir usándolas, situación que había ocasionado un agotamiento
de la tierra y los consiguientes bajos rendimientos. Este pano-
rama se evitaría con la venta de las tierras y poderse así aplicar
el bazbecho sin perjuicio de la pérdida de las mismas, a la vez
que podrían ser aprovechadas por la ganadería paliando la
falta de pastos en la región. Además si los ocupantes tuvieran
las tierras en propiedad podrían construir pozos y edificios
para sus ganados, acciones prohibidas hasta entonces en los
baldíos.

Todo ello redundaría en mayores ingresos para la Hacien-
da Real al poder aplicar el impuesto de la alcabala sobre la ven-
ta de tierras (no se aplicaba si eran baldíos al no constar como

^ No hallamos en Simancas ninguna relación de las tierras vendi-
das, ni los ingresos procedentes de tales ventas en la década de los 1560.
La ausencia aparente de tales relaciones, tal vez indica que hubo pocas
ventas o incluso ninguna. Los documentos citados arriba en notas 16 y
18 también nos llevan a la conclusión de que las ventas eran insignifi-
cantes.
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propiedad) y poder igualmente aumentar otros impuestos. Del
mismo modo, y como última ventaja, al otorgar las tierras bal-
días con título de propiedad disminuirían los numerosos plei-
tos sobre el derecho de posesión.

Por lo que respecta a las posibles desventajas de las pro-
yectadas ventas, el agente real estimó el golpe psicológico que
representarían para los pobres, pues disminuía radicalmente,
las, ya difíciles, posibilidades de obtener tierras gratuitas, ŝon
un claro menoscabo de su estado de ánimo. •

Los campesinos, poseedores de tierras baldías tendrían
que abandonar sus labores al no poder comprar dichas tierras,
ocasionando un grave descalabro agrícola al quedar sin culti-
var amplias zonas. Por otro lado, las personas más pudientes al
comprar grandes cantidades de tierras podría ocurrir, que no
las trabajaran bien al no depender de ello la garantía de su
posesión, disminuyendo en consecuencia los rendimientos, y
los impuestos.

Además, si las ventas de tierras baldías originaban la con-
ceñtración de la propiedad en pocas manos, algunos de los que
perdieran sus tierras se verían forzados a trabajar para los pro-
pietarios, y llegarían a ser sus esclavos:.. Finalmente, entre las
desventajas de las enajenaciones proyectadas desde la Corona,
señalaba las desapazición de la relativa igualdad en la posesión
que facilitaba la propiedad pública de los baldíos, ya que nadie
podía ocupaz más tierra de la que podía usar.

En conclusión, la relación del investigador real estimó que
la mayoría de los testigos consultados, ricos y pobres, veían
como un hecho positivo la venta de las tierras baldías; ya que
incluso los menos pudientes detendrían la ventaja de mantener
las tierras si las compraban, al poder mantener su posesión si
un año por causa de la sequía u otras condiciones adversas,
no podían sembrarlas; es más, cabía la posibilidad de vender
las tierras en caso de necesidad.

Casi todos los concejos, según el informe, se mostraron a
favor de la ventas de las tierras baldías, y aún los opuestos a la
venta, las adquirían si el precio era moderado21.

21 Véase la relación de las averiguaciones (sin fechar, pero aparen-
temente de c. 1563), AGS, DC-47, folio 19.
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Animada por este informe, la Hacienda envió vazios jueces

de tierras con el fin de vender los baldíos de la región a sus
ocupantes. Su actuación se inicia a finales de 1563 y principios
de 156422, con gran éxito recaudativo23. Los ocupantes de
baldíos mostraron muy buena disposición para compraz sus
tierras y convenían el precio entre el comprador y el juez mu-
tuamente, así como la forma y plazos de pago. En caso de es-
timaz el "juez una oferta baja por una tierra, no la
vendía y pasaba un informe del hecho a la Hacienda.

Hacienda,' por su lado, ante la posibilidad de que al ven-
der todas las tierras de la región de una vez, descendiesen los
precios, retuvo una parte de los baldíos paza enajenaciones
posteriores24.

En otros casos, los concejos pedían al juez negociar ellos
directamente la venta de tierras baldías de su jurisdicción, y el
trato pasaba a negociarse directamente con el Consejo de Ha-
cienda, tomando la forma de asiento con la Corona. El papel
del juez era entonces de intermediario entre las dos partes
aunque en la práctica él también negociaza los términos del
asiento25.

A mediados de los 1560 el precio pagado por los baldíos
representaba solamente una fracción de su verdadero valor^,
a pesar de que se hacía un esfuerzo de convencer a los posee-
dores para que ofreciesen la mayor suma posible, no se procu-
raba obligarlos a compraz sus tierras. Pero las obvias ventajas

22 Por desgracia no encontramos copias de estas comisiones y
apenas hay documentos sobre las primeras ventas en la re^ón. Este
vacío de datos justifica la brevedad con que tratamos este apartado. El
primer indicio de las ventas en la región data de diciembre de 1563,
fecha en que el juez Diego de Carbajal comenzó sus actuaciones en Vi-
llarrubia de Santiago (Toledo). Véase las registraciones hechas por los
óŝupantes de tierras baldías, AGS, CJH, 52 ant. (85 mod.).

23 En el capítulo VII hay un análisis cuantitativo de las ventas.
^ Ver una relación de Diego de Carbajal, 18 de enero de 1565,

AGS, CG, 5252; una consulta de Antonio de la Hoz, 10 de abril de
1564, AGS, CJH, 54 ant. (36 mod.); y los documentos citados arriba
en nota 22.

25 Diego de Carbajal a su Mag., 6 de noviembre de 1564, AGS,
CJH^^54 ant. (36 mod.).

Según el asiento de 1564, el precio que pagó la villa de Villa-
rrubia en la época del traspaso, solamente por el derecho de ocuparlas,
representaba sólo la cuarta y la vigésima parte del precio en el mercado.
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del dominio legal y los precios bajos hicieron que casi todos los
poseedores de tierras baldías optasen por comprar. En esta pri-
mera etapa, pues, de ventas, la Hacienda no pretendió recibir
más dinero del que voluntariamente pagasen los compradores,
a fin de que se animasen todos a comprar sus tierras27.

Esta política benigna hacia los ocupantes de tierras bal-
días fue un gran éxito en cuanto al número de ventas, y al
principio la Hacienda mostraba su contento con los ingresos, a
pesar de saber que los títulos se daban a precios muy bajos.
Pero pronto Hacienda estimó que estos precios reducidos eran
un fraude al fisco. Así vemos que cuando se iniciaron las ven-
tas en Torrejón de Ardoz, llegaron unos informes denunciando
que el hecho de tratar sólo con los poseedores de baldíos era
la causa de los bajos precios.

Ante esto la Hacienda adoptó una política más estricta
para qúe los compradores subieran las ofertas. Y así el juez co-
misionado en Torrejón se le instruyó que pregonase que si los
poseedores no ofrecían un precio justo, su propiedad se ven-
dería a quien sí lo hiciese; asegurándose además el juez de que
se registraban todas las tierras baldías y no se ocultaban algu-
nas para no tener que comprarlas. Se tuvo que venderren públi-
ca almoneda las tierras baldías no ocupadas, y toda propiedad
adquirida tenía que llevar el refrendo del Consejo de Hacienda
sobre su precio28.

El juez Diego Carbajal ya había completado las registra-
ciones de tierras baldías de Torrejón de Ardoz cuando recibió
las instrucciones expresando la nueva política estricta. La hizo
pregonar, resultando que casi todos tenían tierras adicionales
que declarar, la mayoría en viñas o en árboles. Con el fin de
vender los baldíos a un precio justo, este juez nombró una
junta de vecinos del lugar para que tasasen cada pedazo de tie-
rra que había de venderse. La tasa le sirvió de guía, o punto de
partida cuando empezase a negociar sobre el precio. Este sis-

Z^ Ver el documento citado arriba en nota 25; y una relación que
envió Diego de Carbajal al Consejo de la Hacienda, 18 de enero de
1565, AGS, CG, 3252.

Z$ Relación de Diego Carbajal sobre las tierras baldías de Torrejón
de Ardoz, 30 de noviembre de 1568 (?), AGS, CJH, 61 mod. (89 ant.).
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tema resultó tan bueno que de aquí en adelante lo incorporó el
Consejo de Hacienda en todas las instrucciones a otros jueces
de tierras baldías29. -

En Talamanca las tierras baldías habían sido consideradas
como propiedad privada durante generaciones, transmitiéndose
de padres a hijos. A1 llegaz el juez comisionado (el mismo
Diego Cazbajal) pregonó que todos los poseedores de tierras
debían registrarlas ante él y ofrecer un precio justo por ellas.
La respuesta de los vecinos de Talamanca, ante esta oferta, fue
que en dicho término no había baldíos, ya que todas las tierras
se consideraban propiedad privada. La no aceptación, por
parte del juez de sus azgumentos, movió a los vecinos a apelaz
a la Corte accediendo a compraz las tierras por 1/4 del valor
tasado3o.

Sin embargo, fracasó su oferta, y entonces los vecinos
adoptaron un tipo de resistencia pasiva contra el juez de tierra.
Los habitantes de Talamanca habían seguido con mucho in-
terés las ventas en las villas cercanas de Torrejón de Ardoz y
Alcalá de Henazes, observando que, en efecto, el juez de tie-
rras nunca había quitado la tierra a ningún poseedor para ven-
derla a otra persona. Estimaron que los jueces de tierras utili-
zaban una falsa amenaza porque a nadie se le había quitado
las tierras. En consecuencia, los vecinos de Talamanca sólo pu-
jazon por una fracción del valor tasado de sus tierras.

En una carta a la Corte el juez contó que los poseedores
de baldíos habían dicho que comprarían sus tierras solamente
"si me las quisieren perpetuaz por esta cantidad (muy baja),
y si no, mis tierras me tengo, y de la manera que las poseo me
las quiero tener, (y) que el Rey no me las ha de quitar, ni ha-
cerme agravio, porque las heredé de mis padres y abuelos". De
esta manera, cuando el juez trató de llevaz a cabo su amenaza
de vender las tierras a otras personas, fracasó, al no haber na-
die que pujase por ellas. Dos eran los motivos de esta negativa.
En primer lugaz, la creencia de los vecinos era que el juez no
iba a quitar las tierras a nadie, a juzgar por sus actuaciones en

29 Ibid.
30 Hernando Díaz, en el nombre de la villa de Talamanca, a C.R.M.

(sin otra fecha que el año de 1569), AGS, CJH, 65 mod. ( 94 ant.).
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otros pueblos; y, en segundo lugar, nadie quería pujar, por no
perjudicaz a sus vecinos31.

Los vecinos de Talamanca, pues, habían valorado la situa-
ción en su justa medida. En efecto, el Consejo de Hacienda
dudó si la Corona podía resolver contra los que poseían tie-
rras baldías y no ofrecían un precio justo, arrebatándoselas,
hasta que por fin decidió cumplir su amenaza, pero recompen-
sando a los poseedores (quizá por escrúpulos morales) que per-
dieran sus tierras por las ventas.

Alrededor de 1"569 ordenó el juez de tierras indagar acer-
ca de dicha indemnización, teniendo en cuenta la edad del po-
seedor, el número de años que hubiese ocupado la tierra, y
otros factores pertinentes. Pero se planteó la dificultad, expre-
sada por el mismo juez, de evaluar lo invertido por cada posee-
dor en su tierra, ya que el valor añadido a la misma era funda-
mentalmente en trabajos para mejorarla, tales como quitar
piedras, descuajar y abonar; trabajos que sí tenían valor, pero
no la tierra, ya que ésta se podía ocupaz libremente sin pagar
nada3z.

A pesar de ello, la Corte consideraba importante dar algún
tipo de compensación a los perjudicados por las ventas. Por
ñn, en 1569 se adoptó la política de vender un pedazo de tie-
rra al poseedor si era posible, aúnque otro individuo ofreciera
más dinero, siempre y cuando el poseedor ofreciera al menos
2/3 del valor tasado, en caso contrario debía salir en pública
almoneda al mayor ponedor.

El Consejo de Hacienda vio pertinente vender solamente
unos pocos pedazos para servir de ejemplo, e incitar a los veci-
nos a comprar sus tierras por un precio justo; y a los que per-

31 ^ego de Carbajal a C.R.M. (sin fechaz, pero aparentemente de
1569), AGS, CJH, 65 mod. (95 ant.).

Otro juez, que andaba trab^jando en la comarca de Berlinchón,
informó que también estaba experimentando dificultades. La gente no
queria hacer posturas suficientemente altas, porque las tierras de la co-
marca eran "casi propietarias" y en consecuencia-hubo poco motivo
para comprazlas. Gaspar de Bustamante a C.R.M., 10 de diciembre de
1563^AGS, CtJH, 65 mod. (95 ant.).

Diego de Carbajal a C.R.M., 27 de enero de 1569, AGS, CtJH,
65 mod. (95 ant.).
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diesen sus tierras se les abonaría el cuarto o el tercio del precio
pagado por el comprador33.

Esta actitud protectora hacia los desposeídos, por parte
de la Corte no duró mucho, endureciendo su postura al cabo
de tres o cuatro años. Ya en 1570 se instruye a los jueces de
tierras para que no otorguen ningún tipo de recompensa a los
que no quisieran o pudieran pagaz lo exigido por sus tierras.

Durante este mismo período la Hacienda también experi-
mentó aunque brevemente y con poco éxito, con la venta de
cerramientos. En 1563 se hicieron investigaciones en vazias
partes del Reino paza determinaz si los propietarios pagarían
por el privilegio de excluir de sus tierras todo el ganado de aje-
nos^, es decir, si estaban dispuestos a pagar por el privilegio
de excluir sus tierras de la costumbre de la derrota de mie-
ses35. Esta medida halló un eco favorable en casi todos los pro-
pietarios, pero las repercusiones fiscales de la misma no paze-
cieron ser muy importantes; a la paz que provocó cierta resis-
tencia de las Cortes y de los ganaderos, por lo que se tuvo que
desechaz la idea3ó ^

Las ventas de tierras baldías no solían incluir el privilegio
de cerramiento, costumbre que todavía se seguía aplicando. En
este sentido, la propia Corte rechazó peticiones de negar el
derecho de la derrota en los baldíos vendidos y contribuyó a
mantener el derecho de pasto común37.

33 Ver las instnicciones que se dieron a: Diego de Carbajal, 26 de
junio de 1569; Francisco D^lgadillo, 26 de junio de 1569; Alonso de
Camargo, 23 de octubre de 1570; y Julián de Tenaz, 26 de octubre de
15 7^ todos en AGS, CG, 360.

Consúltese varios informes que se hicieron en 1563 en Ciudad.
Real^ŝuadix, Lorca y otros lugares. AGS, DC-47, folio 30.

Véase la primera sección del primer capítulo, arriba.
36 Ver la Petición XXXI (Cortes de 1566), Actas, II, 440; el capí-

tulo XIV (Cortes de 1570), Actas, III, 366 y s.; las sesiones del 3 de no-
viembre y del 30 de octubre de 1573, en Actas, IV, 101, 124-44; y el
Capítulo IX, Actas, IV, 428, 429. Consúltese también Ulloa, Hacienda
Real^^p. 493-34.

Véanse dos cartas a la Corona: una del Consejo de la villa de
Santaella (Córdoba); la otra de Antonio Gallardo, vecino de Sevilla.
No llevan fecha, pero aparentemente datan de 1585. AGS, CtJH, 155
mod. (225 ant.). Ver también iJlloa. Hacienda Real, 433 y s.
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4. POLITICA GENERAL DE LAS VENTAS

En la década de 1560 la Hacienda Real había forjado cier-
tas reglas generales que rigieran la venta de las tierras baldías;
normativa que se mantuvo durante los tres decenios siguientes
con muy pocas variaciones.

A. A quién vender y en qué términos

En el período experimental de las ventas, la Hacienda tra-
tó sólo de vender las tierras a sus ocupantes. Esta política
muestra, sin duda, el deseo de la Corte de respetar el derecho
de propiedad y buena prueba de ello son las medidas compen-
satorias para los desposeídos, aunque sólo estuvieran vigentes
al principio; diluyéndose dicho sentimiento a medida que el
potencial de los ingresos de baldíos se hacía evidente.

Durante los años 1570, 1580, 1590, la política seguida
fue: dar la primera opción de compra a los ocupantes pero no
venderles por debajo del precio de mercado38; siendo única-
mente el juez el que determiriaba si el precio ofrecido era jus-
to. Esto ocasionó que la mayor o menor habilidad negociadora
del juez determinaza tanto el precio final como la persona a
quien vender la tierra.

De este modo, un juez con exceso de celo podía rechazar
una oferta razonable por parte del poseedor y ofrecer la tierra
a otra parte que pujare más alto. Ahora bien, si el ocupante
desplazado elevaba sus quejas al Consejo de Hacienda, apor-
tando pruebas del rechazo de su oferta ajustada al valor de
mercado, el Consejo, podía, en consecuencia, anulaz la venta y
ordenar otra puja al jue^ por la que se ofreciera un precio mo-
derado al poseedor origina139.

38 Ver la copia de una cédula a Alonso de Camargo (sin fechaz,
pero con noviembre de 1569 puesto en las espaldas), AGS, CJH, mod.
(91 ant.); y la venta que Diego de Argote otorgó a Gonzalo de Contre-
ras (de tierras en Beas), 24 de enero de 1583, AGS, CR, 7a Ser., 3256.

39 Por eiemplo, ver una Cédula a Gutierre Catalán, 13 de julio de
1589, AGS, ŝG, 366.
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Estas situaciones no fueron un caso aislado y encontramos
algunos ejemplos de poseedores que se vieron presionados a
pagar un precio superior al valor tasado por la decisión unila-
teral del juez; ocasionando la querella pertinente ante el Con-
sejo de Hacienda, y la posibilidad de un ajuste del precio acer-
cándolo al valor tasadoa^.

Normalmente, el Consejo de Hacienda dabá oportunidad
de recupéraz las tierras a loŝ desposeídos si éstos abonaban el
precio pagado por la otra pazte, manteniendo este derecho aún
transcurrido diez años; pero siempre que justificaza no haberlas
comprado en primer lugar. La excusa generalmente empleada
fue que el juez de tierras, por algún motivo, no había admitido
el azgumento del poseedor; sin embargo, pazece que en algunos
casos, era el poseedor quien no quiso hacer ninguna proposi-
ción de compra en un primer momento estimando que el pre-
cio demandado era excesivamente alto o porque realmente no
precisaba de aquella tierra, cambiando de opinión después de
la ventaal.

En sus resoluciones sobre pleitos de ventas, la norma ge-
neral seguida por el Consejo de Hacienda, era dar prioridad a
los municipios sobre particulares (en casos en que los munici-
pios pudieran ser considerados como ocupantes). Si un muni-
cipio quería compraz las tierras que había estado ocupando
como propiedad comunal, o incluso todas las tierras baldías
dentro de su jurisdicción, el Consejo de Hacienda normalmente
insistiría en que se le diera la primera opción de compra. La
política general, de anulaz ventas paza permitir que los ocupan-
tes originales recuperasen sus tierras se siguió con más consis-
tencia cuando el ocupante desplazado era un municipio. En

a0 Véase una cédula al Lic. Josephelaso (sic^, 7 de diciembre de
1583, AGS, CG, 3262. Otro ejemplo del mismo genero se puede ver en
una cédula al Lic. Andrés de Bueras, 9 de junio de 1589, AGS, CMC,
(2a E), 416.

ai Cédula al doctor Brizuela, 9 de mayo de 1586, AGS, CG, 362;
venta que Juan de Verástegui hizo a Juan Herrero, 28 de octubre de
1588, AGS, CG, 367; Comisión al Lic. Bartolomé Martínez (aparente-
mente de 1593), AGS, DGT-24, 1486; Ejecutoria a la villa de Zeynos,
28 de septiembre de 1590, AGS, CG, 366; Cédula a los Contadores de
Hacienda (tocante a Po de Auñón Espinar), 18 de julio de 1598, AGS,
CG, 366.
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este sentido llegó a ser frecuente el heclio de que un juez decla-
ra baldía la propiedad comunal de un municipio y a pesaz de
las protestas del consejo procediera a venderlo a particulazes,
aunque el municipio podía recuperaz sus terrenos si pedía un
asiento de compra al Consejo de Hacienda, incluyendo todos
los baldíos de su jurisdicción temtorial, incluso los que ya
habían sido vendidos42.

Lo expuesto ahora podrá inducir a pensaz en una actitud
del Consejo de Hacienda favorable a los derechos de los posee-
dores;, y nada más lejos de la realidad, ya que en toda transac-
ción primaba el beneficio del erario sobre los intereses pazticu-
lares y de los municipios. Así en el caso de anular una venta
paza que la recuperara el poseedor original, ésta se volvía a
pujaz en pública almoneda paza asegurazse que el comprador-
poseedor pagazía un precio justo43. También podría cobrar una
exacción azbitraria al poseedor desplazado antes de anular la
venta. E incluso anular una venta en caso de estimaz que se ha-
bía abonado un precio bajo, paza lograz mayores beneficios^.

Sin embargo, es evidente que en la gran mayoría de los
casos, las ventas no se anulazon, y el primer comprador,
aunque no fuese el ocupante, se quedó con la tierra según los
términos del acuerdo original ŝon el juez de tierras. De otro
lado, la mayoría de los perjudicados injustamente no empren-
dieron ninguna acción, a pesar de poder hacerlo, bien por falta
de ánimo, bien por escasez de medios, o simplemente por des-
conocimiento.

42 Asiento que se tomó con la ciudad de Jerez, 4 de diciembre de
1588, AGS, CG, 366; Cédula sobre el asiento con Badajoz, 27 de mar-
zo de 1589, AGS, CG, 362; Relación de Alonso López de Obregón so-
bre tiemds en Santaella (aparentemente de c. 1593), AGS, DGT-24,
1.200; Cargo de los má• , que recibió Juan de Salas (de c: 1584) y un
traslado de una cédula a Don Diego de Espinosa, 19 de julio de 1601,
los dos últimos en AGS, CG, 364. Véase también una oración que
se hizo en las Cortes, sesión del 30 de octubre de 1573, Actas, IV,
132-137.

a3 Comisión que se dio al Lic. Bartolomé Martínez, y la Ejecuto-
ria del pleito entre el marqués y Juan López (ambos del año 1593),
AGS, DGT-24, 1486; Ejecutoria que se dio a la villa de Zeynos, 28 de
septiembre de 1590, AGS, CG, 366.

^ Comisión a Francisco González Valbellido, 21 de septiembre
de 1596, AGS, CG, 363.
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Desde el principio, la Hacienda Real permitió a los com-
pradores hacer los pagos en varios plazos. Las instrucciones
dadas a un juez en 1569 especificazon lo siguiente sobre la
cueatión :

"Y por más facilitaz este negocio y acomodaz a los
compradores, tenemos por bien que se les dé tiempo y
espera para las pagas que han de hazer, y no pudiendo
pagar luego, hasta el dia de navidad primera que viene
por la mitad de lo que montaze la perpetuidad de cada
uno, y por la otra mitad a cumplimiento de lo que en-
teramente quedazen debiendo, hasta el día de San Juan
de Junio siguiente, pero aveys de procurar de que la ŝ
dichas pagas, si fuere posible, sean más brevesas».

Muy pronto la experiencia demostró que era mejor dejaz
al libre albedrío del juez vendedor las cuestiones relativas a los
pagos, de acuerdo con su evaluación de la situación financiera
del comprador. Se le exigía a cada uno de éstos la firma de
un recibo por la cantidad adeudada y una hipoteca sobre sus
bienes (no sólo lo comprado) a fin de gazantizaz el pago com-
pleto4ó. Se evitaban los problemas de cobro, al estaz obligado
el comprador a abonaz la cantidad estipulada.

La venta a plazo de los baldíos radicaba en obtener un
precio lo más elevado posible; y paza ello lo más factible era
un sistema de plazo lazgo. Pero, al mismo tiempo, a la Hacien-
da le convenía recibir la suma lo antes posible, por esto era
prefenble vender a precios moderados pero con plazos cortos.

Este dilema nunca se resolvió. Por lo nonnal, los jueces re-
cibían órdenes de buscaz siempre el beneficio de lá Hacienda
Real, pero los términos de los acuerdos eran según su discre-
ción. Sólo ocasionalmente la Hacienda intervenía reclamando
mayores pagos inicialea y plazos cortos47, o bien términos li-
beralesas.

45 Instrucción a Franciaco Delgadillo (tocante a loa baldíos de
Alcalá de Henarea y otroa lugarea), 26 de junio de 1569, AGS, cG,
860.

46 Ver, por ejemplo, la Comisión al Lic. Morelos, 21 de aeptiem-
bre de 1578; y la Inatrucción a Alonso de Camargo, 28 de octubre de
1570 amboa en AGS, CG, 860.

4^ Ver la Instrucción citada en la nota anterior; y la Comisión al
doctor don Luis de Padilla, 19 de noviembre de 1597, AGS, CG, 968.

4s Cédula a Diego de Vega, 2 de mayo de 1583, AGS, CG', 9254.
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Lo normal, en la práctica, era que el comprador hiciera
un pago inicial, que variabá mucho, aunque solía ser del 10

por ciento, y el resto en tres plazos anuales. También podían
pagar todo al contado, aunque no tenían obligación, o en
cinco o seis años49.

Con el fin de facilitar el cobro y la contabilidad, los jue-
ces procuraban arreglar los plazos para que todos los pagos de
las tierras de un lugar se pudieran cobrar conjuntamente el
mismo días^. Por ejemplo, el juez Alonso de Camargo vendió
tierras en las villas de Albalate y Almónacid (Guadalajara) a
setenta y tres partes; el total de.las ventas llegó a 570.519 ma-
ravedís, de los cuales 114.518 1/2 se pagó al contado al juez,
el restante hubo de pagarse en dos plazos. Los setenta y tres
pagos primeros montaron a 231.111 1/2 maravedís para el día
de Nuestra Señora de Agosto de 1573, y los segundos pagos
llegaron a 224.889 1/2 maravedís para Pascua de Resurrec-
ción de 1574si

Paradójicamente, no solía cobrar intereses la Hacienda a
los compradores a plazos; pero esto tenía una fácil explicación,
pues al elevar aún más el •precio de las tierras imposibilitaba su
adquisición por sus poseedores, a la vez que hubiera supuesto
una complicación mayor en las cuentas; gastos y problemas
que, probablemente, los ingreos adicionales no hubieran com-
pensado.

Parece que hubo una sola gran excepción al tipo de pago
arriba descrito. Durante el período 1577-1580 los jueces Obre-
gón y Aboz Enríquez vendieron tierras en la región de Andú-
jar, Porcuna y Martos (todos en la provincia de Jaén) por un
total de 111.217.053 maravedís. En lugar de ordenarse como
de costumbre, el importe total se arregló como censos al qui-
tar, en que los compradores se obligaron a pagar al 7,14 por

49 Véanse una cuenta de obligaciones de Alonso López de Obre-
gón (sin fecha, pero aparentemente de c. 1592), AGS, DGT-24, 1486.
Ver también las relaciones de las ventas que hizo Diego de Vega en
Jerez de la Frontera, 1583-1585, AGS, CG, 362.

Sa Sobre el mecanismo de la cobranza, ver el Capítulo IV.
51 Razón de las obligaciones de las villas de Almonacir (sic) y

Albalate (sin fecha, pero aparentemente de 1572 ó 1573), AGS, CCG,
360.
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ciento del principal cada año en perpetuidad, o hasta cuando
hubieran pagado el importe total del principal52. `

Destaca la manera de proceder de la Corona, porque los

ingresos eran muy bajos en comparación con lo que podían ha-

ber obtenido con los procedimientos normales. Pero esas tie-
rras no eran tierras baldías corrientes; pertenecían a la C7den
de Calatrava. Sin émbargó, las tierras de la Orden de Santiago
se vendieron igual que las corrientes. De cualquier manera, la
Corona no quedó contenta con los ingresos de los censos. En
1580 vendió toda esa renta con todos los censos, al banquero
alemán Marcos Fugger por el importe total de la suma prin-
^p^53

B. Tipos de Propiedad

La Corte careció de una política definida sobre cuáles
tierras de la amplia denominación de "baldías" en el siglo XVI,
debían ser vendidas. Las primeras enajenaciones en la zona de
Guadalajara habían sido de tierras de cultivo^, y las disposicio-
nes reales sobre este punto afectaban reiteradamente sólo a los
baldíos roturados, ya que el resto se reservaba a pastos. Se par-
tió siempre en un principio, con la idea de vender las tierras a
los que ya las trabajaban, para respetarles el derecho de propie-
dad55.

Las leyes de 1551 y 1552 dictaron que todas las tierras,
incluso las baldías, que estuvieran en cultivo desde 1541 sin
permiso real, debían reintegrarse a pastos5ó. Estas disposicio-

52 Verita a Marcos Fugger, 14 de junio de 1580, AGS, CG, 3253.
Véase también una relación del Lic. Po Aboz Enríquez (sin fecha, pero
aparentemente de c. 1578), AGS, CG, 361.

53 Fugger recibió no sólo el censo, sino también varios privilegios
económico-fiscales sobre las mismas tierras. Véase la venta citada en la
nota anterior.

54 Relación de la venta a la ciudad de Guadalajara (sin fechaz,
pero marcado con el año 1559), AGS, CJH, 14 mod. (24 ant.).

55 Ver, por ejemplo,• una cédula al Lic. Junco de Posada, 1 de
marzo de 1573, AGS, CJH, 271 mod. (380 ant.); y una relación de
Antonio de Quiroz, 18 de enero de 1589, AGS, DGT-24, 1118.

56 Véase el Capítulo I, sección II-B:
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nes fueron un elemento más de presión para inducir a los cam-
pesinos a adquirir la propiedad legal sobre los baldíos; máxime
cuando a veces el mismo juez de tierras les amenazaba con la
expulsión de sus tierras hasta que no se decidieran a comprars^.

Son muchos los ejemplos que se podrían citar que siguen
esta norma, de vender sólo las tierras roturadas, y en este caso,
a sus ocupantes. En 1584 el Consejo de Hacienda impidió a un
juez que actuaba en Castro del Río (Córdoba) la venta de tie-
rras no cultivadas, porque su comisión no le autorizaba a ello3a.
Igual disposición contiene una cédula de 1 de abril de 1585
enviada a otro juez en Soria, en lo referente a tierras no culti-
vadas59. Otro ejemplo lo tenemos en 1587 en lalocalidad de Ar-
cos de la Frontera (.Cádiz), donde el juez tenía comisión paraven-
der sólo las tierras labradas; disposición que empujó a los veci-
nos del lugar a roturar pastizales para así poder adquirirlos, si
bien puesta en conocimiento de la Hacienda esta roturación, ae
ordenó al juez la penalización de estos campesinos, ya que vio-
laban la conservación de pastosbo.

Pero a pesar de todo, en muchos casos este principio no se
mantuvo, pues eran también vendidas las tierras no roturadas.
Como en el caso del asiento de 1559 entre la Corona y Guada-
lajara que incluyó tierras no labradasó1, con la f'malidad de
pastos.

Incluso más adelante hubo muchas ventas de tierras no
cultivadas con el expreso propósito de cultivo. Por ejemplo,

5^ Cédula al Alcalde Mayor de la vllla de Estepa (sin fecha, pero
aparentemente de 1578), AGS, CtiJH, 84 mod. (124 ant.); Relación de la
venta en favor de Guadal^jara (sin fecha, pero aparentemente de 1559),
AGS, CJH, 14 mod. (24 ant.). Relación del Lic. Andrés del Mármol
sobre las tierras de Guadalajara sin fechar, pero aparentemente de
158ŝá 588), AGS, CJH, 162 mod. 289 ant.).

Véase una notación del 6 de noviembre de 1584, escrita por
el Conaejo de Hacienda reapaldado por una petición del marquéa de
Priego, en un grupo de documentos pertenecientes al último AGS, CJH,
1b0 mod. (215 ant.).

59 Cédula a Pedro Díaz de Castañeda, 1 de abril de 1585, AGS,
CJH^^157 mod. (229 ant.).

Véase un grupo de documentos tocantes a una petición del du-
que de Arcos, AGS, CtJH, 162 mod. (239 ant.).

61 Relación de la venta en favor de Guadalajara (sin fechar, pero
aparentemente de 1559), AGS, CJH, 14 mod. (24 ant.).
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en 1583 el juez Luis Sánchez fue comisionado a vender 2.160
fanegas de baldíos no roturadas en Pegalajaz (Jaén) a fin de
aumentar los cultivos de los vecinos del lugaró2; siendo nume-
rosos los casos similazes a éste en todas las partes de Castilla.
Incluso la carta de venta dada al comprador, en nombre de la
Corona -algunas veces- autorizaba específicamente la prepa-
ración y siembra de tierras no cultivadas previamenteó3.

El Consejo de Hacienda, como corte de apelación en ásun-
tos relacionados con baldíos, apoyó repetidamente el derecho
de los compradores a limpiar y sembraz las tierras como prue-
ban las sentencias de Guadalajara de 1588^, en Santaella (Cór-
doba) en 158765 y en C+suna (Sevilla) en 159466. Una prueba
más de la oposición de las Cortes a las ventas de tierras no
roturadas la encontramos en el hecho frecuente de amones-
tar a la Mesta cuando molestaba a los compradores de tierras
que cultivaban tierras de pastosó7.

Pero en último caso, la Corte y el Consejo de Hacienda ac-
tuazon siempre movidos por consideraciones fiscales más que
por principios éticos, al determinaz las tierras que podían ser
enajenadas. De este modo, frente al deseo de preservaz los pas-
tos del reino, primaba la evidencia de los pingiies ingresos que

62 Comisión a Luis Sánchez, 14 de mayo de 1583, AGS, CG, 362.
63 por ejemplo, véase la venta que Esteban de Gamarra otorgó a

Alonso de Robles (de almdedor de 1584), AGS, CG, 363, pliegos 118,
119.

^ Véanse varias reclamaciones de vecinos de Guadalajara, y las
. reacciones del Consejo de Hacienda (hay varias fechas de 1558) AGS,

CLJH^ŝ 70 mod. (250 ant.).
Fernán^ Ruiz Postigo, vecino de Santaella, a Su Majestad (sin

fechar, pero parece ser de 1587), AGS, C1JH, 166 mod. (224 ant.).
66 Ejecu^oria de la Contaduría Mayor de Hacienda en favor de

Francisco Martín Galindo, 9 de mayo de 1594, AGS, GR, 7a Ser. 5261.
67 Cédula a Gerónimo de Avalos, 20 de septiembre de 1583, AGS,

CG, 3262; Gaspar de Záráte, en el nombre del Consejo de la Mesta, a
Su Majestad (sin fecha, pero aparentemente de 1583), AGS, CtJH, 150
mod. (215 ant.). Ver también un gran número de reclamaciones de
compradores de baldíos y la respuesta de la Corte, en AGS, CJH, 166
mod. (244 ant.).
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originazían los posibles compradores que deseaban labrazlasó$.
Además la Corte podía azgumentaz a su favor, como subterfu-
gio de estas actuaciones, que aún cuando vendiere tierras no
roturadas paza el cultivo, la cantidad de pastizales permanecía
inalterable por la aplicación de la derrota de mieses en las
tierras nuevamente cultivadasó9.

Ahora bien, aunque la Corte permitía la venta de tierras
baldías no cultivadas, es evidente que la gran mayoría de estas
transacciones se debían a los jueces de tierras que, actuaban
por propia inciciativa, sin órdenes concretas de venta e incluso
desobedeciendo órdenes de no vender. Un juez agresivo de
tierras trataría de vender tanto como pudiera sin prestaz mu-
cha atención a las sutilezas de distinción redactadas en Madrid,
no siempre aplicables a la situación local. Sin embargo, estas
ventas tendrían validez a menos que hubiera una fuerte protes-
ta ante el Consejo de Hacienda contra ellas.

La Corte era consciente de estas ventas ilegales y semilega-
les, pero generalmente daba sú tácita aprobación, ya que ello
suponía ingresos extras para la Hacienda Real. Por ejemplo,
alrededor de un cuarto de las ventas hechas por Junco de Po-
sada en 15 76-15 77 en el Reino de Granada eran tierras no ro-
turadas. Cuando la Corte recordó a Posada que no debía haber
vendido tierras de esta clase paza labranza, éste replicó que de
haber seguido esa norma, se habría experimentado una drásti-
ca disminución de los ingresos. Posada continuó con sus ven-

68 En la villa de Moratalla (Murcia) tenemos un buen ejemplo de
la victoria de las exigencias fiscales sobre el principio de la conservación
de pastos. El concejo de Moratalla había comprado. cierta dehesa, que
estaba en el monte, con todas las otras tierras baldías en su término, por
1.500.000 maravedís. La dehesa sirvió como pasto común de los veci-
nos de la villa; pero cerca del año 1592 apareció un tal Francisco Mon-
real y ofreció a la Corona 412.000 maravedís por la dehesa, con el ex-
preso propósito de desmontarla y sembrazla. A pesar de las protestas
de la villa, la Corona vendió la dehesa a Monreal sin recompensaz al
concejo. Véase la carta de venta a Francisco Monreal, 9 de octubre de
1.600 AGS, CG, 371.

6^ Relación de la venta en favor de Guadalaiara (sin fecha, pero
pazece ser de mediados de los 1580), AGS, CJH, mod. (24 ant.).
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tas igual que antes, y no hay evidencia de que la Corona se
preocupaza más de esta cuestión^.

El uso de las tierras baldías no era exclusivamente cerea-
lístico, ya que donde las condiciones de cultivo y las autori-
dades lo permitían se dedicaban también a olivos y vides, a
pesaz de, que de esta manera, estaban más sujetas a ser vendi-
das, por tratarse de pastos violados^l. Así muchos campesinos
se vieron obligados a comprar sus tierras cuando algún juez em-
pezaba a arrancaz los árboles y viñas con el pretexto de devol-
ver el área a paston.

Hay incluso un ejemplo, probablemento no el único, de
un ocupante de baldíos rogando a la Corte que le vendiera las
tierras paza proteger sus viñedos, y que no fueran destruidos
por un corregidor que estaba aplicando las leyes de preserva-
ción de pastos^.

Se ordenaba a los jueces que procedieran a vender aque-
llas tierras que no tenían título de propiedad clazo; esto in-
cluía también las tierras reclamadas por los municipios. Esta
propiedad comunal, en efecto, era altamente sospechosa cuan-
do se comprobaban los títulos de propiedad en un área deter-
minada, ya que existía una tendencia a creer que tales tíerras
habían sido usurpadas a ios baldíos. Generalmente se ordenaba
a los jueces que vendieran las que consideraban "tierras baldías
concegiles" uniendo así tierras realengas con tierras muncipa-
les como si fueran una sola74. Se estimaban como baldías todas

^^ Relación de Junco de Posada sobre las tierras de Antequera, 2G
de septiembre de 1576, AGS, CG, 3253; Resumen de una relación de
Junco de Posada sobre las tierras de Granada, 18 de marzo de 1577,
AGS, CG, 3253; Informe de Junco de Posada, 22 de septiembre de
1576, AGS, CJH, 101 mod. (150 ant.).

^l En Hornachuelos (Córdoba), por ejemplo, los poseedores deci-
dieron compraz sus tierras después de que el juez de tierras había esta-
blecido que eran baldías. Véase un traslado de la comisión al Li ŝ . Mo-
rales^21 de septiembre de 1573, AGS, CG, 360.

Entre otros lugares, esto sucedió en 1576 en La Campana (Se-
villa). Ver un traslado del asiento que se tomó sobre ciertos olivares,
viñas y tierras calmas, 31 de julio de 1576, AGS, CG, 3253.

73 Se trata del corregidor de Málaga. Véase una serie de papeles
encuadernados (varias fech3s en 1598), AGS, C1JH, 271 mod. (380 ant).

74 Un buen ejemplo es una comisión de 1592 en que las tierras
que iban a ser vendidas se llamaban "tierras baldías" en un lugar, "tie-
rras públicas concegiles y realengas" en otro y"tierras concegiles• y
realengas" en otro. Comisión a Gómez de la Rocha, 6 de julio de 1592,
AGS, DGT-24, 1496.
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las tierras que entraban^en el sorteo periódico, las cadañeras, y
cualquiera otra que pudiera ser aprovechada por los vecinos
sin pagar nada^s ; y salvo que los municipios mostrazan buenos
títulos sobre ellas -caso poco frecuente-, se procedía a ven-
derla en pública almoneda, si bien siempre tenía la opción de
adquirir las tierras. Como se puede observar, los municipios
recibían un trato muy semejante a los otros ocupantes de
baldíos.

Las medidas sobre baldíos no solamente afectaban a la tie-
rra7ó; la Corona tenía pretenciones legales en otras cosas que
se habían vendido bajo semejante principio legal, encargándose
a los mismos jueces el procedimiento de estas ventas. Es el ca-
so, por ejemplo, de la venta de los colmenares de Andújar or-
denado por la Corona en 1570^^ o la venta de encinas y otros
árboles en el Reino de Granada, así como en otros lugares^; e
incluso hay noticias de la venta de pozo a un individuo que lo
usaba sin título79.

' Se consideraba que todos estos efectos eran productos de
la Naturaleza, frente a las que todos los vecinos de la comuni-
dad poseían algún derecho de aprovechamiento. Es decir, eran

75 Instrucción a Diego de Vega, 2 de octubre de 15.82, AGS, CG,
3254; Comisión a Diego López de Orozco, 14 de mayo de 1583; AGS,
CG, 362; Comisión al Lic. Morales, 21 de septiembre de 1573, AGS,
CG, 860.

76 Parece ser que la palabra "baldío" se aplicaba casi exclusiva-
mente a las tierrós. A los otros tipos de propiedad se les aplicaba su
propio nombre (no se decía "árboles baldíos", por ejemplo). Sin embar-
go, existía la idea de que otras cosas también podían ser "baldías". En
el año 1570, por ejemplo, una comisión al doctor Vaca hablaba de "vi-
ñas, tierras y otras cosas baldías"; aunque el juez debía vender solamen-
te las tierras, AGS. CG. ŝ60.

^^ Comisión a Gerónimo de Fuerites, 11 de junio de 1572, AGS,
CG, 560.

^$ Venta que el Lic. de la Fuente Vergara otorgó al doctor Her-
nando de Martos de Varréda, 25 de enero de 1591, AGS, CG, 371.
Venta que el Lic. Inigo Enríquez otorgó a Antón Hernández de Nuño,
19 de julio de 1592, AGS, CR, 7a Ser., 3261. Venta que el Lic. Andrés
de Pareja otorgó a Esteban Brazales, 2 de noviembre de 1591, AGS, CG,
?l71^9 argos de Andrés de Pazeja (de c. 1591), AGS, DGT-24, 1486.

Esta venta, en Medina Sidonia (Cádiz) en 1586, afectó sólo al
pozo de agua y no a la tierra donde radicaba. Véase la venta que el Lic.
Nicolás de Chávez otorgó a Gonzalo Núñez Arica, 22 de septiembre de
1586, AGS, CR, 7a Ser., 8256.
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comunales al igual que las tierras que se estaban vendiendo.
Por ello, la Corona se arrogó el derecho de transformar su esta-
do de dominio público en dominio particular mediante su ena-
jenación. Ahora bien, en la práctica, aparte de las tierras, sólo
la venta de encinas obtuvo gran demanda y éxito fiscal.

C. La Carta de Venta

La Corona reclamaba como baldías todas las tierras que
no hubiera enajenado expresamente en el pasado, y que como
tales eran de su propiedad. Pero como esta reclamación era ge-
neral más que real cuando un juez investigaba el estado de una
parcela, exigía la prueba de titularidád del ocupante. Normal-
mente no había ninguna duda del estado de las tierras vendi-
das porque estaban ampliamente consideradas como baldías y
eran conscientes los ocupantes de no tener derecho alguno de
propiedad sobre ellas. Pero, en ocasiones los propietarios ha-
bían comprado (ilegalmente) o heredado y tenían la impresión
de ser los propietarios legales, en estos casos, si no lo demos-
traban con documentos válidos, la tierra se declaraba baldía y
se procedía a la venta^.

' En otros casos, muchos poseedores cuyos títulos eran de
dudosa validez aprovechaban la visita del juez para obtener una
composición 'o certificado del título por la Corona, para evitar
problemas futuros81. En caso de no actuar por propia inicia-
tiva, podrían, tras una investigación, ser obligados a efectuar
las composiciones, según las órdenes que recibían los jueces de
tierrase2.

80 Por ejemplo, un grupo de genoveses había comprado un deter-
minado trozo de tierra a unos vecinos de Villanueva de la Fuente (Ciu-
dad Real). Después de unos veinte años, apazeció un juez de tierras y de-
clazó que era baldío. Resultó que los vecinos a los que los genoveses ha-
bían comprado la tierra la habían usurpado a los baldíos para plantaz
viñas, y a pesaz de ello, los genoveses tuvieron que compraz la tierra de
nuevo para poder seguir poseyéndola. Véase la venta que Gerónimo de
Avalos hizo a Horacio Cataño (año de 1585), AGS, CG, 363.

sl Venta que el Lic. G. Pérez de Bazán otorgó a la villa de Villa-
mayor, 7 de marLO de 1590, AGS, CG, 873. Véase también varias com-
posi^ones en AGS, CG, ŝ254.

Véase, por ejemplo, la comisión al doctor Luis de Padilla, 19 de
noviembre de 1597; AGS, CG; 868.
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Conocemos la actuación de un juez comisionado a Morón
de la Frontera ( Sevilla) en 1585 para investigar un caso del
tipo anteriormente expuesto:

...somos informados que muchos vezinos de las dhas vi-
llaŝ so color y diciendo que las tienas que poseen son
antiguas, las han vendido y venden a otros, no lo pu-
diendo hazer, ni los escribanos darree de las tales
ventas: tratareis y concertareys con ellos que las com-
pongan; aunque sea en algo menos de lo en que se
vendieren, las que notoriamente están valdías...s3

Este juez convocó una reunión de todos los vecinos de
Morón que tenían y poseían tierras. En una plática informal
les comunicó que muchos de ellos poseían tierras con títulos
incorrectos y que otros no las habían registrado como baldías,
aconsejándoles, en consecuencia, que las registraran porque
podían ser confiscadas y vendidas al mejor ponedor. Como re-
sultado, casi de inmediato aparecieron 103 vecinos con el
deseo de legalizar sus tierras84.

La composición era uno de los tres tipos de venta. Los
ocupantes que habían comprado mediante composiciones se
establecieron como los propietarios de facto de su propiedad
-generalmente mediante compra o herenciá- y la composi-
ción simplemente les daba la propiedad de juress. El segundo
tipo de venta se denominaba de perpetuación, se aplicabá a
aquellos ocupantes de tierras, sin título, y cuyo único aval. era
el estar ocupándolas; este tipo de venta daba a los ocupantes
título legal de sus tierras. Otra tercera modalidad era la venta
de una porción de tierras a alguien que no estaba ocupándola.

La diferencia entre los tres procedimientos radicaba en la
condición de ocupación antes de la venta. La carta de venta era

s3 De una comisión que se dio a Juañ Rodríguez de Haro para
vender las tieras baldías de Morón, contenida en una venta impresa, de
las que hay varias del año 1585 en AGS, CG, 3255.

^ Véase la venta impresa citada en la nota anterior.
85 Las tierras baldías de las colonias en América también se vendie-

ron mediante composiciones, empezando en los 1590. Consúltese José
María Ots Capdequí, España en América: el régimen de tierras en la
época colonial (México, 1959), capítulo IV; y François Chevalier, Land
And Society in Colonial Mexico, trad de Alvin Eustis, ed. por Lesley
Byrd Simpson (Berkeley and Los Angeles, 1970, pp. 263-277.

92



la misma paza los tres, y el juez raza vez se molestaba en hacer
distinciones entre ellas^. Había escasa diferencia entre perpe-
tuaciones y composiciones, ya que muchos títulos legalizados
de esta última forma eran tan oscuros o tan obviamente frau-
dulentos que prácticamente no tenían valor87.

El juez de tierras prepazaba y firmaba la carta de venta o
escritura de venta en nombre de la Corona. Solía incluir, ade-
más de las cláusulas relativas a la transacción, una declaración
de que el precio era justo y que nunca se podría invalidar la
venta con el pretexto de que se pagó poco por ella. Garantiza-
ba también el derecho del comprador a usar de la tierra como
le conviniera, pudiendo limpiarla y sembrazla aunque lo pro-
hibieran las ordenanzas locales88. La carta de venta también
podría contener garantías relativas.a la validez de la transac-
ción, incluso verificando la renuncia de la Corona a una futura
enajenación de las tierras89.

Si el comprador no abonaba la cantidad al contado, se le
exigía hipotecar lo comprado y sus propiedades. La hipote ŝa
era incluida como una obligación sepazada de la carta de venta.
En ocasiones, el juez de tierras exigía un f'u:dor que también
firmara la obligación, responsabilizándose del pago. Normal-
mente quedaba al azbitrio del juez la exigencia o no de un fia-
dor, si bien solía ser frecuente su gestión90:

86 En las instrucciones a los jueces y en los otros documentos per-
tenecientes a las ventas, los términos se usan alternativamente casi sin
distinción. Véase, por ejemplo: Venta que Diego de Argote otorgó a
Gonzalo de Contreras, 24 de enero de 1583, AGS, CR, 7a Ser., 3256;
Instrucciones a Diego de Carba^jal, 26 de junio de 1569, AGS, CG, 360.

87 Un juez agresivo podia negarse a ver cualquier validez fuera la
que fuese, en los títulos de algunos poseedores. Véase la venta que el
Lic. Ortiz otorgó a don Lope de Herrera Enríquez Rojas, 17 de octubre
de 1584, AGS, CG, 3254.

s$ Parece ser que los jueces no se guiaban por ningún formulario
para realizaz las ventas, aunque éstas siempre resultaban muy similares
en lo general. Pero cada juez de tiemas tenía su propio estilo en la redac-
ción de los términos, algunos en términos muy legalistas, otros con un
lenguaje claro y sencillo.

89 Venta que Pedro Hernández otorRó a Domingo Calzada, 26 de
abril de 1587, AGS, CR, 7a Ser., 3256.

90 Venta que Pedro Ruiz de Moxica otorgó a Juan Viviente, 30
de marzo de 1588, AGS, CG, 367; Instrucción a Alonso de Camargo, 23
de octubre de 1570; Instrucción a Diego de Carbajal, 26 de junio de
1569; Comisión a Luis de Aldana, 24 de junio de 1574;1os tres últimos
en AGS, CG, 360.
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5. JUSTIFICACION DE LAS VENTAS

Las justificaciones de la Corona son variadas para expli-
car la venta de las tierras baldías; excusas que se incluían en
todas las cartas de vénta y en las comisiones a los jueces.

Todos estos documentos hacían hincapié en que las tierras
que estaban vendiéndose, apazecían ocupadas sin "título, vio-
lando, pues, sus ocupantes las leyes sobre el aprovechamiento
de esa categoría de propiedad (sobre todo las de conservación
de pastos). Una razón paza las ventas, era pues, solucionar una
situación de ilegalidad mediante la adjudicación de títulos de
propiedad; evitando a la vez, tanto a los poseedores como al
aparato judicial del Reino, muchos pleitos y^stos sobre cues-
tiones de propiedad, aprovechamiento, etc 9. Pero es preciso
apuntar que, si bien todo esto era relativamente cierto, no con
ello se justiiica la explotación fiscal de una situación ilegal
(mediante las ventas) en aras de una pretendida defensa de la
legalidad.

Otras veces la Corona se justificaba argumentando que las
ventas de batdíos se hacían a petición de los propios poseedo-
res; pero estos casos92 no dejaron de ser una parte mínima del
volumen total de ventas. Es evidente que la mayoría de los po-
seedores adquirían sus tierras a desgana o con cierto sentimien-
to de resignación o de fatalidad, y los grandes pedidos de com-
pra eran casi siempre en evitación que los adquirieran otras
personas^.

Otra justifiación por la Corona de las ventas, era la afir-
mación de que las tierras baldías se cultivá,rían con más cuida-

91 Ejemplos de este atgumento se pueden ver en: Comisión al
doctor Vaca, 4 de septiembre de 1570, AGS, CG, 860; Comisión al
Lic. Diego López de Orozco, 14 de mayo de 1588, ^1GS, CG, 362; Co-
misión al doctor don Luis de Padilla, 19 de noviembre de 1597, AGS,
CG, 368.

92 Ver, por ejemplo, una carta del lugar de Robredo (aparente-
mente Robledo de Corpes, provincia de Guadalajara) (sin fechaz, pero
al parecer, de 1584), AGS,-CJH, 150 mod. (216 ant.); y una cédula a
Ju 93 e Verástegui, 20 de abril de 1588, AGS, CG, 366.

Para ejemplos de compzadores de mala gana, ver el Capítulo V.

94



do si fueran propiedad particulaz, y así se evitaba el cansancio
que mostraban muchas tierras al tener que cultivarse anual-
mente para mantener su propiedad; de tal manera, que si los
cultivadores fueran sus dueños legales podrían bazbechazlas
tranquilamente paza recuperaz su fertilidad^. Ahora bien,
este azgumento entra en contradicción con el hecho de que la
Corona realmente prefería vender las tierras a municipios en
lugaz de vender a individuos. La intención final, pues, de las
ventas distaba de cambiaz el dominio público en particular.

Por otro lado, estaba la flagrante contradicción de que si
condenaban a los poseedores de baldíos por violar las leyes de
conservación de pastos, épor qué se les vendía las tierras para
que las cultivazan? La Corona se defendió de tal argumento di-
ciendo que no había reducción de pastos, ya que se seguiría
aplicando la derrota de mieses en estas tierras aunque fuesen
propiedad particulaz; e incluso aumentazían, al barbechar las
tierras, ya que el ganado pastazía en las tierras en descanso95.
Obviamente, todos estos argumentos iban encaminados a encu-
brir una real disminución de los pastos en muchos lugares
donde ya había déficit.

En aquellos lugazes ^e predominio de tierras de pastos se
azgumentó que por el bien común había que vender los baldíos
ante la falta de tierra labrantía; se usaba esta justificación
cuando se iban a vender tierras, nunca roturadas, destinadas al
cultivo de cereales%.

Sin duda alguna, había muchas regiones de Castilla yue
podían beneficiarse de un cambio en los e^cistentes sistemas de
producción, especialmente paza aprovechar la oportunidad de
nuevos mercados. Las comisiones dadas a principios de los
años 1580 a jueces paza vender tierras baldías en varios lugares
cerca de Sevilla estaban basadas en las ventajas que resultarían
de la labranza de esas tierras previamente inŝultivadas:

`^ Asiento con la villa de Villarrubia, 5 de marzo de 1564, AGS,
CG, 5252.

95 Relación de la venta en favor de Guadalajara (sin fechar, pero
al parecer de me¢iádos de los años 1580), AGS, CJH, 14 mod. (24 ant).
Véase también el asiento citado en la nota anterior.

96 Venta que Pedro Hernández otorgó a Pedro de Bustillo, 9 de
noviembre de 1586, AGS, CR, 7a Ser., 3256.
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...de más del benefició que a los particulares resultaría
desto, nos recibiera nos (sic) muy gran servicio porque
habría abundancia de pan paza las provisionPS de nues-
tras armadas que tan continuamente se hazen para las
Indias e para sustento de nuestras galeras e fronteras dé
Berbería por estar como están las dichas villas en co-
mazca e p arte tan cómoda para hacer las dichas pro-
visiones... .

Queda patente, pues, que el objetivo de la Corona era ven-
der tierras baldías en cualquier parte sin valorar su uso actual
o potencial; igualmente, en el caso de los asientos con los mu-
nicipios, se vendía la promesa de no enajenar las tierras baldías
de cualquier zona.

La auténtica razón de la venta de los baldíos no estaba
motivada por un deseo de transformar el actual régimen de
propiedad de público en particular, ni tampoco en legalizar el
actual sistema; tampoco se perseguía un cambio en la propor-
ción de tierra labrantía; ni en definitiva beneficiar a los indivi-
duos o al bien común mediante esos cambios originados por
las ventas. No se puede negar que algunos de estos fines eran
muy deseables, pero el propio mecanismo inherente a las ven-
tas impedía su obtención; además, los precios cobrados por los
baldíos eran mucho más altos que los requeridos para la lega-
lización de esos cambios98. En conclusión: las ventas no se
hicieron en pos de unos cambios, sino única y exclusivamente
par,a obtener unos ingresos.

La verdadera razón, pues, el móvil fundamental de las ven-
tas de tierras baldías era la necesidad de la Corona de aumentar
los ingresos de la Hacienda Real. De una parte, se obtendría
mediante impuestos que los poseedores de baldíos habían po-
dido eludir99 y cuyo aumento sería beneficioso a largo plazo.

97 Ver las instrucciones al Lic. Juan Rodríguez de Hazo (20 de
agosto de 1582) en la venta que otorgó a Marcos Gazcía de Morón,
AGS, CG, 363, pliego 693; y la comisión al Lic. Josephelaso, 25 de oc-
tub 9ŝe 1582, AGS, CG, 364.

El mecanismo de ventas se programó con el intento de sacaz el
precio máximo de los compradores. Véase el Capítulo III.

99 Generalmente se mencionaba a la alcabala. Ver una Relación de
Diego de Cazbajal sobre ventas en Santa Cruz, 20 de diciembre de 1564,
AGS, CG, 3252; y el asiento citado arriba en la nota 94.
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De otra, la venta de los baldíos sería una fuente de ingresos in-
mediatos muy necesarios paza el delicado momento fiducia-
rio de la Hacienda.

Esta razón, auténtico motivo de las ventas, como hemos
visto, era'generalmente omitida en las comisiones a los jueces
de tierras o como mucho, se añadía como colofón después de
una retahíla de pretextos100. Sin embaigo, en una carta de ven-
ta extraordinaria que Felipe II dio directamente a un funciona-
rio de la Corte en 1589, sin la intervención de un juez de tie-
rras; apazece como única razón paza la venta lo siguiente:

Por cuanto paza ayuda y socorro de las grandes y for-
sosas necesidades que se me han ofrecido y ofrecen
cada día en defensa pública de la Xiandad y de la reli-
gión Xiana y paza ŝonservación y sustento de mis esta-
dos y señoríos paza los grandes gastos que en esto han
sido necesarios hazer no bastando paza ello como no
bastan las mis rentas ni los azbitros ni expedientes de
que se ha usado, el mi patrimonio está muy exhausto
consumido y embarazado de manera que dél no nos
podemos prevaler ni ayudar ni paza los gastos forçosos
ordinarios ni paza las cosas extraordinarias que ocurren,
y ni habiendo hallado manera alguna menos dañosa
paza poderme prebaler paza esto y otras necesidades
que se rios han ofrecido y ofrezen cada día por estar
mis rentas y patrimonio tan consumido, acordé vender
algunas tierras de las públicas y realengas que me per-
tenecen en algunas ciudades, villas y lugares destos mis
reynos y sus términos...lol.

Se debe destacar que en esta declaración, la Corona recono-

100 La,y instrucciones a los jueces de tierras en el año 1580 citaban
varias justificaciones para las ventas. Algunas alegaban que las ventas
también ayudarian "a nras. necesidades que son tan notorias y de cuyo
remedio y provisión depende el sustentamiento de nuestros estados y
defensa destos reynos (porque) nos sirban las taleá personas a quien se
adjudicaren las dichas tierras con alguna cantidad de maravedis". La
cita es de las instrucciones al doctor Brizuela, 3 de septiembre de 1588.

101 Carta de venta a Adrian de Palacios, 22 de abril de 1589, AGS,
CG, $66. Una justificación muy semejante, en circunstancias distintas,
se dio en la Venta a Marcos Fugger, 14 de junio de 1580, AGS, CG,
8252.
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ce que la valoración ^lobal de la venta de baldíos era perjudi-
cial, y que sólo se decidió a realizazla por las necesidades fi-
nancieras múy apremiantes. Tal vez por eso, en la declaración
se trata intencionalmente de minimizaz la extensión de las ven-
tas. El decir que las tierras se vendían en "algunos" lugares fue
una expresión exageradamente moderada. En efecto, es difícil
hallaz una parte de Castilla que haya escapado de las ventas du-
rante el reinado del Rey Prudente.
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Capítulo tercero

El mecanismo de las ventas





1. LA COMISION DE VENTAS

La gran mayoría de lás ventas de baldíos se efectuó a tra-
vés de comisiones creadas expresamente para este cometido.
Los 'oficiales de las comisiones los nombraba la Corona y eran,
en teoría, responsables ante ella. Pero en la realidad, la direc-
ción del programa de las ventas -incluyendo la selección de
oficiales, la escritura de sus instrucciones y la corresponden-
cia con órdenes sobre problemas específicos- era mane-
jado por el Consejo de Haciendal. Es problemático deter-
minar exactamente hasta qué punto participó Felipe II per-
sonalmente en la dirección de la venta de tierras baldías; te-
nemos la impresión de que su papel fue casi siempre indirecto
a pesar de que firmó las comisiones, las cédulas y que la gran
mayoría de la correspondencia con la Corte iba dirigida al Rey.
Después de todo, el rey estaba muy ocupado, y no podía haber
dedicado mucho tiempo a las menudencias del programa de
ventas, aún conocida su afición a los detalles de los asuntos del
reino, porque las ventas represeñtaban sólo una fracción de las
actividades de una de las ramas del gobierno.

En realidad, eran los consejeros del rey en el Consejo de
Hacienda los que realmente dirigían el programa de ventas y
los que atendían los problemas de cada día2. No obstante, con

1 Durante la mayor parte del régímen de Felipe II el Consejo de
Hacienda estuvo compuesto por un presidente, tres consejeros de los
miembros más antiguos del Consejo de Castilla (éstos eran, tradicional-
mente, abogados), y los dos contadores mayores de la Hacienda Real. En
1595 el número de contadores mayores fue elevado a tres. Para más in-
formación sobre el Consejo de Hacienda, véase Ulloa, Hacienda Real,
PP• 29-32.

2 Esto nos indica claramente la actuación de las Cortes sobre la
venta de baldíos. Véase el Capítulo V, sección III.
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toda seguridad, el rey se infonnazía sobre el desanollo de las
ventas; es inverosímil que Felipe II hubiera firmado documen-
tos tocante a las ventas sin saber el contenido, especialmente
tomando en cuenta que trataban sobre la enajenación de una
parte del patrimonio real. Por consiguiente, la última responsa-
bilidad de estas acciones radica en Felipe II.

A. El Juez de Tierras

La autoridad encazgada, a nivel local, de actuaz sobre las
tierras baldías fue delegada en jueces de tierras. Era una per-
sona comisionada por la Corona y responsable sólo ante ella;
tenía amplios poderes jurídicos y ejecutivos. El juez de tienas
ejercía su capacidad jurídica (de ahí el título de "juez"),
dando sentencias basadas en pruebas legales sobre el dominio
de tierras en las cuales la Corona tenía pretensión. En su
acción ejecutiva, dirigía todos los demás miembros de la comi-
sión de ventas. En circunstancias normales el juez de tienas
decidía a nivel local no sólo qué tienas iban a ser vendidas,
sino también a quién y a qué precio; igualmente, como encaz-
gado de la Hacienda Real, cobraba grandes cantidades de dine-
ro al contado y a plazos por las tienas vendidas.

Las decisiones del juez de tierras y cualquiera de sus actua-
cioñes oficiales no podían ser anuladas por los tribunales ordi-
narioa del reino, ni siquiera por las Audíencias. Sólo el Cónsejo
de Hacienda podía alterarlas, por ser el único tribunal de ape-
laciones contra las sentencias de los jueces de tienas3.

A pesar de sus amplios poderes y responsabilidades, no
estaba obligado el juez de tienas a daz fianza, ni sus actuacio-
nes sujetas a las clásicas investigaciones oficiales (visita y juicio

3 El consejo de Hacienda también sirvió como un tribunal de ape-
laciones sobre otios asuntos relacionados con la Hacienda. Ver Ulloa,
Hacienda Real, pp. S1, S2.

Sobre el papel del Consejo de Hacienda como tribunal para apela-
ciones contra las decisiones de los jueces.de .tierra, ver Capítulo II, sec-
ción III y sección IV-A; y Capítulo V, paŝsim:
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de residencia) normalmente aplicadas a otros altos funciona-
rios4.

zCómo se elegía a una persona de tal confianza? Por des-
gracia no tenemos información alguna sobre el procedimiento
a seguirs, ni sobre el origen de los jueces. Sin embargo, los po-
cos datos que hay confirman que siempre habían ocupado
puestos de responsabilidad, normalmente como funcionarios
reales. Otros habían. servido con anterioridad en el Consejo de
Hacienda como cobradores de impuestos y de rentas realesó.
En este sentido, sabemos de seis, que eran o habían sido oido-
res de la Audiencia^ y de otro que era el Gobernador de la C+r-
den de Calatravas. En general, solían ser letrados o tener for-
mación humanística, con una experiencia en puestos guberna-
tivos; otros muchos tenían los grados de bachillerato, la licen-
ciatura y el doctorado, y sólo algunos portaban el "Don" de la
hidalguía. Eran gente, pues, que ya había mostrado su compe-
tencia, ya que el oficio requería de mucho trabajo y talento
administrativo9.

Se le encomendaba al juez de tierras por lo normal una co-

4 En 1589 las Cortes procuraron -sin éxito- conseguir que los
jueces de tierras estuviesen sujetos a un procedimiento estandarizado de
invesŝigación oficial. Véase Capítulo V, sección III-H.

Ulloa dice, solamente que el Consejo de Hacienda nombró un
gran número de "jueces", y que los jueces de tierras eran sus funciona-
rios. Hacienda Real, pp. 30, 433.

6 Por e^emplo, la venta de jurisdicciones o la cobranza de las
alcabalas, segun recogen varios documentos del año 1569, en AGS,
CtJH, 65 mod. (ant.).

^ Es extraño que una gran mayoría (incluso todos) los jueces de
tierras que eran oidores, venían de la Audiencia de Granada. Solamente
uno -el doctor Santiago- es mencionado como oidor de la Audiencia
de Valladolid. Sin embargo, ño podemos asegurarlo con certeza, porque
según otros documentos, él también era de Granada.

a Cargo del dinero que recibió el Lic. Pedro Agoz Enríquez en el
partido de Martos (sin fechar, pero al parecer de c. 1581), AGS, CG,
361.

9 Sólo tenemos información del cargo posterior de un individuo,
el Lic. Junco de Posada, que después de su tenencia como juez de
tierras fue nombrado al Consejo General de la Inquisición. Véase un
parecer del Lic. Junco de Posada, 10 de febrero de 1586, AGS, CJH,
154 mod. (223 ant.).
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misión de investigar y vender10 las tierras baldías de una región
determinada -generalmente la tierra en la jurisdicción de uno
o varios municipios-. Los detalles de las instrucciones solían
variar mucho, pero guardaban.cierta flexibilidad sobre qué tipo
de tierra debía venderse, cómo se debía determinar la condi-
ción de una parcela concreta, y qué manera de vender se debía
utilizar. A veces las instrucciones detallaban las garantías lega-
les que debían darse al comprador en la carta de venta; normal-
mente estipulaban el tipo de obligación que debía firmar el
comprador, y con frecuencia daban órdenes específicas sobre
los libros de cuentas. Las comisiones solían terminar con la
orden a todos los oficiales y justicias del reino de ayudar al
juez de tierras en la ejecución de su comisiónll

La primera comisión, en los an`os 1560, parece ser que era
por períodos indefinidos, en cambio las posteriores se limita-
ban a un número concreto de días, oscilando entre los cincuen-
ta y doscientos. Si en ese tiempo el juez no podía completar su
obra (cosa frecuente) se extendía su comisión mediante una
prórroga de un período adicional que abarcaban normalmente
entre cuarenta y cien días en múltiplos de diez; dándose, en su
caso, prórrogas adicionales hasta el fin de las ventas en una re-
gión12. Estas prórrogas se otorgaban automáticamente, pero en
ocasiones un juez tenía que recordar a la Corte que su comi-
sión había caducado o que caducaría en breve13

10 En circunstancias excepcionales se podrían otorgar comisio-
nes distintas, sepazando la función investigadora de la vendedora, pero
normalmente se incluía las dos funciones en la misma comisión. Para un
ejemplo, véase la comisión a Gómez de la Rocha, 6 de julio de 1592,
AGS,1DGT-24, 1486.

Para ejemplos de comisiones, ver: ibid.: Comisión al doctor
Vaca, 4 de septiembre de 1570, AGS, CG, 360; la comisión a Diego de
ArAOte (fechada el 6 de mayo de 1582) en la venta que éste otorgó a
Gonzalo de Contreras, 24 de enero de 1583; Comisión al Lic. Diego de
Mira.lnda, 19 de octubre de 1592, AGS, DGT-24, 1486.

Por ejemplo, la comiáión que se otorgó a Pedro Hernánde^ el
28 de enero de 1585 fue prorrogado dos veces, por 50, 100, 40, 100,
100, 100, 60, 70, 80, 60, 100 y 100 días. La última prórroga fue fe-
chada el 18 de diciembre de 1587. Véase la venta que Pedro Hernández
otor^ó a Lope de Guevara, 3 de enero de 1588, AGS, CR, 7a Ser., 3256.

3 Algunas prórrogas llevazon la firma del Rey, otras las del secre-
tario del Rey, y otras del Consejo de Hacienda. Ver dos prórrogas a
Gerónimo de Avalos; 20 de septiembre de 1583 y 10 de julio de 1584,
ambos en AGS, CG, 3262; y una relación del doctor Brizuela (sin fe-
char, pero al parecer de 1585), AGS, C,JH, 154 mod. (223 ant.). Otros
ejemplos de prórrogas se pueden ver en AGS, CG, 3254 y 3255.
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La creación de una comisión paza vender las tierras bal-
días de cierta región representaba la decisión del Consejo de
Hacienda de explotaz esa región. La decisión no era alterada
por cambios en el personal de la coinisión; si un juez de tierras
moría antes de iinalizaz su tazea, o no pudiera completazla por
otra razón, se ordenaba a otro juez que siguiese las instruccio-
nes de la misma comisión, iniciando el trabajo donde su ante-
cesor lo hubiera dejado h_asta completar las ventasla.

^La Hacienda prefería jueces;experimentados, que mantenía
durante años en sus cargos. A1 término de un trabajo asignado en
una comisión, el juez solía volver a la Corte, y tras un corto in-
tervalo, era comisionado de nuevo a investigar y vender tierras
baldías en ^otra partels. Los que tenían poca práctica eran envia-
dos a regiones de limitados recuros fiscales paza adquirir expe-
riencia antes de ser comisionados a trabajar en regiones con
mayores posibilidades1ó.

B. El Escnbano

Toda comisión tenía su escribano, nombrado por la Coro-
na, su misión era atestiguaz y certificaz los procedimientos y
los documentos de la comisión y debía servir de contador, se-
cretario y ayudante general del juez. EI escribano era nombradQ
juntamente con la comisión e instrucciones del juez de tierras,
con las mismas órdenes que éstel^. Sólo se daba una comisión

14 Cédula al Lic. Junco de Posada, 6 de octubre de 1573, AGS,
CJH, 101 mod. (150 ant.); Venta que el Lic. don Iñigo Enríquez otor-
gó a Francisco de Aranda, 19 de diciembre de 1591, AGS, CR, 7a
Ser., 3261; Comisióñ a Antonio de Quirós, 10 de mayo de 1587, AGS,
CG, 365; Comisión al Lic. Diego de Miranda, 19 de octubre de 1592,
AGS, DGT-24, 1486.

15 Sobre la distribución de asignaciones a los jueces, véase el capí-
tulo VII.

16 Véase el borrador de una carta de la Corona a Diego Guerra de
Céspedes, 26 de septiembre de 1584, AGS, CG, 362.

17 Se solía nombrar en casi todas las comisiones al escribano en
segundo término, sin daz detalle alguno sobre sus responsabilidades.
Normalmente la única mención al escribano era así: "y mandamos que
(el trabajo de la comisión) pase y se haga ante Juan de Aranz nro. es-
cribano... y que (lleve) de salario 400 mrs. (por día)...". De la comisión
a Luis Sánchez, 14 de mayo de 1583, AGS, CG, 362.

105



distinta al escribano cuando el original hubiese desaparecidola.
En las primeras comisiones a jueces se incluía la orden de

que el escribano llevara impresas las cartas de ventas y obliga-
ciones19, para facili'tar el trabajo y despachar las ventas20. Las
comisones posteriores. omitieron esta orden, pero muchos es-
cribanos continuaron esta práctica de usar formas impresas
por su maniffesta utilidad21.

De cualquier modo, la presencia del escribano solía co-
rresponder al juez de tierras, cuya comisión y prorrogaciones
incluían a todo el personal de la comisión22; pero el ordinario,
continuaba en la comisión hasta completar el trabajo. Aunque
parece ser que los cambios de escribanos eran más frecuentes
que los de los jueces de tierras; factor^que ocasionaba un grave
perjuicio al funcionamiento de la comisión cuando el escriba-
no titular se iba llevando consigo algunos papeles de la comi-
tiva23.

1a Por ejemplo, en 1577 ae nombró a Juan del Corral para reem-
plazar a Francisco Pastrana, el escribano original de la comisión de,Jun-
co de Posada, por la muerte de Pastrana. Véase una cédula fechada el
6 de agosto de 1577, AGS, CG, 8253.

^9 Véase el Capítulo II, nota 88.
^ Consúltese, por ejemplo, la Instrucción que se dio a Alonso de

Camargo para la perpetuación de las tierres de Yepes, 28 de octubre de
1570, AGS, CG, 860.

21 No podemos decir con certeza qué proporción de los documen•
tos de venta se prepararon en forma ímpresa. Las cartas de venta que se
conservan en Simancas son copias, casi todas, porque los compradores
se quedaron^ con las originales. De estas copias, aproximadamente la
mitad son impresas, y la otra mitad son manuscritos. Las pocas cartas
originales de venta, que llegaron al archivo de Simancas por una razón u
otra, también con aproximadamente mitad impresas y mitad escritas a
mano.

Se hace mención de tres escrituras de venta en Faustino Gil Ayuso,
Noticia bibliográfica de textos y disposiciones legales de los Reinos de
Castilla impresos en los siglos XVI y XVII (Madrid, 1935), nos. ?171,
396, 402.

^ Ver los documentos citados arriba en notas 11 y 12.
^ Hallamos dos ejemplos de este caso. Quizá los documentos vol-

vieron de nuevo a los jueces de tierras, pero mientras tanto las comisio-
nes debieron de sufrir un grave perjuicio. Ver una relación de Pedro de
Aboz Henríquez, 12 de abril de 1581, AGS, CG, 3258; y la venta que
Diego López de Orozco otorgó a Francisco de Villalobos, 12 de agosto
(?) de 1584, AGS, CG, 363, pliegos 352-55.
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A1 escribano le correspondía daz fe de cada paso del juez
de tierras, por lo que el trabajo de la comisión no podía seguir
en su ausencia. En una ocasión, por lo menos, el juez de tie-
rras al encontrarse sin escribano, designó a uno público de la
localidad paza que la comisión siguiera funcionando hasta que
la Corte proveyera otro; en caso de no actuar de este modo, las
ventas de tierras habiían cesado^. Hay indicios también de
que problemas de opinión entre el escribano y el juez de
tierras ocasionaran dificultades en el trabajo de la comisiónzs;
ahora bien, ese problema no era corriente.

C. El Fiscal

Por lo normal, las comisiones constaban sólo del juez y el
escribano. Pero aquellas que prometían gran cantidad de tra-
bajo tenían un fiscal, que hacía las veces de alguacil; éste eje-
cutaba las sentencias del juez y servía de ayudante general. Su
nombramiento se hacía adjunto con la comisión al juez y su
categoría era similaz a la del escribano; ambos cargos auxilia-
ban al juez y estaban bajo su autoridad2ó.

La función principal del fiscal era representaz a la Corona
durante la investigación de los títulos de tierras sobre las que
la Corona pretendía tener derecho27; también representaba a

^ Probablemente hubo muchos casos similares. En el caso citado,
el escribano aimplemente se había ausentado sin permiso. Véase la carta
de venta citada en la nota anterior.

^ Véanse los documentos citados arriba en la nota 28; una rela-
ción de Gaspar Suárez, escribano de la comisión del doctor Sánchez
Méndez, 30 de junio de 1585; y una relación del último a Ndo. Chu-
macero de Sotomayor, 25 de agosto de 1585. Los dos últimos docu-
mentos se encuentran en AGS, CJH, 156 mod. (228 ant.).

^ Normalmente la comisión no tipificaba los deberes del fiscal;
este oficial, y el escribano, eran nombrados y se les asignaba un sala-
rio. Sus deberes estaban considerados implícitos en el puesto. Véase la
comisión a Juan de Salas (fechada el 25 de jurŝo de 1587) en la venta
que ,juan de Salas otorgó a Ysabel de Burgos, 8 de octubre de 1587,
AGS^7CR, 7a Serv., 8258.

Para una descripción del papel del fiscal en el proceso investi-
gatorio, véase la sección II-A y D de este capítulo.

107



la Corona en el traspaso formal de propiedad28. Como algua-
ŝil debía prender a las personas que se negaban a obedecer las
órdenes del juez y todos los menesteres tocantes a la ejecución
legal de sus órdenes y sentencias del juez29. El carácter de su
trabajo seguramente le obligaba a usaz la fuerza de vez en cuan-
do, aunque sólo constatamos un ejemplo de apazente brutali-
dad en su actuación^.

Un juez habituado al ápoyo de un fiscal, consideraría vital
su presencia para el funcionamiento de la comisión. Hay inclu-
so, varios casos de jueces que nombraron fiscales de reemplazo
bajo su autoridad. Algunos incluso, nombraban fiscales perma-
nentes cuando así lo estimaban necesario, antes de que lo re-
solviera la Corte3l.

D. Oficiales Auxiliares

Había dos tipos de oficiales auxiliazes o temporales en la
venta de tierras baldías. La Corona nombró a los primeros co-

^ Véase la sección II-A y D de este capítulo.
^ Sobre el trabajo del fiscal, ver una relación de Diego de Carba-

jal sobre las tierras de Torrejón de Ardoz, 19 de agosto de 1569, AGS,
C1JH, 62 mod. (91 ant.); una carta a la Corona escrita por Hernando
Ruiz, regidor de Brihuega (sin fechar, pero al pazecer de 1585), AGS,
CJH, 155 mod. (225 ant.); y un grupo de papeles que Rodrigo Suárez
mandó a la Corte en nombre de la ciudad de Loja (varias fechas en
1598), AGS, C^JH, 271 mod. (380 ant.).

^ En 1584 el fiscal de la comisión de Diego de Vega quebró el
brazo de un hombre en Jerez de la Frontera. Fue encarcelado sin dila-
ción por la justicia municipal, y parece ser que el juez de tierras le
abandonó, dejándole sufrir. las consecuencias de su proceder. Porque en
vez de procurar que lo soltasen, nombró un reemplazo. Véase una Rela-
ción y Testimonio de Diego de Vega, 27 de septiembre de 1584, AGS,
CJH^1150 mod. (216 ant.).

Ibid.; Relación de Diego de Argote (sin fechar, pero aparente-
mente de agosto de 1583), AGS, CG, 3262; Venta que Diego de Vega
hizo en Jerez de la Frontera (año de 1583), AGS, CG, 363, pliego 274;
Auto en que se nombra por fiscal a Gazcía de la Torre, por ausencia
de Juan de Albeaz, 20 de noviembre de 1588; y petición de García de la
Torre, 2 de agosto de 1589; los dos últimos en un grupo encuadernado
de papeles relacionados con las ventas que Andrés de Bueras efectuó en
Cazorla, en AGS, CM de C. (2a E.), 416.
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mo subrogados, en lugar de designaz un juez de tierras. Se les
mandaba investigar y vender tierras en lugazes donde los gas-
tos de una comisión corriente hubieran sido económícamente
contraproductivos. Por ejemplo, cuando un vecino del lugar de
Villarrote (Burgos) escribió pidiendo que le vendieran dieciséis
fanegas de tierra, el negocio fue encargado al Alcalde Mayor
del Adelantamiento de Castilla, ya en Burgos32. En otros casos,
referidos a ventas pequeñas, éstas se consignazon al adminis-
trador del monopolio de la sal en Andalucía33 y al corregi-
dor^ o al alcalde mayor de la comazca3s.

Un segundo tipo de oficiales eran nombrados por el juez
de tierras para ejecutar varias tareas en el negocio de vender
tierras que no podían ser convenientemente tratadas por el
personal normal. Por ejemplo, en el desempeño de su comisión
en Baeza (Jaén) en 1575, el juez Parra Guerrero usó los servi-
cios ocasionales de un alguacil, un escribano público,. un co-
rredor, un medidor y su ayudante, un guazda (para cuidaz las
tierras adjudicadas a la Corona), un pregonero público, un
guía, un correo y un grupo de alamines tasadores públicos. Los
salarios de todos entraban en los gastos de la comisión^.

E. Salarios

Los oficiales encazgados de investigar y vender tierras bal-
días eran remunerados mediante un salario diario, correspon-

^ Venta que el Alcalde Mayor del Adelantamiento de Castilla
otorqó a Pedro Ramírez, 16 de octubre de 1590, AGS, CG, 373.

33 Traslado del asiento que se tomó con la villa de La Campana,
3 de^ulio de 1576, AGS, CG, 3253.

Hemos visto ejemplos del empleo de corregidores como agentes
para la investigación y venta de'tierras baldías en las provincias de Jaén,
Córdoba y Málaga. Ver una cédula al lugar de Torreperogil, 9 de marzo
de 1588, AGS, CG, 366; Comisión a Francisco González Valvellido, 21
de septiembre de 1596, AGS, CG, 368; y un grupo encuadernado de do-
cumentos tocantes a los baldíos de la ciudad de Málaga (varias fechas en
1598^, AGS, CJH, 271 mod. (380 ant.).

Por ejemplo, el Alcalde Mayor de Quintanar de la C+rden fue
enviado a hacer una venta cerca de Pozorrubio (Cuenca), que llegó sólo
a 2.720 maravedís. Ver una cédula a Bartolomé de Solera, 8 de diciem-
bre de 1585, AGS, CG, 365.
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dierite al tiempo pasado en la comisión de venta. En la década
de 1570 el salario de un juez de tierras ordinariamente era de
750 maravedís por día, experimentando graduales subidas
hasta un máximo de 1.000 maravedís diarios en los años 1590.
El salario se cobraba sólo los días que el juez trabajaba en la
región de las ventas, aunque también se le daba una cantidad
diaria por los costos del viaje, contando el salario normal a ra-
zón de ocho leguas por día35.

Es difícil equipazar el salario del juez de tierras. Era, por
lo menos, diez veces mayor que el sueldo de la mayoría de los
trabajadores de su época, y ocho veces mayor que el de un
artesano38. Sólo constatamos dos peticiones de aumento de
salario, y en ambas, bajo la queja no de que la remuneración
fuera poca, sino qué otros jueces estaban ganando algo más39.
Es decir, que el salario del juez de tierras era bastante justo.

El escribano y el fiscal recibían como sueldo aproximada-
mente la mitad de lo que ganaba el juez. Cuando éste recibía
750 maravedís por día, sus subordinados recibían 400 y cuan-
do al juez le tocaba 1.000, al escribano y fiscal, 500. Unos y
otros recibían los costos de viaje calculados sobre su salario
normal a razón de ocho leguas por día^.

^ Relación del Lic. Parra Guerrero (sin fechar, pero apazentemen-
te de 1575), AGS, CG, 861.

^ Ver las comisiones citadas arriba en notas 10 y 11; y una cuen-
ta del Bachiller Juan de la Concha y Gerónimo de Obregón, en el nego-
cio de Quesada (sin fechar, pero aparentemente de 1569), AGS, CG,
9252.

^ Véase Earl J. Hamiltón, American Treasuse and the Price Revo-
lution in Spain, 1501-1560 (Harvazd Economic Studies, Vol XLIII;
Cambridge, 1984), 398-402.

39 Un juez se quejó de que su salario era "tenue", y el otro dijo
que era "limitado" por la alza de precios en aquel día. Pero en ambos
casos, parece que estaban ofendidos porque su salario era solamente de
750 maravedía mientras que otros jueces ya eataban ganando 1.000. En
los dos casos sus demandas se negaron (temporalmente por lo menos .
Ver: doctor Brizuela a la Corona (sin fechaz, pero al parecer de 1585;,
AGS, CJH, 154 mod. (233 ant.); y Esteban de Gamarra a la Corona (sin
fec^, pero aparentemente de 1585), AGS, CiJH, 155 mod. (225 ant.).

Cuenta del bachiller Juan de la Concha y de Gerónimo de
bbregón en el negocio de Quesada y su comarca (sin fechar, pero apa-
rentemente de 1569), AGS, CG, 3252; Venta que Juan de Salas otorgó
a Ysabel de Burgos, 8 de octubre de 1587, AGS, CR, 7a Ser., 8258; Co-
misión (fechada el '30 de diciembre de 1586) a Alonao de Oliveira, tras-
ladada en la venta que éste otorgó a Franciaco Navas, 24 de agosto de
1587, AGS, CR, 7a Ser., 3258; Comiaión a Gómez de la Rocha, 6 de ju-
lio de 1592, AGS, DCT-24, 1486.
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Los salarios de los oficiales de una comisión no se cobra-
ban oficialmente hasta que el trabajo de la comisión terminaba
y el personal había regresado a la Corte, no obstante, recibían
adelantos periódicamente, pero con mucha irregularidadal^
provinentes de la tesorería general.

No obstante, existe otro método en la percepción de los
salarios consistente en cubrir los sueldos del personal de la co-
misión, así como sus gastos con el dinero recaudado en la ges-
tión de ventas42; de esta manera, se evitaba un desembolso
líquido a la Hacienda y un inútil traslado de grandes sumas.
Sin duda este método de cobro de sus salarios débió ser el pre-
ferido por los oficiales de la comisión, puesto que así se ase-
guraban avances regulazes; sin embargo, no fue muy utilizado,
seguramente por que la Hacienda prefería controlaz los ingre-
sos y pagos en sus propios. libros de cuentas. De cualquier
modo, aunque se dedujesen los salarios del cobro final, el
cómputo fmal de los sueldos no lo realizaba la Hacienda hasta
después de recibir las relaciones finales de la comisión. Enton-
ces se reducían los avances (fueran de la tesorería, o fueran de
dinero al contado) del importe final de los sueldos43.

F. LíUros de Cuentas

Los jueces tenían la obligación de llevar cuidadosamente
los libros de cuenta de sus comisiones y de informaz periódi-

41 Había que pedir estos avances, porque no venían automáti-
camente. Ver una cédula a Junco de Posada, 20 de febrero de 1576,
AGS, CJH, 101 mod. ( 150 ant.); Damián de la Serna (escribano de la
comisión de Diego López de Orozco en Carmona) a la Corona (sin fe-
char, pero aparentemente de 1584), AGS, C^TH, 150 mod. (216 ant.).

^ Parece que la práctica de descontar los salarios de los ingresos de
la comisión se usó en el 1590 y a fines de la década anterior. Para un
ejemplo de las instrucciones sobre esa práctica, véase la Comisión que se
dio a Antonio de Quirós, 10 de mayo de 1587, AGS, CG, 565.

43 Ver, por ejemplo, el Cargo y Data de Lope de Villapadierna so-
bre ventas en Quete (sin fechar, pero al parecer de 1569); y 1a relación
de Juan de la Concha sobre las ventas que hizo en el Priorato de San
.Tuan, 20 de marLO de 1576, amboa en AGS, CG, 8252.
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camente al Consejo de Hacienda del desarrollo de las ventas.
De vez en cuand^, cada juez de tierras mandaba a la Corte una
relación sumaria de la cantidad de ventas hechas, su cuantía y
de los plazos anticipados de cada lugar^. Cuando el juez ter-
minaba la región designada en su mandato, debía presentar de-
tallada relación (algunas veces se nombraba libro de cuenta, o
libro de razón o cuaderno de tierras), cuya autenticidad era
jurada y firmada por el juez y el escribano. Esta relación fmal,
que pasaba al registro general de la Hacienda; consignaba el
nombre de cada comprador y, con frecuencia, la cantidad ^y
tipo de tierra, así como otros pormenores sobre cada venta
realizada45. El juez también entregaba las originales de las obli-
gaciones firmadas por los compradores^, una cuenta•completa

^ Para ejemplos de estas relaciones ver la que envió Diego de Car-
bajal, 18 de enero de 1565, AGS, CG, 3252; y la de Juan de Salas sobre
las tierras de Arévalo, 27 de marzo de 1584, AGS, CG, 3262; Hay una
mención de tal relación en la Cédula al Lic. Junco de Posada, 20 de fe-
brero de 1576, AGS, CJH, 101 mod. (150 ant.). .

45 Estas relaciones se solían encuadernar, a veces junto con otros
documentos tocantes a la Comisión terminada. El tamaño del conjunto
variaba según el número de ventas, la plenitud de la información sobre
cada transacción y según la escritura del escribano. El volumen normal
era de 200 páginas (50 folios doblados) y si una relación era más larga
se encuadernaba en varios tomos. En Simancas sólo existen una docena
aproximadamente de estas relaciones, que representan sólo una pequeña
fracción del total de las ventas efectuadas durante el reinado de Feli-
pe II y(es de suponer) también una fracción de las relaciones entrega-
das a la Hacienda. Probablemente el restante se perdió o fue destruido.

De muestra: hay una relación en dos tomos de las ventas que hizo
Gerónimo de Avalos en Alcaraz (1582 a 1585), AGS, CR, 7a Ser.,
3262; una relación aparentemente incompleta, de las ventas que hizo
Diego de Vega en Jerez de la Frontera (1583 a 1585), AGS, CG, 362; y
una relación en dos tomos de las ventas efectuadas por Andrés de Bue-
ras en Cazorla (1588 a 1590), AGS, CMC, (2a E.), 416.

^ Las aceptaba uno de los Contadores Mayores de la Contaduría
de la Razón, y ésta las guardaba hasta la fecha de cobrar los pagos (véa-
se el capítulo IV). La Contaduria hacía su propia relación de las obliga-
ciones entregadas por cada juez de tierras. Hay muchos ejemplos de
estas relaciones en AGS, DGT-24, 1486.
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de todos los gastos de la comisión47 y copias de todas las car-
tas de ventas que se hubiesen hecho48.

La Hacienda verificaba las relaciones y cuentas entregadas
por el juez, por si había errores de cálculo49 y comprobaba los
totales de los distintos documentos para asegurar que no hu-
biese discrepanciasso

Durante el período de apogeo de las ventaŝ de baldíos, la
cantidad de documentos entregados por los jueces de tierras
era tan excesiva para el personal de la Hacienda que no podían
atenderlos. En 1855 un juez se quejó ante el Rey de que su re-
lación final no había sido recibida por la Contaduría de la Ra-
zón dada su sobrecarga de trabajo51. La Corona intentó subsa-
nar esta situación trasladando la responsabilidad a otra sección

47 A veces se encuadernaba la cuenta de gastos con la relación ori-
ginal del juez de tierras; por ejemplo, la relación de las ventas que hizo
Luis Sánchez en Pegalajar (Jaén) hasta el 1 de febrero de 1584, AGS,
CR, 7a Ser., 3262. Pero otras cuentas de gastos se entregaban por sepa-
rado, así la de Andrés de Bueras para las ventas que hizo en Cazorla
(1587-90), AGS, CMC (2a E.), 416.

^ Los escribanos de comisión preparaban estas copias. En Siman-
cas hay centenares de ejemplos, pero muy pocos atestiguan el papel del
escribano en su preparación. Para ejemplos de estas copias, véase la que
Esteban de Gamarra otorgó a Juan Núñez, 19 de abril de 1583, AGS,
CR, 7a Ser., 3256; y la Venta que Diego de Vega otorgó a Andrés Mar-
ques^ compañero, 7 de septiembre de 1588, AGS, CR, 7a Serv., 3258.

La Hacienda hallaba con frecuencia en las sumas de las relacio-
nes de los jueces. Por ejemplo, la relación que entregó Gerónimo de
Avalos de las ventas que había hecho en Alcaraz (1582-1585) dabaun
total de 3.801.658 maravedís. Pero el total correcto, según los cálculos
de la Hacieñda, era de 3.310.337 maravedís. Véase el documento ci-
tado, en AGS, CR, 7a Ser., 3262.

Debemos constar que la mayoría de los errores eran pequeños, os-
cilando muy poco sobre la suma correcta.

^ Por ejemplo, para verificar la relación que había hecho Andrés
de Bueras de sus ventas en Cazorla en 1588 y 1589, un ramo de la Ha-
cienda (encabezado por el Contador Alexo de Olmos) calculó el total de
ventas sumando las obligaciones que tenía entregado. El resultado fue
mandado a otro ramo de la Hacienda (encabezado por el Contador Juan
Saravia) para comprobarlo con el total sacado de las relaciones del juez.
Véase una Recepta de los Libros de la Razón, firmada por Olmos el 14
de junio de 1596 y por Saravia el día siguiente, AGS, CMC, (2a E.),
416.

51 petición a la Corona del juez Enríquez de Montalvo, 17 de sep-
tiembre de 1585, AGS, CR, 7a Ser., 3262.
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de la Hacienda52, pero el cambio no aportó muchas ventajas:
Hacienda seguía incapaz de hacer frente al dilatado trabajo y,
en consecuencia, retrasando el cierre de las cuentas de bal-
díoss3

2. EJECUCION DE LAS VENTAS

No hubo dos jueces de tierra que actuaran siguiendo el
mismo patrón para la venta. Cada uno tenía su propio estilo de
llevar los negocios de su comisión y es que, en realidad, los
múltiples tipos de tierras y los diversos grados de pretensión
legal de los ocupantes, hacían de cada venta un caso concreto e
individualizado del resto. Ahora bien, las variaciones en el me-
canismo de ventas estaban siempre dentro de los límites de las
normas dadas a los jueces de tierras. El procedimiento no cam-
bió mucho desde 1570, fecha en que la Corte ya había elabora-
do unas normas de actuación para la realización de las ventass4.
Desde esta óptica es posible hacer una descripción general del
mecanismo de las ventas, que sea a la vez, representativa de las
realizadas durante el reinado de Felipe IIss

A. Investigación de Títulos

El primer paso en el mecanismo de la venta de baldíos
consistía en que el juez determinara cuáles eran las tierras de la

^ En 1585 se mandó que en lo sucesivo las cuentas de los jueces
de tierras las guazdaría la Contaduría Mayor de Cuentas, en lugaz de la
Contaduría de la Razón. Y se eachortó a los Contadores de la Contadu-
ria Mayor de Cuentas para que no molestasen a la Contaduría de la Ra-
zón con peticiones innecesarias para ver sus cuentas. Cédula a los Conta-
dores Mayores de Cuentas, 29 de diciembre de 1585, AGS, CG, 365.

^ Hay indicios de que, a pesaz de la orden de 1585, las cuentas
continuaban siendo tratadas igual que antes. Véase el documento ci-
tado amba en nota 50, y obsérvese que la Hacienda dilató no menos de
siete años en completar su comprobación de estas ventas.

^ Véase el Capítulo II, sección IV.
^ Hemos sacado la mayor parte de nuestra información sobre el

mecaziismo de ventas de las cartas de venta que se conservan en Siman-
cas. La inmensa mayoria son copias hechas por los libros de la Hacien-
da, pues las originales fueron guazdadas normalmente por los compra-
dores.
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localidad asignada que podían ser vendidas según los términos
de su comisión, mediante una averiguación de la condición de
las tierras de la comarca.

El juez empezaba la actuación a su acceso al lugar de las
ventas. En caso de estar terminadas las ventas en un pueblo ve-
cino, podría mandar al escribano que le ^recediese, a fin de
preparar la investigación antes de su llegada 6.

Incluso antes de llegar al lugar de las ventas, el juez tenia
un conocimiento, siquiera somero, de la situación que hallaría.
De su comisión casi siempre recibía un informe sobre el tipo
de tierras que se podrían vender en la localidads^.

Estas noticias provenían de la Corte que a su vez obtenía
información sobre las tierras en venta por diversas fuentes. Una
fuente, eran los propios ocupantes que escribían pidiendo
comprar títulos legales dé sus tierras58; otra fuente provenía de
los pleitos de tierras baldías ante las Audiencias por las cuales
se identificaban potenciales regiones de ventas59. Finalmente,
la Corona recibía informes de oportunidades de venta por
parte de denunciadores o individuos que denunciaban a los
usurpadores de tierras realengas esperando recompensa por la

^ Por ejemplo, el Lic. Ortiz mandó al escribano de su comisión
que fuese delante de él a los lugares de Parada y Rubiales ( Salamanca)
en 1584. Véase la venta que el Lic. Ortiz otorgó a don Lope de Herrera
Enríc^uez Rojas, 17 de octubre de 1584, AGS, CG, 3254.

5 Ver, por ejemplo, la comisión incluida en la Venta que Pedro
Hernández otorgó a Pedro de Bustillo, 9 de noviembre de 1586, AGS,
CR, 7a Ser., 3256.

^ Ver una carta a la Corona del concejo y vecinos del lugar de
Robredo ( cerca de Jadraque en lá provincia de Guadalajara) (sin fechar,
pero aparentemente de 1584), AGS, CJH, 150 mod. (216 ant.); Cédula
para que el alcalde mayor del partido de Quintanar haga tasar 16 obra-
das que (Bartolomé de Solera) tiene en la vega de Gu^juela, 8 de diciem-
bre de 1585, AGS, CG, 365.

^ En 1584 el .juez .iosephe Laso lleAó a Teba (Málaqa) para ven-
der tierras. Tr^jo consigo un traslado del pleito entre Teba y el Mar-
qués de Hordales. El pleito acababa de resolverse en la Audiencia dé
Granada, y este tribunal halló que todo el término de Teba era público
y baldío. Véase la Venta que el Lic. Josephe Laso otorgó a Andrés de
Salamanca, 25 de junio de 1584, AGS, CR, 7a Ser., 3260.
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re.velaciónó0. También es posible que se aprovecharan las Rela-
ciones Topográficas para delimitar los grandes espacios baldíos
susceptibles de venta; sin embargo, en este sentido, no conoce-
mos la menor prueba de la utilización de esta fuente, si bien su
posibilidad es muy verosímil.

Aunque el juez no tuviese la menor idea de las condiciones

que le esperaban, su proceder sería similar. Incluso hay casos
de jueces que se empeñaron en hacer una indagación informal
en la comarca donde iban a comenzar a vender, para saber có-

mo encaminar su investigaciónól.
El inicio formal de las pesquisas se anunciaba por el

pregonero de la localidad que, según las órdenes del juez, pre-
gonaba que todos los ocupantes de tierras baldías en la juris-
dicción del lugar debían ir a registrarlas ante el juez de tierras.
En ocasiones el pregón especificaba el carácter público o rea-
lengo de las tierras; en otros el pregóri afectaba a todas las tie-
rras del lugar. Es obvio que la finalidad del registro era exami-
nar la validez de las escrituras de los ocupantes de tierras. EI
plazo para efectuar el registro oscilaba entre 3 y 6 díasó2.

En ciertos casos el anuncio del juez no se limitaba a su lec-
tura por el pregonero. Así en el año 1585, en Morón de la
Frontera (Sevilla), el juez Juan Rodríguez de Haro hizo prego-
nar una reunión de todos los poseedores de tierras en la igle-
sia. Allí, en una plática informal, el juez les previno de Ia nece-

60 Los denunciadores no eran nada populazes entre sus conciuda-
danos, porque éstos frecuentemente querían continuaz en el usufructo
de sus tierras sin tener que comprazlas. En 1598 un delator escribió a la
Corona pidiendo que le protegiera de la ira de los poseedores de tierras
de la comarca. Véase una carta a la Corona de Tomás Francisco de los
Cobos, vecino de Teba (sin fecha, pero aparentemente de 1598), AGS,
CJH61271 mod. (380 ant.).

Por ejemplo, las indagaciones preliminazes que hizo el juez Die-
go de Argote en Segura de la Sierra (Jaén). Véase una relación de este
juez sin fechaz, pero aparentemente de 1583), AGS, CG, 3262.

6^ Ibid., una relación de las tierras en el término de Lueches, 16
de matzo de 1569, AGS, CtJH, 65 mod. (94 ant.); una carta de venta
impresa para las ventas que hizo Juan Rodríguez de Haro en Morón de
la Frontera en 1585, de las cuales hay muchos ejemplos en AGS, CG,
3255; relación de Bernazdino de Bazros sobre las tierras de Ubeda, 9 de
septiembre de 1573, AGS, C,JH, 84 mod. (124 ant.).
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sidad de registraz sus tierras si no querían perderlas aquellos
que no poseyeran títulos válidosó3

Es decir, el pregón paza el registro de tierras adquiere el
cazácter de orden de un oficial real y, como tal, obligado de
obedecer; inclŝ ía, además, la amenaza implícita o explícita-
mente de perder la tierra paza aquel que no la registraza. Pero
a pesaz de este tono más o menos amenazarite, los jueces eran
lo suficientemente flexibles y prudentes como paza mandar
órdenes hacia la nobleza en términos mesurados y no irritar
así la suceptibilidad de los poderosos^.

El registro de tierras consistía eñ una declaración jurada
del poseedor de tierras en presencia del escribano. En la decla-
ración el poseedor inscribía cada parcela de tierra que tenía,
dando la situación, el tamaño, y la utilización actual. Si el po-
seedor tenía una mayor pretensión sobre la tierra que la de la
simple ocupación, debía aportar entonces, sus pruebas; el juez
de tierras pregundaba por el valor de la propiedad, y si estaba
dispuesto ha hacer una postura formalós.

Terminado el ^ registro de tierras, el siguiente paso de la
comisión era una investigación en el archivo municipal ya que
éstos, generalmente, contenían indicios de usurpaciones de
baldíos tanto del concejo como de pazticulazesóó. Los docu-

^ Véase una carta de venta impresa para las ventas que hizo Juan
Rodríguez de Haro en Morón de la Frontera en 1585. Hay muchos
ejem^los en AGS, CG, 3255.

Por ejemplo, véase una carta del juez Juan Alonso de Herrera a
don Alonso de Aguilaz, marqués de (Priego), 30 de septiembre de 1584,
AGS^CtiJH, 150 mod. (215 ant.).

Hallamos los originales de las declaraciones del registro sola-
mente en un legajo de Simancas. En AGS, CJH, 35 mod. (52 ant.), hay
varias docenas de declaraciones, todas de tierras en la comarca de Villa-
rrubia (Toledo) y presentadas ante el juez Diego de Carbajal en 1563;
cada una lleva la firma del poseedor del terreno y del escribano. Su ex-
tensión varía mucho (de media página hasta varios folios), según el nú-
mero de parcelas que tenía el registrante. No sabemos por qué no apa-
recen en Simancas más documentos de éstos, pero es de suponer que en
años posteriores a los jueces se les mandara no entregarlos a la Hacien-
da, pues habrían constituido una masa enorme de papeles inútiles. En
lugar de eso, los jueces entregaron sólo una relación sumaria del resul-
tado del registro.

^ Venta que Pedro Hernández otorgó a don Pedro de Losada, 9
de abril de 1587, AGS, CR, 7a Ser., 3257; Relación de Diego de Argote
(sin fechar, pero aparentemente de 1583), AGS, CG, 3262.
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mentos relativos a pleitos iniciados por los ŝoncejos contra
usurpadores de tierras públicas tenían gran utilidad paza de-
terminaz qué tierras pertenecían a los baldíosó7.

Si el registro y el examen del archivo municipal indicaban
con nitidez que las únicas tierras vendibles en el lugaz eran las
concejiles, el juez pQdría dar al concejo un período -normal-
mente de tres días- dentro del cual éste mostrazía sus títulos
u otra prueba de su domino legítimo. Basándose en las prue-
bas que se presentazan, el juez decidiría vender o no vender las
tierras, concluyendo así la averiguaciónóa.

Pero en la mayoría de los lugares no bastaba con el regis-
tro y la investigación en el archivo para descubrir la existencia
de todas las tierras, sobre las que la Corona pretendía el domi-
nio y venta. En ocasiones se precisaba la ayuda de testigos paza
descubrir la situación y el carácter de otras tierras que no men-
cionaban ni aparecían registradas en el azchivo municipal, o
bien para resolver contradicciones entre las otras pruebas. Es
más, en las comisiones de los jueces de tierras, siempre se acon-
sejaba que en su investigación incluyera él testimonio de veci-
nos del lugar, en especial de ancianos conocedores de la histo-
ria y costumbres del régimen local de la tierraó9.

Los testigos eran llamados ante el juez y el escribano paza
prestar declaración jurada. sobre las tierras baldías de la comar-
ca y paza responder a preguntas sobre puntos de interés al
juez^. Si los testigos eran escogidos con acierto podrían dar

67 Informe a la Corona de Diego de Soto Siliceo, 15 de mayo de
1585, AGS, 156 mod. (228 ant.); Venta que Diego de Vega hizo a don
Alonso de Valdespino, 18 de marzo de 1584, AGS, CG, •62, pliegos
45-48.

^ Por ejemplo, véase la Venta citada en la nota 66 y la Venta que
el Lic. Ortiz otorgó a Ro Gallego, de tierras en Castrillo, 29 de abril (?)
de 1584, AGS, CG, 3254.

^ Véase, por ejemplo, la comisión en la Venta que Pedro Hernán-
dez otorgó a Pedro de Bustillo, 9 de noviembre de 1586, AGS, CR, 7a
Ser., 3256.

^ A veces estos teatimonioa se incluían íntegros en las cartas de
venta, siendo de gran interés para analizar el régimen de tierras y las
prácticas agrícolas del momento. Para ejemplos de eatos comentarios
rúaticos, ver Venta que el Lic. Alonao Ortiz hizo al concejo de Brinco-
nea, 24 de agosto de 1588, AGS, CG, 367; Venta que Alonao López de
Obregón otorgó a la villa de Priego, 27 de marzo de 1590, AGS, CR, 7a
Ser., 3260.
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informaciones muy útiles y precisas. Por ejemplo, el juez Diego
de Argote llamó a dos guardas de campo, para que le ayudaran
a identificar y localizar a los poseedores de las pazcelas de tie-
rras baldías inscritas en el azchivo de la villa de Segura por el
Consejon. Ocasionalmente, los jueces recababan el testimonio
de oficiales del Concejo, pero pazece que preferían antes los
relatos de vecinoŝ corrientes, en especial de los ancianos.

El número de testigos variaba conforme a las exigencias
del caso y la disposición del juez. A un juez de tierras llamado
Juan de la Concha, pazece ser que le agradaba mucho recibir
testimonios, porque en una relación de 1569 escribió que ya
había examinado más de 300 testigos de los 700 vecinos de
Quesada (Jaén), y que todavía no había completado su averi-
guaciónn. Pero fue un caso excepcional, ya que la mayoría de
los jueces se contentaban con llamar una docena o dos de tes-
tigos^.

Si la comisión contaba con un fiscal, éste desempeñaba el
papel principal en la búsqueda de tierras baldías durante la ave-
riguación. Basándose en sus indagaciones preliminares, inclu-
yendo una investigación en el azchivo municipal, formulazía en
el nombre de la Corona, una demanda por cada pazcela de la lo-
calidad que según él, juzgaba no poseer buen título. También
estaba encargado de acusar a los poseedores ilegales de las tie-
rras realengas, y de presentar la demanda al juez de tierras,
paza que éste adjudicase dichas tierras a la Corona^.

El juez procedía a examinar las pruebas presentadas por el
fiscal, en nombre de la Corona y las del poseedor. Los dos de-

^ Relación de Diego de Argote (sin fechaz, pero aparentemente
de a^osto de 1583), AGS, CG, 362.

Relación del Bachiller Juan de la Concha sobre las tierras de
Quesada, 28 de junio de 1569, AGS, CLjH, 65 mod. (94 ant.).

^ Ver los documentos citados en nota 16; Venta que el Lic. Or-
tiz hizo al concejo de la villa de Lumbrales, 17 de agosto de 1588, AGS,
CR, 7a Ser., 3261; Venta que Diego de Vega hizo a Damián de Hinojo-
sa, 31 de enero de 1585, AGS, Cg, 363, pliegos 271-85.

^ Para una demanda típica, véase la Venta que Alonso López de
Obregón hizo a Antón Ruiz de la Lancha, 12 de febrero de 1591, AGS,
CR, 7a Ser., 3261.
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bían presentaz sus pruebas tanto en forma de documentos co-
mo con testigos^s.

La averiguación podía dilatarse por causa de la justicia.
Por ejemplo, el juez Alonso Ortiz concedió al concejo del lu-
gar de Parada (Salamanca) casi tres meses (incluyendo exten-
siones) paza reunir pruebas sobre sus tierras7ó.

Los jueces alardeaban de su imparcialidad, pero razamente
se pronunciaban en contra de las pruebas dél fiscal, pues, en
realidad, su mísion era vénder tierras; tarea sólo posible hallan-
do tierras perteneciente a la Corona.

Cuando el juez consideraba que se habían presentado sufi-
cientes pruebas paza decidir sobre un caso, daba un auto de
sentencia sobre el dominio legal de la pazcela en cuestión. Nor-
malmente la sentencia condenaría al poseedor por haber ocu-
pado ilícitamente las tierras públicas y realengas y las adjudica-
ría a la Corona^^. La sentencia del juez sólo podía ser revo-
cada por el Consejo de Hacienda, y las apelaciones estaban fue-
ra del alcance de la mayoría de los poseedores de tierras, por-
que exigían demasiado tiempo y dinero78.

A continuación el juez disponia órdenes con el fin de evi-
tar que el antiguo poseedor u otra persona entrara en esa tie-
rra o la usara sin su licencia, a la vez que establecía una serie de
penas para caso de violación de su mandato. Dicha sentencia
adquiría más gravedad en tiempos de siembra, cosecha o vendi-
mia, lo que incitaba a los campesinos a hallaz un acuerdo con

^ Ibid, y la Venta que Diego de Vega hizo a don Alonso de Val-
despino, 18 de marco de 1584, AGS, CG, 362, pliegos 45-48; y la Venta.
que Diego de Vega hizo a Damián de Hinojosa, 31 de enero de 1585,
AGS^CG, 363, pliegos 271-85.

Véase la Venta que el Lic. Ortiz otorgó a don Lope de Herrera-
Enrí^uez Rojas, 17 de octubre de 1584, AGS, CG, 3254.

Se puede ver ejemplos de estas sentencias en la Venta que Gon-
zalo de Avalos otorgó a Garnelo de Velasco, 19 de octubre de 1587,
AGS, CR, 7a Ser., 3258; y la venta que Francisco del Alcazarotorgó a
Domingo de la Peña y consortes, 15 de noviembre de 1591, AGS, CG,
371.

^ Ver Capítulo V: sección 1-B;sección 2A-1);sección 3-H.
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el juez, a pesar de tener que renunciar a las pretensiones le-
gítimas sobre sus tierras^.

Algunas veces, al pazecer con poca frecuencia, el juez
enfatizaba todavía más el hecho de que la tierra en cuestión
era propiedad de la Corona, asignándola al monazca en la cere-
monia tradicional castellana. En presencia del escribano de
la comisión y de varios testigos, el juez tomaría al fiscal por la
mano para conducirle a la tierra. Entonces el fiscal, como agen-
te de la Corona, se paseazía por la tierra de una parte a otra y
tomaría unos terrones, panes o hierbas, echándolos de una paz-
te a otra, en una ocupación simbólica de la parcela de tierra y
luego declararía que había tomado posesión por Su Majestad.
La ceremonia entera, escrita por el escribano, sería fumada por
los participantes y los testigos^.

B. Tasación y Medida

Después de la adjudicación de una pazcela a la Corona, el
juez de tierras mandaba tasar y medir la tierra para su puesta
en venta. El procedimiento para la tasación era el siguiente: el
juez nombraba un grŝpo de tres o más hombres de la localidad
quienes conocían los precios de los bienes raíces paza que tasa-
ran cada pazcela de tierra que se iba a vender, según su valor
de mercado en ventas corrientes entre individuos. Esto ser-
vía de guía al juez que, normalmente, insistiría que se vendiese
la tierra por el valor fijado. Era muy importante, pues, que la
tasación reflejara el valor justo de la propiedad. Se ordenaba
juzgar a los tasadores con cuidado la calidad y carácter de cada

^ Venta que Pedro Hernández otorgó a don Pedro de Losada, 9
de abril de 1587, AGS, CR, 7a Ser., 3257; Venta que Gerónimo de Ava-
los hizo a Oracio Cataño (1583), AGS, CG, 363; y una carta al Consejo
de Hacienda de Juan de Albear en nombre de la villa de Sepúlveda (sin
féchar, pero aparentemente de 1583), AGS, 140 mod. (204 ant.). Véa-
se también Capítulo II, sección 4-2.

^ Venta que Diego de Vega hizo a Damián de Hinojosa, 31 de
enero de 1585, AGS, CG, 363.
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parcela, y tenían que jurar que la tasación era imparcial y fi-
dedigna81.

No tenemos información de cómo los tasadores llegaban a
sus cifras. Es natural que existiera la tentación de tasaz las tie-
rras de sus convecinos en una cifra inferior a su verdadero va-
lor. Pero el juez de tierras lo hubiera percibido por sus investi-
gaciones del archivo municipal. Además, cualquier parce-
la tasada muy baja, probablemente sería objeto de posturas
competidoras durante la subasta, lo cual revelaría su valor au-
téntico de todos modos.

Conocemos un sólo ejemplo de cómo los tasadores daban
sus informes al juez. Es el de los tasadores que nombró Diego
de Carbajal en Algete (Madrid) en 1569. En este caso, los tasa-
dores apuntaron el valor fijado en el mazgen de los registros
que habían entregado los peseedores de tierras, y firmaron sus
nombres después de cada item, en presencia del juez y del es-
cribano de la comisión^.

Como la tierra casi siempre se vendía por unidad de super-
ficie, se precisaba medirla para calcular el precio de cada pazce-
la. Algunos jueces encargaban de esto a los mismos tasadores83,
pero lo más frecuente era medir la tierra en una operación dis-
tinta después de la tasación. El juez daría el trabajo al medidor
público de la localidad, o en ausencia de éste, a un grupo de
naturales del lugar acostumbrados a medir tierras. Un represen-
tante de la comisión de ventas, normalmente el escribano o el
fiscal, solían acompañar al medidor paza asegurazse tíe que eje-
cutaza bien su trabajo. Tambiéñ acostumbraba a estar presente
el poseedor de la tierra, u otra parte interesadaen comprarla,ylla-
maban a otras personas para atestiguar el procedimiento y paza

^ Sobre los antecedentes de la tasación véase el Capítulo II, sec-
ción 3. Ver también Instrucciones a Alonso de Camargo, 23 de octubre
de 1570, AGS, CG, 360; Instrucción a Julián de Tenaz, 26 de octubre
de 1571, AGS, •CG, 360; Venta que Diego López de Orozco hizo a
Francisco de Villalobos, 29 de agosto (?) de 1584, AGS, CG, 363.

^ Relación de las ventas que hizo Diego de Carbajal en Argete
(sic) sin fechar, pero aparentemente de 1569), AGS, CG, 360.

^ Pedro Alonso (en nombre de Juan Martínez y consortes del
lugaz de Gutierrez-Muñoz) (sin fechaz, pero al pazecer es de 1583),
AGS, C,JH, 150 mod. (216 ant.).
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dar fe de su exactitud^. Se solían aplicaz las medidas al uso en
la localidad, pues existían muchísimas unidades de medida en
Castilla, y el intento de introducir una medida desconocida
síempre entrañaba desconfianza y resistencia por los vecinos de
la localidad85.

En otros casos, no se procedía a medir la tierra hasta no
haberse llegado a un acuerdo oral de venta; en tal caso el ŝom-
prador hacía una oferta de compra por unidad de superficie
(por fanega, por ejemplo), usando las cifras del registro o sus
propios cálculos para estimar la superficie de la parcela que
quería comprar8ó. Después de llega.r a un acuerdo con el juez,
se procedía a medirla según el procedimiento normal para de-
terminar la obligación y la carta de ventaa^.

Cuando se realizaba la medida a ojo (o al tanteo) en lugar

^ Venta que Alónso López de Obregón hizo a Antón Ruiz de la
Lanc^a, 12 de febrero de 1591, AGS, CR, 7a Ser., 3261; y ibid.

Las unidades más usadas para la medida de área eran la fanega,
la obrada y la yugada. La primera se basaba en el espacio de tierra en
que se podía sembraz una fanega (aproximadamente 55 litros y medio)
de trigo. Las dos últimas se basaban en el espacio de tierra que se podía
azar en un día con un par de mulas o de bueyes. En la mayoría de los
municipios, estas unidades se normalizaban en relación con la vara o el
pie. Sin embazgo, éstas variaban mucho, de manera que el sistema era
muy complejo.

En algunos lugazes (Arévalo e Iscaz, por ejemplo) la medida toda-
vía no se había normalizado, y se hacía visualmente en lugar de hacerse
a base de una unidad de longitud. La medida a ojo (así se llamaba) tó-
maba en cuenta no sólo el área, sino también los contornos de la super-
ficie y la fertilidad. En este sistema, una fanega de tierra llana y fértil
tenía solamente una fracción del área de una fanega de tierra ondulante
y débil. En Arévalo e Iscar se vendieron tierras baldías con medida a
ojo. Ver la Relación de Diego López de Ayala sobre las tierras de Iscaz,
21 de agosto de 1584, AGS, CJH, 150 mod. (215 ant.); Requerimiento
que se hizo al juez Juan de Salas, y su respuesta, 14 de febrero de 1584,
AGS^CJH, 150 mod. (216 ant.).

Consúltese, por ejemplo, la Venta que el Lic. Diego López de
Orozco hizo a Francisco de Villalobos, 29 de agosto (?) de 1584, AGS,
CG, 363. Otra copia del mismo documento está en AGS, CG, 3254.

^ Hay ejemplos de la medida después de la venta en la Venta que
el Lic. Ortiz otorgó a don Lope de Herrera-Enríquez Rojas, 17 de octu-
bre de 1584, AGS, CG, 3254; y en la Venta que Diego de Vega hizo a
Damián de Hinojosa, 31 de enero de 1585, AGS, CG, 363, pliegos 271-
271-85.
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de a unidad de extensión, el juez podría ordenar realizar dos
medidas distintas paza garantizar la exactitud. En el lugar de
Gutierre Muñoz (Avila), por ejemplo, el juez Juan de Salas
nombró un comité de cuatro personas paza hacer la medida a oj o
antes de la venta y nombró un segundo comité de cuatro indivi-
duos diferentes paza hacer otra medida, después de llegaz a un
acuerdo de venta. La cazta de venta no se realizó hasta que am-
bos comités no coincidieron en la superficie de la parcela en
cuestión^. ^

Cuando se realizaba la medida por el agente público medi-
dor de tierras, cosa frecuente, era necesario pagarle por sus ser-
vicios. Teniendo en cuenta la necesidad de dichos servicios, es
curioso observar cómo la Corte no tuvo nunca una política cla-
ra de quién debía correr con los gastos, así en las instrucciones
a los jueces no hay ninguna alusión. En consecuencia, la mayo-
ría de los jueces pensazon que los costos iban a ser pagados
por la Corona, al igual que los salarios de los oficiales de la co-
misión; y en efecto, en los libros de cuentas de la Hacienda
vemos que la Corona corrió con estos gastosE9 iricluyéndoles
dentro de los generales dé la Comisión.

Pero, por la ausencia de una definición clara sobre estos
gastos, no siempre la Corona les pagó. Conocemos el caso del
juez Parra Guerrero destinado a Baeza (Jaén) en 1575, donde
sus libros de cuentas indican que los compradores pagaron los
costos a medias con la Corona90. No hay noticias del por qué
este proceder, aunque se puede pensar en una decisión pro-
pia del juez, impuesta por su autoridad y dócilmente acep-
tada por los compradores de Baeza. Sin embargo, la Corte no
generalizó esta práctica.

Ahora bien, se sabe que la Corte pensaba que eran ios
compradores quienes debían pagar la medida. Alrededor de
1582 el juez Diego López de Ayala escribió al Consejo de Ha-

^ Carta a la Corona de Pedro Alonso, en nombre de Juan Martí-
nez y consortes, vecinos del lugar de Gutierre-Muñoz (sin fechar, pero
apazentemente de 1584), AGS, CJH, 150 mod. (216 ant.).

^ Véanse las cuentas de Juan de la Concha de las Ventas que hizo
en El Priorato de San Juan, 20 de marao de 1576, AGS, CG, 3252.

`^ Relación del Lic. Parra Guerrero sobre sus ventas en Baeza (al
pazecer de 1575), AGS, CG, 36L
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cienda preguntando quién debía costear estos gastos en las ven-
tas que estaba haciendo en la tierra de Coca (Segovia) e Iscaz
(Valladolid). El Consejo respondió que lo costearan los com-
pradores. Y en consecuencia, el juez para abonar los salarios de
los medidores, aumentó un real por obrada de tierra vendida a
los compradores en el importe total de la tierra91

Pero si la Corte quería que los costos de la medida los pa-
garan los compradores, no hizo demasiada fuerza para que se
cumpliese o generalizase tal medida y que fuera recogida en
las instrucciones a los jueces. La cuestión quedó, como decía-
mos anteriormente, en manos de los jueces quienes unas veces
cobraron a la Corona y otras a los poseedores. Hay que señalar
el caso de posibles compradores que para lograr una postura
más atractiva al juez, se ofrecían a pagar ellos la medida^.

C. Negociación de los Términos

Hubo dos maneras de fijar los términos de la venta: me-
diante el conv^nio mutuo entre el juez y el anticipado compra-
dor, y mediante subasta pública.

a) Convenio muiual

Una parte de la política general de ventas era que se debía
vender la tierra al poseedor que ofreciera un precio justo93. Se
dejó en manos de los jueces de tierra implantar o interpretar
esta política, y ellos actuaron de diversos modos. Unos pen-

91 Libro de cuenta de Diego López de Ayala, de lo que vendió en
Coca e Iscaz y sus partidos, 29 de enero de 1585, AGS, CR, 7a Ser.,
3262; Cargo de lo que Diego López de Ayala recibió al contado en el
partido de Iscaz (sin fecha, pero al parecer es de 1585), AGS, CG, 364.

^ Véase, por ejemplo, la postura que don Pedro de Losada hizo
sobre tierras en Montamarra (Zamora), en la Venta que Pedro Hernán-
dez le otorgó, 9 de abril de 1587, AGS, CR, 7a Ser., 3257.

`^ Ver el Capítulo II, sección 3 y sección 4A.
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saron que se podía establecer el verdadero valor de una parcela
de tierra saliendo a pública subasta, otros en cambio, recurrie-
ron a la eficacia de la tasación.

En último casb, el juez avisaba al poseedor de la parcela
que iba a ser vendida, para darle la primera opción de compra a
condición de ofrecer un precio justo. De no ser así, le advertía
que la tierra sería sacada a pública subasta y vendida al mayor
ponedor^. Esto solía ser suficiente para que el poseedor com-
prendiera que debía ofrecer el valor tasado de su tierra si la
quería compraz. Así, la mayoría de las tierras vendidas se
daban a su valor tasadoys, ahorrándose de esta manera el rega-
teo, ya que el valor tasado servía de precio mínimo9ó. Pero si
el poseedor no ofrecía ésta tasa se procedía, como indi-
cábamos más arriba, a poner la tierra en pública subasta. Si
bien lo frecuente era que la mayoría de las tierras vendidas me-
diante el convenio mutuo se adjudicaran a los poseedores, hu-
bo casos en que el poseedor rehusó de comprar sus tierras y el
juez las vendió a otra parte interesada por el valor tasado, en
lugar de sacarlas en almoneda97.

^ Por ejemplo, el juez Juan Rodríguez de Hazo en Morórí de la
Frontera, año de 1585. Hay muchas Ventas impresas que prepazó este
juez en AGS, CG, 3255. Otro ejemplo es Gonzalo de Avalos en Castril
de Vela (Palencia) en 1588. Véase la Venta que este juez hizo a Hernán
Juan^ los de su cuadrilla, 12 de agosto de 1588, AGS, CG, 367.

Por ejemplo, las Ventas que Diego de Cazbajal hizo en Algete
(Madrid) en 1569. Ver la Relación de ventas que hizo, AGS, CG, 360.

`^ En Castril de Vela (Palencia) en 1588 hubo un incidente que
muestra muy bien las escasas posibilidades de regateo que existían en
estas tasaciones. El juez Gonzalo de Avalos había tasado las tierras de
Castril a 2.900 mazavedís por yugada, pero cuando las quiso vender a
este precio los vecinos djjeron que era demasiado alto. Querían regatear,
pero el juez no aceptó menos de 2.850 -una reducción de menos del
dos ^or ciento. Veáse la Venta citada en nota 94.

Por ejemplo, la venta que Antonio de, Quirós hizo al mazqués
de Povera en 1589: Las tiemds en cuestión eran de la villa de Valfuentes
(Cáceres) y se usaban como comunales. Sin embargo, cuando el juez de
tierras las adjudicó a la Corona y las quiso vender, el concejo de Valde-
fuentes no quiso comprazlas; entonces el juez las vendió al marqués al
precio de su valor tasado. Debemos precisar que en este caso apazente-
mente no había ninguna otra persona interesada en compraz las tierras,
y en consecuencia una subasta hubiera resultado ineficaz. Véase el do-
cumento citado, en AGS, CG, 367.
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b) Subasta

Una gran pazte de las tierras era vendida en subasta (en
esta época se usaban las palabras almoneda y remate), lo que
permitía que el precio se fijara mediante posturas (o "pujas")
competidoras. Un juez que había decidido actuar de este mo-
do, mandaba al pregonero público anunciaz que vinieran todas
las personas interesadas en compraz tierras, para hacer sus pos-
turas ante el juez9s.

Por lo general, el pregonero público anunciaba el edicto
varios días en la plaza principal del lugar, y en ocasiones en
los lugares y aldeas colindantes, paza daz mayor eco a la subas-
ta. El juez de tierras, por su parte, solía mandar mensajeros
paza informaz a los que pudieran estar interesados en compraz
la tierra (por ejemplo, al poseedor si éste vivía en otro pueblo).
El primer aviso, en ocasiones, ya incluía el remate de todas las
tierras de la localídad, pero la nórma era pregonar por sepaza-
do cada pazcela de tierra^.

Se tardaba varios días en rematar un trozo de tierra, y se
extendía a veces a semanas, o incluso meses, hasta que el juez
consideraba que se había alcanzado la puja máxima10°. Algu-
nos jueces designaban días específicos paza las posturas, y una
vez transcurridos, podrían suspender éstas y mandar que el re-
mate se postergaza durante algunas semanas, a fin de que otros
pujadores pudiesen juntar sus ofertas y lograz un precio más
alto. Otros, en cambio, no designaban días especiales, sino que
aceptaban las posturas según las ofrecíanlol.

^ Véase la Venta que Diego de Vega hizo a Damián de Hinojosa,
31 de enero de 1585, AGS, CG, 363.

`^ Más detalles sobre los pregones de rematea se pueden ver en la
Venta que Diego de Vega hizo a don Alonso de Valdespino, 18 de maz-
zo de 1584, AGS, CG, 362, pliegos 45-48; y hay muchos ejemplos en
las cartas de venta en AGS, CG, 3254, de las cuales citamos solamente
la Venta que Gregorio de Buitrado otorgó a Pedro de Alcanavate, 25
de septiembre de 1583.

lOD El remate más breve que hemos visto en los documentos de
Simancas duró sólo una tarde. Era somero, pues el juez insistió en el re-
mate, aunque estaba casi predeterminado que la tierra en litigio iba a
venderse al poseedor. El remate más dilatado que hemos visto duró casi
un año. Véase AGS, CG, 3254.

lol V^nta que Diego de Vega hizo a Damián de Hinojosa, 31 de
enero de 1585, AGS, CG, 363, pliegos 271-85, y pas.sim en AGS, CG,
3254.

127



Cuando se fijaban días especiales para el remate, general-
mente solían ser por la tarde (a las cuatro, por ejemplo), en el
Ayuntamiento, en la plaza principal, o en la iglesia. Los puja-
dores que quisieran hacer posturas en otros días no señalados,
debían buscaz al juez donde estuviese trabajando, cosa que no
debía encerraz mayor dificultad102.

Los ricos, los terratenientes ausentes, y los consejos eran
partidarios de mandar a un agente con carta de poder para re-
presentarles en las pujas; pero la mayoría de los ponedores apa-
recían personalmente ante el juez. Con una postura se identi-
ficaba ya claramente la pazcela de tierra y casi siempre especi-
ficaba cierta cantidad de dinero por unidad de superficie; sien-
do razo que el ponedor hiciese una oferta por anticipado del
importe total de la pazcela. En ocasiones también se espeŝifi-
caban los términos de pago. Una postura estaba considerada co-
mo un contrato de compra a determinado precio, y debía en-
tregarse por escrito al juez o expresazla oralmente en presen-
cia de escribano y testigos. A1 juez correspondía estimar si era
apta cada postura o no; no aceptándola, por lo general si era
inferior al valor tasadolo3. También podría rechazar una pos-
tura que considerase hecha de mala fe, o bien podría aceptazla
provisionalmente con la condición de que el pujador probara
que podía pagar lo que tenía pujadol°4.

Cuando un juez aceptaba una postura, mandaba al prego-
nero anunciaz sus condiciones por lo menos tres veces durante
tres días, y en vazios lugazes; igualmente, un mensajero iba
dando esta información a otros ponedores o paztes interesadas,
al tiempo que se les invitaba a pujas más altas especificando el
día de la subasta. Si la postura se había dado durante el perío-
do designado para el remate, y se estimaba que faltaban posi-

^02 Ibid.; y passim en AGS, CG, 3255.
103 Hay muchos ejemplos de posturas en AGS, CG, 3254 y 3255.
lo^ El Lic. Ortiz, por ejemplo, cuando andaba vendiendo tierras en

Parada y Rubiales (Salamanca) exigió fianza de un pujador. De otro pu-
jador, que representaba el lugar de Rubiales, exigió prueba de que su •
convecinos estaban dispuestos a pagar la cantidad puesta; pero resultó
que el concejo de Rubiales estimo demasiada alta la tasa, en vista de lo
cual, el juez rechazó la postura. Veáse la Venta que el Lic. Ortiz otorgó
a don Lope de Herrera Rojas, 17 de octubre de 1584, AGS, CG, 3254.
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bles interesados en la tierra, se pregonaba la postura inmedia-
tamente, para dar posibilidad a pujas más altas105.

En ciertas subastas, especialmente cuando estaban presen-
tes varios pujadores, las pujas eran muy airadas, salvo, claro es-
tá, para los propios interesados. El remate normal duraba alre-
dedor de una semana por lo menos, ya que los jueces insis=
tían en pregonar la puja por varios días seguidos, con la máxi-
ma publicidad .a fm de conseguir posturas más altas. Normal-
mente los remates de tierras tenían poca expectación, ya que
sólo se sacaba a subasta una pequeña parte de las parcelas de la
localidad a la vez; pués, mientras que se remataba una parcela,
otros todavía estaban en la frase de indagación, tasadora o me-
didora. Era, en definitiva, un proceso continuo, salvo cuando
no había más^ que una _ sola parcela de tierra en oferta^ en el lu-
gar, o cuando se estaban vendiendo todos los baldíos del lugar
en un sulo bloquelob.

El remate solía elevar los precios más de lo que se hubie-
ra obtenido de obrar de otro modo, pujándose en ocasiones
a un nivel más alto de lo tasado en principio por la propie-
dad107. Sin embargo, hubo veces en que los jueces veían impo-
sible tener las tierras en subasta por el procedimiento nor-
m^loa Cuando eso ocurría, los jueŝes recurrían al prometido
para estimular las pujas; esta modalidad consistía en que el pu-
jador daba su postura, y un cierto.porcentaje designado como
prometido -alrededor del 10 por. ciento del total de la postu-

105 Consúltense los documentos citados arriba en notas 101 y
103, y la Venta que Gregorio de Buitrago otorgó'a Pedro de Alcanavate,
25 de septiembre de 1583, AGS, CG, 3254.

106 ^id.
107 Por ejemplo, en Teba (Málaga) las tierras tasadas a 8 ducados

por fanega se vendieron a 18 ducados, según la cédula al Lic. Josephe
Laso, 7 de diciembre de 1583, AGS, CG, 3262. Y en San Miguel del
Arroyo (Valladolid) las tierras del lugar se vendieron por 33.750 mara-
vedís arriba de su valor tasado. Ver la Venta que el Lic. Hernando Pro-
vencio otorgó al doctor Francisco de Salcedo, 20 de octubre de 1586,
AGS, CR, 7a Ser., 3257.

l0a En 1583 el juez Diego de Argote halló que la gente de Yeste
(Albacete) no respondía al remate. Viéndose obligado a llegar a un
acuerdo sobre el precio individualmente con cada poseedor de tierra.
Véase una Relación de Diego de Argote (sin fechar, pero aparentemente
de 1583), AGS, CG, 3262.
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ra- que entregaba al juez de tierras o a una persona expresa-
mente nombrada paza ello.

Si el pujador salía con la mejor puja, recuperaba el prome-
tido, rebajándole del importe total de su compra a la Corona;
pero si otra persona ganaba la puja se daría el prometido del
perdedor al ganador. Los prometidos, pues, obligaban ser la
mejor oferta para no perder el dinero depositado. Era una es-
pecie de juego sobre el resultado del remate; pero en el que
siempre salía ganando la Hacienda Real. Sin embazgo, cuando
se demostró que este método del prometido sólo beneficiaba a
los ricos, alcanzaron una gran impopularidad, por lo que sólo se
practicó entre 1584-1588; en este período el Consejo de Ha-
cienda recibió tantas quejas que finalmente decidió anular los
prometidos y a finales de 1580 dictaba ya órdenes de que no
se practicaranlo9.

D. Finalización de las Ventas

Realizada una venta, bien mediante convenio mutuo, bien
mediante el remate, recaía en el juez la facultad de declarar
una pazcela vendida cuando estimara el momento propicio. Se
procedía entonces, a arreglar todos los documentos y se daba
por finalizada la venta, salvo en los casos en que todavía fa1-
taba la medida oficial. Si el comprador iba a pagar una parte al
contado, lo que ordinariamente se hacía mediante previo acuer-
do con el juez, lo hacía en el momento de arreglarse los docu-
mentosllo. El escribano de la comisión prepazaba para el com-
prador una carga de venta firmada por el escribano y el juez
en el nombre de la Corona, y una obligación con la firma

•109 Sobre el prometido ver una Relación de Diego de Argote sobre
Linazes, Vilches y Baños ^sin fechar, pero aparentemente de 1584),
AGS, CG, 364; una carta a la Corona de los vecinos de Villaeaper (Va-
lladolid) (sin fechar, pero en el dorso hay una anotación de la Hacienda
con fecha de 13 de diciembre de 1584), AGS, CJH, 150 mod. (216
ant.). •

110 Sobre la política de dinero al contado, véase el Capítulo II, sec-
ción 4-A.
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del emperador, por la que se hacía responsable de pagaz lo que
debía a la Coronaiii. La obligación quedaba en poder del juez
para entregarla a la Hacienda, donde quedazía a resguazdo
hasta el cobro de los plazos112.

Después de la firma de los documentos formalizando la
venta de la tierra, el comprador solía pedir que le dieran la po-
sesión. Le tomaba por la mano el juez o el fiscal y le condu-
cían a la tierra, al llegaz allí, el comprador tomaba posesión .
simbólicamente de la parcela. La ceremonia quedaba consta-
tada por escrito por el escribano y otros testigos llarnados ex-
presamente para dar fe del hecho113. Con la toma de posesión
formal terminaba la venta. .

E. La Eoonomía del Tiempo

Para ilustraz de forma más adecuada, el tiempo seguido en
los distintos pasos de la ejecución de una venta, detallamos a
continuación el desarrollo de una comisión típica: la venta de
9 caballerías y 31 aranzadas de tierras en Jerez de la Frontera
(Cádiz), que hizo el juez Diego de Vega a Damián de Hinojosa:

- 23 de junio de 1582: Llega el juez y comienza sus ave-
riguaciones de las tierras baldías de Jerez.
- 15 de abril de 1583: El fiscal de la comisión entrega al
juez una demanda alegando que ciertas tierrasiia en Jerez,

111 Sobre la carta de venta y la obligación, véase el Capítulo II, sec-
ción 4-C. Ejemplos de estos documentos: la Venta que Juan de Salas
hizo a Bartolome Sanz, el Mozo, 19 de noviembre de 1583, AGS, CJH,
150 mod. (216 ant.); Obligación que hizo Juan Sobrino por las tierras
que le perpetuó Diego López de Ayala, 17 de diciembre de 1582, AGS,
CGi1268.

Véase el Capítulo IV, sección 1.
113 Venta que el Lic. Ortiz otorgó a Ro Gallego de tierras en Cas-

trillo, 16 de febrero de 1584; Venta que el Lic. Ortiz otorgó a don Lope
de Herrera Enríquez Rojas, 17 de octubre de 1584, ambos en AGS, CG,
8254.

11a El lector debe tener en cuenta el hecho de que las tierras en
esta venta sólo constituían una fracción de los baldíos de Jerez, y que el
retraso o dilación entre las distintas fases del ^roceso de venta se debía
sobre todo por las negociaciones que mantenia el juez con la venta de
otras tierras al mismo tiempo.
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conocidas como "las suertes viejas", son realengas, y pide
su adjudicación a la Coiona y que sé las venda. El juez
manda que pruebe sus alegaciones con testigos, y también
que se presenten las pruebas en favor de las pretensiones
de la ciudad.
- 15 al 18 de abril:' El juez oye las declaraciones de unos
doce testigos (todos viejos vecinos de Jerez) que descri-
ben las tierras implicadaslls.

- 18 de abril: El juez juzga que las tierras son de la pro-
piedad de Su Majestad, y manda al fiscal que tome pose-
sión de ellas.
- 19 de abril: Van a las tierras el juez, el escribano, el fis-
cal y un grupo de testigos, y este último toma posesión de
ellas formalmente en nombre de la Corona.
-' 20 de abril: El fiscal pide al juez que se pregone la pues-
ta en venta de estas tierras y la prohibición de su uso.
- 21 de abril: El juez, en consecuencia, con la demostra-
da propiedad real, prohíbe el uso de esas tierras, así como
la entrada en ellas sin su licencia, bajo la amenaza de di-
versas penas.
- 21 y 22 de abril: En la Plaza de San Dionisio (cerca del
Cabildo) el pregonero público proclama el edicto del juez,
anunciando que' las tierras se venden al mayor ponedor, y
que compazezcan ante el juez todas las personas que qui-
sieran hacer posturas. •
- 24 de abril: El pregonero público repite el pregón en la
Plaza del Arenal.
- 2 de mayo: El pregonero público repite el pregón en la
Plaza de San Dionisio. Después, de parte de la ciudad de
Jerez se presentan al juez ciertas escrituras y privilegios,
contradiciendo todo lo mandado por aqué1116
- 20 de mayo: El juez da un auto fijando un plazo de

115 Hasta esta fecha podemos observaz cómo todos los testigos ha-
bían sido convocados previamente por el fiscal indicándonos una ex-
traña reticencia por parte de la ciudad.

116 Era raro que un juez admitiera la presentación de más pruebas
después de pronunciaz sentencia y anunciar la venta. En este caso, pa-
rece que lo permitió porque la ciudad no había dado pn.iebas durante el
período fijado.
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nueve días para que ambas partes (la ciudad y el fiscal)
presenten sus probanzas.
- 29 de mayo al 13 de agosto: A petición de las dos paz-
tes, se extiende varias veces el período de probanzas.
- 13 de agosto: El juez da un auto de sentencia confir-
mando la adjudicación de las tierras a Su Majestad.
- 5 de septiembre: El auto del 13 del mes pasado se lee
en el concejo y ayuntamiento de la ciudad de Jerez. El
mismo día el juez recibe una cédula (con fecha del 18 de
agosto) mandando que se procedan las ventasli^ y en con-
secuencia el juez ordena al pregonero que publique la cé-
dula y un nuevo edicto anunciando la venta.
- 5 al 11 de septiembre: El pregonero público repetida-
mente proclama el edicto y la cédula, no sólo en Jerez, sino
también en Sevilla y en otros lugares cercanos.
- 11 de septiembre: El juez prepara un auto señalando el

día 21 de septiembre paza el remate, y prometiendo ven-
der las tierras al mayor ponedor. El pregonero público
aunucia el auto en Jerez y que se pueden hacer posturas

de estas tierras; aunque aún después de varias proclamas
no se encuentra postura alguna118.
- 2 de abril de 1584: Coñtinúa el remate y Hernán Suá-
rez de Toledo hace postura de 300 ducados por caballe-
ría. El juez acepta la postura y la manda pregonar, pero no
hay pujas.
- 4 de abril: Se pregona la postura de Hernán Suárez y
viene una puja de 320 ducados, de parte de Domingo Xi-
ménez Márquez.
- 5 de abril: Se pregona la puja de Domingo Ximénez,
pero no hay mejora.
- 6 y 7 de abril: Se repite el pregón de la puja, pero otra
vez no hay mejora, y se anuncia que el remate se continua-
rá el domingo, 8 de abril. ^
- 8 de abril: Se pregona muchas veces la puja de 320 du-

11^ p^ce que el juez (y tal vez la ciudad también) había comuni-
cado a la Corte la dificultad de probar el dominio legal de estas tierras.
La cédula se dio para ayudaz al juez (como representante de la Corona).

lls Es probable que se rematasen también otras tierras ese mismo
día. De ser así, la tarde no se había perdido innecesariamente.

133



cados, pero aún no hay mejora. El juez se enfada por la
falta de acción y manifiesta su conocimiento de que en el
Cabildo están presentes unas personas que viriieron a pu-
jaz y todavía no lo han hecho. Por fin, ante la urgencia de
tiempo y el interés de la Real Hacienda, suspende el rema-
te hasta otra ocasión.
- 9 de abril al 1 de mayo: Vienen varias pujas por unas
partes de las tierras. Se admiten y pregonan.
- 1 de mayo: Viene Francisco Martínez de Cea con una
puja de 400 ducados. Luego la mejora Hernán Suárez de
Toledo con una de 500 ducados. Los dos hacen varias
pujas competidoras. La última es de Hernán Suárez, que
hace postura de 545 ducados. No vienen más mejoras, y el
juez da un auto diciendo que aunque haya prometido ven-
der las tierras ese día, no conviene rematarlas por ahora,
por justas causas, y suspende el remate hasta el próximo
domingo, 6 de mayo.
- 6 de mayo: Se pregona muchas veces la puja de 545 du-
cados, pero no hay mejora, y el juez suspende el remate
hasta el 10 de mayo.
- 30 de junio: Llega una carta del Consejo de Hacienda
ordenando la suspensión del remate por un mes, para que
el juez haga más averiguaciones.
- 16 de diciembre: Aparece Damián Hinojosa y hace pos-
tura de 550 ducados por caballería. Se pregona muchas ve-
ces sin que haya mejora y el juez declaza las tierras vendi-
das a Hinojosa119.
- 19 de diciembre: Las tierras se miden por un medidor
público, en la presencia de Hinojosa, el fiscal, el escribano
y testigos.
- 31 de enero de 1585: Se prepara la cazta de venta y se
entrega a Hinojosa, concluyendo la vental2o.

119 Los documentos no especifican si .estas tierras se tasaron o no;
no obstante, el juez se había informado clazamente sobre su valor y
aunque aceptó la postura de 900 ducados, que éra inferior a su valor de
mercado, no terminó la subasta hasta que las pujas sobrepasaron su pre-
cio el doble.

12o En esta venta parece que se prescindió de la ceremonia de la to-
ma de posesión. Esta no era indispensable: se usaba para dar más legi•
timidad cuando el juez o el comprador juzgaban necesario.

La fuente de la información sobre los detalles del mecanismo de
eata venta es la carta de venta (de 56 páginas); Venta que Diego de Vega
hizo a Damián de Hinojosa, 31 de enero de 1585, AGS, CG, 365.
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Habían pasado dos años .y medio desde el comienzo del
negocio del juez de tierras en Jerez hasta la firma de la carta
de venta a Hinojosa. Pero la venta a Hinojosa ocupó sólo una
fracción del. tiempo del juez durante ese período. Una relación
de las ventas que hizo Diego de Vega en Jerez desde 1583 a
1585 indica que este juez hizo por lo menos (la relación está
incompleta) cuazenta y tres ventas más, al tiempo que trataba
con las tierras adquiridas por Hinojosa. Calculamos que el
tiempo invertido, en proporción, en la venta de las tierras de
Hinojosa llegó a tres semanas como máximo121.

Paza mostrar cómo un juez de tierras solía distribuir su
tiempo en un contexto más amplio,. damos el ejemplo de las
actuaciones de Diego de Argote durante el período de 445
días en la región de Segura de la Sierra (Jaén) en 1583 y
1583122.

Recibió su comisión el 15 de mayo de 1582, y partió de
Madrid cuatro días más tarde. Y el 25 de mayo empezaba las
averiguaciones en Segura ya completadas el 19 de agosto; pero
como todavía no tenía completada ninguna venta, avanzó al
lugaz vecino de Orcera y allí culminó ventas de tierras a 77
personas. Dado el gran número de apelaciones de los vecinos
de Orcera contra el Consejo de Hacienda, optó por mazcharse a
la villa de Beas. Allí el concejo de la villa se avino a formar
asiento123 de todas las tierras de sú jurisdicción. El juez hizo
averiguación para determinaz la cantidad y el valor de esas tie-
rras y llegó a un acuerdo provisional con el concejo según el
cual les vendería las tierras por 2.000 ducados. Luego mandó
los términos y una relaŝión a la Corté paza su aprobación.

Mientras esperaba la contestación sobre las tierras de Beas,
volvió a Orcera paza concluir unas ventas previamente inicia-
das. En Orcera, por las pascuas de Navidad de 1582, llegó la
contestación del Consejo de Hacienda, aprobando el asiento

121 Consúltese un catálogo (aparentemente preparado en 1585) de
las ventas hechas por Diego de Vega en Jerez, 1583-1585, AGS, CG,
362.

122 Por desgracia, pazece que el juez, solamente, entregó una rela-
ción detallada del primer período de tiempo que pasó en la comazca.
Sin embargo, esta relación incompleta nos sirve de ejemplo.

123 Trataremos de los asientos en la siguiente sección de este capí-
tulo.
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con Beas por los 2.000 ducados y Argote volvió a esta locali-
dad paza efectuaz el trato.

El 22 de enero de 1583 mientras estaba concluyendo el
asiento con Beas, recibió una cazta de parte del concejo de Se-
gura indicando que querían tomar un asiento paza Segura y
para los lugares de su común. Salió, luego paza Segura y llegó
a un acuerdo provisional con el concejo a razón de dos reales
por fanega. Después de haber hecho una averiguación de la
cantidad de tierra implicada, mandó un informe al Consejo de
Hacienda junto con la petición por el asiento.

Mientras esperaba la contestación de la Corte, procedió en
la villa de Chiclana a vender las tierras, ante la oferta del Con-
sejo de formaz asiento por sus tierras al mismo precio que el de
Segura, enviando igualmente el pedido a la Corte.

La decisión de la Corte, al cabo de un tiempo, fue contra-
ria a los asientos con Segúra y Chiclana, y ordenaba al juez
vender las tierras al mayor ponedor, así como la urgencia de
terminar las ventas cuanto antes porque era un asunto de poca
impoitancia.

Notificó.la resolución_ de la Corte a los vecinos de Chicla-
na y se dispuso a sacarlas en almoneda. Ante esto los vecinos
de la villa pidieron al juez que se las vendiera todas en una sola
venta con un solo título y una sola obligación, para ahorrarles
tiempo y costos. El juez e ŝtuvo de acuerdo y vendió al concejo
todos los baldíos en su jurisdicción por el precio global de
340.000 mazavedís.

Terminado eso, el 15 de abril de 1583 salió para la villa de
Yestc (.^\Ibacete), que estaba a dos días de camino de Chiclana.
Sus a^ériguaciones indicaban que había 4.040 fanegas de tie-
rras baldías en la localidad. Aunque el concejo quería compraz=
las todas en una sola venta, lo impedían unos ricos que no
querían avenirse con .el concejo y se negaban a cooperaz.
Ante esto, el juez vendió las tierras individualmente a to-
dos los poseedores, de tierras en Yeste, concluyendo 225 ven-
tas con un importe total de 877.358.mazavedís.

El 26 de mayo partió hacia la villa de Siles donde exis-
tían 338 fanegas de baldíos y que gestionó su venta al concejo
por 98.250 maravedís. A primeros de junio, Argote llegó a la
villa de Bustamante donde sus averiguaciones descubrieron 623
fanegas de tierras vendibles y que adquirió él concejo en su to-
talidad por 98.250 maravedís. El 7 de junio accedió a la villa
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de Genave, donde existían 1.167,5 fanegas de baldíos recién
roturados y repartidos por el concejo y que, una vez adjudica-
dos al monazca, vendió por 187.500 mazavedís al concejo.

El 13 de junio, igualmente, se trasladó a la villa de Villa-
rrodrigo, donde halló 505,5 fanegas que vendió al concejo por
93.750 maravedís. De allí procedió a una alquería llamada
los Vayonesl^, donde vendió 71 fanegas de baldíos por
12.000 maravedís. El 17 de junio fue a la villa de Torreŝ de
Albánchez comprando el concejo las 249 fanegas de baldiós
que halló por 60.000 maravedís. Y luego, pasando por Segura,
se enteró de que el concejo todavía no estaba preparado para
negociar y en consecuencia continuó su camino para Hornos
donde vendió 487 fanegas de baldíos al concejo por 123.750
maravedís.

En este punto, el juez mandó a la Hacienda todas las obli-
gaciones de las tierras que tenía vendidas y envió un informe al
Consejo de Hacienda para darles a conocer la situación con Se-
gura. Mientras esperaba más instrucciones, partió el 4 de julio
hacia el suroeste, para Albánchez. Allí se enteró de que los
baldíos de la comazca habían sido vendidos hace unos diez
años por don Gerónimo de Fuentes y entonces, le llegó la
respuesta del Consejo de Hacienda que aprobaba las ventas rea-
lizadas, y le mandaba terminar con las de Segura con "indus-
tria y suavidad". Con estas instrucciones volvió a Segura, to-
mó posesión de los baldíos en el nombre de la Corona, y empe-
zó a venderlas a particulares. Vendió 490.704 mazavedís de tie-
rras en 53 transacciones.

Alrededor del primero de agosto, Argote partió de Segura
camino de Madrid, llegando a la capital el 12 del mismo mes.
En resumen, habían transcurridos 445 días seguidos en los ne-
gocios de su comisión y en los viajes necesazios paza completar-
los. En este período realizó ventas por valor de 3.627.532 ma-
ravedís de tierras baldías„ finalizó 336 en 13 lugares de las
cuales 355 a individuos y 11 a concejos, incluyendo el asiento
con Beas12s

124 No hemos podido localizazla, pero pazece situada entre Torres
de Albánchez y Villarrodrigo. Argote dice que era una alquería.

125 Ver una relación de Diego de Argote (sin fechaz, pero al paze-
cer es de agosto de 1583), AGS, CG, 3262; y varias relaciones (sin fe-
char) de sus ventas en la comarca, t^•GS, CG, 364.
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3. VENTAS A ENTIDADES COLECTNAS

Durante todo el reinado de Felipe II se hicieron ventas de
tierras baldías tanto a entidades colectivas como a individuos;
de las primeras, destacan por su importancia las efectuadas con
los concejos. El procedimiento a seguir era diferente en varios
aspectos, y conviene examinarlos por^separado.

A. Los asientos

El asiento, o contrato hecho directamente con la Corona,
fue el primer tipo de venta de baldíos, iniciados a fines del año
1550. No se sabe mucho acerca de ellos, salvo que eran contra-
tos entre la Corona y unos concejos a los que la corona dio tí-
tulo de propiedad sobre las tierras baldías dentro de su juris-
dicción a cambio de pagos en dineroi^

El programa de la venta de baldíos originariamente fue
concebido como expediente para obtener dinero de los posee-
dores de las tierras baldíaŝ. Sin embargo, resultaba que en mu-
chos casos no estaba claro si el poseedor era el concejo que te-
nía pretensión sobre la tierra o bien el labrador que la traba-
jaba. Los jueces de tierras enviados a vender las tierras a los
poseedores, pronto vieron que muchos concejos preferían
compraz las tierras baldías que tradicionalmente habían con-
trolado en lugar de verlas convertidas en propiedad privada12^.

Por lo general, se tendía a favorecer las reclamaciones de
los concejos antes que la de los particulazes y así casi siempre
que un concejo pedía la venta de sus tierras, le eran concedi-
das. La Corona tenía sus motivos para preferir el trato con los
concejos en vez de con particulazes; ya que ahorraba tiempo y
gastos al tratar con una sola entidad en vez de con decenas de

12e Véase Capítulo II, sección 2.
12^ Ver Capítulo II, secciones 3 y 4-A.
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particulazes, a la vez que aceleraba y facilitaba el cobro de los
plazoslza.

Por su parte, muchos concejos preferían compraz ŝús tie-
rras mediante un asiento firmado por el rey en vez de una cazta
de venta gestionada por el juez de tierras; esta actitud se basa-
ba en varias razones. En primer lugar, con las primeras ventas
de baldíos se estableció un precedente según el cual los conce-
jos debían compraz sus baldíos mediante asiento. En segundo
lugar, daría más prestigio el concluir un trato directamente con
la Corona. Y, en último término, los concejos probablemente
consideraban que el asiento era jurídicamente más seguro, al
llevar la firma del rey. _

Cabe la posibilidad de que algunos municipios se pusieran
de acuerdo por propia voluntad con la Corte paza un asiento,
sin ser forzados o amenazados129; pero normalmente se pedían
asientos como respuesta a alguna amenaza sobre sus baldíos.

El procedímíerito normal a seguir sería el siguiente: con la
llegada del juez se iniciaba la venta a particulazes de las tierras
comunales u otras tierras a las que el concejo tenía pretensión.
Una vez percatado el municipio de la gravedad de la situación
por las múltiples ventas a particulares, apelaría al Consejo de
Hacienda con el fin de que e anulasen las ventas y les permitie-
ra volverlos a recuperaz mediante un asiento con la Corona. A
continuación detaUamos, paza mayor clarificación, cómo se
realizó el asiento de la ciudad de Badajoz: •

Se comisionaron Juan Bazaona Mantilla y Antonio de Qui-
rós (después de la muerte del primero, en 1587) a vender las
tierras baldías de las ciudades de Badajoz y Mérida. A pesar de
las protestas de Badajoz, los jueces adjudicaron a la Corona
casi cuatro mil fanegas de tierras a las que la ciudad tenía pre-
tensión, y comenzazon a venderlas a particulares, cobrando,
sólo en dinero al contado, más de un millón de mazavedís. En-

12a La Corona era consciente de la mayor facilidad en el cobro de
los plazos si la obligación era con un concejo, y no con varios indivi-
duos.

129 No hemos visto ninguno, pero cabe la posibilidad de la realiza-
ción de asientos gracias a una petición voluntaria; así, en Simancas, apa-
recen datos sobre muchos asientos sin más información que la fecha, la
cantidad, y el nombre del municipio.
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tre tanto, la ciudad hacía apelaciones ante el Consejo de Ha-
cienda y aún ante la Corona, pretendiendo que las ventas vio-
laban su.justo derecho a las tierras. Por fin, la ciudad decidió
pedir un asiento de compra de todas las tierras baldías, inclu-
yendo las ya vendidas, y mandó un agente a la Corte. De esta
forma se llega a un convenio que se formalizó mediante un
asiento con fecha del 13 de julio de 1588, según el cual la ciu-
dad pagaría 9.525.000 maravedís a la Corona. En el asiento
original, los particulares que .ya hubiesen comprado baldíos se
quedarían con ellos en propiedad, pero en 1589 se encomienda
el asiento con la orden de la restitución a la ciudad de todos
los baldíos en propiedad inajenable, y el reembolso a los com-
pradores particulares desplazados13o.

En el caso de Badajoz, los términos del asiento se fijaron
en Madrid mediante negociaciones entre el agente de la ciudad
y el Consejo de Hacienda, pero no era necesario que un muni-
cipio mandase un agente a la capital. Muchas veces el concejo
llegaba a un acuerdo provisional con el juez sobre los términos
del asiento, a fin de mandarles a la Corte para ser aprobados y
formalizados131. En otros casos, el Consejo establecía contacto
primero con la Corte para dar a conocer su deseo de formar
asiento de sus tierrds, y después se ordenaba al juez que nego-
ción por la Corte132:

En los casos que un concejo mandase agentes al Consejo
de Hacienda, este cuerpo solía devolver el asunto al juez de tie-
rras, para mayor seguridad, en vista del posible interé ŝ que podía

13o Según el asiento, la ciudad pagaría 1^875.000 maravedís anua-.
les entre 1589 y 1591 y 3.937.500 en 1593. Además se estipuló la fa-
cultad de la ciudad para hipotecar sus bienes si el pago de los plázos
así lo exigiere. Ver la Comisión que se dio a Antonio de Quirós, 10 de
mayo de 1587, AGS, CG, 365; una copia del asiento, 13 de julio de
1588, AGS, CG, 366; Relación que envió Antonio de Quirós, 18 de
enero de 1589, AGS, DG-24, 1118; Cédula del 27 de marzo de 1589,
AGS, CG, 362.

131_ por ejemplo, Diego de Argote arregló los términos del asiento
con Beas en 1582, y después lo mandó a la Corte para su confirmación.
Relación de Diego de Argote (sin fechar, pero aparentemente de 1583),
AGS, CG, 3262.

132 El Consejo de Hacienda ordenó a Gerónimo de Avalos que lle-
gara a un acuerdo con Villarrobledo (tllbacete) sobre los términos de un
asiento sobre 13.000 fanegas de baldíos que tenía. Cédula a Gerónimo
de Avalos, 30 de septiembre de 1583, AGS, CG, 3262.
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tener el enviado por su relación con el municipio y el valor de la

tierra. Esto sucedió en 1583 cuando la villa de Villarrobledo
(Albacete) mandó un emisario a la Corte paza pedir un asien-
L0133.

Evidentemente, un convenio normal no adquiría el rango
de asiento hasta no llevaz la fuma del Rey; por lo que los con-
cejos que propugnaban asientos para la adquisición de sus tie-
rras, no quedaban contentos con la sola firma del juez de tie-
rras.

Un buen ejemplo de lo anteriormente expuesto encontra-
mos en la villa de Alfazo (Logroño); que envió un emisario a la
Corte paza tomar un asiento por sus tierras paza que el juez
Pedro Díaz de Castañeda no las vendiese a pazticulazes. El emi-
sario y el Consejo de Hacienda convinieron en el precio de diez
mil ducados, pero el Consejo insitió en que la venta se for-
malizaza por Díaz de Castañeda. Sin embargo, la villa no quedó
contenta con la carta de venta efectuada por el juez de tierras
por lo que pidió y, finalmente, recibió una cédula real confir-
mando y aprobando la venta, "para mayor firmeza y valida-
ción y concordia"1^.

A veces resultaba imposible paza un municipio pagar los
plazos del asiento sin tener que recurir a medidas extraordina-
rias13s Una manera de satisfacer las necesidades financieras era
pedir licencia especial de la Corona paza hipotecaz una parte de
las tierras; es el caso, por ejemplo, de la ciudad de Badajoz,
donde esta licencia era un artículo del asiento136

En otras ocasiones, algunos municipios recibían la licencia

133 Ibid: y una relación de las ventas en la comazca de Alcaraz, en
AGS^CG, 364.

La villa de Alfazo, Cédula aprobando la escritura, 17 de di-
ciembre de 1584, AGS, CG, 362.

135 Son escasos los documentos conservados en Simancas de cómo
1'os municipios reunían el dinero para costear los plazos. Es de suponer
un aumento generál de los dereChos e impuestos existentes -por ejem-
plo, el derecho sobre las tierras municipales- con preferencia sobre nue-
vos derechos.

136 A la ciudad se le concedió el permiso de tomar un censo al
quitar sobre sus propios y dehesas boyales, acorde a la necesidad de cu-
brir los pagos. Véase una copia del asiento, 13 de julio de 1588, AGS,
CG, 366.
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por separado137, y otros tuvieron permiso real de imponer de-
rechos especiales paza liquidar los plazosi3s

No obstante, el método más empleado para hacer frente a
los costos de comprar baldíos era entregarlos a los que estaban
usando las tierras. Así el asiento de Villarrubia de Santiago
(Toledo), efectuado en el año de 1564, especificaba que los pa-
gos serían repaztidos entre los poseedores de las tierras baldías
comprendidas en el asiento. El concejo tenía que nombraz un
comité de nueve personas representativas de los distintos ni-
veles económicos de los poseedores paza que justamente entre-
gasen lo qúe debía pagar cada poseedori39.

Sólo hemos constatado dos casos de negativa de la Corte a
daz el asiento pedido por un municipio140. No parece ser que la
Corte tuviera espec'ial predilección por el asiento sobre otro
tipo de ventas a los municipios, pero sí los municip'íos que lle-
garon a hacer muy común este procedimiento en la agenda del
Consejo de Hacienda. Tan sólo en el a.ño 1593 el Consejo de
Hacienda arregló por lo menos doce asientos con un importe
total de 6.796.450 maravedísiai. Otros municipios formaliza-
ban varios asientos, sobre distintos tipos de tierras. Por ejem-
plo, Villazrobledo (Albacete) tomó un asiento sobre todos los
baldíos roturados en 1583 por 1.500.000 maravedís y tomó
otro asiento en 1593 por 612:000 maravedís sobre todos los
otros baldíos en su jurisdicciónia2.

13^ Ver Capítulo IV, sección 3.
138 En 1589 Cazorla (Jaén) obtuvo el permiso de imponer una sisa

de un maravedí por libra de canne y tocino; dos maravedís por libra de
pescado, aceite y jabón; y dos maravedís por zumbre de vino para la ex-
portación. La Corona al corregidor de Cazorla, 12 de noviembre de
1634, AGS, CG, 366.

139 También hubo una provisión para apelaciones y ajustes del re-
parto de estas parcelas. Véase el traslado del Asiento de Villarrubia, 5
de marto de 1564, AGS, CG, 5252.

1ao Se trata de Segura de la Sierra ^ Chiclana (ambos en la provin-
cia de Jaén). Ver sección 2-E de este capitulo.

141 Es posible que sea solamente un importe pazcial. Véase una
cuenta de las obligaciones que se entregaron al contador Olmos (sin fe-
chai^ero aparentemente de c. 1596), AGS, DGT-24, 1486.

2 Ibíd.; y Cédula a Gerónimo de Avalos, 20 de septiembre de
1588, AGS, CG, 3262.
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' B. Otras Ventas

No todas las ventas a municipios se hacían bajo la forma
de asientos. A pesar de compraz todas las tierras baldías en su
júrisdicçión, la mayor.ía de los concejos quedaban contentos
con la carta de venta ejecutada por el juez de tierras. La única
diferencia entre el asiento y la venta arreglada exclusivamente
por el juez era la fúma del Rey.

Las condiciones locales y la preferencia y estilo del juez
ordinariamente determinaron si las tierras de un lugar serían
compradas por el. concejo o por vecinos pazticulares. La polí-
tica oficial era la de favorecer a los concejos sobre los particu-
lares, y a los poseedores sobre los no poseedoresla3. Sin embar-
go, en la aplicación de esta política había muchas opciones.
Los libros de cuentas indican clazamente que unos jueces pre-
ferían vender a particulares, al paso que otros preferían tra-
tar con concejoslaa.

En otros lugares, a pesar de que los baldíos fueron com-
prados por particulazes, el concejo salía fiador del pago de
ellos, paza mayor seguridad de la Coronalas. En algunas de las
primeras comisiones se ordenaba a los jueces de tierras procu-
rar arreglaz las obligaciones de este modo, a fin de facilitar la
cobranzalas.

143 Consúltese Capítulo II, sección 4-A.
laa Por ejemplo, Diego de Argote, en vez de tratar las ventas con

particulares, prefirió vender a los Consejos; así entre 1582-83 en la re-
gión de Segura, cerró ventas con concejos en 11 lugares de los 13 a los
que había sido comisionado. Ver la relación citada en nota 125.

Por el contrario, otros jueces preferían la venta a individuos. Co-
nocemos el ejemplo de Juan de Salas, comisionado a la provincia de Se-
govia en 1584 y que vendió tierras a un solo concejo, tratando el resto
con articulares. Veáse las relacione^ de Juan de Salas, AGS, CG, 364.

1^5 Muchos concejos actuazon del mismo modo. Por ejemplo, en el
lugar de Aldehuela del Codonal (Segovia), los baldíos se vendieron a ve-
cinos individuales. Sin embargo, el concejo y varios terratenientes ricos
del lugar también firmazon la obligación para garantizar que se pagara.
Véase una Relación de Juan de Salas, 25 de junio de 1583, AGS, CJH,
140 mod. (204 ant.).

laó por ejemplo, Instrucción a Diego de Carbajal para Talamanca,
26 de junio de 1569, AGS, CG, 360. .
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Otra forma muy generalizada de la participación coléc-
tiva de la compra de baldíos consistía en que un grupo de veci-
nos hacía postura de tierras mediante un agente. Después pe-
dían al juez una carta sepazada y distinta de venta a cada
miembro del grupo. Como muestra, en 1584 Diego Guerra de
Céspedes halló 302,5 fanegas de tierras baldías en la villa de
Retortillo de Soria (Soria). Las trajo en almoneda pública y las
remató en venta a un grupo de ocho vecinos de Retortillo ŝo-
mo mayores ponedores. Después los vecinos dijeron al juez que
aunque el remate de las tierras se había hecho a ellos, la verdad
era que se habían de repartir entre ellos y otros noventa y cua-
tro vecinos de la villa, y que la tierra ,se, había de repartir
por.. suertes entre los 102. Pidieron al juez que otorgase a
cada uno de los ciento dos vecinos una carta de venta de ló
que se le hubiera repártido; y así fue hecho por el juezla^.

Normalmente cuando un grupo de compradores negociaba
una venta, ocultaba la constitución del grupo hasta el final del
remate de la tierra con el representante del mismo148; pero al-
gunos grupos no actuaron de este modo, y manifestaban su
intención aún antes de finalizar la almoneda149. No vemos nin-
guna ventaja en la negociación colectiva, salvo que cada indi-
viduo agilizara su gestión, y ahorrara tiempo al no tener que
negociar directamente con el juez. Era igualmente un ahorro
de tiempo paza el juez de tierras, pero lo más importante, el
precio de venta por unidad de superficie, no se veía afectado
con toda probabilidad. ^

la^ Véase una carta de venta impresa que preparó Diego Guerra de
Céspedes para las ventas en Retortillo en 1584. Hay muchos ejemplares
en AGS, CG, 3255.

14E Hubo otros ejemplos en Vadillo (Zamora), Aldeanueva del Co-
donal (Segovia, y Castro del Río (Córdoba). Ver la Venta que Pedro
Hernández hizo a García Martín y los de su cáñáma, de tierras en Vadi-
llo, 30 de mayo de 1558, AGS, CG, 367; Relación de Juan de Salas (so-
bre tierras en Aldeanueva), 25 de junio de 1583, AGS, CLJH, 140 mod.
(204 ant.); y varias Ventas que Juan Alonso de Herrera hizo a vecinos
de Castro del Río (año de 1584), AGS, CG, 3255.

149 Después del pregón de venta de baldíos los vecinos de Quinta-
nilla de Trigueros (Valladolid) enviaron unos agentes para que tratáran
con el juez la tasación, medición y venta de dichas tierras a los particu-
lares del lugar en suertes iguales. Proposición que satisfizo al juez por lo
que las ventas se completaron rápidamente. Véase la Venta que Gutierre
Catalán hizo a los vecinos de Quintanilla, 12 de noviembre de 1588,
AGS, CG, 367.
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Capítulo cuarto

La cobranxa





1. EL JUEZ DE COBRANZA

En las ventas normales, el individuo o el concejo que com-
praba lás tierras de la Corona pagaban al contado sólo una peque-
ña parte del importe total. Lo restante se debía pagar en plazos
estipulados a lo largo de dos o tres años. El comprador de la
tierra se responzabilizaba de entregar las cantidades fijadas én
las fechas indicadas, puestas y pagadas en Madrid, en dinero al
contado y a su costa.

La Corte se dio cuenta de que para la mayoría de los com-
pradores un viaje a Madrid sería difícil e irrazonáble y, en con-
secuencia, creó unos agentes especiales que cobrasen los pagos
si el comprador no hacía el ingreso en la fecha debida. Cada
obligación o pagaré, firmado por el comprador proveía la con-
tingencia de entregar los pagos a un juex de cobranza o juez
ejecutor (términos empleados sin distinción en el siglo XVI)
mandado por la cortel.

Normalmente los jueces de tierras procuraban hacer coin-
cidir todos los plazos de un determinado lugar el mismo día
anualmente, de suerte que si los pagos de ese lugar no se entre-
gaban para la fecha indicada la Hacienda enviaría un juez eje-
cutor para ir a cobrarlos.

Este juez de cobranza, al igual que el de tierras, lo nom-
braba una comisión de la Corona2. La comisión solía crearse

1 Véase, por ejemplo, un traslado del asiento con Villarrubia, 5
de marlo de 1564, AGS, CG, 3252.

2 Por des^acia no logramos hallar gran cosa sobre el nombra-
miento de los jueces de cobranza. Pero es significativo que ninguno de
estos oficiales llevó el título de "Licenciado" o"Bachiller", hecho
muy común entre los jueces de tierras. Y parece ser que los jueces de
cobranza se nombraban porque eran parientes o amigos de altos funcio-
narios de la Corte, o porque los altos funcionarios les debían favores.
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cuando había pagos diferidos por dos o tres meses, pero el in-
tervalo entre la fecha de vencimiento y el nombramiento del
juez podría variar desde unas cuantas semanas hasta más
de un año3.

La comisión al juez de cobranza le autorizaba cobrar cier-
ta cantidad de dinero en nombre de la Corona; normalmente la
cantidad representaba el importe total de todos los pagos de
cierto lugar cumplidos en una fecha o en varias fechas. La Con-
taduría de la Razón entregaría al juez ejecutor los originales de
las obligaciones firmadas por todos los compradores, indicando
la fecha y cantidad de cada pago. El juez acusaba recibo de las
obligaciones al firmar una relaŝión sumaria con un registro de
cada obligación; relación que era elaborada por la Coñtaduría
de la Razón4. Pero el juez no recibía las obligaciones hasta no
haber dado una fianza suficiente que garantizara a la Hacienda
recibir el importe total de los plazos debidos.

Esta fianza consistía en una obligación certificada y fu-
mada por el fiador principal y varios testigos, y certificada por
el Tesnrero General. A1 juez ejecutor se le exigía dar fianzas
por cada comisión, pero podía servirse de la misma para varias
comisiones si la que tenía estaba formulada de tal modo. Las
fianzas pues, se consideraban como la garantía indispensable
de que la Hacienda Real recibiría sus dineros, no era entonces
ningún requisito somero. La Hacienda no aceptaría un fiador
desconocido hasta que probase su capacidad de pagar el impor-
te total de la fianza. Hemos visto sólo un caso cuando se pres-
cindió del requisito de fianzas y en ese caso el juez de cobranza
era el sobrino del Contador General de la Haciendas.

3 Consúltese, por ejemplo, las comisiones que se dieron a los si-
guientes jueces ejecutores: Luis de Aldana, 24 de junio de 1574, AGS,
CG, 360; Antonio de Robles, 3 de septiembre de 1583, AGS, CG, 362;
y S. Juan de Argumaniz, 7 de noviembre de 1584, AGS, CR, 7a Ser.,
3265.

4 Ibid; y varios documentos que pertenecen a la comisión del
juez ejecutor Antonio de Robles, varias fechas en 1583, AGS, CG, 362;
y los papeles de la comisión del juez ejecutor pomingo de Cerezedo
para cobraz los pagos en Aldehuela y Voz Mediano (ambos en la provin-
cia de Soria), varias fechas en 1583 y 1584, AGS, CG, 362.

5 Ver él "Cazgo y Villete" en los papeles de la comisión del juez
ejecutor Juan Alvarea de Olmos, varias fechas en 1596, AGS, CG,
368.
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Cuando recibía las obligaciones, el juez ejecutor tenía que
salir para el lugar de su misión. El salario era normalmente de
500 maravedís por día, a partir del día que comenzaran sus
cobranzas; igual cantidad percibía por día de viaje, a razón de
8-9 leguas diariasó.

A1 llegar a su destino el juez daba un plazo de tres días a
los deudores para que le pagasen. Si así lo hacían, les daba una
carta de pago y adjuntaba el pago detrás de las obligaciones
originales, que sólo se daban al comprador al hacer el pago fi-
nal. En caso de quedar otros plazos, el juez los guardaba para
reintegrarlos a la Hacienda a fin de cobrarlos a su tiempo.

Si el deudor no efectuaba el pago dentro del plazo de tres
días, el juez tenía que proceder a ejecutar las ordenanzas (pri-
siones, ventas, tranzas y remates de bienes que conviniesen
hacerse), hasta conseguir el dinero, más los costos originados.
Conocemos varios casos que muestran que los jueces de co-
branza confiscaban y subastaban cualquier clase de bienes,
para satisfacer las deuda a la Corona. Solían vender primero las
tierras de la obligación, pero si no era suficiente se vendían
otro tipo de bienes. En este sentido se dio un caso en el ^que
las tierras del deudor eran insuficientes y se le confiscó y vendió
un esclavo, una cama, un colchón y otras cosas que eran pro-
piedad del fiador del comprador^.

Con frecuencia los jueces de cobranza no podían cumplir
su misión por errores en los documentos que se les entregaban.
Errores, resultado muchas veces de inadvertencias por parte
del comprador, del juez de tierras o su escribano, de un previo

6 Según un asiento de 5 de marzo de 1564 con Villarrubia de
Santiago Toledo), el juez ejecutor ganaba de salario un ducado (375
maravedís^ por dia. Véase un traslado de ese asiento, AGS, CG, 3252.
Para el año de 1569 el salario del juez ejecutor había ascendido a 500
maravedís, según la instrucción a Diego de Carbajal, 26 de junio de
1569, AGS, CG, 360. Y parece que el salario corriente para estos fun-
cionarios quedó en 500 maravedís diarios, por lo menos hasta 1592.
Ver la comisión que se dio a Antonio de Robles, 3 de septiembre de
1583, AGS, CG, 362; la Comisión que se dio a Diego de Mendoza, 15
de mayo de 1589, AGS, CG, 366 ; y el testimonio de cómo Juan López
de Gojenaga repartió y cobró su salario, 15 de junio de 1592, AGS, CG,
366.

^ Ibid.; y el libro de relación y tanteo de cuenta hecha por Lope
de Murga, 29 de noviembre de 1592, AGS, CR, 7a Ser., 3265.

149



juez de cobranza o de la Hacienda. Pazece que el error más co-
mún de esta índole era el de cobrar al comprador dos veces por
la misma deuda; por duplicación inadvertida en los registros,
o por falta de abonar un plazo ya cubierto.

En el caso de que eI comprador reclamara haber hecho ya
el pago de un plazo adecuado, el juez ejecutor tendría que de-
terminaz lo siguiente: creerle basándose en las pruebas que le
proporcionaba y no cobrazle, o decidir si debía seguir al pie de
la letra el texto de la comisión y ejecutar los bienes del infeliz
comprador por su falta de pago o esperar hasta que viniera de
Madrid una decisión sobre el asunto.

Lo frecuente era que el desgraciado comprador, indebida-
mente cobrado, escribiese a la Corona o al Consejo de Hacien-
da pidiendo que se rectificaza el error; y el juez a veces espera-
ba el fallo de Madrid. Solían entonces venir desde la capital ór-
denes de abrir una averiguación completa del supuesto error,
y que ésta se enviase al Consejo de Hacienda para decidir si
tenía que suspenderse la cobranza de la deuda. Pero en ocasio-
nes jueces demasiado impacientes, procedían a ejecutar y ven-
der 'los bienes del encartado, antes de llegaz la sentencia de
Madrid, y si ésta era favorable al deudor, había que devolverle
los bieness.

Una vez terminada la cobranza, el juez ejecutor tenía que
calcular su salario, los costos del viaje y otros gastos de la
comisión, y cobrazlo todo allí mismo; repaztiendo el importe
total proporcionalmente entre todos los deudores que acaba-
ba de cobrar. No debía de ninguna manera llevaz un salario ma-
yor al cliario especificado en su comisión, a pesar que las
obligaciones le hubiesen permitido cobraz de cada deudor el
salario entero9.

a Consúltese: una cédula a Juan de Santamaría, 12 de mayo de
1584, AGS, CG, 862; una cédula para que no cobre lo que debía Diego
Hernández Bellido, 5 de abril de 1578, AGS, CG, 9259; Declaración
hecha al Lic. Enríquez de Montalvo, 9 de junio de 1586, AGS, CR,
7a Ser., 8265; cargo de los mrs. que recibió Francisco Delgadillo (apa-
rentemente de 1570^, AGS, CG, 860; y uná carta a la Corona de los
hijos menores de Diego Raspefio (sin fechar, pero apazentemente es
de 1576 ó 1577), AGS, CG, 8258; y una cédula al juez ejecutor Pedro
Alvazez de Holmos, 4 de julio de 1589, AGS, CG, 866.

9 Comisión a Luis de Aldama, 24 de junio de 1574, AGS, CG,
862; comisión a Antonio de Robles, 8 de septiembre de 1583, AGS,
CG, 962; y comisión a S. Juan de Argumaniz, 7 de noviembre de 1584,
AGS, CR, 7a Ser., 8265.
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Este método de cobrar el salario era ocasión de numerosos
fraudes, en casos de jueces sin escrúpulos. Sin embargo, las
personas a las que había cobrado probablemente cuidaban sus
propios intereses lo suficiente como paza impedir un repazto
del salario por encima de lo permitido. Ahora bien, las comi-
siones a los jueces de cobranza no parecen haber provisto nin-
gún mecanismo de defensa contra los repaztimientos excesi-
vos, aunque quizá esto se evitaba por la misma costumbre con
que se ejecutaba. Tenemos así noticias que uno de los jueces
hacía sus cobros de salarios, en la presencia del corregidor u
oficiales del concejo del lugar donde andaba actuandolo^ y
esto posiblemente fue la norma a seguir.

Después de cobraz los plazos y repaztir su salazio, el juez
ejecutor debía volver a Madrid paza entregar el dinero al Te-
sorero General en presencia de los oficiales de la Contaduría de
la Razón. Devolvía entonces todas las obligaciones con plazos
todavía pendientes, así como las obligaciones por plazos que
no hubiese podido cobraz, con una explicación del porqué. Los
de la Contaduría de la Razón le descazgaban lo que les habían
entregado, y verificaban que el descazgo quedase conforme al
cazgo de las obligaciones que le habían sido originalmente con-
signadasll. De este modo, finalizaba la comisión del juez eje-
cutor, que normalmente recibía sin tardanza otra cobranza de
los pagos de baldíos. La sucésión de comisiones de cobranzas
coniirmó la actividad de estos jueces en un verdadero oficio.

Aún en los casos que no existían problemas en la cobran-
za, había un intervalo considerable entre la fecha de venci-
miento de un plazo y la que el juez ejecutor entregaba el di-
nero paza las arcas de la Hacienda. A través del ejemplo ex-
puesto, a continuación observamos las dilaciones más cazacte-
rísticas de este tipo de procesos de cobro:

- Día de Nuestra Señora de Agosto (15 de agosto) de
1583: se cumplieron los plazos de 45 obligaciones del lugar de
Orcera (Jaén).

1o Testimonio de cómo Juan López de Gojenaga repartió y cobró
su salario, 15 de enero de 1592, AGS, CG, 366.

11 Comisión a Antonio de Robles, 3 de septiembre de 1583, AGS,
CG, 862; comisión a S. Juan de Argumaniz, 7 de noviembre de 1584,
AGS, CR, 7a Ser., 3265; comisión al capitán Mendoza, 15 de mayo de
1589, AGS, CG, 366.
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- 15 de diciembre de 1583: se despachó comisión de co-
branza a Antonio de Robles.

- 16 de diciembre de 1583: Robles dio fianza, la cual fue
aprobada y certificada por el Tesorero General.

- 21 de diciembre de 1583: se arregló y certificó por la
Contaduría de la Razón una relación sumaria de las obligacio-
nes que iban a ser entregadas a Robles.

- 23 de diciembre de 1583: Robles recibió las 45 obliga-
ciones y firmó un recibo al pie de la relación sumaria de la
Contaduría de la Razón.

- 23 de diciembre de 1583 al 18 de febrero de 1584:
tiempo ocupado en el viaje redondo Madrid-Orcera, y en la co-
branza.

- 18 de febrero de 1584: Robles entregó el dinero al Te-
sorero General, quien le dio un recibo que fue comparado lue-
go con la relación de obligaciones que se le habían consignado.
Hecho esto a la satisfacción de los Contadores, el negocio de la
comisión quedó concluido12.

La Hacienda sabía bien que la cobranza era un proceso
prolongado, pero si estimaba que un juez lo dilataba indebida-
mente, enseguida mandaba un reemplazo para completar la
tarea, ordenando al primer juez que volviese a Madrid para jus-
tificarse 13.

La práctica de comisionar juez ejecutor paza cobrar cada
plazo de cada localidad no era un método muy eficiente, pero
los costes derivados de ello no eran tan gravosos para la Ha-
cienda como paza los compradores de las tierras. La Hacienda,
lo mismo que cualquier órgano burocrático, probablemente no
veía nada malo en emplear más funcionarios de los que verda-
deramente fueran necesarios.

Sin embargo, esto no quiere decir que no se mostraza
abierta a mejorar la eficacia del cobro cuando viere con clari-
dad que se podía hacer. Como ejemplo citamos el siguiente,
ocurrido en 1589 en el partido de Teba (Málaga), donde tra-

12 Ver los papeles de la comisión que se otorgó a Antonio de Ro-
bles para cobraz 182.318 mrs. en Orcera, varias fechas del 15 de diciem-
bre de 1583 al 18 de febrero de 1584, AGS, CG, 362.

13 C o de lo que Juan de Cuellar había de cobrar en Santa Cruz
de la Zarza^sin fecha, pero aparentemente es de 1595), AGS, CG, 369.
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bajaban cuatro jueces ejecutores paza cobraz un monto total de
19.130.388 mazavedís en la comazca. Ante ello, los deudores
elevaron una queja ante la Corona donde exponían lo gravoso
de pagaz los salarios de cuatro jueces, y planteaban su sustitu-
ción por un sólo juez ayudado por un alguacil; de este modo,
los 20:000 mazavedís de sueldo de estos jueces se reducirían a
1.100 mazavedís diarios paza el juez único y su ayudante. Fi-
nalmente los deudores prometían facilitaz en lo posible la co-
branza. Ante esta petición la Corona accedió favorablemente:
se despachó cómisión a un tal capitán Mendoza, con alguacil
que le ayudase, paza que se encazgasen de la ejecución del tra-
bajo que antes era efectuado por los cuatro juecesla.

2.OTRAS DISPOSICIONES DE PAGOS

Aunque la gran mayoría de los pagos a la Hacienda eran
entregados por los jueces de cobranza, éste no era el único
modo de recaudar el dinero. Si un juez de tierras por causa de
su trabajo estaba bastante tiempo en determinada región, po-
día cobraz no sólo el pago inicial, sino también algunos de los
plazos, en caso de vencer durante el tiempo que él estaba por
allíls.

Muchos fondos procedentes de la venta de baldíos no lle-
garon nunca realmente a las azcas de la Hacienda, sino que en-
traron y salieron teóricamente, sólo en los libros de cuentas.
Así se evitaban los gastos de transferencias inútiles de dinero
de un sitio a otro. En muchos casos se ordenaba a un juez de
tierra abonar pazte del dinero recaudado a determinada perso-
na que la Corona tenía que pagaz. Por ejemplo, se despacha-
ron cédulas de 1575 y 1576 ordenando al juez de tierras Luis
de Obregón que pagaza 937.500 mazavedís paza la construc-

14 Comisión al capitán Diego de Mendoza, 15 de mayo de 1589,
AGS, CG, 366.

15 Véase, por ejemplo, los documentos de los.iueces Luis de Obre-
gón y Pedro Aboz Henriquez tocantes a las ventas que hicieron de 1575
a 1581 en la comazca de Martos ()aén), en AGS, CG, 3252 y 3253.
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ción de la iglesia de San Pedro en Torredonjimeno (Jaén).
Otras cédulas de 1576 y 1577 le ordenaban proporcionar
2.000.000 maravedís a doña Catalina de Zúñiga y a doña Ca-
talina de la Zerda (las dos eran damas de la corte de la Rei-
na) paza sus dotes y bodas; y otra de 1576 le mandaba dar
398.825 maravedís de salario a un grupo de soldados y oficia-
les que habían servido en la guarnición de Melilla1ó.

Otro método de transferencias de fondos, sin necesidad de
su paso por Madrid, era que el juez de tierras nombrase un de-
positario, o varios, paza que recibiesen todos los pagos de una
comazca determinada. Esta práctica se generalizó sobre todo
en el Reino de Granada, probablemente por la dificultad de
los envíos, y también por la existencia de importantes nece-
sidades locales. La Corona ordenaba directamente a estos de-
positazios dónde debían consignaz el dinero, destinándose en
multitud de casos paza satisfacer necesidades localesl^.

En casos excepcionales, la Corona incluso podía prescin-
dir de agentes intermediarios, al ordenaz a sus deudores pagar
los plazos directamente a los acreedores de la Corona. Por
ejemplo, en 1578 la Coro^a ordenó a un tal Diego de la Puebla
que liquidara su plazo ya vencido de 164.000 maravedís, di-
vidiéndolo entre un soldado, un vicario y un barbero, a todos
los cuales se les debía el salario por sus servicios en la fortale-
za de La Goletala

Incluso se podía efectuaz un pago por baldíos, sin ningún
cambio de dinero, con tan sólo una transferencia por escrito
en los libros de cuentas de la Hacienda. Esto ocurrió en 1590,
cuando la Hacienda abonó a la cuenta de la villa de Villalaz
(Valladolid) la cantidad de 241.624 maravedís mediante la
cancelación de una deuda idéntica que la Corona tenía con la
villa por provisiones para la Armada19. En otra ocasión, a un

16 Data perteneciente al Lic. Luis de Obregón, varias fechas 1575-
158i3AGS, CG, 8252.

Razón de Junco de Posada de las tierras que vendib en Granada
en el año 1576, AGS, CG, 8253.

ia Cargo de 164.600 maravedís que debía Diego de Puebla (se
citan las cédulas del 30 de noviembre y del 12 de diciembre especifi-
cándole a Puebla cómo hacer un pago que debía el día de San Miguel
en Se^tiembre de 1576), AGS, CG, 361.

1 Cédula del 11 de junio de 1590, AGS, CG, 366.
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soldado retirado le fue otorgado, después de su solicitud, títu-
lo para diecisiete fanegas de tierras baldías que tenía ocupadas,
en lugar de pagarle los 101.750 maravedís de salario que la Coro-
na le continuaba debiendo por sus servicios militares20.

Las ventas de los baldíos pasaban, pues, en cierta medida,
a manos de estos pequeños acreedores de la Corona; pero fue-
ron los banqueros y comerciantes, castellanos y extranjeros, los
que absorbieron la gran mayoría de estos ingresos. Desde
1580, o incluso antes, a finales del reinado de Felipe II, estos
personajes eran pagados con dineros procedentes de los bal-
díos. Más aún, con frecuencia se especificaba en los asientos
entre la Corona y los Financieros que los ingresos de baldíos
iban a ser la fuente principal de su financiación hipotecando la
Corona, no sólo los ingresos de ventas ya hechas, sino también
los de futuras. Por todo ello, se explica el inusitado interés que
llegó a tener la continuación de tales ventas.

Entre los más destacados financieros a los que se consig-
naban ingresos de baldíos, citamos las familias genovesas, Spi-
nola y los Centurione que figuran durante cuatro décadas en
tales transacciones. Figura también el inglés Simón Burman, el
alemán Marcos Fugger, y los genoveses Octavio de Marina y
Tomasso Fiesco. El registro de financieros españoles incluía a
Francisco y Pedro de Maluenda, Simón Ruiz, Pedro de Ysunza
y los hermanos Juan Luis y Antonio Suárez de Victoria. La
mayoría de los asientos estaban destinados a proveer fondos
para el ejército de Flandes.

Un ejemplo de esta clase de contrato es el realizado con
Agostino Spinola, fechado el 16 de marzo de 1589, según el
cual el genovés estaba obligado a proveer 2.500.000 escudos de
oro para el servicio de la Corona en Flandes, y la Corona se
obligaba a devolverle una parte de esta cantidad a través de los
pagos por baldíos que cumpliesen del primero de mayo de 1589
al 28 de febrero de 1590. Durante este período Spínola con-

20 Venta que el alcalde mayor hizo a Pedro Ramírez, 16 de octu-
bre de 1590, AGS, CG, 373.
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signó 5.429 obligaciones para cobrar plazos que sumaban
50.13 7.549 mazavedís 21.

Los pagos consignados de este modo a banqueros y nego-
ciantes eran percibidos, bien por los jueces ejecutores reales
que tenían órdenes de entregar el dinero al consignatario, o
bien eran cobrados por agentes del propio consignatario. Es-
tos recibían las mismas facultades que tenían los cobradores
reales y la Corona les proporcionaba cualquier apoyo de que
precisasen para logar que el deudor pagara su débito 22. A fi-
nales del reinado de Felipe II, sé consignaban pagos no sólo a
individuos acreedores de la Corona, sino también a grupos de
acreedores, si el grupo había formalizado asiento con la Coro-
na para el aprovisionamiento de fondos; pero en estos ca-
sos las normas a seguir en la consignación y cobranza eran
iguales23. ^

En un convenio apazentemente único, la Corona satisfizo
sus obligaciones financieras mediante la venta al banquero ale-
mán Marco Fugger, de dos censos resultado de la venta de las
tierras baldías pertenecientes a la Orden de Calatrava en An-
dalucía (específicamente, en Porcuna y en otros lugares de la
actual provincia de Jaén). La corona recibía por estos censos
una suma anual de 7.944.075 maravedís, que provenían de la
suma principal de las ventas, de 111.217.053 maravedís, a ra-

21 El ejemplo del asiento con Spínola se ha obtenido de una rela-
ción apazentemente del año 1591 en AGS, DGT-24, 1115.

Hay muchos otros documentos pertenecientes a asientos y consig-
naciones de pagos, en AGS, DGT-24, 1115 y 1120; y en AGS, CG,
3252 y 3253. Ver también AGS, CG, 360.

Sobre los asientos en general, consúltese los trabajos de Enri La-
peyre, Simón Ruŝ et les `asientos' de Phidippe II (Paris, 1953), p. 73;
y Une famille de marchands, les Ruŝ : contribution á 1'étude de com-
merce entre la France et l'Espagne de Philippe II (Pazís, 1955), pp. 117,
625-43. En el primero, Lapeyre menciona que en el año 1590 se consig-
naron a Ruiz unos dineros procedentes de la venta de los baldíos.

^ Ver varios documentos que tratan sobre este tema en AGS,
DGT-24, 1200. Véase también una comisión que se dio a Martín de
Sepúlveda para que cobrase 228.630 mrs. y los entregase a los Maluen-
das, 28 de septiembre de 1595, AGS, DGT-24, 1200.

^ Relación de los mrs. que se consignazon a cuenta de un millón
de ducados habidos de extraordinarias (aparentemente preparada en la
Hacienda en 1599), AGS, DGT-24, 1200; y una cédula a don Luis de
Padilla, 7 de abril de 1599, AGS, CG, 368.
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zón de 14.000 el millar. El 14 de junio de 1580 se formalizó
la venta con Fugger; el contrato estipulaba el traspaso de la
Corona al banquero del censo anual desde el primero de octu-
bre de 1581 a perpetuidad, a cambio de 111. 217.053 mazave-
dís que pagaba Fugger a las arcas de la Hacienda. En lo relativo
a la cobranza, la venta a Fugger era similaz a la consignación de
otros pagos que debían efectuazse bien por agentes del banque-
ro alemán, bien por jueces ejecutores reales comisionados para
ese fin^.

3. PAGOS DIFERIDOS

Como ya hemos señalado, la Corona insistía en que se.
debían satisfacer los pagos de los compradores de tierras bal-
días aunque paza ello tuvieran que ser confiscados y vendidos
sus bienes. Sin embargo, en casos extraordinarios, la Corona
concedió prórrogas en el vencimiento de los pagos, con el
fin, en apariencia, de daz faŝilidades a los compradores, ante
eventualidades como una mala cosecha, que ya causaban bas-
tantes daños en circunstancias normales, y máxime al tener
que hacer frente a unos pagos por tierras baldías al contado.
La Corona, por propia experiencia, sabía que el ejecutar y ven-
der las tierras de un deudor, podía resultar tedioso, y econó-
micamente contraproductivo. Además, podía darse el caso de
que el personaje encartado tuviese pocos bienes que vender,
o que nadie en la comarca quisiera adquirirlos, o no alcanza-
sen a cubrir la deuda contraida más los costos del procedi-
miento25.

Un comprador, o grupo de compradores, si veían imposi-
ble abonaz la cantidad en el plazo fijado, tenían la posibilidad

^+ Venta a Marcos Fugger, 14 de junio de 1580, AGS, CG, 3253;
y una relación de los censos al quitar que impusieron a la Corona por
las, tierras rentenás que vendieron los Licenciados Luis de Obregón y
Aboz Enríquez (aparentemente preparada en 1580), AGS, CG, 361.

^ Relación de las obligaciones que otorgó el juez Bernazdino de
Barros en Quesada (aparentemente compilada en 1576), AGS, CG,
3253; una relación y tanteo de cuenta hecha por Lope de Murga, 29 de
noviembre de 1592, AGS, CR, 7a Ser., 3265; y una venta que Bartolo-
mé de la Yseca otorgó a Pedro Abril de Carci Abril, 8 de junio de 1587,
AGS, CR, 7a Ser., 3257.
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de solicitar clemencia de la Corte, solicitando un retraso en la
ejecución del pago. Normalmente recurrían a esta súplica, gru-
pos de compradores, o el concejo de la localidad en represen-
tación de todos los poseedores del lugar, aunque tampoco
eran infrecuentes solicitudes a título individual.

La petición tenía que ser enviada a la Corte antes del ven-
cimiento del plazo, explicando los motivos por los que no po-
día ser pagado de acuerdo con lo estipulado en el contrato. La
excusa que más frecuentemente se daba era que la cosecha ha-
bía sido muy mala a causa de la plaga o del mal tiempo, otros
alegaban los bajos precios de mercado, los altos impuestos y
contribuciones, la pobreza geneial, o los precios desmesura-
dos de las tierras compradas.

Las peticiones de prórroga se entregaban al Consejo de Ha-
cienda, organismo que en el caso de cantidades pequeñas, de-
cidía basándose en la carta de. pedido. Pero, sin embargo, en
los casos de cantidades mayores mandazía primero que se
efectuaza una averiguación, por un juez de tierras u otro fun-
cionario real que anduviese por la comarca, a fin de confirmar
si el individuo en cuestión realmente no podía pagar. En caso
de conceder la petición, el Consejo de Hacienda podría seguir
manteniendo los mismos términos o imponer otros que consi-
derara más oportunos. Se solía conceder un año, al tiempo que
en ocasiones se revisaba la deuda pendiente y se suavizaban los
plazos anuales de acuerdo con la condición financiera del
deudor2ó.

Parece ser que siempre eran concedidas las peticiones de
espera; aunque es un poco amesgadó la confirmación de este
punto, al carecer en Simancas de una documentación detalla-
da al respecto27. Por el mismo motivo, no parece razonable

^ Se puede hallar documentos tocantes a los pedidos de espera en
muchos de los legajos de Simancas pertenecientes a los baldíos, pero es-
pecialmente en AGS, DGT-24, 1118 y AGS, CG, 362 y 365.

27 Sólo se conserva en Simancas un caso en que el pedido de es-
pera fue rechazado. Pero es de destacar que la petición venía de parte
de[ juez de tierrds, y no del comprador, recomendando suavízaz los
plazos de una venta. La Corona no se avino a conceder la petición. Véa-
se una cédula al Lic. Junco de Posada (falta una parte de la fecha, pero
es del año 1576), AGS, CR, 7a Ser., 3268.

Por otro lado, es difícil admitir que ante la necesidad de dinero, la
Hacienda Real concediese todos los pedidos de espera. Cabe la posibi-
lidad de un extravío o que se destruyeran los pedidos no concedidos.
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hacer un análisis de la distribución geográfica y cronológica,
pues los documentos existentes son casi exclusivamente de la
década de 1580 y tratan de lugares dispersos por todo el
Reino^.

El siguiente ejemplo sirve para ilustraz el proceso de conce-
sión de espera:

"A fines de 1587, Simón Serrano y otros vecinos de la
villa de Argecilla (Guadalajaza) escribieron una cazta a la
Corona diciendo que el juez Diego de Guerra Céspedes les ha-
bía vendido todas las tierras de los términos de la villa sin te-
ner en consideración que eran suyas y que las gozaban de tiem-
po inmemorial. Se obligaron por las tierras en cantidad de más
de seis mil ducados pagados en cuatro plazos de los cuales ha-
bían pagado lo que cupo al primer plazo y del segundo la ter-
cera pazte. Por la esterilidad de los tiempos y porque aquella
tierra era muy pobre y miserable y por la pobreza de la gente,
estaban tan necesitados que no podían pagar puntualmente lo
que restaba de la deuda sin vender lo poco que les quedaba,
y aún no alcanzazía sin que su Majestad les mandase alargar los
plazos anuales en lugar de los dos que les quedaban29.

El Consejo de Hacienda antes de manifestarse sobre el pe-
dido, decidió abrir una investigación y, en consecuencia, des-
pachó el 30 de noviembre, una cédula a los vecinos de Argen-
cilla. En ella, ordenaba que Guerra Céspedes hiciera un in-
forme sobre los términos de la venta y las posibilidades de los
compradores de poder cumplir con ellos. Se traslucía un tono
en la cédula ligeramente censurador e indirectamente insinua-
ba que el juez había actuado injustamente en la venta^.

En la contestación de Guerra de Céspedes, mediante un
informe fechado el 15 de diciembre de 1587, argumentaba que
el había actuado según las clausulas redactadas en la comisión,

^ Hemos visto sólo un documento de los 1560 tocante a la espe-
ra; dos de los 1570 y dos de los 1590; pero para los 1580 hay muchí-
simos.

^ Simón Berrano y consortes, vecinos de Algecilla (sic. en el do-
cumento), a la Corona (sin fechar, pero aparentemente de Fnales de
1587^, AGS, DGT-24, 1118.

Cédula a Diego Guerra de Céspedes, 30 de noviembre de 1587,
citada en un informe de ésté del 16 de diciembre de 1587, AGS, DGT-
24, 1118.
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y que los términos de la venta eran moderados. También infor-
mó que el importe total de las ventas ascendía a 2.197.6241/2
maravedís, a pagarse en cuatro plazos iguales comprendidos
entre el día de Navidad de 1586 y el mismo día de 1589, adeu-
dándose por el momento 1.684.218 mazavedís.

El juez observó que la villa constaba sólo de 180 vecinos de
los que dos partes eran viudas, huérfanos y gente pobre, igual-
mente, que la tierra era "misera", y-lo que era peor- un pe-
drizo había acabado con la mayoría de sus viñas, y una helada
había destruido gran parte de los sembrados. En consecuencia
se habían recogido escasos frutos y, de momento, las necesi-
dades no les permitían reunir el dinero de los plazos. La opi-
nión del juez fue favorable a prorrogar los plazos durante dos
años, y lo que restaba en otros cinco anuales. Guerra Céspedes,
confirmó que los vecinós se arruinarían de no concederles una
prórroga en los términos de pago; pero advirtió a la Corona de
que tal medida de favor empujaría a otros compradores a so-
licitar la misma merced31. La documentación existente no acla-
ra si la petición fue concedida o no; si bien es probable un
gesto afirmativo ya que el apoyo del juez de tierras solía ser
determinante en estos casos.

La Corona además, proporcionaba ayuda a los munici-
pios con diiicultades de pago, permitiéndoles hacer sobre sus
propios un censo al quitar al mayor ponedor32. Esto aunque
aumentaría su deuda a plazo lazgo, podría reducir considera-
blemente los pagos anuales, lo cual no dejaba de ser muy ven-
tajoso.

La Corona, por lo común, no cobraba intereses a los deu-
dores por el plazo de espera. Salvo en un caso extraordinario
en que el pago de la tierra se debía de hacer en trigo, en vez de
con dinero. La Corona concedió el plazo de espera, pero modi-
ficando los términos de pago, a razón de 13 reales por fanega
en vez de 14 como se estipuló en un principio. El cambio equi-
valía a cobrar un interés del 7,7 por cien33.

31 Informe citado en la nota anterior.
^ Véase, por ejemplo, una ejecutoria en favor de la villa de Bal-

dolmos, 9 de diciembre de 1591, y una cédula para librar a dicha villa
de la paga, 14 de octubre de 1593, ambas en AGS, CG, 366; y una cé-
dula a la villa de Le Danza, 13 de diciembre de 1586, AGS, CG, 365.

^ Agustín Salinas, escribano del Rey y oficial en la Hacienda, a la
villa de Vallesa, 25 de enero de 1590, AGS, DGT-24, 1118.
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A pesar de que los jueces de tierras tenían suficientes po-
deres paza constreñir a pagar a los deudores, en ocasiones se
desanimaban cuando el cobro era difícil y dejaban la tarea a
otros jueces venideros. Esto cundía en beneficio del deudor,
que se encontraba, de esta forma, con un alargamiento inespe-
rado del plazo, y aunque a la larga tenían que pagar, la espera
siempre le resultazía beneficiosa. Del mismo modo, se daba el
caso de deudores que habiendo recibido la merced de espera,
la alargaban pvr un período más lazgo del estipulado.

Este es el caso de dos compradores en Villanueva de la
Seca^, que después de conseguir una prórroga de dos años en
sus pagos, se valían de ella como pretexto paza no pagaz una
vez trascurrido el plazo. Así un cobrador comisionado por los
Maluenda (encazgados de los pagos en esta zona) no pudo co-
brazlos y volvió a la Corte. Se despachó, entonces, otro cobra-
dor con las mismas instrucciones además de cobrarles el sala-
rio y gastos del primero, junto con los suyos. Pero el plazo
conseguido de forma adicional pudo haber compensado a los
deudores sus tácticas dilatorias a pesar de los recargos finales35.

En el otro extremo, había jueces de cobranza tan faná-
ticos en su trabajo que se negaban incluso a respetaz las es-
peras legítimas. El juez Antonio de Concha, a quien se le des-
pachó una ŝomisión paza cobrar los plazos en Bedmaz y Al-
bánchez (ambos en Jaén) rehusó aceptar la validez de un decre-
to procedente del Consejo de Hacienda concediendo a los ve-
cinos la espera de un año. Concha cobró los plazos que pudo y
procedió a encarcelaz a los que no querían pagar, embargán-
doles sus bienes. Este juez no desistió en sus actuaciones enér-
gicas hasta que los vecinos consiguieron una cédula real en
la que se le ordenaba libertar a los detenidos encarcelados y
respetaz la espera concertada paza los pagos3ó

^ No hemos podido localizarla, pero probablemente era Villa-
nueva la Seca, aldea despoblada en la jurisdicción de San Esteban del
Molar (Zamora), citada en Pascual Madoz, Diccionario geográfico-esta-
dístico-histórico de Espaiia y sus posesiones de ultramar (16 vols.; Ma-
drid, 1845-1850).

^ Comisión que se dio a Martín Sepúlveda para que cobrase
228.630 maravedís y los entregase a los Maluenda, 28 de septiembre de
1595, AGS, DGT-24, 1200.

^ Fe y testimonio que dio Juan Vallejo, escribano de la comisión,
a don Gerónimo de Fuentes, 22 de enero de 1576, AGS, CG, 360.
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capit^o q^to
La resistencia contra las ventas





Los esfuerzos reales de aumentar los ingresos de la Hacien-
da mediante la venta de tierras baldías no siempre gozaban de
la cooperación del pueblo. Hubo resistencia contra las ventas
-una resistencia desde muchos sectores sociales- bajo múlti-
ples formas. Se opusieron a las ventas no sólo los individuos po-
seedores de tierras, sino también la nobleza, los municipios, los
corregidores, el Consejo de. la Mesta y las Cortes de Castilla.
En los capítulos anteriores vimos, aunque de modo soslayado,
algunos aspectos de tal resistencia, pero en éste, trataremos
expresamente sus manifestaciones como aspecto independien-
te dentro del panorama general de las ventas de baldíos.

1. INDNIDUOS POSEEDORES DE TIERRAS

La resistencia más sencilla y natural contra las ventas pro-
vino de los ocupantes de baldíos que no querían comprar las
tierras que ocupaban. Algunos razonaban su actitud en su pre-
tensión de eludir un derecho de propiedad sobre los bienes que
ocupaban, pues preferían seguir usándolas como hasta enton-
ces, es decir, como tierras públicas. Otros, en cambio, alega-
ban ya la propiedad de dichas tierras basándose en herencias
o compras anteriores, por lo que la pretensión real sobre sus
tierras era considerada injusta.

A. Obstrucciones en el Mecanismo de Ventas

La primera y más normal resistencia a compraz las tie-
rras, era negarse a registrazlas cuando el juez ordenaba el regis-
tro de todas las tierras baldías de la localidad. Esto no resul-
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taba muy eficaz, porque los informes del juez no se limitaban
únicamente a los registros voluntarios, y sólo podría dar un
breve margen de tiempo al poseedor, pero nunca escapar a la
acción del juezl. Además se corría el riesgo, no sólo de que se
deacubrieran, sino que la ocultación irritara al juez, quien po-
dría multarles o endurecer los términos de la negociación2.

Otra táctica obstructiva que usaban los poseedores de tie-
rras era el negarse a hacer postura equivalente al valor tasado
de su tierra, pero esta táctica tuvo éxito solamente en la pri-
mera década de las ventas, cuando la política era de vender
tierras sólo a los poseedores3. Después de 1570 esta actitud era
ineficaz, porque su tierra simplemente sería vendida a otro.

Un tipo de resistencia, tan inútil como las anteriores y
meramente aimbólica, era expresar su disgusto o desagrado
cuando hacía su postura, manifestando de esta manera que es-
taba actuando contra su voluntad4.

Otra postura más, tendente a obstruir las ventas, usada por
muchos poseedores, fue el cooperar con el juez de tierras en
la averiguación, remate y medida, para finalmente negarse a fir-
mar la obligación cuando todos los documentos estaban dis-
puestos para ello. Esto venía a ser como la protesta última del
poseedor contra las pretensiones de la Corona sobre tierras que
él estimaba de su propiedad, o una protesta por considerar el
precio muy alto, pero en cualquier caso, sólo aervía como tác-
tica dilatoria, y nunca impedía con ello la venta de sus tierras.

1 Hubo excepciones, eapecialmente durante la primera década de
ventas, cuando las indagaciones previas todavía no habían alcanzado
mucha eficacia y cuando las ventas eran casi excluaivamente voluntarias.
Por ejemplo, las tierras que ae vendieron en las primeras ventas de Zo-
rita ^Guadal^jaza) comprendieron aolamente una fracción de las tierras
baldias de la comazca, porque los poseedores no las regiatraron. Pero
al tener conocimiento la Corte de esto, comisionó otro juez para com-
pletar las ventas de la región. Véase la Comisión que ae dio al Lic. An-
drés de Mármol, 1 de noviembre de 1587, AGS, CG, 865.

2 Sobre la negativa a registrar tierras y las multas impuestas paza
castigar tal falta de,cooperación con las órdenes reales, véase: Relación
de Bernazdino de Bazros sobre las tierras de Ubeda, 9 de septiembre de
1578^ AGS, CtiJH, 84 mod. (124 ant.).

Ver Capítulo II, sección 5.
4 Hay una muestra en la Venta que Gregorio de Buitrago otorgó

a Alonso de Cantos Molina, 16 de mayo de 1589, AGS, CG, 368.
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Más aún, esto solía enfurecer a los jueces de tierras por verse
engañados. La reacción maŝ frecuente en ellos era encazcelar
al poseedor hasta que firmase las obligacioness.

Una vez, el juez de tierras Parra Guerrero consideró nece-
sario penalizar a ciertos vecinos del lugar de Ibros (jaén) por
lo que llamó "cierto desacato y alboroto que hizieron en me-
nosprecio de mi jurisdicción"6, pero pazece que resentimien-
tos de este tipo eran muy razos. Causa sorpresa que los caste-
llanos poseedores de tierras, no recurrieran con más frecuencia
a esta resistencia espontánea, apasionada y activa. A1 contrario,
la reacción más común era aceptaz las ventas dócilmente, a
pesaz de su desagrado, o bien hacer una protesta exclusivamen-
te verbal y puramente pasiva.

B. Resistencia en la Post-Venta

Estas obstrucciones a las ventas de baldíos, no se limita-
ban sólo al período de la venta, sino que aún después de finali-
zaz ésta, y de completarse los pagos, el poseedor podía apelar
ante el Consejo de Hacienda si estimaba que la venta había
sido injusta. En un capítulo anterior hemos señalado que los
antiguos poseedores de baldíos eran desplazados por la venta
de sus tierras a otras paztes, a veces lograron recuperar la pose-
sión suplicando al Consejo de Hacienda que anulara la venta y
que les permitiera compraz sus antiguas tierras^.

De igual modo, un poseedor de tierras obligado a compraz-
las, podía apelaz al Consejo de Hacienda y, en caso de poder
demostraz que legalmente poseía títulos, que el juez de tierras
no tuvo en consideración, obtendría la anulación de la venta y
la devolución de lo abonado. Pero en la práctica pocos podían
acudir a este recurso, ya que era muy costoso ir a la Corte o
enviar allí a un representante. Además, la maquinaria burocrá-

5 Diego de Guerra Céspedes a la Corona, 16 de diciembre de
1587, AGS, DCT-24, 1118; y los hijos menores de Diego Raspeño a la
Corona (sin fechar, pero prrece ser que es de 1577), AGS, CG, 5253.

6 Relación de lo que vendió el Lic. Parra Guerrero en Baeza y su
término (sin fecha, pero aparentemente de 1575), AGS, CG, 961.

^ Véase Capítulo II, sección 4-A. Para otro ejemplo, consúltese
una cédula a Pedro Auñón Espinar, 18 de julio de 1598. AGS, CG, 366.
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tica del Consejo de Hacienda iba muy lenta y retrasada, por lo
que frecuentemente las partes agraviadas que acudíao a la Cor-
te tenían que marcharse, porque se les acababa el dinero an-
tes de que el Consejo les recibiesea.

2. LA RESISTENCIA DE OTRAS PARTES INTERESADAS

A. Los Municipios

La resistencia de los municipios contra la venta era a dos
niveles. En primer lugar, oponiéndose a las ventas de tierras
que tenían por propios, comunales, ejidos u otras tierras de las
cuales se consideraban dueños legales. Y en segundo término,
dificultando la venta a particulares de otras tierras públicas en
su jurisdicción, bien por estimar que las ventas serían una pesa-
da carga para sus vecinos, y también indirectamente para el
concejo; bien porque deSeaban mantener el control que tra-
dicionalmente habían ejercido sobre otras tierras públicas en
su jurisdicción.

a) El Municipio como Terrateniente

Los municipios, al igual que los particulares, trataron de
evitar la venta de sus propios y otras tierras, pero la resistencia
de los concejos tendía a ser mucho más eficaz.

Entre las actuaciones de los municipios cabe citar, por
ejemplo, la del municipio de la villa de Quesada (Jaén) en
1569, que se negó a cooperar de cualquier forma con el juez
comisionado a vender las tierras del lugar, con el pretexto de

s Sesión de las Cortes del 27 de septiembre de 1589, Actas, IX,
105-107. Además, los provincianos que viajaban a Madrid para conse-
guir justicia eran asaltados con frecuencia por pícaros y malhechores
que les robaban. Véase Mazcelín Defourmeaux, Dily Life in Spain in
the Golden Age, tra. de Newton Branch (Londres, 1970), pp. 67, 68.
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que no poseía autoridad de tratar con las tierras de la villa.
Ante esto, el juez no pudo hacer ni una averiguación y se vio
obligado a pedir una cédula real que ordenase expresamente al
concejo obedecer sus órdenes9.

En otro caso, en 1584, el abogado que representaba la
ciudad de Ubeda (Jáen) usó todo tipo de excusas legales paza
impedir que el juez de tierras descubriera que la ciudad no
tenía títulos legales de sus tierras. A1 fracasar en sus mañas, el
abogado se refugió en una iglesia, y se negaba a salir para ver al
juez de tierras10. En ambos casos, el municipio logró retrasar
temporalmente la investigación. Desafíos de esta importancia
a un juez de tierras son impensables paza los poseedores parti-
culazes con menor fuerza, decisión y cónocimiento como
vimos anteriormente.

Si los municipios, por su mayor fuerza, podían ser más
audaces que los individuos en el trato con los jueces de tierra,
también tenían la ventaja de poder apelaz al Consejo de Ha-
cienda. No sólo eran capaces de soportar los gastos que ello-
acarreaba, sino que también gozaban de la ventaja del tiempo;
así se tardaba tanto en hacer las averiguaciones sobre las tie-
rras de un municipio que se podía poner una querella en el
Consejo de Hacienda aun antes de que se efectuara la venta.
Además, parece que el Consejo de Hacienda era más solícito
en atender los pleitos de municipios que de particulazes. Por
ejemplo, el lugar de Villamuriel (Valladolid) logró temporal-
mente pazar la venta de sus tierras mediante la obtención de
una cédula en la que se ordenaba al juez de tierras volver a exa-
minar ciertas pruebas presentadas por el concejo donde argu-
mentaban que todas las tierras eran propios. En el caso concre-
to que citamos, las "pruebas" resultaron insuficientes -en rea-
lidad ilegítimas-, pero la apelación ante la Corte había logrado
retazdar la venta hasta que el juez de tierras recibió nuevas ór-
denes de Madridll.

9 Relación del Bachiller Juan de la Concha sobre las tierras de
Quesada, 28 de junio de 1569, AGS, CtJH, 65 mod. (94 añt.).

l0 Requerimiento hecho a Villegas, escribano de la comisión del
doctor Brizuela, 28 dé mar^o de 1584, AGS, CJH, 150 mod. (215
ant. ).

11 Relación de Juan de Salas, 27 de marzo de 1584, AGS, CG,
8262.
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Muchos concejos lograron limitar o aun prohibir la venta
de sus tierras comunitarias mediante apelaciones inmediatas
ante la Corte, antes de que el juez de tierras tuviese el tiempo
de efectuar la venta. Como ejemplo, la ciudad de Antequera
(Málaga) se sirvió de una apelación paza impedir que el juez
Luis Laso de Cepeda vendiese sus pastos comunes12, y la villa
de Sepúlveda (Segovia) obtuvo una cédula ordenando que el
juez Pedro de Tebar no vendiese los ejidos del lugar, como era
su intención13. Sin embargo, las apelaciones ante la Corte, aun-
que estuviesen basadas en pruebas legítimas de derecho legal,
no siempre lograban detener las ventas -ni siquiera de los eji-
dos ni de las tierras comunalesla.

Algunos concejos ganaron los pleitos, aun después de que
las tierras hubiesen sido vendidasls. En caso de haberse adjudi-
cado a particulares el Consejo de Hacienda podría anular las
ventas paza que los municipios las comprasen1ó. En caso de
haber sido obligado el municipio a comprar las tierras paza no
perderlas, la venta podría anularse y reembolsar los pagos he-

12 Parecer del Lic. Junco de Posada, 10 de febrero de 1586, AGS,
CJH, 154 mod. (223 ant.); memorial al monarca, aparentemente pre-
parado por el Consejo de Hacienda, mario de 1586, AGS, C,JH, 162
mod. (289 ant.).

13 Juan de Albear, en nombre de la vílla y tierra de Sepúlveda a
la Corona (sin fechaz, pero al parecer es de 1585), AGS, CJH, 140
mod. (204 ant.).

14 Venta que el Alcalde Mayor del Adelantamiento de Castilla
hizo a Pedro Ramírez, 16 de octubre de I590, AGS, CG, 378.

15 Véase Capítulo II, sección 4-A.

16 por ejemplo, el juez Alonso López de Obregón vendió al Cole-
gio de la Compañía de Jesús de Santaella (Córdoba), ciertas tierras en el
término de esta villa. El concejo de Santaella pretendía que las tierras
vendidas eran suyas, y protestó ante el Consejo de Hacienda, que deci-
dió anular la venta y vender las tierras en cuestión al concejo. Estos he-
chos ocurrieron hacia el año 1598, según vemos en una Relación de las
obligaciones que se entregaron a los Maluendas, cuenta del juez Alonso
López de Obregón, pliego 66 (sin fechar, pero aparentemente de 1593),
AGS, DGT-24, 1200.
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chos, siempre y cuando pudiera probar que tenía títulos le-
gales sobre las tierras aun antes de la vental^.

b) El Municipio como Señor de su Tierra

Los concejos habían cuidado celosamente de las tierras de
suŝ términos, aun incluso de los privados sobre los que no te-
nía título de propiedad alguna. Cuando comenzazon las ventas
los municipios iñcluso incitaban a.que sus vecinos se enfrenta-
ran al juez de tierras cuando procediese en sus intervenciones.
Así vemos que los oficiales del concejo de la ciudad de Ubeda
(Jaén) animazon a los vecinos de la ciudad a que no registra-
ran sus tierras ante el juez Bernazdino de Barros el cual infor-
mó a la Corte que los del concejo andaban "buscando con cabila-
ciones que la voluntad de V. Alteza no se cumpla". Aparente-
mente la ciudad de Ubeda logró intimidar al juez, ya que éste
notificaba que por "excusaz quexas" no había procedido con-
tra los culpados. Pidió una cédula para que el concejo dejara a
los vecinos libremente declaraz las tierras que tenían, y que se
enviase al corregidor y sus tenientes para que se ejecutaran las
órdenes del Reyla.

Conocemos un hecho aún más extraordinazio en Soria en
1584. Apenas había comenzado sus averiguaciones el juez Pe-
dro Díaz de Castañeda en la tierra de Soria, los oficiales de la
ciudad empezaron una campaña contraria a las ventas. Hicie-
ron pregonar por toda la comarca que la comisión era defec-
tuosa y que cualquier dinero entregado se perdería porque las
cartas de veritas otorgadas por él eran inválidas. El pregón
aconsejaba que la gente continuara aprovechando libremente

17 Por ejemplo, en 1588, un juez de tierra vendió 816.418 mrs. de
tierras a la villa•de Valdeolmos (madrid). La villa reclamó ante el Con-
sejo de Hacienda, diciendo que las tierras eran propios, que tenía con
buenos y justos títulos. En 1591 el Consejo de Hacienda falló en favor
de la villa, pero para aquella fecha, ésta ya había pagado 79.120 mrs.
por las tierras. Entonces se autorizó a que esa suma se destinase al pago
del impuesto de los millones. Ver una ejecutoria en favor de la villa de
Valdeolmos, 9 de diciembre de 1591; ambos en AGS, CG, 366.

la Relación de Benlardino de Banos, 9 de septiembre de 1573,
AGS, CJH, 84 mod. ( 124 ant.).
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las tierras baldías sin prestar la menor atención al juez. Con eso
se frenaron las ventas en Soria y la eficacia de la comisión de-
cayó por entero19. A1 final el juez de tierras reasumió su fun-
ción, pero continuaron los hostigamientos, apelaciones y que-
rellas ante el Consejo de Hacienda20.

En otros casos, hubo municipios contrarios a la venta, a
pesar de que sus vecinos deseaban comprarlas. En estos casos,
la resistencia se limitaba a apelaciones ante el Consejo de Ha-
cienda, alegando paza el cese de las ventas, que si los baldíos se
vendían, serían roturados con la consecuente disminución de
pastos. Pero esto hay que matizarlo: la mayoría de las tierras
que se vendían ya se venían cultivando (algunas ya por genera-
ciones) con el permiso activo o tácito de los concejos. En úl-
timo término, la verdadera razón de la oposición municipal a
las ventas era porque en ellas veían una amenaza de merma de
su autoridad, al perder el dominio sobre las tierras. La excusa
de los pastos sólo era un pretexto, oportuno, eso sí, ya que la
Corte era extraordinariamente sensible a esta cuestión21.

Las apelaciones de los municipios ante el Consejo de Ha-
cienda, de vez en cuando, lograban obtener la suspensión local
de 1as ventas, pero parece que tales suspensiones se limitaron a
lugares donde había poca tierra vendible. Ya que en lugazes
donde existía oportunidad de obtener gran beneficio por las
ventas, era más probable que las protestas de los concejos fue-
ran rechazadas22.

Los esfuerzos que hacían los concejos paza resistir la ven-

19 Información de Pedro Díaz de Castañeda contra la justicia y
regimiento de Soria (sin otra fecha que el año 1584), AGS, CJH, 150
mod^(215 ant.).

La ciudad de Soria al monarca (sin fechaz, pero de 1585), AGS,
CJH, 154 mod. (223 ant.); Pedro Día•c de Castañeda a la Corona, 19 de
marzo de 1585, AGS, CJH, 157 mod. (229 ant.).

21 La villa de Alcalá de Henares a C.R.M. (sin fechaz, pero aparen-
temente de 1569), AGS, CtJH, 65 mod. (94 ant.); Cédula al Lic. Junco
de Posada (sobre tierras en Loja), 1 de marzo de 1574, AGS, CJH, 271
mod. (380 ant.); y un grupo de documentos bajo el nombre de Rodrigo
Suárez, en nombre de la ciudad de Loja, año de 1598, AGS, CJH, 271
modn(380 ant.).

Ibid. Recuérdese también el ejemplo de Guadalajara, donde las
tierras baldías se vendieron a pesar de un asiento contrario. Véase Ca-
Pítulo VI, sección 4.
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ta de tierras dentro de su jurisdicción eran harto molestos paza
la Corte. Por ejemplo, en 1572 la villa de Quesada (Jaén) man-
dó a un cura a Madrid para.actuar como representante de la
villa ante el Consejo de Hacienda. El cura se presentó ante este
cuerpo y pidió que se suspendiesen las ventas que en Quesada
hacía el juez Bernardino de Barros; el Consejo le respondió que
el caso era oído y que volviera a Quesada sin más dilación en la
Corte. Sin embargo, el cura se quedó en Mádrid y escribió a
Quesada dando a entender que había logrado lo que pretendía.
No queda claro si el cura realmente lo creía así, o si solamente
quería quedarse en la capital a expensas de la villa de Quesada.
Fuera como fuera, la carta optimista del cura animó a la villa
a resistir las actuaciones del juez de tierras y efectivamente im-
pidió las ventas. Barros pidió repetidamente que el Consejo de
Hacienda ordenara al clérigo volver a Quesada, para poder pro-
ceder normalmente con las ventas, pero aunque así se hizo, el
cura no acató las órdenes. Por ende, se despachazon cédulas a
los alcaldes ordinarios de Quesada y al obispo de Jaén infor-
mándoles que era inútil la estancia del clérigo en Madrid, por-
que el asunto ya estaba resuelto y las ventas iban a continuaz.
Las cédulas ordenaban no pagarle más salario por el tiempo
que estuviesé en Madrid y rogaban que se le diera orden de vol-
ver a Quesada y asistir al servicio de su iglesia y que dejara de
impedir y estorbar la venta. A pesar de todo, el pícazo cura
permaneció en la capital otros cuantos meses, para la exaspe-
ración de la Corte y del juez de tierras23.

Las quejas de los municipios ante el Consejo de Hacienda
no cesaban al finalizar las ventas. Aún cuando los municipios
no tenían la menor pretensión propietaria sobre las tierras ven-
didas, algunas veces intentaban ejercer el mismo control so-
bre su aprovechamiento que habían gozado mientras todavía
eran tierras públicas. Sirva de ejemplo, la ciudad de Chinchilla
(Albacete), donde existía una ordenanza prohibiendo que las
tierras baldías se sembrasen dos años seguidos y la ciudad pre-

^ Relación de Bernardino de Barros sobre las ventas en Quesada,
30 de agosto de 1573; borrador de cédulas (sin fechaz ni firmaz) al obis-
po de Jaén, Rodrigo Juchio ( ?), a Benyardino de Barros, y a los regido-
res de Quesada (los tres últimos al parecer son de 1573). Los cuatro do-
cumentos se encuentran en AGS, C1JH, $4 mod. ( 239 ant.).
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tendía aplicaz esa ordenanza, aún después de que se habían
vendido las tierras, aunque las cartas de venta permitían espe-
cíficamente que los compradores las sembrasen cuantas veces
quisieran^.

Otros municipios trataban de obligar a los compradores de
tierras baldías a seguir obedeciendo las ordenanzas locales
sobre las tierras, que se roturasen o plantasen de viñas. A ve-
ces los municipids imponían penas, encarcelaban o confisca-
ban los bienes de los compradores que se negaban a obedecer
los reglamentos. Pero si los compradores apelaban ante el Con-
sejo de Hacienda, éste haría valer su derecho a usar las tierras
como quisieran25; no obstante, los compradores debieron juz-
gar, en muchos casos, que era más prudente seguir obedecien-
do las ordenanzas sobre tierras públicas, a pesar de no estar
obligados a ello por haberlas adquirido como propiedad
privada.

c) Rivalidad Inter-Municipal

Estas accioñes contrarias a las ventas por parte de los con-
cejos eran un síntoma, a veces, de la rivalidad que había entre
municipios paza el control de las tierras baldías; rivalidad pre-
via a las ventas, que éstas, incluso, acentuaron2ó. Una buena

^ Véase un cor^junto encuadernado de papeles mandados a la
Corte por Agustín Martínez y cort ŝortes, vecinos de Chinchilla, año de
1587, AGS, CJH, 162 mod. (239 ant.).

^ Véase, por ejemplo, un grupo de documentos bajo los nombres
de Juan Allide y Miguel Hernández (1564-1569), AGS, CJH, 36 mod.
(54 ant.).

^ Por ejemplo, había un pedazo de baldíos sin cultivar entre Al-
modóvar del Campo y Avenójar ( ambos en la provincia de Ciudad Real).
Las dos villas pretendían que era suyo, pero por el año 1535 lo rotura-
ron y sembrazon unos vecinos de Almodóvar del Campo; resultando de
todo esto un lazgo pleito que finalmente ganó Avenójar en 1585. Este
concejo una vez ganado el pleito expulsó a los vecinos de Almodóvar de
las tierras y las convirtió en pasto. Por fin, llegó un juez de tierras en
1590 y procedió a la venta de las tierras al mayor ponedor, que fue pre-
cisamente el concejo de Avenójar. Consúltese la Venta que el Lic. Gar
Pérez de Bazán otorgó al concejo de Avenójar, 4 de mayo de 1590,
AGS, CR, 7a Ser., ŝ261.
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muestra de ello ocurrió entre la ciudad de Jaén y la villa cer-
cana de Peglajar. En 15 74 el juez Gerónimo de Fuentes vendió
2160 fanegas de tierras baldías no roturadas al concejo de Pe-
glajar, paza que las repaztiese entre los vecinos de la villa.
Pero una vez que los vecinos comenzazon a roturarlas, la ciu-
dad de Jaén apeló ante la Corte, solicitando la anulación de la
venta, con el pretexto de precisar estas tierras como pasto.
La corte aceptó este argumento de Jaén y ordenó al juez inva-
lidar la venta y ordenó devolver las tierras a su estado origi-
nal. Así se hizo, las tierras volvían a ser baldías hasta que al
cabo de unos años Peglajar hizo una contra-apelación, alegan-
do que la oposición de Jaén contra las ventas no había sido por
conservar los pastos que sobraban en la región, sino por ene-
mistad.

Se tenían noticias de que la villa de Peglajar había salido
de la jurisdicción de la ciudad, y ciertos veinticuátros (regi-
dores) de Jaén tenían cortijos en el término de la villa por los
que recibían elevados arrendamientos, de ahí su interés en evi-
tar las ventas. Peglajar también protestaba de que se hubiese
dado sentencia sin oir sus argumentos, solicitando que se vol-
viera a dar validez a la venta tal como estaba concertada. An-
te esto, la Corte comisionó a Luis Sánchez en 1582 para inves-
tigar los hechos e informarse de si resultaban convenientes las
ventas y roturación de tierras baldías realizadas y posterior-
mente anuladas. Sánchez manifestó que en la región no había
necesidad de pastos, y aconsejó vender los baldíos a Peglajar;
por ello, el 14 de mayo de 1583, se le despachó una comisión
para que vendiera no sólo las primeras tierras sino también
otras de la misma comarca27.

Hubo otras muchas apelaciones ante el Consejo de Hacien-
da, que muestran la oposición de los grandes municipios a la
venta de tierras baldías a los municipios pequeños y nuevos
que anteriormente habían permanecido bajo su jurisdicción2a.

27 Comisión a Luis Sánchez para averiguar, 20 de agosto de 1582;
Comisión a Luis Sánchez para vender, 14 de mayo de 1583; ambos en
AGS, CG, 362.

^ Así tenemos el ejemplo de Alcalá de Henares, que trató de im-
pedir la venta de tierras en el lugaz de Anchuelo, también alegando que
no se debían de roturar. Véase Diego de Carbajal a su C.R.M., 26 de fe-
brero de 1569, AGS, CJH, 65 mod. (94 ant.).
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Sin embargo, tal oposición sólo podía retrasar temporalmente
las ventas, ya que si no eran afectadas de momento, al conti-
nuar siendo baldías corrían el riesgo de ser vendidas en cual-
quier momento. De tal modo que la rivalidad entre munici-
pios sobre el control de baldíos, frecuentemente no era más
que una pugna por ver quién podía ganar más tierras para sí
y para sus vecinos29.

Un ejemplo de esto lo tenemos en las villas de Morón de la
Frontera y El Arahal (al SE de Sevillá) que desde antiguo pug-
naban por el aprovechamiento de ciertas tierras situadas entre
las dos. Morón era la más fuerte y se las apropió, pero El Ara-
bal recurrió ante la Audiencia que sentenció el reparto de las
tierras a partes iguales entre. las dos. Morón más tarde, trató
de reservarlas todas para sí mediante una composición sobre
el espacio entero, ante esto El Arahal dió una petición al Rey
para compraz la parte que le correspondía en justicia^, conce-
diéndosele aparentemente3l.

B. La Nobleza

En los documentos archivados en Simancas, la nobleza
aparece la mayoría de las veces deseosa de realizar las compras
para ensanchar sus fincas con las tierras públicas, más que de
obstruir .la acción de la Hacienda32. Sin embargo, hubo una re-

^ Hay muchos ejemplos de rivalidad y competencia intermuni-
cipal sobre la compra de baldíos en AGS, CJH, 6^1 mod. (89 ant.) y
65 mod. (94 ant.).

^ Petición de la villa de El Arahal, 12 de agosto de 1592, AGS,
CG, 365.

31 En 1592 la cuestión se entregó a la Audiencia de Granada -he-
cho sinRular, porque generalmente el Consejo de Hacienda resolvía ta-
les negocios-. En este caso, la Audiencia había oído anteriormente un
pleito entre las dos villas sobre derechos de ocupación, y pazece que fue
debido a eso por lo que se le entregó el asunto de los baldíos. Ver ibid.;
y una Relación de las obligaciones que se entregazon a Octavio de Mazín
(sin ^cha, pero aparentemente de 1594), AGS, DGT-24, 1200.

Por ejemplo, don Pedro de Losada obtuvo la licencia del mo-
nazca para vender unas propiedades urbanas que tenía en Madrid, y así
poder usar el dinero en la compra de tierras baldías y añadirlas a su ma-
yorazgo. Con el dinero que realizó de la venta de sus propiedades en
Madrid, compró 587 cazgas, 3 fanegas y 70 estadales de tierra que ha-
bía sido tierra comunal del lugar de Montamarta (Zamora). Véase la
Venta que Pedro Heruández otorgó a don Pedro de Losada, 9 de abril
de 1587, AGS, CR, 7a Ser., 3257.
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sistencia cuando estas ventas afectaban a tierras que anterior-
mente había incorporado ilícitamente y quería seguir ocu-
pándolas.

Por ejemplo el Marqués de Priego no se opuso a la venta
de baldíos en Castro del Río (Córdoba) que era una villa suya,
hasta que empezó el juez a investigaz sobre la validez del titu-
lo de unas tierras del marqués, colindantes con los baldíos.
El marqués protestó enfurecidamente al Rey, consiguiendo un
mandato paza que el juez de tierras no investigara los títulos
siñ causa. Pero no se contentó con eso. Ya en marcha, el maz-
qués presentó una voluminosa querella ante el Rey protestan-
do que el juez de tierras no tenía facultad de vender tierras no
ocupadas y no roturadas, y que no quedaba ya nada del patri-
monio real en Castro del Río, porque el Mazqués había com-
prado la villa "con todos sus términos, montes, prados y abre-
vaderos". A1 tiempo presentaba una copia de la venta de la
jurisdicción con la observación de que estaba seguro de que Su
Majestad quería guardar el real contrato. A pesar de que los
azgumentos del Marqués no eran nada consistentes, tuvieron
éxito, pues de la Corte se despachó una cédula mandando al
juez que no vendiera las tierras roturadas en Castro del Río33.

La oposición del mazqués de Priego a la averiguación de
sus propias tierras, según hemos visto, tuvo el efecto de limi-
tar igualmente la venta de otras tierras en Castro del Río;
pero esta no era la intención del noble que sólo perseguía
conservar sus propias tierras.

En este sentido, no conocemos indiŝio alguno de que la
nobleza se solidarizara con sus vasallos poseedores de tierras
opuestos a las ventas; excepto claro está, cuando tal resisten-
cia le aportaza un beneficio económico. No hay que olvidar
que las apelaciones de la nobleza contra la venta de tierras
baldías en su señorío estaban motivadas por el deseo de prote-
ger sus privilegios señoriales y no por obstaculizar las ventas.

Un ejemplo evidente de este planteamiento señorial se
dió en la villa de La Puebla de Montalbán (Toledo) donde el
Conde de Montalbán se opuso con determinación a las ventas
proyectadas por el juez Miguel Gerónimo de Paz. Así, prime-

^ Consúltese un grupo de documentos pertenecientes al marqués
de Priego (año de 1584), AGS, CJH, 150 mod. (215 ant.).
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ro ante dicho juez y luego ante el Consejo de Hacienda, argu-
mentó que las tierras de Puebla de Montalbán no se podían ven-
der, ya que no eran realengas, sino de su casa y mayorazgo.
Como prueba aportó una sentencia de la Audiencia de Valla-
dolid donde se reconocía el derecho del Conde a cobrar una
treintena de los productos de estas tierras. Pero el fiscal sos-
tenía que las tierras no eran propiedad del conde sino que tan
sólo figuraban dentro de su jurisdicción señorial. Mientras que
el Consejo de Hacienda deliberaba el caso, el conde buscó un
acuerdo con el Rey: concretamente un asiento con fecha del
13 de junio de 1589, por el que se garantizaba al Conde, a su
casa y mayorazgo, el derecho perpetuo de los treintenios que
venía obteniendo de aquellas tierras; a su vez, la Corona podría
vender las tierras con la condición de que cuatro partes del pre-
cio de venta irían a la Corona y la quinta, al Conde^+,

Comprobamos, pues, ^cómo el papel de la nobleza en la
resistencia contra las ventas fue insignificante y sólo movida
por un interés económico, por lo que no afectó mucho a su
realización y desarrollo.

C. Los Corregidores

Aunque era, sin duda, incong^xente que los corregidores
resistiesen a la venta real de las tierras baldías, hubo ciertas
ocasiones en que estos oficiales reales, en efecto, obstruyeron
el mecanismo de venta y se mezclaron en los derechos de los
compradores de baldíos, cuando hallaban que el juez de tie-
rras o los compradores no estaban cumpliendo estríctamente
con la ley.

En 1585, el juez de tierras, Diego de Vega, informó al Rey
que el corregidor de Puerto Real (Cádiz) no le permitía comen-
zar las ventas en aquel pueblo, alegando que su comisión no
especificaba claramente que debían venderse las tierras de
Puerto Real. Para evitar un escándalo, el juez de tierras suspen-

^ Asiento con don Juan Pacheco, conde de la Puebla de Montal-
bán, 13 de junio de 1589, AGS, CG, 366; Certificación del Contador
Alexo de Olmos, pliego 12 (sin fecha, pero aparentemente de 1591),
AGS, DGT-24, 1482.
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dió sus actuaciones hasta que llegasen órdenes más explícitas
de Madrid35. Sin embargo, era raro que los corregidores impi-
diesen el negocio de los jueces de tierras, aún cuando parecie-
se claro que un juez de tierras estaba flagrantemente excedien-
do su comisión, el corregidor de la comarca normalmente no
se interpondría; y si hacía algo, normalmente se limitaba a la
advertencia informal de que el juez procediese con modera-
ción, sin excederse en sus instrucciones3ó.

Hay que tener en cuenta que el trabajo de los corregidores
era ejecutar la voluntad de la Corona y no solían impedir^que
los compradores de tierras gozasen plenamente del aprovecha-
miento de ellas. Pero siempre hay excepciones: hubo un in-
dividuo. contencioso, el corregidor de Guadalajara dé 1585 a
1588, quien repetidamente molestaba a los compradores de
baldíos multándoles, confiscando sus mulas y otros bienes, en-
carcelándoles o quitándoles las cartas de venta, bajo el pretex-
to que los baldíos no podían ser desmontados ni roturados aún
después de haber sido comprados legalmente por particulares.
Y a pesar de que el Consejo de Hacienda apoyaba muchas ve-
ces el derecho de los propietarios a usar sus tierras como qui-
sieran y aunque ordenó repetidamente al corregidor que no les
molestara, este continuó tercamente en sus hostigamientos37.

D. La Mesta

La venta de tierras baldías ocasionó muchas veces la rotu-
ración de tierras previamente reservadas y destinadas para el
pasto. Es pues natural, que las ventas excitasen la oposición del

^ Diego de Vega a S.C.R.M., 8 de agosto de 1585, AGS, CtJH,
156 mod. (228 ant.).

^ Por ejemplo, la instancia del corregidor de Morata al juez Garci
Páez de Sotomayor, sobre los excesos de éste en sus ventas en Belin-
chón (Cuenca), citada en una carta del Lic. Busta de Villegas (Goberna-
dor de Toledo) a Juán de Escobedo (secretario del rey) (sin fecha, pero
aparentemente de 1574), AGS, C^JH, 90 mod. (184 ant.).

37 El lugar de Malaguilla a la Corona (sin fecha, pero aparente-
mente de 1585), AGS, CJH, 155 mod. (225 ant.); y varias otras protes-
tas del año 1588 en AGS, C^JH, 170 mod. (250 ant.).
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Honrado Concejo de la Mesta3E. Los privilegios concedidos a la
Mesta garantizaban que el ganado de los hermanos de la orga-
nización podía pastar en los baldíos, los alcaldes entregadores
de la Mesta recibieron órdenes de asegurarse que no se les
prohibiese el paso en ellos. Pero el problema surgió cuando una
parte de los baldíos se cultivaron por los labradores, estallan-
do el conflicto entre los ganaderos, representados en la Mesta;
y los intereses agrícolas locales, representados por los mu-
nicipios.

En la Edad media se consideraba que los baldíos caían en la
jurisdicción de la Corona, y no de los municipios. F.n conse-
cuencia, los baldíos podían ser controlados por los alcaldes de
la Mesta en lugar de por la justicia municipal, y aquellos gene-
ralmente lograron que los intereses del ganado trashumante
tuvieran prioridad sobre los de la agricultura local. Sin embar-
go, los pastos especiales de los municipios (como las dehesas
boyales) y los rastrojos de los caxnpos sembrados de particula-
res, normalmente fueron reservados para el ŝanado local.
Las sentencias resolviendo los muchos pleitos sobre el derecho
a pastaz la Mesta en tales tierras generalmente habían con-
firmado el derecho de los municipios a excluir el ganado tras-
humante. Pero durante el período de máximo apogeo e in-
fluencia de la Mesta (primeras décadas del siglo XVI) los al-
cades de la Mesta apenas respetaron estos términos, con el
tácito consentimiento de la Corona39

No obstante, a mediados del reinado de Carlos V, apaze-
cieron los primeros signos de decadencia del poder de la Mes-
ta, y ya durante la segunda mitad de su reinado las Audiencias
empezaron a fallar a favor de los municipios. A comienzos del
reinado de Felipe II las Audiencias eran mazcadamente hostiles
les a la Mesta: cambio de actitud que refleja una nueva orienta-
ción económica de la Corona: La razón estribaba en la deca-
dencia del comercio de lanas, por lo que la Corona ya no de-
pendía como antes de la Mesta para servicios especiales. Más

^ Sobre la historia de la Mesta, hay el estudio clásico de Julius
Klein, The Mesta: A Study en Spariish Economic History, 1273-1836
(Harvard Economic studies, Vol. XXI. Cambridge, 1920). Existe una
trad39 spañola (Madrid, 1936).

Klein. The Mesta, pp. 92, 93 y nota 1 en la p. 93.
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aún, cuando precisaba fondos, no dudaba en vender privile-
gios que iban en contra de los intereses de la Mesta40.

Los resultados de los esfuerzos de la Mesta para resistir
a la venta de los Baldíós son buena prueba de la escasa influen-
cia que tenía la organización de ganaderos en la Corte. Desgra-
ciadamente, la documentación en Simancas sólo tiene referen-
cias a la resistencia de la Mesta en la década de 1580. Es im-
pensable que la organización no ofreciera resistencia durante el
resto del reinado de Felipe II. Nuestra opinión es que las prue-
bas debieron perderse o depositarse en otro lugar. Klein no
menciona la venta de los baldíos en su excelente estudio sobre
la Mesta, y por eso no creemos que este tema haya sido rele-
vante en los documentos utilizados por él. Es probable que la
Mesta hubiera logrado reducir el efecto de las ventas en algu-
nos lugares, o limitar las ventas en otros. Pero en la década de
1580, aunque seguirá resistiéndose a las ventas su política no
será bien acogida.

Así, en el año 1583 los alcaldes entregadores en Agreda
(Soria) y en Alcaraz (Albacete) multaron a los compradores de
tierras baldías por haberlas roturado; áquellos apelaron a la
Corte y ésta invalidó las sanciones en ambos casos, y ordenó
a los entregadores cesaran en su actuación. Mediante una cédu-
la despachada al alcalde entregador en Alcaraz se le ordenaba
no molestar a los compradores ni impedir la gestión de la co-
misión del juez Gerónimo de Avalos; que en aquellos momen-
tos estaba vendiendo tierras allí41. El Concejo de la Mesta
protestó ante el Rey por la injusta medida de anular las multas
impuestas por los entregadores en Agreda sin antes oír las ra-
zones de la Mesta, e insistió en que el alcalde entregador de
dicha localidad había actuado conforme a las leyes del Reino
para la conservación de pastos42. Pero pronto, la Mesta com-
prendió que la situación había variado y que el Rey y el Con-
sejo de Hacienda apoyarían el derecho de los compradores de

^ Klein, The Mesta, pp. 113-16.
41 La cita es de una cédula a Gerónimo de Avalos, 20 de septiem-

bre de 1583, AGS, CG, 3262. Véase también Gaspaz de la Zárate, en
nombre del Consejo de la Mesta, a su C.R.M. (sin fecha, pero apazente-
mente es de 1583), AGS, CJH, 150 mod. (215 ant.).

42 Consúltese el segundo documento citado en la nota anterior.
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baldíos a roturar sus tienas haciendo inútiles sus reclamaciones.
No era solamente ante la venta de baldíos normales por

que protestaba la Mesta, sino también por la venta de porcio-
nes de sus cañadas, tradicionalmente inviolables. Ante este
hecho la organización de ganaderos evidentemente procesó a
los compradores que las roturaban, pero éstos apelaron ante
la Corte y con frecuencia las sentencias de la Mesta eran anu-
ladas. A las protestas del Concejo de la Mesta el Consejo de Ha-
cienda solía responder que los alcaldes debían examinar bien
las cartas de ventas de las tienas reclamadas, y no debían pro-
ceder contra los compradores si no ocupaban más tiena de la
que habían adquirido, ^conforme los términos de la venta43.
La Mesta, en vista del nulo apoyo en la Corte para frenar los
efectos de las ventas, se vió obligada, en cierto modo, a hosti-
gar a los compradores de baldíos, aunque sólo fuera para in-
comodarlos. En Soria, por ejemplo, el Licenciado Munío,
que era alcaide entregador de la Mesta, multó a los compra-
dores por haber roturado sus tierras. Los compradores apela-
ron ante el Consejo de Hacienda en 1587, y por consiguiente,
se les despachó cédulas ordenando al Lic. Munió que no pena-
lizara a las personas que estuviesen cultivando tienas que po-
ŝeían con título real, y que devolviera el importe de multas re-
cibidas de tales personas^. Pero cuando los compradores le
confrontaron con la cédula, se negó a obedecerla, dándoles
"ciertas reapuestas frívolas". Los compradores tuvieron que
solicitar finalmente que viniera un juez especial para ayudarles
a recuperar el importe de las multas que les había impuesto el
Lic. Munío45. Un episodio idéntico acaeció ese mismo año en
la provincia de Guadalajara, con un alcalde entregadoraó.

No conocemos ningún documento sobre la resistencia de

^ Los documentos sobre eate asunto son muy numerosos en el
año41^587 en el AGS, CJH, 166 mod. (244 ant.).

Cédula al Lic. Munio, 27 de mayo de 1587, AGS, CtiJH, 162
mod.^(2S9 ant.).

Juan Morales, procurador de Soria en las Cortes, en nombre de
los lugazes de Soria, a la Corona (sin fechaz, pero probablemente de
fine^ e 1587), AGS, CJH, 162 mod. (289 ant.).

Diego de las Cuevas, en nombre de varios vecinos del lugar de
Los Yébenes (Toledo), a la Corona (sin fechaz, pero probablemente de
finea de 1587), AGS, CJH, 166 mod. (244 ant.).
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la Mesta, posterior al año 1587; hecho que puede ser entendi-
do como el abandono de las reivindicaciones ganaderas en vis-
ta de la futilidad de sus intentos. En efecto, la Corte no sólo
daba sentencias contra la Mesta cuando ésta se oponía al cul-
tivo de tierras ya vendidas, sino que también perjudicaba la
autoridad de la Mesta sobre los baldíos aún no vendidos, de-
jando que los poseedores procesados por la Mesta por apro-
vechamientos ilícitos se librasen de las penalidades si compra-
ban las tierras47.

3. LAS CORTES DE CASTILLA

La oposición más fuerte y continuada contra la venta de
tierras baldías y demás ataques contra los aprovechamientos
públicos, partió de las cortes de Castilla. A pesar de que las
Cortes no tenían el poder de que gozaban, por ejemplo, las
asambleas nacionales de otros estados europeos coetáneos, pu-
dieron ejercer una influencia considerable sobre la Corona.
Compuestas por procuradores elegidos por dieciocho ciuda-
des48 en Castilla y León, las Cortes podían reunirse sólo cuando
el Rey las convocaba, y el aspecto fundamental de su compe-
tencia era la votación de subsidios e impuestos pedidos por la
Corona. Las Cortes también sometían peticiones al Rey, que
representaban la voluntad de las ciudades representadas y por
presunción, la del Reino entero. Las peticiones aprobadas por
la Corona -los Capítulos de las Cortes- llegaban a formar par-
te de las leyes del Reino. En todos los asuntos, los procurado-
res de Cortes tenían que seguir al pie de la letra los poderes o
instrucciones de sus respectivas ciudades49.

47 Venta que el Lic. Andrés de Bueras otorgó a Luis Gazcía A1=
vare^ 16 de marco de 1589, AGS, CR, 7a Ser., 3260.

Eran Avila, Burgos, Córdoba, Cuenca, Granada, Guadalaiara,
Jaén, León, Madrid, Murcia, Salamanca, Segovia, Sevilla, Soria, Toledo,
Tor^Valladolid y Zamora. Cada ciudad elegía dos procuradores.

Ver Roger Bigelow Merriman, The Rise of the Spanish Empíre
in the Old Wo^ld and in the New (4 vols.; Nueva York, 1918-1934).
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Normalmente la resistencia de las Cortes a la venta de bal-
díos se hacía a escala nacional, en vez de regional como los con-
cejos o individuales, y sobre una base general, en vez de par-
ticular. Vale la pena, pues, considerar detenidamente las ac-
tuaciones de las Cortes sobre este asunto porque eso no sólo
nos permite una amplia perspectiva del problema de los bal-
díos, sino que también nos proporciona un punto de vista muy
interesante de las relaciones entre las Cortes y la Coronaso.

A. Las Cortes de 1563

La primera mención que tenemos del interés de las Cortes
en las ventas que hacía Felipe II de las tierras baldías, es en las
Cortes de Madrid de 1563.

Estas Cortes sometieron al Rey una petición que subraya-
ba la importancia fundamental de los pastos comunes y las
tierras públicas y baldías paza la vida económica de los pue-
blos, y recordaba al Rey que las leyes del Reino protegían la
institución de los pastos comunes. La petición continuaba di-
ciendo, que al ser informados que se quería vender una parte
de las tierras baldías recordaban al Rey que tales medidas lle-
varían "la total. destrucción de los pueblos, y sería quitar y dis-
minuir las rentas reales... pues el señorío y aprovechamiento
de los dichos términos... (importaba) mucho más que el inte-
res que (Su) Majestad podría sacar dellos". Suplicaban pues
que no se procediese a las ventas. La respuesta de Felipe II
fue una evasiva: "que esto lo mandaremos como más a nuestro
servicio y bien de nuestros reynos convenga"sl

En otra petición de estas mismas Cortes, se quejaban de
que un tal Dr. Santiago, que según decía ostensiblemente an-
daba restituyendo a la ciudad de Granada las tierras públicas
usurpadas, en realidad, se había apropiado de todas las tierras
que debían haberse adjudicado a la ciudad, y las tenía arren-

so Afortunadamente existe un registro impreso de las transaccio-
nes de las Cortes dúrante el reinado de Felipe II. Este período compren-
de los primeros dieciséis volúmenes de las Actas de las Cortes de Castilla
(Madrid, 1861-1890). Forman una preciosa fuente primaria para cual-
quier estudio del penodo.

51 Actas, I, 306.
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dadas; ya que según él todas las tierras eran de dominio real.
Además se. quejaban, de que el Dr. Santiago llevaba comisión
paza inspeccionar en la propiedad y no tan sólo en la posesión,
y que no se podía recurrir contra sus decisiones ante las
Audiencias, los tribunales que según la ciudad de Granada eran
las más adecuadas para ello, porque siempre habían atendido
los pleitos sobre la posesión. Seguía la petición informando
que el Dr. Santiago, habíá realizado ya quinientos proce-
sos y que se consumazían diez mil. Esto causaría una gran
despoblación, pues los habitantes que perdieran su tierra
emigrarían, de tal modo que si se quitaba a las ciudades
sus términos y baldíos, recibirían "notables daños". Ter-
minaba con una súplica al monarca para que mandase al
Dr. Santiago irse, y dejar los pleitos sobre tierras públicas en
la situación que anteriormente estaban, para que continuara
en Audiencia. La respuesta real parecía mas bien avalar las
actuaciones del Dr. Santiago: dijo que "sobre esto dvemos
mandado proveer lo que a parecido que conviene"52.

B. Las Cortes de 1566

Paza la fecha de la reunión de las Cortes en 1566, la ciu-
dad de Granada aparentemente se había resignado a la deci-
sión de la Corona de vender sus tierras baldías; pero no obstan-
te, la ciudad mandó una carta a las Cortes pidiendo su interce-
sión ante la Corona para tratar de moderar los precios cobra-
dos por el Dr. Santiago. Las Cortes, de este modo, nombrazon
una comisión paza tratar este asuntos3

En realidad, la Corona había decidido vender las tierras
baldías de Granada, pero para el otoño de 1566 estaba muy
clazo que los métodos y el estilo del Dr. Santiago habían pro-
vocado tanta hostilidad en Granada que sería necesario reem-
plazarlo. Muchas de sus sentencias fueron revocadas o mode-
radas, y su sustituto adoptó una política conciliadora con la
intención de vender las tierras en términos aceptables para

^ Capítulo CVI, I, 371, y s.
53 Sesión del 17 de marzo de 1566. Actas, II, 203. Incluidos en

el comité eran procuradores de Granada, Burgos, León y Córdoba.
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los poseedoress^. Así que aunque las Cortes no lograron fre-
nar el proceso de las ventas, si al menos, consiguieron que és-
tas se realizaran con menos azbitrariedad.

A su vez, las Cortes de 1566 también presentaron una pe-
tición al Monarca, para que cesara la venta de cotos de caza en
tierras designadas de aprovechamiento público. En la petición
se solicitaba que las ciudades con jurisdicción sobre estas tie-
rras pudiesen volver a compraz los privilegios ya vendidos por
el mismo precio paza la restauración de los derechos comunales
de caza. Felipe II, ante estas peticiones, contestó que concede-
ría lo pedidoss.

C. Las Cortes de 1570-1571

Pero el Rey no cumplió su palabra por lo que las siguien-
tes Cortes -las de 1570 y 1571- le recordaron las antiguas pe-
ticiones y añadieron una nueva en la que señalaban que las fa-
cultades de mantener la caza no solamente quitaban a los de-
más vecinos este derecho comunal, sino también les quitaban
el pasto, con el pretexto de que los pastores iban a cazaz;
finalmente declazaba que la pérdida de estos aprovechamientos
comunes era "en daño gravísimo de los comarcanos y labrado-
res". Ante esta nueva versión de la petición de las Cortes de
1566, el monarca replicó prometiendo cuidar la concesión de
nuevas licencias para cotos de caza; pero que aquellas ya da-
das tenían cláusulas tan definidas que no podrían haber cau-
sado los problemas que les imputaban las Cortessó

D. Las Cortes de 1573-1575

La segunda promesa del Rey no fue mejor que la primera.
Así en las Cortes de 1573-1575 se presentó una tercera versión
de la misma solicitud, rechazando la pretensión de que las cláu-
sulas en las licencias tuvieran valor alf;uno paza seguir mante-

^ Véase nuestro capítulo II, sección 3.
55 petición XXXI, Actas, II, 440.
s6 Capítulo XIV, Actas, III, 366 y s.

186



riiendo los derechos del pasto común. Es más, la petición afir-
maba que la venta de jurisdicciones en lugares despoblados
también surtía el efecto de disminuir el pasto común. Ante
esta petición remozada, la respuesta de la Corte fue mucho
más dura que en las anteriores: ya se había dado respuesta a
estos pedidos a Cortes anteriores -declaraba- y no era necesa-
rio añadir más. Sin embazgo, el Rey sería más cauteloso en esta
materias^. Estaba claro que la Corona iba a continuar las ven-
tas de licencias paza cotos de caza y adehesamiento según le
conviniese, a pesar de las quejas de las Cortes.

Las Cortes de 1573-1575 también elevazon otra petición
en demanda que la Corona ejecutase la ley del año 1552,
que prohibía la roturación de las dehesas, solicitando la devo-
lución del pasto de aquellas que contraveniendo la ley se ha-
bían roturado. El Monarca se mostró de acuerdo con las Cor-
tes, y prometió ordenar que se respetasen las leyes para la con-
servación de pastossa.

Igualmente, estas Cortes protestaron contra las crecientes
ventas de las tierras baldías del Reino. Un memorial paza el
Consejo de Castilla59 ^fechado el 30 de octubre de 1573 pe-
día que no se vendiesen las tierras baldías ni que se permitie-
sen términos redondos en perjuicio del pasto común. También
solicitaba que se permitiera a los municipios recuperar sus bal-
díos mediante la compra por el mismo precio por el que ha-
bían sido adquiridos a la Corona, para así reintegraz estas tierras
a su antiguo uso como pastos^.

La respuesta a este memorial prometía reducir en adelan-
te las ventas de baldíos y términos redondos, pero que en lo
tocante a la recuperación de los baldíos ya vendidos, "por el
estado de los negocios de su Majestad" no convenía tratar el

57 Capítulo IX, Actas, IV, 428 y s.
^ Capítulo XXIX, Actas, N 448. Sobre las leyes de la conser-

vación de pastos, véase nuestro Capitulo II, sección 2-B, arriba.
59 Felipe II mantenía la política de no consultar directamente con

los procuradores de las Cortes. Las proposiciones de las Cortes dirigi-
das al monarca, y las respuestas de éste, normalmente se transmitían
por el presidente del Consejo de Castilla (que era también presidente de
las Gortes). Ver Merriman, The Rise of the Spanish Empire, Vol. IV:
Philsfi the Prudent, 442, nota 2, 423, nota 2.

b0 Actas, IV, 136-28.
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asunto por el momento. Las Cortes no quedaron satisfechas
con esta réplica y enviaron de nuevo el memorial al Consejo de
Castilla a fin de que se volviera a considerar la demanda, con
la nota de que las Cortes debían ser mejor servidasó1

El Consejo de Castilla despachó la segunda respuesta al
memorial el 2 de diciembre de 1573, aunque hay que señalar
que al tiempo se amonestaba a las Cortes para votar, y conce-
der, unos subsidios que se habían pedido. Tocante a la venta
de las tierras baldías, declaraba que se procuraría acomodaz a
las ciudades en todo lo que fuera posible, y que durante el
desempeño de Su Majestad, no se enajenaría ni vendería na-
da de éstas. El Consejo también ofrecía dar para ello cualquier
seguridad que las Cortes pidieran, pero matizaba que el estado
de los negocios de Su Majestad hacía mejor no tratar el asunto
de la recuperación de los baldíos ya vendidos.

Animadas ante este éxito en su segunda respuesta tan con-
ciliadora, las Cortes mandaron un tercer memorial al Consejo
de Castilla, bajo la amenaza de suspender las Cortes para que
los procuradores volviesen a sus ciudades a fin de recibir nue-
vas instrucciones, quedando pendiente la votación del subsidio
que tanto deseaba la Corona, en el caso de que los deseos de
las Cortes no se consideraran aceptablesó2.

La respesta del Consejo, fechada el 22 de diciembre de
1573, prometía que Su Majestad frenaría las ventas, de allí en
adelante, pero en lo referente a las redenciones de baldíos ya
vendidos no se consiguió nada, a pesar de los esfuerzos repeti-
dos de las Cortes de 1573-157563

Pronto se hizo evidente que las promesas del Consejo de
Castilla, relativas a la suspensión de las ventas de baldíos, eran
totalmente vanas. Las ventas prosiguieron al ritmo anterior.

E. Las Cortes de 1576

Cuando se convocaron las Cortes otra vez, en 1576, és-
tas cambiaron de táctica en la campaña de persuadir al Monar-

61 Actas, IV, 128-44.
62 Actas, IV, 151-80.
^ Actas, IV, 180-225.
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ca de que interrumpiera la venta de las tierras báldías. El énfasis
se hace ahora en el argumento de que las ventas reducían los
pastos del Reino lo cual llevaría a una situación alarmante en la
ganadería. En una petición al Rey se decía que ya muchos se
habían retirado de la ganadería con la consiguiente subida en
los precios de la carne, el cuero y la lana.

Las Cortes pusieron al Emperador Cazlos V como modelo,
porque había suspendido la enajenación de las tierras baldías
después de percatarse del daño que originaban. Se recordaba
a Felipe II que después de haber prometido respetar los bal-
díos, las ventas continuaban y le pedían que ordenara el cese
de las ventas, y terminase la enajenación de baldíos y otras tie-
rras públicas, al tiempo que se respetasen las leyes para la pro-
tección de los pastos. La respuesta subsiguiente de Felipe II
fue que ya había dado una resolución anteriormente a esta pe-
tición de las Cortes, y que la legislación vigente era suficiente
paza la protección de los pastos^. Es decir, daba a entender
que aún reconociendo el daño que las ventas causaban a los
pastos, era un mal necesario ante la situación financiera de la
Corona. Por otro lado, rechazaba astutamente la afirmación
de las Cortes de que las leyes sobre pastos eran ineiicaces.

F. Las Cortes de 1583-1585

Durante los años 1580 las ventas no sólo continuaron, si-
no que se generalizaron a un grado sin precedentes. Para las
Cortes de 1583-1585 este fue el problema de mayor importan-
cia, y al que dedicazon mucho tiempoó5.. El 9 de agosto de
1583^, las Cortes acordazon formulaz un memorial pidiendo a
Su Majestad que no se vendieran más tierras baldías, ni se en-
viasen más jueces a investigar sobre ellas. El asunto fue discu-
tido durante las semanas siguientes, y se nombró una cemi-
sión especial para presentar el memorial ante el Rey66

^ Capítulo LIX, Actas, V, 71.
^ No encontramos ninguna nota referente a las ventas de baldíos

en el Vol. VI (que corresponde a las Cortes de Madrid de 1579-82) de
las Actas. No podemos explicarlo, ya que es muy extraño, porque las
Cortes inmediatamente anteriores y posteriores se mostrazon interesadí-
simas en las ventas.

^ Actas, VII, 72, 74, 100, 101, 137, 138.
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La respuesta a este memorial debió ser decepcionante
porque las Cortes llamazon a sus letrados para discutir el nego-
cio el 13 de septiembre, y de nuevo el 7 de noviembre, para
que les aconsejaran sobre como interrumpir las ventasó7.
El resultado de estas juntas con los letrados fue otro memorial
al Rey, mucho más impresionante en sus argumentos que los
presentados én primer lugar sobre el asunto. Empezaba decla-
rando que desde la antigiiedad habían existido privilegios y
costumbres que garantizaban la integridad de los términos mu-
nicipales, y que la Ley de Toledo protegía los baldíos como
pasto común. A continuacióñ declazaba que las ventas de bal-
díos realizadas por los jueces de tierras que la Corte enviaba,
estaban causando gran daño, no cesando su actuación a pesar
de las peticiones en tal sentido de anteriores Cortes. Proseguía
diciendo este memorial, que las ventas no sólo eran ilegales, si-
no que también causarían tanto daño económico que impedi-
rían a los municipios pagar sus impuestos. El memorial con-
cluía con la súplica a Su Majestad de que ordenara detener las
ventas, marchar a los jueces de tierras, y cesasen de darse se-
mejantes comisiones en el, futuro. Con lo que no sólo se deja-
ba a los municipios lo que era suyo en justicia, sino que tam-
bién se aseguraría "la Real conciencia de (Su) Majestad"6a.

El 14 de noviembre la comisión informó a las Cortes que
había ido al Palacio del Pardo donde entregó a Su Majestad el
memorial, y que éste había dicho que su confesor iba a reu-
nirse con el Consejo de Hacienda especialmente paza tratar
del asunto, cosa que harían con brevedad. A continuacion
las Cortes convocaron otra junta con los letrados y con un tal
Dr. Moya (que era catedrático de prima de Salamanca) para
averiguar si la Corona tenía el derecho de vender las tierras
baldíasó9.

El 15 de diciembre se notificó a las Cortes que debían
nombrar una comisión de cuatro para presentaz sus argumen-
tos en favor del cese de la venta de tierras baldías al Presiden-
te ^del Consej o de Castilla y al Consej o de Hacienda; en este senti-
do, fueron norribrados los procuradores de León, de Vallado-

67 Actas, VII, 141, 203-08.
^ Actas, VII, 211 y s.
69 Actas, VII, 218.
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lid, de Toro y de Segovia, y las Cortes avisaron a los letrados
que preparasen esta importatísima reunión^^.

Pero el invierno pasó y llegó la primavera sin que la comi-
sión de las Cortes fuera convocada paza la junta esperada.
El 24 de mayo de 1584 las Cortes despacharon a dos de
los miembros de la comisión para que fueran al Escorial,
donde estaba la Corte en aquel momento, paza solicitar la con-
vocatoria de la junta prometida^l. El 2 de junio informaron a
las Cortes que habían hablado con el Presidente del Consejo de
Castilla, el cual les había prometido trataz pronto este asunto
con el Rey, y que les avisaría cuando llegazan a una decisión?2.

Otra vez parecía que los azgumentos de las Cortes iban a
ser oídos, pero pasaron varias semanas sin que se convocaza la
junta. Entretanto, aumentaban las protestas de los munici-
pios contra las ventas, y el 20 de julio las Cortes votaron en-
viar de nuevo otra delegación al Escorial para pedir que se con-
vocaza la reunión73. En esta ocasión los delegados encontrazon
al Presidente más abierto a la negociación que antes, y en bue-
na disposición para satisfacer la voluntad de las Cortes, dán-
doles la impresión de que el asunto se iba a resolver pronto y
de acuerdo con sus planteamientos. Incluso el Presidente arre-
gló una breve entrevista con Felipe II para que explicazan al
Rey los inconvenientes de las ventas. La respuesta del monarca
fue que leería su memorial sobre el asunto y que ya les comu-
nicarían su resolución^.

Pero a pesar de esta entrevista en EI Escorial, la junta nun-

^ Los miembros de la comisión era: Tristan de Obregón y Cieza
León); Luis Maldonado de Verdesoto (Valladolid); Juan Ulloa Pereyra

^Toro); y el Lic. Verátegui (Segovia). Actas, VII, 283.
n Actas, VII, 419.
^ Actas, VII, 428.
^ El 31 de julio de 1584 se leyó en las Cortes una carta de la ciu-

dad de Soria quejándose de que por allí andaba un juez que vendía to-
das las tierras. Soria pedía que las Cortes intercedieran en su nombre
ante el Consejo de Hacienda, y las Cortes acordaron hacerlo. Actas, VII,
462, 466.

^ Actas, VII, 463.
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ca tuvo lugar^s. Está bien clazo que el crecido interés de las
Cortes en la problemática de .las ventas no había despertado
ningún entusiasmo, ni en Felipe II ni en sus consejeros a fin de
suspender las ventas, porque en aquellos momentos consti-
tuían ya una fuente importante de ingresos para la Hacienda
Real. La respuesta que hizo el Rey a la petición sobre el asun-
to que le presentaron las Cortes de 1583-1585, fue que tendría
"muy particulaz cuidado" sobre ello7ó y, en efecto, el Rey pu-
so "gran cuidado" permitiendo más ventas que nunca.

Las Cortes de 1583-1585 igualmente pidieron al Monarca
que remediara la continuada usurpación de tierras comunales
por parte de personas que habían comprado regimientos y es-
cribanías en. los consejos de las aldeas. Pero este pedido tuvo
una respuesta ambigua como en las ocasiones anteriores^.

G. Las Cortes de 1586-1588

A pesar de que las Cortes anteriores no lograron ningún
adelanto visible en su deseo de suspender la venta de tierras
baldías, las Cortes de 1586-1588 no se desanimaron e inicia-
ron una vigorosa campaña. El 17 de febrero de 1587 Pedro de
Santa Cruz, procurador de Soria, denunció las ventas de bal-
díos y deploró la persistencia y aumento de las mismas a pesar
del notorio daño que originaban al Reino; igualmente el pro-
curador Santa Cruz preconizó la ruina total del Reino si no
se hacía algo para detener las ventas. Discutido el asunto, las
Cortes resolvieron nombraz una comisión de 4 personas para
indagar el estado de la cuestión^a.

^ No queda completamente clazo si la dificultad consistía en el
problema de arregalr una cita (no muy probable), o en la falta de en-
tusiasmo en el Escorial hacia tal cita (mucho más probable). Las Actas
de las Cortes siguientes (1586-88) dicen simplemente que la reunión
no tuvo lugar debido a ciertos "inconvenientes". No se expresa especí-
ficamente, pero se da a entender que los "inconvenientes"radicaban en
el Escorial. Actas, VIII, 282 y s.

^ Capítulo LXI, Actas, VII, 819 y s.
Tt Capítulo LXVIII, Actas, VII, 835, 836.
^ Los procuradores que se nombraron eran: Juan de Mieres Lo-

renzana (León); Pedro de Santa Cruz (Soria): Lic. Maldonado (Valla-
dolid) y Pedro Miranda (Burgos), Actas, VIII, 268.
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El resultado de esa investigación fue un memorial dirigi-
do al Rey y aprobado en las Cortes el 28 de febrero de 1587.
Este memorial que era notablemente más extenso que los an-
teriores, describía los esfuerzos de las Cortes pasadas, para pre-
sentar sus argumentos en una junta con los consejeros del Rey,
y hacía notar que tal junta nunca había tenido lugar en con-
tra de los deseos de las Cortes. Proseguía diciendo que cada
vez era mayor el daño que causaban las ventas y"humilde-
mente" (por primera vez aparece esta palabra en un memorial
sobre baldíos) suplicaba al Rey mandara que fuesen escucha-
dos sus argumentos y se suspendiesen las ventas hasta que hu-
bieran presentado sus razonamientos a los ministros del Rey79.

Dos semanas más tarde, la comisión informó a las Cortes
que el memorial estaba en manos del Rey, pero que lo había
pasado al Presidente del Consejo de Castilla y que éste no pa-
recía concederle mucha importancia. El Presidente comunicó
a la comisión que no era posible hacer nada por el momento
pero que el asunto se considerazía con el tiempo y que las Cor-
tes serían informadas. De nuevo, la evasiva se daba como res-
puesta^.

El 24 de julio, la comisión notificó a las Cortes que el pre-
sidente no respondía a los memoriales sobre otras materias im-
portantes. Entonces se convino enviar un memorial al Rey,
solicitanto respuesta a los anteriores, este memorial de conjun-
to tampoco tuvo éxito alguno ya que el 4 de diciembre las
Cortes se vieron forzadas a crear una comisión paza entrevis-
tarse con el Rey y pedirle uná pronta solución al problema
de la venta de las tierras baldías y de los otros asuntos pendien-
tes ante el Consejo de Castillasl. Sin embargo, no hay indi-
cio alguno de que los ministros del Rey tuvieran órdenes de
actuar.

Dadas las exasperantes dificultades sufridas por las Cortes
de 1586-1588 ante las dilatadas respuestas a los memoriales
que presentaban a la Corte, no es sorprendente que una de las
peticiones presentadas al Monarca se quejara de la extrema len-
titud con que actuaba el Consejo de Castilla. Las Cortes decla-

^ Actas, VIII, 282, 283.
^ Sesión del 14 de marzo de 1587, Actas, VIII 310.
^ Actas, IX, 44, 64, 65, 246, 247.
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raban que eso había causado "notables daños y vejaciones"
a los vecinos y pedían que se actuara más puntualmente en el
futuro. El monarca estaba de acuerdo con lo pedido pero no
prometía resolver el problemasz.

La petición sobre los baldíos que estas Cortes dieron al
Rey, otra vez venía a subrayaz la importancia de los términos
públicos y baldíos para la ganadería del Reino, de la cual de-
pendía todo lo demás. A la vez, enfatizaba la debilidad eco-
nómica de los pueblos al perder los baldíos, ya que veían dis-
minuir las relaciones comerciales y los fondos destinados a
cubrir los tributos y derechos que correspondían a la Corona.
Por otra parte, señalaba que la Corona estaba perdiendo gran
pazte de lo que se sacaba en las ventas, en salarios de jueces,
oficiales y escribano, y demás oficiales encargados de llevar el
proceso. La petición lamentaba que aunque las Cortes habían
informado al Rey repetidamente de los daños producidos por
las ventas y de la necesidad de remediarlos, las ventas no sólo
no habían cesado, sino que al contrario se procedía a un ma-
yor número de ventas y con más jueces que nunca. Por últi-
mo, la petición concluía, que las ventas de derecho no debían
continuar, aunque no fuesen dañosas a todo el Reino, porque
muchos concejos poseían sus tierras con particulazes privile-
gios de los Reyes anteriorés.

La insistencia de estas peticioes parece que afectó a Feli-
pe II, pues movido por los azgumentos de las Cortes, respon-
dió que lo realizado hasta entonces había sido "por las gran-
des y precisas necesidades" presentadas; no obstante, prometía
que de ahora en adelante se frenarían las ventas, no se comi-
sionarían más jueces ni se prorrogarían los términos ya otor-
gadoss3.

Aunque no estaba expresamente declarado, esta respues-
ta daba a entender que el Rey aceptaba los argumentos de las
Cortes de que las ventas eran tan ilegales como dañosas para el
Reino; el monazca admitía que las ventas sólo eran un expe-
diente necesario en circunstancias extraordinarias. Por fin,
Felipe II había escuchado los argumentos de las Cor-
tes y había dado la palabra de cumplir con sus pedidos. Aquí,

^ Capítulo X en Actas, IX, 394 y s.
^ Capítulo XII en Actas, 396 y s.
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muy bien, podría haber terminado la historia de las Cortes y
la venta de las tierras baldías, si la real palabra hubiese sido
cumplida. Pero no fue así, las "grandes y forzosas necesidades"
causa del cdmienzo de las ventas surgen de nuevo, ahora, más
grandes y forzosas. La lucha contra la venta^ de los baldíos,
pues, tendrían que proseguirla Cortes venideras.

H. Las Cortes de 1588-1590

Las Cortes de 1588-1590 siguieron el ejemplo de las Cor-
tes anteriores al nombraz una comisión para trataz el asunto de
las tierras baldías. Esta vez la comisión estaba representada por
dos procuradores, uno de Córdoba, el otro de Avila^. Después
de reunirse con los letrados de las Cortes, la comisión sometió
un memorial para presentaz a Su Majestad; en este, aproba-
do el 18 de mazzo de 1589, se repetían las protestas de las
Cortes anteriores, y que nunca se había reunido la junta con
las Cortes y los ministros de Su Majestad. Por lo tanto, en un
tono humilde y suplicante pedía que se convocara la juntass.

El 13 de julio los comisionados informaron alas Cortes que
el Rey ŝabía entregado el memorial al presidente del Consejo
de Hacienda con la orden de informaz a las Cortes sobre el
asunto. El presidente, sin prestar aparente atención a lo con-
tradictorio de sus manifestaciones, declazó a los comisionados
que era favorable a limitar la actuación de los jueces de tierra
sólo en lo tocante a las ventas, por respetar la Ley de Toledo y
las restantes leyes referentes a la usurpación de tierras públi-
cas. Los comisionados informazon a las Cortes que ante esto
habían replicado de una manera consecuentesó.

Don Alonso de Fonseca (procurador de Toro) habló luego
declarando que el asunto de los baldíos era tan importante
para el bien común que las Cortes no debían tratar de otra

^ Los del comité eran: Pedro del Peso (Avila) y Pedro González
de Hozes (Córdoba). Sesión del 17 de mayo de 1588, Actas, X, 86.

^ Actas: X, 135, 480, 481.
^ Pero no detallaban cual era "esa manera apta". Actas XI, 20,

21. Ver también pp. 27-81 para el memorial que las Cortes mandaron al
monarca como reacción a la respuesta del Presidente.
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cosa hasta que se hubiese resuelto satisfactoriamente. Se acor-
dó llamar a los letrados para el día siguiente y, en este día, el
14 de julio de 1589, se discutieron las medidas que se podrían
tomar para suspender las ventasa^ y durante dos semanas, el
asunto fue °studiado por las Cortes, por la comisión de baldíos
y por los ietrados. De estas discusiones resultó un memorial,
aprobado el 29 de julio, que venía a ser una contestación li-
geramente irónica a la respuesta que dos semanas antes había
hecho el presidente del Consejo de Hacienda. El memorial re-
lataba al Rey las declaraciones del presidente relativas a las
ventas de baldíos hechas por los jueces de tierras en aplicación
de la Ley de Toledo y que, dado que esta Ley, se había formu-
lado a instancias de las Cortes, éstas querían que se ejecutara. Pe-
ro recordaba al Rey que el objetivo de la Ley de Toledo era
restituir a los concejos las tierras que se hallasen usurpadas por
particulares. Por lo tanto, continuaba el memorial, la venta de
tierras baldías era contraria al espíritu de esa ley; y se le pedía
al Rey que hiciera regresar a los jueces a las Cortes, para cesar
de una vez por siempre la venta de baldíos88. Pero este memo-
rial, al igual que los otros anteriores a él se atascó en el lento
aparato burocrático de la Corte. El 30 de agosto de 1589 las
Cortes votaroñ enviar una queja al presidente del Consejo de
Castilla, ya que muchas veces pasaban meses sin que las Cortes
recibiesen las respuestas a los memoriales mandados al Rey y
muchos de los asuntos (se mencionaban los baldíos en particu-
lar) eran tan importantes que merecían ser considerados con
urgencia. La queja daba a entender que si las respuestas no se
despachaban con más diligencia en el futuro, las Cortes toma-
rían unas medidas (sin especificar) para remediar la situación89.

El 27 de septiembre los procuradores de Soria, Toro y de
Toledo, presentaron de nuevo una queja por la tardanza de la
Corte en la materia de los baldíos. Así subrayaban que las ex-
causas de los jueces de tierras eran notorias, y la dificultad que
entrañaba que las gentes agraviadas recibiesen justicia, porque
cuando iban a presentar sus quejas y apelaciones a la Corte, se
les terminaba el dinero antes de ser oídos, viéndose obligados
a regresar a sus casas con las manos vacías. Se convino discu-

^ Actas, XI, 21 y s.
^ Actas, XI, 23, 27-31.
^ Actas, XI, 53-57.
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tir la cuestión de los baldíos el día siguiente para mandar ya
otro memorial al Rey^.

Durante la sesión del 14 de octubre, la comisión sobre bal-
díos leyó los memoriales destinados a Felipe II, y ambos fue-
ron aprobados. En el primero se recordaba al monarca que las
Cortes le habían suplicado muchas veces desde el año 1583
que se suspendieran las ventas porque estaban causando mu-
chos perjuicios. Denunciaba que las ventas habían continuado
a pesar de ello, siendo el daño al Reino mayor cada día, por lo
que suplicaba al Rey que resolviera el asunto con brevedad. El
segundo memorial proponía que, dado que los consejeros del
Rey no tenían tiempo para tratar con la materia de los baldíos
-ni siquiera para oír las querellas de las partes injustamente
agraviadas pór las ventas- Su Majestad reservara dos días de
cada semana para estos pleitos, fuera en el Consejo de Castilla,
en el Consejo de Hacienda o en las Audiencias. El memorial
pedía incluso que se ordenara una investigación a fin de reme-
diar los excesos de los jueces de tierras91

Transcurrieron cinco meses antes de que a las Cortes les
diesen respuesta de los dos memoriales. El 24 de marzo de 1590
la comisión sobre baldíos informó que el Rey había entregado
los memoriales al presidente del Consejo de Hacienda, el cual ha-
bía asegurado a los comisionados que se estaba cuidando de no
despachar más jueces para vender baldíos, y que aunque toda-
vía anduviesen dos o tres gestionando ventas en las provincias,
sólo estaban juntando obligaciones y pronto volverían a la Cor-
te. Sobre lo de las'visitas, el presidente se había expresado a fa-
vor de la idea, con la condición de que los gastos fueran paga-
dos por las Cortes en los casos en que no hubiesen culpados
para abonarlo. EI presidente, por otra parte, prometió consul-
tar con el Rey la cuestión de designar días especiales para los
pleitos sobre baldíos`n.

El de ŝastre de la Armada Invencible dio a las Cortes de
1588-1590 una oportunidad inesperada de presionar al Rey

^ Actas, XI, 105-07.
^ Actas, ?CI, 127-3G.
`n Actas, XI, 299.
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para que coñcediera lo que pedían respecto a las tierras bal-
días. La destrucción de la Armada no era sólo un desastre mi-
litar, sino también una catástrofe financiera, y Felipe II se vio
forzado a acudir a las Cortes para que aprobaran un servicio es-
pecial llamado el de los "millones" (porque se calculaba en
millones de ducados, en lugar de millones de maravedís como
los servicios anteriores) para salir de la precaria situación finan-
ciera. Las Cortes se aprovecharon de esta coyuntura favorable,
ante el estado de dependencia de la Cnrona, para conseguir una
condición para aprobar un nuevo servicio, la promesa de que
todos los jueces de tierras regresaran a la Corte inmediatamen-
te y que no se despacharan más jueces mientras se cobraba el
servicio (el período originál era de seis años)93.

Ante esta petición de las Cortes, respaldada por su fuerza
momentánea, el Rey ordenó que ya no se consignaren ni envia-
sen jueces, ni para vender tierras, ni para volver a medir las tie-
rras ya vendidas (acción que había ocasionado muchas irregu-
laridadea) y en el supuesto caso de encontrar alguna demasía
(más tierra en propiedad que la comprada legalmente) no se
volviese a vender, sino que se mantendrían como tierras pú-
blicas y concejiles`^.

Las Cortes, aparentemente, habían conseguido sus objeti-
vos: por fin el Rey había prometido que las ventas iban a ce-
sar. Sin embargo, las Cortes no aprovecharon al máximo la
oportunidad que se les presentó, pues el Rey estaba compro-
metido sólo por su promesa. Así las mismas necesidades finan-
cieras que obligaron a dar la promesa, también podían hacer
que no se cumpliera, ya que la posibilidad de vender más tie-
rras seguía aiendo`una fuente de recursos en potencia, muy
apetecible, para la Hacienda. Por otra parte, el monarca se ha-
bía reservado el derecho de enviar jueces para remedir las tie-
rras que se habían vendido sin medir debidamente, hecho que
permitía a los jueces de tierras seguir actuando, aunque con
otra orientación, y que los abusos continuaran.

^ El éxito obtenido por esta táctica estableció un precedente pa-
ra las Cortes posteriores que también insistirán en obtener las promesas
de prohibir las ventas a cambio de autorizar más subsidios de millones.
Ver Salomón, La campagne, p. 155; Merriman, The Rise of the Spa-
nish Empire, N, 446; Actas, XII, 142-44.

^ Capítulo XXXI en Actas, XI, 543 y s.
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I. Las Cortes de 1592-1598

Las Cortes de 1592-1598 determinazon pronto tratar de
preservar los adelantos ganados por las Cortes anteriores so-
bre la cuestión de la venta de los baldíos. El 26 de mayo de
1592 nombrazon dos delegados para ponerse en contacto con
el presidente del Consejo de Hacienda y con otros altos oficia-
les de la Corte, para asegurarsé de que no se estuviesen vendien-
do más tierras95. El 11 de julio, esos delegados informaron a las
Cortes que el Consejo de Hacienda había ordenado que los
jueces volviesen a la Corte, cosa que habían hecho algunos;
pero que a la vez, se estaban nombrando más jueces de tierras.
Ante estas noticias, las Cortes actuazon inmediatamente, nom-
brando una comisión de tres para hablaz con el presidente del
Consejo de Hacienda para tratar de impedir' que se despacha-
sen los nuevos jueces`^

Diez días más tarde, la comisión sobre baldíos presentó un
memorial, que fue aprobado, paza presentar al Rey. Este me-
morial recordaba al monarca que se había acordado la suspen-
sión de las ventas como condición a la aprobación por las Cor-
tes del servicio de los millones. Le informaba de que en el ín-
terin se habían vendido muchas tierras baldías por jueces
cuyas comisiones habían sido prorrogadas, así como por jue-
ces de tierras nuevamente nombrados; e incluso, más jueces de
tierras acababan de ser comisionados para remedir los baldíos
previamente vendidos, con el pretexto de que las anteriores
ventas y medidas habían ido en perjuicio de la Hacienda Real.

El memorial informaba al Rey que estos jueces, aunque
enviados ostensiblemente sólo para remedir tierras y paza des-
cubrir fraudes, en la práctica, no limitaban sus actuaciones
sólo a las remedidas, sino que también continuaban vendien-
do otras tierras. En consecuencia, el memorial reiteraba la
petición al Rey de que ordenaza no enviaz juez alguno, ni si-
quiera paza la remedida, y volver a los que todavía andaban en

^ Los delegados eran Gonzalo Manuel (Córdoba) y D. García
de Medrano (Soriá). Actas, XII, 63.

% El comité estaba compuesto por los procuradores de Córdoba y
Soria citados en la nota anterior, y también Juan de Vega, de Zamora,
^Actas, XII, 131 y s.
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comisión. Finalmente, el memorial proponía, que si era im-
prescindible remedir las tierras compradas por particulares,
esto se hiciera por los corregidores de cada distrito. y que la
demasía que se hallase, volviera a restituirse a los propios de
cada concejo, como era antes97. No parece ser que la Corte res-
pondiera directamente a este memorial; pero las Cortes no con-
tinuaron con la petición de momento, porque su atención fue
desviada a otras facetas del problema de la venta de baldíos.

A finales de agosto de 1592, las Cortes se enteraron de
que la Corte había determinado que, si bien no podía vender
las tierras baldías corrientes, todavía tenía el derecho de ven-
der las que estuviesen plantadas de viñas y árboles. Conocido
esto, el 31 de agosto, las Cortes nombraron un cuarto miembro
a la comisión sobre baldíos y el 2 de septiembre ordenaron
que la comisión se pusiera en contacto con el presidente del
Consejo de Hacienda para protestar por el nombramiento de
jueces de tierras, tanto para vender o remedir tierras baldías
como para vender árboles o viñas o sus frutos. La comisión de-
bía informar al presidente que si dejaba de dar suficientes ga-
rantías sobre el asunto, se presentaría directamente al Rey98.

El 15 de septiembre la comisión informó a las Cortes que
el presidente había prometido apoyarles en su petición. Ante
esto, las Cortes mandaron que la comisión volviera a hablar
con el presidente a fin de pedir que se juntaran los ministros
del Rey con los representantes de las Cortes y sus argumentos
pudieran presentarse^.

A1 día siguiente, la comisión informó que el presidente ha-
bía manifestado que se estaba respetando la voluntad de las
Cortes en lo relativo a los baldíos. No se nombrarían más jue-
ces de tierras, y aunque se había comisioriado recientemente a
dos, a uno de ellos se le había ordenado volver y al segundo se
le anuló la comisión. Las órdenes del Rey eran no enviar más
jueces y que se le. notificara cualquier violación de esta or-
denloo

`n Sesión del 21 de julio de 1592. Actas, XII, 142-44.
98 E1 nuevo miembro era D. Alonso de Fonseca, procurador de

Toro. Actas, 190-192. '
^ Actas, XII, 207 y s.

1^ Sesión del 16 de septiembre de 1592, Actas, XII, 216 y s.
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El 26 de septiembre se leyó ante las Cortes un billete del
presidente que venía a ratificar lo anteriormente expuesto; que
el Rey había ordenado que se cumpliese su promesa de no ven-
der más baldíoslol. Las Cortes mandaron que se sacaran co-
pias del billete para enviar a las ciudades y que los procurado-
res avisaran a sus respectivas ciudades de recoger noticias so-
bre cualquier intento de ventas de tierras o árboles, así como
de remedir tierraslo2

Las Cortes estuvieron, de momento, satisfechas con el
asunto de la venta de tierras, pero quedaba por resolver la cues-
tión de los árboles. A1 enterarse de que el Consejo de Hacienda
estaba proyectando enviar jueces para vender las encinas del
aprovechamiento común del Reino de Granada, las Cortes

mandaron unos representantes al presidente del Consejo de
Hacienda para pedirle una explicación y demandar que no se
enviasen los jueces hasta que el Rey escuchara los argumentos
de las Cortes sobre la materia. El presidente les replicó que

consideraba que la proyectada venta de encinas sería beneficio-

sa y no perjudicial para el bien común; propuso que las justifi-
casiones del Consejo de Hacienda en favor de las ventas fueran

oídas por las Cortes y prometió que si las Cortes no quedaban
satisfechas con las razones presentadas, las ventas serían can-
celadaslo3. Sin embargo, aunque resultó que las Cortes rechaza-

ron rotundamente los argumentos del Consejo de Hacienda

justificando las ventas, no lograron convencer ni al Consejo ni

al Rey de que las ventas de encinas no deberían de conti-

nuarl0a.
Hacia mediados de enero de 1593, las Cortes ya sabían

que Su Majestad estaba dispuesto a seguir con la venta de ár-
boles. La misma comunicación que les dió estas desagradables
noticias, también^ les aportó indicios de erosión de los adelan-
tos que se habían ganado en las Cortes anteriormente, sobre la
venta de tierras. Un memorial mandado recientemente al Rey,

l0i Sesión del 26 de septiembre de 1592, Actas, XII, 222.
1^ Sesiones del 16, 22 y 26 de septiembre de 1592, Actas, XII,

217, 220, 222.
1^ Sesiones del 22 y 23 de octubre de 1592, Actas, XIII, 234

y s^104 Sesión del 27 de octubre de 1592, Actas, XII, 239, 244 y 297-
300.
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había introducido de nuevo la cuestión de las actuaciones ile-
gales de los jueces despachados para remedir tierras; efectiva-
mente, las Cortes afirmaban que esos jueces estaban vendien-
do tierras nuevas, bajo el pretexto de remedir las previamente
vendidas. En ése memorial, las Cortes habían solicitado que ce-
saran los fraudes y se mandaza a los jueces volver, y que si la
Corona consideraba que la remedida era necesaria, su aplica-
ción se dejara a la justicia^local, para ahorraz los gastos de man-
dar oficiales de Madrid. La respuesta a este memorial era preo-
cupante; declaraba llanamente que no era necesario justificaz
más la remedida de las tierras ya vendidaslos.

Las Cortes no tardaron mucho en descubrir que su posi-
ción en la Corte en lo relativo a la venta de tierras había em-
peorado. Como tuvieron noticias de que el Consejo de Hacien-
da había enviado un receptor a Alcalá de Henazes para vender
vazias parcelas de tierras, incluso un ejido, las Cortes prepaza-
ron un memorial al Rey, informándole de la situación y pi-
diéndole que mandara que las ventas anticipadas en Alcalá se
suspendiesen, conforme a su política tradicional, confirmada
tantas veces, de respetar el derecho de los municipios a sus tér-
minos públiŝos. Este memorial fue entregado directamente
al Rey.

Pasados unos días, las Cortes conocieron que el receptor
en Alcalá ya tenía vendidas 250 fanegas de pastos no rotura-
dos a unas personas que pretendían de forma ilegal, haberlas
ocupado hacía tiempo. Estas nuevas noticias fueron enviadas al
secretario del Rey junto a una copia dél memorial anterior-
mente entregado, solicitando la anulación inmediata de las ven-
tas, antes de que los compradores pudieran romper las tie-
I.r.^1o6 Sin embargo, y como en otras ocasiones, no hay indi-
cios de que las protestas de las Cortes alterazan en nada este
proceso de ventas en Alcalá.

Durante el año 1594, las Cortes recibieron una avalancha
de denuncias de ventas de tierras baldías en varias partes de

1^ Sesión del 16 de enero de 1598: texto de un memorial de las
Cortes a Felipe II y las respuestas al mismo que hizo el secretario del
Rey, Juan Vázquez de Salazar. Actas, XII, 297-300.

1W Sesiones del 30 de marzo y el 8 de abril de 159J, Actas, XII,
388, 404, 405.
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Castilla. Las Cortes reaccionaron con una protesta ante el Con-
sejo de Hacienda, el cual siguió simulando que estaba coope-
rando con las Cortes paza tratar de suspender las ventas. Sin
embargo, estaba perfectamente clazo, que el Consejo de Ha-
cienda en realidad no sólo aprobaba las ventas, sino que él
mismo las planeaba; y su apazente apoyo a las Cortes, era sim-
plemente una falacialo^.

Ahora bien, las quejas de las Cortes sobre las ventas no
siempre fueron en vano y en varios casos las Cortes pudieron
conseguir que se suspendiesen o que se anulasen. Por ejemplo,
en abril de 1594, llegó a las Cortes la noticia de que se había
vendido un extenso monte baldío en la actual provincia de
Guadalajara. Las Cortes inmediatamente despachazon memo-
riales de queja a Felipe II, al presidente del Consejo de Castilla
y al Consejo de Hacienda, logrando que la venta fuera anula-
da y el juez de tierras implicado en ella retirado a Madrid. El
Consejo de Hacienda, ante todo esto, negó cualquier responsa-
bilidad por esa venta, y pretendía hacer creer que se había
efectuado sin su consentimientolos.

A mediados de 1590 era evidente que las ventas de baldíos
iban en aumento y que la Corte trataba de aplacaz a las Cortes
sólo con unas anulacionea simbólicas mientras las ventas se
multiplicaban en otras partes. El 18 de enero de 15961as Cor-
tes aprobaron un memorial paza Felipe II suplicándole que no
cambiara su política de impedir las ventas de tierras baldías; el
memorial recordaba al monazca que ias razones por las cua-
les se había avenido antes a suspender las ventas, en este mo-
mento, estaban aún más vigentesí09. Pero parece que no se pres-
tó ninguna atención al memorial.

El 18 de noviembre de 1596, las Cortes recibieron una pe-
tición de los vecinos de la ciudad de Granada, denunciando
que ciertos individuos (sin especificaz si eran oficiales de la
Corte o bien particulares deseosos de compraz tierras) habían

1^ Llegaron noticias de ventas de Ecija, Guadal^jara, Ronda, Cas-
tro del Río y Alcalá la Real. Sesiones del 7 de febrero, 27 de abril 5
y 20 de mayo, 21 de octubre y 19 de noviembre de 1594, Actas, XIII,
188, 240, 247, 254, 560, 879, 880.

1^ Sesiones del 27 de abril y 8 de mayo de 1594, Actas, XIII,
240, 247.

109 Actas, XIV, 444.
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convencido al Rey paza nombraz en la Audiencia de Granada
una sala de jueces y un fiscal paza conocer y tratar de los plei-
tos sobre la propiedad que estaban pendientes, y que la actua-
ción del doctor Santiago había causado. Estos pleitos se ha-
bían suspendido por las arbitrariedades de aquel juez. La pe-
tición suplicaba que las Cortes amparasen y defendiesen ante el

Rey de los graves inconvenientes y daños que sucederían al

Reino de Granada si se volvía a trataz de estas tierras. El 19
de noviembre, las Cortes nombrazon a dos procuradores para
que investigaran el asunto y dieran su parecer de lo que se de-
biera hacer sobre ellollo. No hay indicios en las Actas de qué
acción se tomó; pero los acontecimientos subsiguientes indican
que si algo se hizo, no afectó apreciablemente los proyectos de

vender tierras. El 11 de julio de 1597, las Cortes recibieron no-
ticias de que se vendían las tierras baldías de Tebar (Cuenca),

pero a pesar de que se adoptaron medidas de protesta contra
las ventas, los esfuerzos fueron en apariencia igualmente inú-
tiles 111.

Las siguientes noticias del asunto de las tierras baldías en
las Actas quedan en las memorias de la sesión del 8 de junio de
1598, cuando los procuradores de la ciudad de Granada mani-
festaron que don Luis de Padilla, Oidor de la Audiencia de
Granada, estaba vendiendo tierras en el Reino de Granada.
Atendiéndo a la súplica, de petición de ayuda, las Cortes pre-
pazaron un memorial sobre el asunto para presentar ante el
Rey o ante el Príncipe (ya que en el momento el Rey se encon-
traba muy enfermo)112. Este memorial, aprobado el 13 de ju-
nio, además de reiterar los argumentos de memoriales anterio-
res, subrayaba la importancia de los montes baldíos del Reino
de Granada para la provisión de las Fuerzas Armadas -un argu-
mento calculado paza tocaz el corazón del monazca-. Las Cor-
tes sugerían que se siguiera el precedente establecido cuando se
había suspendido la comisión de Junco de Posada (también
Oidor de Audiencia que vendía tierras baldías) paza mandaz

110 Nombraron a Antonio de Talavera (Jaén) y a Juan de Suárez
(Cuenca). Sesiones del 18 y 19 de noviembre de 1596, Actas, XV,
261-63.

111 Actas, XV, 519.
112 Actas, XV, 629, 630.
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que el corregidor de Málaga procediese contra los usurpadore:
de las tierras baldíasii3. En las Actas no hay respuesta directa
a este memorial. Pero se hizo una respuesta indirecta: la venta
de tierras en el Reino de Granada continuaba, como antes.

Felipe II murió el 13 de septiembre de 1598, dejándole a
su sucesor la tarea de decidir la suerte de los baldíos que resta-
ban en el Reino, pues no todos se habían vendido. Sin embar-
go, las Cortes pensaban que las ventas efectuadas durante el
reinado del rey difunto, ya habían tenido un impacto tremen-
do en la economía nacional. El 23 de noviembre de 1598, las
Cortes aprobazon un extenso memorial paza el nuevo Rey, Fe-
lipe III, ofreciéndole consejos paza la restauración de la agritul-
tura y ganadería en Castilla. Paza este memorial una gran parte
de las crisis de estos sectores radicaba en la venta de los bal-
díos. Decía en pazte:

"Ya que por se haber vendido los baldíos no se puede
restaurar bien la labranza, convendrá que en ninguna
manera se vendan más, y que en aprovechamiento de
los que han quedado se ordene como no ses embeban
en sí todos los ricos, y como los pobres gocen de él,
porque si no cría, el labrador no puede labraz, y para
esto se quiten todos los achaques que lo impiden y se
vean los beneficios que puede haber, como lo ha supli-
cado el Reynó antes de agora en estas Cortes"ila.

J. La importancia de la resistencia de las Cortes .

Es difícil evaluar la influencia de las Cortes en las deci-
siones de Felipe II y sus ministros sobre las ventas de tierras
baldías. Está muy claro, y así lo hemos ido viendo durante este
apaztado, que en muchos casos la Corte no prestaba atención a
las súplicas e impertinencias de las Cortes y que las promesas
que hacía las rompía con gran facilidad.

No obstante, es innegable que la oposición de las Cortes
determinó, aunque no fuere el factor principal, el rumbo pos-

lls Actas, XV, 632-36.
114 Actas, XV, 748-65. La cita es de p. 759.
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terior de las ventas de baldíos. Si bien no lograron pararlas to-
talmente, este órgano representativo actuó siempre como un
freno paza las ventas y matizaron su alcance; no hay que olvi-
dar que las Cortes eran el único cuerpo en Castilla que podía
pretender representaz toda la comunidad castellana y a pesar
de las deficiencias en este sentido, muchas veces mostraban un
interés elogiable por el bienestaz de la población general.

Las Cortes sabían presentaz ante la Corte razones convin-
centes para la suspensión general de la venta de baldíos. Actua-
ron con el fin de empujar a la Real Conciencia a comprender
las graves consecuencias de las ventas, y lograzon que el Rey ad-
mitiera que éstas eran perjudiciales, y que sólo se hacían paza
paliar en parte la grave crisis financiera del Estado.

Aunque las Cortes poseían sólo una limitada posibilidad
de forzar al monazca, en 1590 supieron utilizaz su poder para
negarse a aprobar un servicio especial e impelir al Rey la pro-
mesa que las ventas se suspenderían. Es obvio que el Rey no la
mantuvo, pero sí en cambio, se vio obligado aún mucho tiem,
po después, a simulaz que se oponía a ellas.

Así, durante la década de 1580 -el período más activo de
las ventas, cuando la Corte pazecía no prestar la menor aten-
ción a las quejas de las Cortes-, unas cartas de venta garanti-
zaban la validez legal de las mismas, al contener la renuncia ex-
presa de los capítulos de las Cortes, dando un tácito consenti-
miento a la acción de la Corona sobre los baldíoslls. Esto es
una prueba evidente de que la autoridad de las Cortes no fue
descuidada en ningún momento.

115 Por ejemplo, los formularios impresos de las cartas de venta
que usaba el juez Pedro Hernández. Un ejemplo es la Venta que éste
otorgó a Domingo Calzada, 26 de abril de 1587, AGS, CB., 7a Ser.,
3256.
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Capítulo sexto

Irregularidades y fraude





El programa de venta de las tierras baldías no se vio
perturbado sólo por la resistencia de los sectores estudiados en
el capítulo anterior, sino también por las irregularidades y
prácticas fraudulentas que llevazon a cabo desde el principio
los oficiales de comisiones de una parte, los compradores de
otra; e incluso la Corona misma. Todo ello redundó en contra
^de la aceptación del programa de ventas, disminuyendo su po-
pularidad y eficacia. ^

1. EXCESOS DE OFICIALES DE LA COI^IISION

La principal y más frecuente acusación contra los oficia-
les de comisión era que se habían excedido en sus instruccio-
nes. La Corte recibió numerosas quejas de que los jueces de
tierras estaban vendiendo baldíos no comprendidos en su ju-
risdicción, o que estaban usando prácticas no autorizadas
-prácticas que, aunque no fueran fraudulentas, eran injustas
paza los compradores o paza las comuiiidades implicadas-.

No obstante, muchas de estas quejas eran mezquinas y
sin contenido. En este sentido, los jueces avisazon en ocasio-
nes a la Corte de que recibirían quejas sobre sus actuaciones
enviadas por poseedores agraviados, o simplemente por perso-
nas que no estaban dispuestas a aceptar la vental. Pero nor-
malmente cuando llegaban quejas sobre los supuestos excesos
de un juez de tierras, el Consejo de Hacienda solía ordenar

1 Se conservan muchas cartas de estas en el AGS, CJH, especial-
mente en legajo 157 mod. (229 ant.).

209



que el encartado enviara un informe especial para justificar
sus actuaciones en vista de los cargos contra é12.

El sistema pues, beneficiaba claramente la actuación de
los jueces de tierras, pues éstos eran representantes del Consejo
de Hacienda, y el Consejo era el tribunal que juzgaba la con-
ducta de los jueces.

Además, los mismos jueces implicados eran los que da-
ban informes sobre su "propia mala conducta"; esta flagrante
parcialidad nb pasaba desapercibida para algunos denuncian-
tes que, como en el caso de la ciudad de Soria en 1585, denun-
ciaban al juez Pedro Díaz de Castañeda por vender tierras no
comprendidas en su comisión y pedían abrir una investigación,
pero asignada a un agente imparcial de la Corona, "porque si
se sometiese al dicho juez nunca conseguiría su justicia, por-
que (los jueces de tierras) nunca informan contra su propio
hecho... "3.

De esta forma y a pesar del proceder interesado de los jue-
ces de tierras en su aŝtividad, hubo muchos casos en los que
el Cónsejo de Hacienda se vio obligado a ordenar a los oficia-
les que se ciñeran únicamente a las instrucciones de su co-
misión.

A. Ventas Inautorizadas

Una de las más frecuentes querellas contra los jueces de
tierras era la de vender tierras que no debían según su comi-
sión, generalmente que estaban vendiendo pastos o tierras no
roturadas, cuando debían vender sólo tierras roturadas. Por

^ Las cartas de reclamación llevan anotaciones (generalmente en
el reverso) del Consejo de Hacienda, indicando la medida que se debía
tomaz. En la mayoría de los casos queda reflejado "que informe el
juez". Veanse todos los le jos que hemos citado en AGS, CJH, espe-
cialmente lega,jo 150 mod. ^215 ant.).

3 En el caso citado, aunque la ciudad se había ófrecido a pagar
los gastos del propuesto investigador, el Consejo de Hacienda no acep-
tó a desviarse de su política acostumbrada: mandó al juez enviar un in-
forme, y que guazdase las instrucciones que recibiera. Ver una carta a
la Corona de la ciudad de Soria (sin fechaz, pero al pazecer es de 1585),
AGS, CJH, 154 mod. (223 ant.).
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ejemplo, los lugazes de Prinieblas y de Almajano (los dos en
Soria), se quejazon de que el juez Pedro Díaz de Castañeda hu-
biese vendido sus dehesas boyales4. La ciudad de Arcos de la
Frontera (Cádiz) escribió que Nicolás de Chávez había trata-
do de vender no sólo los baldíos roturados, como autorizaba
su comisión, sino también las tierras de viñas, huertas y oliva-
res, heredadas o compradas con justos títulos y no usurpadas
de lo públicos. También la ciudad de Medina del Campo (Va-
lladolid) se querelló contra Alonso Ortiz, porque estaba ven-
diendo cañadas de la Mesta en su tierraó.

Algunas de eŝ tas quejas si que fueron atendidas, y logra-
ron conseguir justicia^. Pero está muy claro que la combina-
ción de amplias facultades como: los amplios poderes discre-
cionales del juez de tierras, su poderosa influencia en el Conse-
jo de Hacienda, y la propia tendencia de la Corte a aceptar las
ventas ilegales, dada su contribución a los ingresos de la Coro-
na, hacían casi imposible que se revocaza una venta, aunque su
realización contraviniera clazamente la legislación vigente al
usos.

B. Excesos de Procedimiento

Otro tipo de exceso cometido por los oficiales de comi-
sión era el uso y abuso inmoderado de su poder durante la
averiguación y venta de los baldíos. Los jueces de tierras en
ocasiones usaban de su poder paza encarcelaz de manera ar-
bitraria, y así obligar a los habitantes del lugar a cumplir con su

4 Consúltese una carta a la Corona de Juan Morales, en nombre
de los lugazes de Prinieblas y Alm^jano ( sin fechaz, pero aparentemente
de 1585), AGS, CtiJH, 155 mod. (225 ant.). r.

5 Véase una carta a la Corona de ^Arcos de la^rontera ( sin fe-
char, pero aparentemente de 1587), AGS, C^JH, 162 mod. ( 289 ant.).

6 Véase una carta de la Corona a Ortiz 25(1) de mayo de i585,
AGS^CtJH, 157 mod. (239 ant.)..

Osuna (Sevilla) por ejemplo protestó ante la Corte cuando el
Dr. Becerra vendió sus pastos comunes, de resultas de esto, fúe despa-
chado un investigador especial a Osuna, para anular las ventas realiza-
das ilegalmente. Vease la Venta que el Lic. Pedro Román hizo a Hernan-
do de San Juan, 14 de abril de 1589, AGS, CG, 867.

s Véase Capítulo II, Sección N-A y B.

211



voluntad. Como ejemplo, conocemos el caso del juez Diego
López que encerró a los regidores de la villa de Carmona (Se-
villa) en la sala del ayuntamiento, donde permanecieron pre-
sos hasta que dejasen un censo que poseían sobre ciertas tie-
rras9. Otro juez de tierras se enfadó con los regidores de la
villa de Hornachuelos (Córdoba) porque se habían querellado
por su proceder ante la Corte, y como represalia encarceló a
uno de ellos, y lo habría hecho con todos, de no haberse fuga-
do10. En ambos casos la Corte ordenó la libertad de los presos,
pero es indudable que debieron de estar varias semanas ence-
rrados, por lo menos, debido a la dilatación de comunicaciones
en aquella época entre Andalucía y Madrid. Y es del todo pun-
to probable que está táctica tuviera un éxito garantizado en
muchos casos no conocidos.

Otro tipo de exceso de los jueces era fomentar o animar a
dar prometidos muy altos11, y obligar a los compradores a
adquirir más tierra de la que deseabanl2.

Generalmente se culpaba a los jueces de los excesos de una
comisión, pero también podían estar implicados los otros ofi-
ciales; baste recordar los métodos empleados por un determi-
nado fiscal como ya vimos en un capítulo anterior13. En este
sentido, conocemos varias quejas contra fiscales y escribanos
que por sus actuaciones arrogantes y arbitrarias, se granjearon
el desprecio de los habitantes localesla.

9 Véase una carta a la Corona del Concejo de Carmona (sin fecha
peTO aparentemente de 1584), AGS, CJH, 150 mod 5215 ant.).

10 Ver una carta a la Corona de Cristóbal Perez, en nombre del
Concejo de Hornachuelos (sin fecha, pero parece que es de 1584),
AGSiCJH, 150 mod. (216 ant.).

Ver Capítulo III, sección II-C-2.
12 Por ejemplo, consúltese la Transacción tomada con Martín

García, Domingo de la Peña, y Pedro Sarabia, 11 de octubre de 1599,
AGS, CR, 7a Ser., 3261.

13 Véase Capítulo III, sección I-C:
14 La queja más común contra los oficiales era la falta de corte-

sía j^ el crear deliberadamente dificultades administrativas que dificul-
taran las ventas con el único propósito de molestar a la gente. Ver una
carta a la Corona de los h^jos menores de Diego Raspeño (ain fecha, pe-
ro aparentemente de 1577), AGS, CG, 3253; un grupo de papeles bajo
el nombre de Rodri o de Suárez, en nombre de la ciudad de Loja (va-
rias fechas en 1598^, AGS, CJH, 271 mod. (380 ant.); una carta a la
Corona de Hernando Ruiz, regidor de Brihuega (sin fechar, pero aparen-
temente de 1585), AGS, çJH, 155 mod. (225 ant.).
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Era muy razo que la ^Corte procediera contra aquellos
oficiales culpados de excesos. Normalmente se limitaba a re-
cordarles que debían moderaz su comportamiento, cuando en
muchos casos ya. habían excitado a los vecinos de la comazca al
punto que era imposible realizar su misión con effcacia. Sólo
se constata un caso, el del Dr. Santiago, en que sus excesos fue-
ron tan flagantes y graves que tuvo que ser despedidols.

2. FRAUDE: LOS OFICIALES DE LA COMISION

Una cosa era que los oficiales de comisión cometiesen ex-
cesos por falta de juicio, exceso de celo, o por irritación pro-
ducida por la sobrecazga de trabajo; pero otra cosa era que de-
fraudasen deliberadamente a la Real Hacienda en su propio
beneficio, o en el de sus amigos y parientes. Si bien, parece
ser que la norma fue el desempeño de su funcióri con honesti-
dad; existen algunos casos en los que la tentación de trataz des-
de una posición privilegiada con tantos bienes y dinero, les re-
sultó demasiado grande.

La mejor información que tenía la Corte sobre tales irre-
gularidades de los óficiales de comisión, provenía frecuente-
mente (o así pazece) de individuos que, ante un intento de
compraz tierras se habían visto afectados por alguná acción
fraudulenta1ó, en otras ocasiones, menos frecuentes, la infor-
mación partía de ún oficial contra otrol^.

Si el alcance y las circunstancias del fraude en apariencia

15 Ver Capítulo II, Sección III.
16 por ejemplo, un grupo de vecinos de Castro del Río (Córdoba)

denunciaron a Antonio López de Obregón y a Juan Alonso de Herre-
ra diciendo que estos jueces habían defraudado la Hacienda porque ven-
dieron tierras sin admitir pujas. Consúltese la comisión al Lic. Bartolo-
mé Martínez (1598), AGS, DGT-24, 1486.

17 El escribano de la comisión de Esteban de Gamarra, por ejem-
plo, denunció al juez ante el Consejo de Hacienda, informando a este
cuerpo de las actuaciones fraudulentas de su superior. Ver los Apunta-
mientos contra Esteban de Gamarra sin fecha, pero aparentemente de
1585), AGS, CtJH, 156 mod (228 ant. .
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eran mínimos, se ordenaba simplemente al culpado, justificaz
aus actuaciones ante el Consejo de Hacienda, y cualquier irre-
gularidad hallada, normalmente se rectificaba mediante la anu-
lación de la venta implicada en el fraude, y su sustitución por
otra presupuestamente más justa18. Pero si aparentemente el
fraude era de importancia, afectando a muchas ventas, el Con-
sejo de Hacienda ordenazía un investigación especial sobre el
asunto.

En este sentido, conocemos pruebas concretas de sólo cua-
tro de estas averiguaciones sobre la conducta de jueces de tie-
rra19, si bien, es muy probable que existiese, por lo menos, otra
más20. A través de eatos documentos sabemos del mecanismó
normal de dichas averiguaciones que se iniciaba con la desig-
nación de un nuevo juez de tierras21, supuestamente limpio
de acusaciones por su conducta, paza, luego, enviazle al lugar
del hipotético fraude para examinar los documentos de la co-
misión y oir las declaraciones de testigos. Estas averigua-
nes : no eran una mera formalidad, pues eran conducidas ca-

18 Carta a la Corona del lugar de Noviercas (Soria) (sin fechar,
pero aparentemente es de 1584), AGS, C^JH, 150 mod. (215 ant.); Co-
misión de Andrés de Ribera, 23 de abril de 1592, AGS, DGT-24, 1496.

19 Hubo inveatigaciones sobre la conducta de loa aiguientes jue-
ces de tierras: Eateban dé Gamárra (en 1585, aobre sus ventas en la
rov. de Murcia); Enríquez de Montalvo y Juan Alonao de Hernra

^en 1585, tocante a sus ventas en la prov, de Córdoba); el Lic. Veláz-
quez (en 1585, sobre sus ventas en la prov. de Ciudad Real); y Gutie-
rre Catalán (en 1591, tocante a aus ventas en la prov. de Palencia ) . Ver
respectivamente:^ lbs Apuntamientos citados en nota 17; un Informe
que hizo Diego de Soto Silíceo, 15 de mayo de 1585; un informe a Ndo
Chumacero de Sotomayor, del Consejo de Cámaza de Su Majestad, del
Dr. Sánchez Méndez, 25 de agosto de 1585; todos en AGS, CJH, 156
mod. (228 ant.); y Cédula al Dr. Gracián Falconi, 28 de abril de 1591,
AG ^CG, 366.

Se da a entender que hubo una investigación de las actuacio-
nea del Lic. Orozco en: "Testimonio de como el corregidor de Za-
mora hizo diligencias para prender al Lic. C7ozco, 7 de septiembre de
15821', AGS, CtJH, 150 mod. (216 ant.^.

Hemos viato una sola excepcion a esta regla: en 1589 se nom-
bró al Dr. Leivana (teniente del corngidor de Madrid) para investigar
los cargoa contra el escribano de la comisión de Andréa del Mármol
(tocante a ventas en la prov. de Guadalajara). Ver un memórial a la
Corona aparentemente preparado por el Consejo de Hacienda, 20 de
abril de 1589, AGS, CJH, 173 mod. (257 ant.).
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balmente y con relativa impazcialidad, por lo que, normalmen-
te, acababan por descubrir lo sucedido22. Paza esta investiga-
ción, en ocasiones eran requeridos los jueces inculpados23, pero
no siempre estaban dispuestos a cooperaz^.

Paza ilustraz mejor los tipos de ofensas cometidas por los
jueces de tierras errantes, enumeramos a continuación los cazgos
formalmente hechos por la comisión enviada paza investigaz la
conducta del Lic. Velázquez de Escobaz, que vendía tierras en
la provincia de Ciudad Real en 1585:
1. El acusado se había negado a ver los títulos que los posee-
dores tenían de sus tierras y causó un gran enojo al advertir-
les que no merecía la pena presentar más o menos pruebas
ya que el Rey había dicho "Daca las tierras", por lo que las
tomaría de una u otra forma.
2. Vendió unas tierras a ciertos amigos, aunque por debajo
de su auténtico valor, sin medirlas y dando como buena cual-
quier puja de aquellos, en perjuicio de la Real Hacienda.
3. En Moratalaz el mayor ponedor sobre unas 4U0 fanegas de
tierras había pujado 11 reales por fanega, pero los poseedores
de estas tierras (que no fueron los mayores ponedores) solici-
taron al juez que les vendiera las tierras a ellos. Ante la peti-
ción, el juez les aconsejó que pagaran al mayor ponedor pa-
ra que retirara su postura, hecho lo cual, el Lic. Velázquez
les vendió las tierras por 2, 3 y 4 reales por fanega, repartién-
dose el dinero del soborno con el ponedor retirado.
4. Vendió cierta huerta a una amiga25, por una fracción de su
verdadero valor, y se negó a aceptar otras pujas más altas.
5. Vendió tierras por una fracción de su valor, y sin medirlas,
a una persona que le había prestado dinero.

^ Ver los documentos citados en nota 19.
^ Véase la nota 17.
^ Cuando Diego de Soto Silíceo investigaba la conducta del juez

Enríquez de Montalvo, trató de obtener la cooperación del acusado.
Pero éste se negó a ayudarle, y amenazó a los subordinados del inves-
tigador, diciéndoles qúe les echaría por la ventana si entraban en su
casa. Véase un informe de Soto de Silíceo, 15 de mayo de 1585, AGS,
CJH^156 mod (228 ant.).

Esta amiga era cristiana nueva. Se nos ocurre que esta informa-
ción sobre ella se incluyó para causaz a la Corte la impresión de que era
una persona sin escrúpulos.
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6. En muchos casos no accedió a vender tierras sin posturas
acompañadas de prometidos2ó, rumoreándose que el juez se
quedaba con los prometidos de los ganadores en la puja.
7. Permitió el caso de un individuo que poseía más de seis
mil fanegas de tierras,obviamente baldfas, porque éste había
sido testigo de abono del juez.
8. Ciertas personas poderosas de la villa de Malagón manda-
ron dinero al juez, y el alcaide le regaló una cantidad de trigo
y cebada, patentemente entendidos como sobornos, para que
el juez no fuera a vender tierras en dicha localidad, de tal
manera que el Lic. Velázquez ni siquiera entró en la villa de
Malagón.
9. En Carrión, confiscó unas 1.560 fanegas de tierras a los
poseedores que aspiraban a la compra y las vendió a un tal Pe-
dro Naranjo, que había dado manutención gratis al juez y a
sus sirvientes.
10. El juez aceptó un soborno en la forma de una generosa
cantidad de membrillos27 entregados por un cura, a su vez,
hermano de una mujer que quería comprar tierras, que recibió
éstas del juez, a un precio extraordinariamente bajo.
11. En el séquito del juez había un grupo de cinco hombres28
que hacían posturas con prometidos, sobre grandes cantidades
de tierras, comentándose que una parte de estas tierras eran pa-
ra el Lic. Velázquez. Igualmente, se decía, que el juez había
manifestado ser el dueño de dos o tres mil fanegas de tierra en
Moratalaz.
12. Pidió la mano de una señorita de la comarca y prometió
no vender las tierras de la. familia de la novia a pesar de que és-
tas eran usurpadas a los baldíos.

Además de esto y por si fuera poco, hubo otros cargos de
menor gravedad29, contra el Lic. Velázquez, contribuyendo
aún más a la impresión general de que no era persona digna

^ Ver Capítulo III, sección II-C-2.
27 Eran doce arrobas (unos 198 kilos) .
^ En el documento, uno es identificado como madrileño, y los

otros cuatro, como cristianos nuevos.
^ Se le acusa de andar con prostitutas, de jugar a los naipes a to-

das horas del día y noche, y de dedicarse tanto a sus disipaciones que
descuidaba el negocio de su comisión.
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de su oficio30. Debemos señalaz que el Lic. Velázquez era el
descarado azquetipo del juez picazón, y que otros jueces eran
mucho más discretos y moderados en sus tratos, limitándose
a ayudar a amigos para que comprasen sus tierras a precios
muy bajos31

Los oficiales subordinados de la comisión también en oca-
siones estaban implicados en el fraude. Debió ser difícil, más
bien imposible, que un miembro de la comisión aceptase so-
borno, diera favoritismos, u otras prácticas irregulares sin que
lo supieran los demás miembros de la comisión. En el negocio
de vender tierras, la realación entre el juez y el escribano -los
dos oficiales imprescindibles .de una comisión- era particular-
mente estrecha, y uno casi necesariamente tenía que s'aber lo
que hacía el otro. La dificultad de ocultar las actuaciones
fraudulentas debió, pues, impedir, en la mayoría de los casos,
cualquier oficial que hiciese hurto, se arriesgaba a ser denun-
ciado por los otros oficiales de la comisión. Por ejemplo, hay
un caso de un escribano que al no querer tomar parte del frau-
de, denunció a su juez32, y en otro hecho un juez demandó a
su escribano al descubrirle en hurto33.

^ Hemos tomado el .catálogo de acusaciones contra Velázquez de
un informe de Gaspar Suárez, escribano de la comisión del Dr. Sánchez
Méndéz para investigaz los excesos del acusado, 30 de junio de 1585,
AG 3,1CJH, 156 mod. (228 ant.).

Por ejemplo, Alonso López de Obregón y Juan Alonso de He-
rrera fueron acusados de vender tierras a sus amigos a precios bajos,
rechazando pujas más altas y dejando que los amigos declarasen y paga-
sen sólo una fracción de las tierras que poseían. Ver un informe de
Diego de Soto Siliceo, 15 de mayo de 1585, AGS, CtJH, 156 mod.
(228 ant.). Comisión a Francisco González Valbellido para notificar a
los vecinos de Castro del Río, 21 de septiembre de 1596, AGS, CG, 368

^ El escribano Diego de Cea se negó a participaz en los fraudes
de Esteban de Gamarra. Ante esto, el juez buscó los servicios de otros
escribanos cuando guería realizaz actuaciones ilegales. El escribano aca-
bó denunciando esto ante el Consejo de Hacienda. Ver los Apuntamien-
tos contra Esteban de Gamarra (sin fecha, pero aparentemente de
1585^, AGS, C^JH, 156 mod. (228 ant.).

El ^juez Andrés del Mármol denunció a su escribano al enterar-
se de que este andaba dando cartas de venta sin la firma del juez (por
consecuencia sin validez) y guazdándose el dinero. Ver un memorial
a la Corona sobre la comisión de Mármol, 20 de abril de 1589, AGS,
CtiJH, 173 mod. (257 ant.).
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Desde el punto de vista de los oficiales pícazos, la solu-
ción evidente para evitaz las posibles denuncias, era hacer el
hurto en cooperación con los otros oficiales de la comisión.
Así hubo varios ejemplos de jueces y escribanos que conspi-
raban entre los dos para defraudar a la Real Hacienda y a los
compradores de tierra, pero también esto tenía sus desventa-
jas. Así por ejemplo, el citado Lic. Velázquez no sólo cometía
fraudes personalmente, sino en cooperación con su escribano.
Pero riñeron, posiblemente sobre la repaztición de las ganan-
cias, y ante la amenaza de denunciar a su superior ante el Con-
sejo de Hacienda, el juez le encazceló por insubordinación sin
embargo, la denuncia se llevó a cabo^.

El fraude más común que podían hacer los escribanos era
la falsificación del precio de venta, ponían en la carta de venta
o en la de pago, una cifra más baja que la acordada, e ingresa-
ban el resto en su propia bolsa. Pero también aceptaban sobor-
nos, cobraban multas y derechos no autorizados.

No hemos visto en ningún caso, indicios de fraude de un
fiscal, incluso el fiscal de la comisión corrupta del Lic. Veláz-
quez fue exonerado por la comisión investigadora3s

Por desgracia, no conocemos información abundante so-
bre el castigo que se imponía a los oficiales de comisión ha-
llados culpables de fraude. Un escribano declazado culpable
de defraudar a la Real Hacienda en 1589, fue condenado a
200 azotes, diez años, de galeras, la pérdida perpetua de su
oficio y la confiscación de todos sus bienes; pero la sentencia
fue apelada, y cabe la posibilidad que se redujera porque era
durísima3ó. Los jueces de tierras hallados en fraude no se les

^ La evidencia no está clara sobre este punto, pero es muy pro-
bable que fue el escribano de Velázquez quién denunció los fraudes de
la comisión. Verse el documento citado en nota 19.

35 Consúltese el documento citado en nota 29 y un Informe del
Dr. Sánchez Méndez, 25 de agosto de 1585, AGS, CtJH, 156 mod (228
ant. ).

36 Véase un memorial, aparentemente preparado por el Consejo
de Hacienda, sobre la comisión de Andrés del Mármol, 20 de abril
de 1589, AGS, CJH, 173 mod. (257 ant.).
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daban otras comisionés, y hay indicios que hacen suponer que
eran encazcelados para expiar su delito37.

A pesaz de todo, no parece que el fraude de los oficiales
de comisión fuese un gran problema paza el Consejo de Ha-
cienda. Hubo casos aislados de hurto pero de los ochenta y
tantos jueces de tierras implicados en la venta de baldíos du-
rante las cuatro décadas del reinado de Felipe II, parece que
sólo cinco fueron acusados de fraude. Sus actuaciones repre-
sentaban sólo una mínima fracción del programa total de ven-
tas, y en todo caso, se suspendieron sus actividades en el mo-
mento que la Corte se enteraba de su mala conducta.

3. FRAUDE: LOS COMPRADORES

Muchísimo más generalizadas y difíciles de descubrir y
rectificar, eran laŝ actuaciones fraudulentas de individuos com-
pradores de tierras, que proyectaban estafar a la Real Hacien-
da lo que en justicia debía recibir según los términos del pro-
grama de ventas. Ya hemos indicado que los compradores, en
ciertos casos, pactaban con los oficiales de la comisión paza
defraudar a la Hacienda. Pero esta acción es minimizada al
compazazla con los muy frecuentes engaños por iniciativa pro-
pia, de los compradores, sin el conocimiento del juez y sus ayu-
dantes oficiales. Estos, se producían tanto antes como después
de la formalización de la carta de venta.

En un capítulo anterior, señalamos cómo, en un princi-

37 En 1584 el corregidor de Zamora recibió instrucciones de ir
inmediatamente a notificaz al Lic. Orozco la anulación de su comisión
y el cese de sus actividades, igualmente debía prenderle y enviarle pre-
so a la cárcel rela de Madrid, a menos que pudiera daz fianza suficien-
te que garantizaría su presencia voluntaria en dicha cárcel en un plazo
de dos semanas. Sin embargo, el corregidor no halló a Orozco, pues el
juez se había fugado con todo su dinero (y también, tal vez, con el de
la comisión). Por desgr•ai:ia eso es todo lo que sabemos del caso, igno-
ramos cuál era el crimen del juez, ni la suerte que corrió después de la
fuga. Ver el testimonio del corregidor, 7 de septiembre de 1584, AGS,
CjH, 150 mod. (216 ant.).
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pio, los compradores solían engañar a los jueces de tierras re-
gistrando sólo una parte de las tierras baldías que tenían, ha-
ciendo creer que poseían menos de lo que realmente era su
propiedad38. Las mejoras del procedimiento y de la averigua-
ción redujeran mucho las posibilidades de este tipo de fraude,
pero continuó siendo siempre uri problema39

Una razón que posibilitaba a los compradores ocultar la
auténtica dimensión de sus baldíos (o aún otros baldíos),
era que los oficiales de venta al ser forasteros no conocían los
caminos, las marcas y los habitantes de la localidad40. Este
desconocimiento de las condiciones locales, también hacía
posible que los compradores, en algunas regiones, diesen una
relación engañosa del carácter de la tierra. En muchos lugares
donde sólo se vendían las tierras roturadas, los vecinos se apre-
suraron a romper los pastos baldíos para poder así argiiir su
cultivo desde antaño41. Destaca el caso de Alcalá la Real (Jaén)
donde dos individuos lograron comprar unas tierras que te-
nían arrendadas, de la ciudad de Alcalá, después de argu-
mentar ante unos jueces que andaban en otros lugares lejanos,
que las tierras que poseían eran baldíos sin dueño42.

Otro problema al que se debían enfrentar los jueces de
tierras, aunque aparentemente no fue muy frecuente, era cons-
piraciones de los vecinos para engañarlos. Por ejemplo, el juez
Junco de Posada descubrió que dos vecinos de Antequera (Má-

^ Ver Capítulo II, Sección III y Ca^ítulo V, Sección I.
39 Un tal Diego Raspeño casi ló 0 ocultaz una parte de los bal-

díos que poseía^en Belinchón (Cuenca^hacia el año 1575. Pero el juez
Garci Páez de Sotomayor descubrió la trampa antes de ñrmazse la caz-
ta de venta y la obligación, forzando a Raspeño a firmaz un nuevo con-
trato por.la cantidád de tierra que realmente tenía. Ver una carta a la
Corona de los hijos menores de Diego Raspeño (sin fechaz, pero apazen-
temente de 1577), AGS, CG, 3253.

^ La Corte sabía eso muy bien. Ver la Comisión a Francisco Gon-
zález Valbellido para averiguaz fraudes en Osuna, 21 de abril de 1598,
AG 41CG, 368.

Eso ocurrió, por ejemplo, en Arcos de la Frontera (Cádiz).
Ver un grupo de papeles bajo el nombre de Juan de Salinas en nombre
del Duque de Arcos, y bajo el nombre de Cristóbal Pérez, en nombre
de la ciudad de Arcos (varias fechas en 1587), AGS, CJH, 162 mod.
(239 ant.).

42 Consúltese un memorial a la Corona, aprobado en las Cortes el
10 de noviembre de 1594, Actas, XIII, 379 y s.
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laga) habían "hablado" con los tasadores de su tierra para que
les fijasen un precio bajoa3

Pero la práctica o engaño que con más frecuencia utili-
zaban los compradores, consistía en comprar las tierras baldías
que estaban ocupando y ensancharlas después de la partida del
juez, usurpando gradualmente los baldíos adyacentes que to-
davía quedaban para vender. Los compradores movían clan-
destinamente los mojones poco a poco, usurpando todo lo
que pudieran, alegando después que lo habían adquirido con-
juntamente con las tierras compradas. Algunos individuos
fueron tan audaces que se sirvieron de este pretexto para des-
poseer a los ocupantes de tierras colindantesaa.

Ante los repetidos informesas que llegaban a la Corte,
denunciando la adquisición de más tierras de las que se habían
comprado reálmente, se inició un programa especial de reme-
dir las tierras previamente vendidas. Ya existían antes estas co-
misiones4ó, pero tuvieron que ponerse en práctica sobre todo
a partir de 1590. Las razones de por qué esta dilatación, son
claras: en primer lugar, era evidente que el intento original
de la Corte fue sacar el máximo rendimiento de los baldíos,
cosa sólo posible si se actuaba en regiones donde no se había
iniciado las ventas con anterioridad. Y sólo después que estas
regiones habían sido explotadas, empezó a ser interesante en-
trar por segunda vez en lugares ya trabajados. En segundo lu-

a3 Carta a Junco de Posada, 22 de septiembre de 1576, AGS,
CJH^101 mod. (150 ant.).

Esta práctica se generalizó por toda Castilla. Aquí citaremos
sólo tres documentos que dan prueba dé este método fraudulento tan
común: Comisión al Lic. Pedro Román, 23 de marzo de 1592. Provisión
paza que Melchor Pérez de Losada haga una averiguación en Teba, 6
de noviembre de 1602: todos en ACS, DGT-24, 1486.

45 Estos informes partieron de individuos que tenían interés en la
tierra implicada -normalmente venían de municipios que observaban la
^erosión de sus baldíos, o de individuos que querían comprar una paz-
te de lo ocupado ilícitamente. Consúltense los documentos citados en
notas 40 y 41.

`^ La referencia más temprana^documentada referente a la reme-
dida es de 1560, pero después hay un vacío -por supuesto, porque la
Corte andaba ocupada con las ventas en regiones todavía no explotadas
hasta 1585. Ver un Cargo de los mrs. que iecibió el Factor General Fer-
nando López del Campo de tierras que se vendieron el año de 1560,
AGS, CMC, (2a E.), 138.
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gar, hubo un intervalo lógico entre la fecha de venta y la fecha
en la que la Corte se diese cuenta de que posiblemente el com-
prador había defraudado a la Hacienda, y luego hasta iniciar
la investigación pasaría otro intervalo de tiempo. Parece que
la Corte no fue consciente de la magnitud del problema has-
ta la segunda mitad de los 1580. Y en tercer lugaz, para los
años de 1590, la resistencia a la venta de baldíos, sobre todo
de las Cortes, había llegado a tal extremo, que la Corona pre-
cisaba minimizar el programa de ventas. En 1590, como con-
dición de la aprovación por las Cortes del servicio de los millo-
nes, Felipé II había prometido no vender más tierras baldías.
Las remedidas eran un pretexto mediante el cual se pudiese
sacaz fondos adicionales de los baldíos, al paso que se mante-
nía la ficción de cumplir con la promesa47.

La remedida se efectuaba mediante comisiones similá-
res a las utilizadas para la venta original de los baldíos, y esta-
ban compuestas éstas de ex jueces de tierras y otros oficiales
con experiencia en la venta de baldíos. Los jueces despachados
para la remedida tenían instrucciones de comprar la cantidad
de tierra realmente ocupada por cada comprador, con la can-
tidad especificada en la carta de venta. Si se encontraba algu-
na demasía ante la que el poseedor no pudiera mostrar buen
título, esta se adjudicaba a la Corona, y se procedería a su tasa-
ción y venta con el mismo proçedimiento mediante el cual se
había tratado con la tierra en la venta original. Igualmente que
en las ventas corrientes, al poseedor se le daba la primera op-
ción de compra, y de ordinario aceptaba48.

En otros casos, las facilidades para ocupar más tierras de
las compradas, venían posibilitadas por la laxitud de ciertos
jueces de tierras en la medida original de tierras . Era perfecta-
mente factible cuando la medida no se realizaba con ciudado,
que el comprador pagara solamente una pequeña parte de lo
que realmente estaba ocupando y poder ensanchaz los límites

47 Ver Capítulo V, sección III-H y L
^ Hay más sobre las comisiones de remedida en: Venta que el

Lic. Juan Fernández otorgó a Juan de Olea, 7 de septiembre de 1590,
AGS, CG, 373. Comisión a Francisco del Alcázaz sobre demasías en
Cerrato, 21 de mayo de 1592, AGS, DGT-24, 1486. Comisión a Fran-
cisco González Valbellido sobre fraudes en Osuna, 21 de abril de 1598,
AGS, CG, 568.
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después para añadir todavía más tierras que las compradas de
forma legal49.

Pero en todos estos fraudes, y en especial en los casos de
ocupación excesiva, era dificilísimo probar quién tenía la culpa
por el exceso. Un juez de tierras que andaba remidiendo tie-
rras en Córdoba escribió al Rey que cuando acusó al juez ori-
ginal implicado en las ventas, éste profesaba su inociencia y
culpaba a su vez a los medidores de tierras, éstos en su turno
echaban la culpa a los compradores, y los últimos profesaban
inocentemente ignoraz cómo^ podía haber ocurrido la dema-
sías^. En consecuencia en lugar de tratar de hallar el culpable;
la mayoría de las comisiones paza la remedida lo aceptabán co-
mo "fait accompli" y procedían a la venta al mejor precio po-
sible, de las tierras que excedían los términos del contrato ori-
ginal.

Por lo general la remedida se hacía con las mismas normas
usadas en la primera venta. Salvo en aquello ŝ lugares donde la
primera medida había sido sólo visual y subjetiva, en vez de so-
bre una mazca fija, ya que la Corte prefería emplear un méto-
do más seguro de medir, aunque fuera ajeno a la costumbre de
la localidadsl

No todas las tierras se remedían. La Corte despachó co-
misiones de remedida sólo a aquellos lugazes donde tenía ra-
zón para creer, basándose en informes de las partes interesadas,

49 La Corte sabía muy bien que eso había ocurrido. Véase por
ejemplo, la Venta que se otorgó a la villa de Moral de la Reina, 15 de
mayo de 1591, AGS, CG, 366.

^ Informe a la Corona de Diego de Soto Silíceo, 15 de mayo de
1585i AGS, CJH, 156 mod. (228 ant.).

En Orusco, Carabana y Valdilecha (todos en la prov. de Ma-
drid) por ejemplo, las ventas se habían hecho según la medida local de
la fanega (de trigo) de puño en sembradura. Esta medida consideraba
que una fanega de tierra débil era más amplia que una fanega de tierra
buena, para compensar la diferencia de rendimientos. Tal medida, na-
turalmente, tenía que hacerse visualmente; sin embargo, fue aceptada y
usada en las primeras ventas.

Pero después llegó otro juez con una comisión de remedida y juz-
gó que la medida a ojo era sospechosa, y la rechazó en favor de la me-
dida a cuerda. Ver una carta a la Corona de Miguel Hernández de Rojas,
en nombre de los lugareŝ de Oroscos, Carabana y Valdilecha (sin fechar,
pero al parecer es de 1586 0 1587), AGS, C1JH, 166 mod. (244 ant.).
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que existían demasías apreciablea. No podemos precisaz con
certeza qué porcentaje de tierras fueron remedidas, ni cuántos
ingresos adicionales resultazon de la remedida porque las re-
laciones de ventas frecuentemente no distinguían entre las ven-
tas originales y las ventas de demasías halladas en la remedida.
El problema que surge a la hora de analizar la importancia de
las remedidas es complicado, por el hecho de que los mismos
jueces comisionados para remedir tierras también hacían ven-
ta originales de baldíos en la misma comarca52. Sin embazgo,
no nos parece probable que se hubiesen remedido más del diez
por ciento de los baldíos vendidos durante el reínado de Feli-
pe II.

, La cantidad defraudada oscilaba mucho, dependiendo de
la oportunidad y disposición de cada comprador para apro-
vecharse de estos aumentos ilícitos. En ocasionea, apenas al-
cazaba al 3 por cien de la tierra legalmente adquirida53; pero lo
más frecuente, es que afectara al cuarto o a la mitad de la can-
tidad de la venta original^, e incluso, en algunos casos, equi-
valente o aún llegaba a excederlass.

4. FRAUDE: LA CORONA

La Corona misma también era culpable de ciertas actua-
ciones relacionadas con la venta de baldíos, que no tenían jus-

^ Esto causó una gran indignación en las Cortes, porque el mo-
narca había prometido no vender más baldíos. Ver Capítulo V, sección
III-H- y I.

53 En 1594 se remidió un pedazo de tierra comprada por el Maz-
qués de Priego. La carta de venta indicaba que eran 1532 fanegas, pe-
ro la remedida demostró que había 42 fanegas más. Ver un grupo de
Autos del Consejo de Hacienda (año de 1594), AGS, DGT-24, 1486.

^ Por ejemplo,' una venta en Malaguilla (Guadalajara) era ofi-
cialmente de 31 fanegas, pero la remedida descubrió más de 9 fanegas
en demasías. Véase.la venta que el Lic. Andrés de Bueras otorgó al con-
cejo de Malaguilla, 5 de agosto de 1585, AGS, CG, 378.

55 En un caso Diego de Soto Silíceo hizo remedir un pedazo de
7.100 fanegas (ségún la carta de venta) y resultó que realmente eran
14.510 fanegas. Véase un informe de Diego de Soto Silíceo, 15 de ma-
yo de 1585, AGS, CJH, 156 mod. (228 ant.).
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tificación ni moral ni legal. En primer lugar, y en sentido
amplio, es muy cuestionable el derecho de la Corona a ven-
der muchas de las tierras que calificaba de baldías5ó. Sin duda
alguna, era una injusticia flagante vender con los mismos tér-
minos las tierras tratadas como propiedad privada por genera-
ciones, y las que siempre habían estado consideradas como
propiedad pública o sin dueño. Pero aún si dejamos esta cues-
tión de lado, hallamos que la Corona violaba sus propias nor-
mas para la venta de los baldíos. . ^

A través del Consejo de Hacienda, auténtica agencia en-
cargada del asunto, la Corona se mostraba siempre dispuesta a
anulaz "ventas inviolables" que habían sido formalizadas con
su autorización y en su nombre. Estas anulaciones se hacían
bajo varios motivos; de ordinario se alegaba que había hábido
alguna errata, o el derecho de un poseedor desplazado en re-
cuperaz sus tierras. Pero en realidad cuando el Consejo de Ha-
cienda anulaba una venta, generalmente éra paza sustituir otra
que proporcionaza más ingresos paza la Real Haciendas^.

Pero, lo que es peor aún: las insaciables necesidades ñnan-
cieras de la Corona no sólo la llevaban a anulaz las ventas for-
malizadas por los jueces•de tierras, sino que también la lleva-
ba al extremo de violaz los términos de sus propios asientos.
El caso más destacado de este tipo de violaciones fue el asien-
to de 1559 que se había realizado con la ciudad de Guadalaja-
ra. Según los términos de aquel asiento, la ciudad había paga-
do ocho mil ducado ŝ a la Corona a cambio de las siguientes
propiedades: el dominio sobre todos los baldíos en su tierra y
jurisdicción que 'se hubiesen roturado hasta la fecha; diecisie-
te yuntas de baldíos no roturados para la formación de un

^ Hallamos un solo ejemplo de un juez que cuestionó el derecho
moral de vender tierras tratadas como propiedad privada. En 1574
Juan de la Concha escribió al secretario de Felipe II diciéndole que te-
nía un "gran escrúpulo de conciencia" de vender ciertas tien•as en Los
Yébenes (Toledo) a pesar de lo ordenado en su comisión. Según ésta,
las tierras en cuestión eran baldías; pero durante mucho tiempo habíañ
sido tratadas como propiedad privada. No obstante el juez dejó la re-
solución en manos del Consejo de Hacienda. Era obvio cual iba a ser
la respuesta de este tribunal. Juan de la Concha a Juan de Escobedo,
2 de agosto de 1574, AGS, CJH, 90 mod. (134 ant.).

57 Consúltese Capítulo II, sección IV-A y C.
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exido y el ensanchamiento de una dehesa; y la promesa de la
Corona que nunca Rey castellano alguno vendería o enajenaría
más tierras en los términos y jurisdicción de Guadalajazasa

Basado en este asiento, la ciudad permitió que se rotura-
sen una gran cantidad adicional de los baldíos en su tierra. En
el año de 1573 llegó una queja a la Corte denunciando que los
pastos de Guadalajara estaban siendo roturados ilegalmente.
Ante esto se despachó un juez paza hacer una investigación y
castigaz a los culpables. Este juez, un tal Licenciado Santa-
rén59, halló que más de 7.000 fanegas de tierras baldías se ha-
bían roturado desde la fecha del asiento en 1559 y redujo a
pasto común todas estas tierras nuevamene roturadas. Lo que
ocasionó la queja ante la Corte de los lugares y aldeas de la
comarca de Guadalajara, diciendo que tenían pastos de sobra
pero les faltaba tierra de labor, y pedían que se les vendiese
tierras con tal propósito. Después de dos intentos infructuosos,
en 1583 se despachó comisión a Gazci Paéz de Sotomayor, pa-
ra que vendiese todos los baldíos roturados en la tierra de
Guadalajaza, que estuviesen en campo raso, fuera de los
montes, y que no estuvieran comprendidos en el asiento de
1559^.

Paez de Sotomayor comenzó a hacer sus ventas, pero ello
causó una tempestad de protestas por parte de la ciudad y de
los lugares y aldeas de su tierra -unas protestas tan impresio-
nantes que déspués de que había vendido solamente dos mil
y quinientas fanegas, el Consejo de Hacienda le ordenó que
suspendiera las ventas y que se volviera a la Corte-. Las quejas
sobre Páez de Sotomayor eran de dos tipos: en primer lugar

^ Relación de la venta en favor de Guadal^jara (documento sín
fechaz) AGS, CJH, 14 mod. (24 ant.). Relación del Lic. Andrés del Már-
mol sobre las tierras de Guadalajara (sin fechar, pero aparentemente de
1586-88), AGS, CJH, 162 mod. (239 ant.). Ver también Capítulo II,
sección II.

^ El primer documento citado en la nota anterior da a entender
que Santarén era miembro del Consejo de Hacienda.

^ Los intentos fallidos se trataban de comisiones a: Pedro de la
Sierra, que estaba tan ocupado con otros negocios que no pudo ir,
y a Juan de Avalos, que era tan viejo y estaba tan enfermo que no pu-
do cumplir eficazmente con sus órdenes. Ver los documentos citados
en nota 57 y la Comisión que se dio a Garci Páez de Sotomayor para
perpetuar tierras en Guadal^jara, 10 de julio de 1583, AGS, CG, 962.
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se afirmaba que se había excedido en su comisión, vendiendo
tierras no roturadas; y en segundo, se citaba el asiento de 1559
como prueba deñnitiva de qúe no tenía el derecho de vender
tierras algunas, por que eso era contrario a la promesa del Rey.
Paza aplacaz a los vecinos de. Guadalajara y su tierra, el Consejo
de Hacieda envió al Lic. Pedro de Laguna para que investigaza
los supuestos excesos del juez. Entretanto, el Consejo delibe-
raba la cuestión de que si la Corona tenía el derecho de vender
tierras adicionales en Guadalajaza, o no.

El consejo de Hacienda se pronunció a favor de la Coro-
na, permitiéndola vender más tierras a pesaz del asiento de
1559, por las siguientes razones:
1. La real promesa ya no era vigente, puesto que los veci-
nos de Guadalajaza pidieron la venta de tierras adicionales.
2. La Corona había aido defraudada en el asiento, porque
en el momento de darló, no sabía el valor verdadero de los bal-
díos de Guadalajara. ^
3. La ciudad seguiría gozando legalmente de las tierras com-
pradas en el asiento -las roturadas hasta aquella fecha- y las
otras tierras específicamente designadas en el asiento no
habían sido molestadas por el Lic. Santarén ni por Páez de So-
tomayor, ni aerían afectadas por las actuaciones de jueces ve-
nideros.
4. La venta de tierras adicionales realmente no constituiría
una venta de pastos comunes porque la derrota de mieses que-
daba vigente en las tierras, aún cuando fuesen propiedad pri-
vada. Además, la mayoría de esta tierras se sembraba sólo
cada tres años y no podía ser acotada -pues estaba disponible
como pasto común la mayor pazte del tiempoó1.

Todos estos azgumentos aunque eran en cierto modo ver-
daderos, es claro que son pretextos paza justificar el hecho de
que la Corona estaba violando el asiento con el fin de conse-
guir más dinero paza la Real Hacienda. Pues si en el año de
1559 la suma de 8.000 ducados por los baldíos de Guadalaja-
ra habían sido considerados suficientes, en 1580 al comparaz-
se con los ingresos procedentes de las ventas, debieron de pa-
recer ridículos.

61 Relación de las ventas en favor de Guadalajara (documento ain
fechaz), AGS, CJH, 14 mod. (24 ant.).
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Con esta cobertura legal y satisfecha su conciencia, y la
del Rey apazentemente también, el Consejo de Hacienda des-
pachó una comisión al Lic. Andrés del Mármol paza proseguir
con la venta de los baldíos de Guadalajara con las mismas ins-
trucciones dadas previamene a Páez de Sotomayor. Entre 1585
y 1591 el Lic. Mármol vendió no menos de 37.704.667 mara-
vedís de tierras baldías en la tierra de Guadalajaraó2, lo que re-
presentaba un enorme incremento sobre los 8.000 ducados
(equivalente a 3.000.000 maravedís) del asiento original. .

La ciudad de Guadalajara llevó a las Cortes su protesta
^ante el incumplimiento del contrato por la Corona, pero las
Cortes protestaron inútilmente ante el monarcaó3. No obs-
tante, la Corona debió comprender que no podía continuaz
derogando así sus tratos, sin que se viera seriamente afectado
su programa de ventas, porque además del episodio de Guada-
lajara, tan sólo hemos hallado otro asiento violado de iguai
modo por la Corona, en el que, si bien las prerrogativas para
llevarlo a cabo se hicieron durante el reinado de Felipe II, la
venta no pudo ser terminada hasta el año 1600^.

62 Certificación del Contador Alexo de Olmos, copia del 22 de
enero de 1592 del original fechado el 4 del mismo mes, AGS, DGT-24,
1486. Hay otra copia del mismo documento en AGS, CG, 366.

^ Sesión de las Cortes del 7 de diciembre de 1589, Actas, XI,

149.
^ La villa de Roralalla (Murcia) había negociado un asiento de

4.000 ducados por todas las tierras de su término. Pero en 1592 Fran-
cisco Monreal ofreció 1.000 ducados a la Corona por una dehesa in-
cluída en el asiento. En 1592 y 1595 se despacharon sendas cédulas a
fin de investigar las posibilidades de realizar las ventas, la cual se realizó
por 1.100 ducados a pesaz de las protestas del municipio, en 1.600.
Consúltese la Carta de Venta (copia) que se otorgó a Francisco Mon-
real, 9 de octubre de 1600, AGS, CG, 371.
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Capítulo séptimo

Análisis de las ven tas





1. ANALISIS CUALITATIVO

La única información que los jueces tenían que enviar a
la Hacienda Real, era el nombre del comprador, localización
general de la propiedad (por municipios) su tamaño, precios y
términos de pago. Rara vez los jueces añadían más informa-
ci "on. Por consiguiente, los papeles de baldíos de Simancas,
contienen sólo unos pocos informes especificando qué tipo de
propiedad se vendió, o quiénes fueron los compradores. La
información conservada es insuficiente para dar unas normas
generales sobre las ventas que afecten a toda Castilla, máxime
cuando parece ser que hubo una considerable variación regio-
nal. A pesar de ello, los ejemplos conservados no parecen di-
ferir del modelo general aplicado a otras partes del Reino.

A. Utilización y Tipos de Tierras

En el cuadro 1 hay una distribución de 189 ventas hechas
por Diego de Carbajal en Torrejón de Ardoz (Madrid) en 1569,
según las clases de uso de la tierral. Una comparación de los
datos del cuadro 1 con la información en las "Relaciones"
muestra que los baldíos eran representativos de las tierras cul-
tivadas en el área2.

1 De un informe, al parecer preparado por la Hacienda alrededor
de 1585, AGS, CG, 362.

2 Torrejón contestó en las Relaciunes que el término estaba dedi-
cado principalmente a trigo y a viñas. No se mencionaban olivos. Véase
Relaciones: Madrid, pp. 617.26.
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CUADRO 1

UTILIZACION DE LA TIERRA: TORREJON DE ARDOZ

Cantidad en °CLASES
fanegas

°
del total

Tierras 2.151 73,74

Viñas 525 17,99

Tierras y viñas 218 7,47

Olivares y otras plantas . 17 0,58

Trigo 3 0,11

Majuelos 3 0,11

TOTALES .......... 2.917 100,00

Esta clasificación, al igual que la del cuadro siguiente, se ha obtenido
de lOs documentos investigados y no refleja la realidad.

Existe otro informe del .uso de la tierra de baldíos en diez
villas de la parte occidental de la actual provincia de Madrid,
donde Francisco Delgadillo estuvo vendiendo en 15693. El
cuadro 2 nos ofrece un resumen de esa información, que co-
mo en el caso de Torrejón de Ardoz, los baldíos de la zona
eran prácticamente igual al total de las tierras del área4.

E^r.íste una clasificación de ventas en el Reino de Granada,
que difiere bastante y es menos útil. El cuadro 3 es una rela-
ción de las ventas del período comprendido entre 1576 y 1580
en veinticinco lugares de las actuales provincias de Granada y
Málaga y porciones adyacentes de Jaén y Cádiz, según la cla-
sificación empleada por el Licenciado Junco de Posada, el

3 Las villas son: El Campo Real, Villalvilla, Ajalvir, Tielmes, Los
Hueros, Alcalá de Henazes, Valdilecha, Torres de Alameda, Daganzuelo
y Cámara de Esteruelas. Véase un informe (al parecer de 1569) en AGS,
C1JH, 65 mod. (94 ant.).

4 Relaciones: Madrid, pp. 1-9, 134-38, 228-35, 322-27, 648-53,
690-94.
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juez de tierras pará la regións. Las cifras de Granada muestran
que menos de un tercio de los baldíos que se habían vendido
en la zona tenían algún título de propiedad. El resto fue ocu-
pado por usurpadores tan recientes, que no podían reclamar
ningún título de propiedad (las usurpaciones probablemente
databan de esa generación o de la anterior), o eran baldíos sin
usar, vendidos con el propósito de su explotación. Estas ci-
fras corroboran la teoría generalmente sostenida de que la
agricultura de Castilla estaba en franca expansión durante la
primera mitad del siglo XVI. En el Reino de Granada se pro-
longó durante la segunda mitad del siglo, acompañada por la
extensión del cultivo en los baldíos.

CUADRO 2

UTILIZACION DE LA TIERRA:

DIEZ VILLAS DE MADRID

Cantidad en o^
0CLASES fanegas del total

Pan 15.500 64,49

Viñas y olivares 5.862 24,39

Sembradura 1.242 5,17

Pan, viñas y olivares 727 3,03

Tierras y viñas 632 2,63

Tierras , 70 0,29

TOTALES............ 24.033 100,00

5 Los lugares son: Málaga, Cortes de la Frontera, Antequera,
Vélez Málaga, Ronda, IRualeja, Parauta, Jimena de la Frontera, BurAO,
Atajate y Cartajima (todos en Málaga); Granada, Montefrío, Iznalloz,
Loja, Alama de Granada, Illora, Guadazhortuna, Colomera, Cuadiz,
Lapeza y Caparecena todos en Granada); Huelma (en Jaén); y Sete-
nil y Alcalá del Valle ambos en Cádiz). Véanse los informes en AGS,
CG, 360.
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CUADR03

TIPOS DE TIERRAS: EL REINO DE GRANADA

CLASES (a) Cantidad en
fanegas

%
del total

Rotura 42,003 41,47
Propiedad 29,733 29,52
Monte 24,614 24,45
Despojados 4,349 4,32

TOTALES ........... 100,699 100,00

(a) Este tipo de clasificación no refleja las clases de cosechas, sino
que indica el estado de ocupación de las tierras. Propiedad, significa tie-
rras ocupadas con títulos no legales y vendibles en la forma de venta de-
nominada composición. Rotura, signi^ca, probablemente, baldíos ara-
dos recientemente sin otro derecho legal que la ocupación. Monte, se
refiere a la tierra en estado natural vendida con un propósito de explo-
tación. Despojados, hace referencia a baldíos ocupados ilegalmente y
cuyos ocupantes fueron expulsados por no agar (según la documenta-
ción este tipo solamente se dió en Antequera^.

B. Identidad de los Compradores

El principio general de ventas daba a los ocupantes opción
de comprar los baldíos que ocupaban; la mayor parte de esos
ocupantes eran labradores que no sólo querían, sino que po-
dían comprarlas. Por ello, las ventas a los habitantes de las vi-
llas que trabajaban la tierra fueron pequeñas. Miembros de la
nobleza y burgueses ricos también compraron grandes seccio-
nes de baldíos. Pero raramente las ventas desposeían a los
labradores de sus tierras, ya que estos las reclamaban aún antes
de comprarlas.

Los documentos de ventas existentes en Simancas no es-
pecifican siempre las cantidades de manera clara; ello hace
difícil precisár la envergadura de las trasacciones. Sólo puede
ser factible una apreciación parcial, tras mucho tiempo para
reunir datos suficientes, y los resultados con seguridad, sólo
confirmarían que hubo grandes y pequeñas ventas, prevale-
ciendo estas últimas. ^Y muchas de las ventas grandes se reali-
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zazon a municipíos, con lo cual no se vio afectado sensiblemen-
te los modelos de ocupación y propiedad de tierras.

No er^ corriente incluir en los informes de ventas datos
personales de los compradores. Una excepción a esto, sin em-
bazgo, la encontramos en un informe hecho por Diego de Car-
bajal en Torrejón de Ardoz en 15696. En el cuadro 4 se clasifi-
ca a los compradores por sexo y estado civiI. De 189 ventas
que variaban mucho en tamaño, 151 fueron hechas a vecinos
de Torrejón, 35 a habitantes de villas vecinas, y 3 sin especifi-
caz; la venta más pequeña fue de 200 mazavedís por menos de
una fanega de viñedo comprada por un anciano; la más gran-
de fue a un grupo de vecinos que compró 469 fanegas por
569.813 mazavedís, si bien, el grupo más grande de venta ŝ es-
taba comprendido entre 1.000 y 10.000 mazavedís, y entre 2

CUADRO 4 ^

IDENTIDAD DE LOS COMPRADORES:

TORREJON DE ARDOZ

Número de %CLASES compras del totad

Hombres 128 67,72

Tutores 29 15,34

Viudas 27 14,29

Mujeres (probablemen-
te solteras) 2 1,06

Mujeres casadas 1 0,53

Ayuntamiento de
Torrejón 1 0,53

Un grupo de vecinos
de Torrejón 1 0,53

TOTALES ........... 189 100,00

6 Véase un informe en AGS, CG, 360.
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y 15 fanegas. El concejo municipal, en este caso, compró una
pequeña cantidad de tierra, 17,5 fanegas de olivos y otras
plantas por 11.626 maravedís. No era normal que el concejo
compiara tan poca tierra, pero la información conocida
de las ventas en Torrejón sigue la norma de las realizadas en el
resto de Castilla. Es decir, predominan las ventas pequeñas y a
labradores que ocupaban la tierra previamente.

2. ANALISIS CUANTITATNO

En los papeles de baldíos de Simancas, sólo hay cuatro
clases de datos que se pre ŝentan con una reiteración tal que
permitan un análisis estadístico a gran escal^a: localización de
la propiedad, el precio, el año y el nombre del juez de tierras.
Otros pormenores, como la cantidad de tierra, no constan,
por lo que es imposible utilizarlos para generalizar a, escala
global.

Los datos utilizados en esta parte de nuestro estudio re-
presentan un resumen extraído de la información contenida en
millares de documentos y papeles sobre baldíos depositados en
Simancas. Para llegar a un estudio lo más completo posible
hemos hecho inventario villa por villa de las ventas hechas por
cada juez. En muchos casos fue posible comprobar los núme-
ros cómparando informes de los jueces con los resúmenes de
la Hacienda Real y cotejando informes parciales con informes
completos. Pero este método sólo se pudo aplicar para una par-
te de las ventas, concretamente, menos de la mitad, porque los
papeles sobre baldíos están incompletos^. Por ello, las posibi-
lidades de error eran grandes, y se debe considerar, por lo tan-

^ En las conclusiones sobre estos totales, nos hemos visto obliga-
dos, en ocasiones, a utilizar totales subjetivos. Las discrepancias entre los
totales obtenidos por la Hacienda Real o por los jueces de tierras y los
nuestros se resuelven a tavor de estos ulrimos: excepto en caso de duda,
donde aceptamos la versión de la Hacienda Real, si es que existe. En
otros casos, la solución tomada es ecléctica, aceptando una cantidad in-
termedia entre las dos fuentes de datos.

236



to, las cifras que se dan en esta parte como aproximaciones más
que como totales absolutos. Aunque con toda seguridad, el
porcentaje de error en ningún caso es superior al 10 por cien
para cualquier provincia dadas, y quizá menor en el caso de
Castilla.

A. Análisis Geogá^co

En este apartado, las ventas de baldíos están distribuidas
por provincias, según sus límites actuales. El cuadro 5 muestra
la distribución provincial de las ventas durante el reinado de
Felipe II, y el mapa 3 la representación gráfica de las ventas
según totales provinciales. Este último refleja claramente la
existencia de tres regiones donde las ventas originaron las ma-
yores riquezas; son: Andalucía, las grandes llanuras de cereales
(llamados Campos) de Zamora y Valladolid y las tres provin-
cias centrales de Toledo, Madrid y Guadalajara. Estas tres
áreas comprendían las partes más ricas de Castilla durante el
reinado de Felipe II: Andalucía a causa del comercio con Amé-
rica; la región de Campos debido a la producción de cereales
y las ferias de Medina del Campo (Valladolid) y las provincias
centrales por el importante crecimiento de Madrid como cen-.
tro político y comercial9.

a La única excepción es la provincia de Jaén, donde estimamos,
con muchas dudas, 90.000.000 mrs., que pudieran ser una duplicación
de la cifra real. Pero aunque esto fuera así, Jaén continuaría a la cabeza
de los totales pro^nciales. Las ventas en cuestión fueron hechas en la
década de 1570, aunque suprimiendo las de este decenio, su puesto se-
ría muy inferior eñ el período de 1580 y 1590.

9 El análisis de José Gentil da Silva sobre el destino del oro y de
la plata, que desde Sevilla fluían a las diferentes partes de España en
1570-1571 (buen indicador, por otra parte, de la relativa vitalidad eco-
nómica de las diferentes regiones) muestra que estras tres re^ones ha-
bían sido las más importantes de España. Su mapa, sobre esto tiene gran
semejanza con nuestro mapa 3. Véase Desarrollo económico, sub.ris-
tencia y decadencia en España, trad. Valentina Fernández Vargas (Ma-
drid, 1967), pp. 65-102.
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CUADRO 5

TOTAL DE VENTAS POR PROVINCIAS

PROVINCIA Cantidad en
mamvedís

o^

del total

Jaén 317,820,160 17,55
Córdoba 165,735,393 9,15
Málaga 158,569,809 8,76
Zamora 149,239,873 8,24
Sevilla 138,629,423 7,65
Valladolid 126,145,526 6,96
Madrid 118,541,776 6,55
Toledo 94,599,317 5,22
Guadalajaza 92,359,893 5,10
Cádiz 79,725,039 4,40
Segovia 62,824,485 3,47
Ciudad Real 42,772,359 2,36
Cuenca 36,869,907 2,04
Palencia ' 35,410,502 1,96
Granada 33,981,634 1,88
Soria • 30,816,763 1,70
Badajoz 27,121,350 1,50
Albacete 25,862,209 1,43
Salamanca 19,632,049 1,08
Logroño 13,541,205 0,75
Burgos 9,338,198 0,52
Murcia 9,023,117 0,50
Avila 8,428,597 0,47
Cáceres 7,730,382 0,43
León 3,935,516 0,22
Sin especi^caz 1,987,500 0,11

TOTALES ............ 1,810,641,982 100,00
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MAPA 1

Itinerario del juez Diego de Argote, 1582-1583
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MAPA 2

Provincias donde se vendieron baldíos
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AB - Albacete

AV - Avila

BA - Badajoz

BU - Burgos

CA - Cádiz

CC - Cáceres

CR - Ciudad Real

CO - Córdoba

CU - Cuenca

GR - Granada

GU - Guadalajara

J - Jaén

LE - León.

LO - Logroño

M - Madrid

MA- Málaga

MU- Murcia

P - Palencia

SA - Salamanca

SG - Segovia

SE - Sevilla

SO - Soria

TO - Toledo

VA- Valladolid

ZA - Zamora



MAPA 3

Comparacibn de venta de baldfos según totales provinciales

® más de . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . ^ 140.000.000 de maravedfs

® 70.000.000 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 140.000.000 de maravedís

® 31.000.000 . . . . . . . . . . ... . . . . . . . . . . . . . . . 69.999.999 de maravedís

^ 15.000.000 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 30.999.999 de maravedís

D menosde .............................15.000.000 de maravedfs
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B. Análisis Cronológico

Una distribución de las ventas por décadas, nos muestra
que éstas empezaron en la de 1550, aumentando gradualmente,
para llegar a su máximo apogeo en 1590, y decaer sensible-
mente en la de 1590. Esta decadencia representa en cierto mo-
do el triunfo de la resistencia al programa de ventas, especial-
mente de las Cortesi^, y probablemente refleja también el he-
cho de que los baldíos más rentables habían sido vendidos para.
esta fecha.

CUADRO 6

VENTAS TOTALES POR DECADAS (a)

PERIODOS Cantidad en o/
0

maravedís del total

Década de 1550 5,121,145 0,30

Década de 1560 126,651,611 6,80

Década de 1570 406,768,998 22,00

Década de 1580 944,744,028 51,30

Década de 1590 355,809,491 19,30

Sin especificar 6,020,547 0,30

TOTALES .......... 1.839,095,273 100,00

.(a) No es estrictamente exacto hablar de ventas durante estas cin-
co décadas, porque las primeras se efectuaron en los postreros años de
la década de 1550 y las últimas que recogemos en el presente trabajo
coinciden con la muerte de Felipe II en 1598.

Se observará que el total dé las ventas difiere de las presentadas en
el cuadro 5. Lo hemos dejado así porque su resolución significaría al-
terar las partes en favor del todo y, concretamente en este caso, las pri-
meras son más importantes que las segundas. La r^azón de la disparidad de
totales se debe a la falta de concordancia entre unos documentos que
recogen totales por períodos cronológicos y otros que recogen totales
por provincias. Si bien la diferencia, en términos absolutos es aprecia-
ble, en realidad no repre ŝenta más de un 1,5 %.

l0 Las Cortes de Castilla mostraron una temprana y firme oposi-
ción a la venta de baldíos. Véase nuestro Capítulo V, sección III.
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C. Análisis por Jueceŝ

El cuadro 7 nos muestra la diatribución de las ventas hechas
por cada juez de tierras, y por el Consejo de Hacienda. '

CUADRO 7

TOTAL DE VENTAS PORJUEZ

Nombre Períodoa Total de Ventas
en maravedís

Alcalde Mayor del Adelanta-
miento de Campos

Alcalde Mayor del Adelanta-

9 483,376

miento de Castilla 9 101,750
Francisco del Alcázar 9 21.759,725
Marcos de Alfaro 9 1.800,000
Diego de Argote 8 11.229,761
Francisco de Arreras 6 2.691,43 7
Gerónimo de Avalos 8 24.479,992
Juan de Avalos

Lics. Pedro Avoz Henríquez

8 4.839.063

& (?) Obregón 7 122.850.287
Juan Baraona Mantilla 8 8.825.668
Bernardino de Barros 7 12.041.211
Dr. Becerra 7 8.492.356
Dr. Brizuela 8 7.681.728
Lic. Andrés de Bueras 8,9 27.153.540
Gregorio de Buitrago 8 13.809.022
Gaspar de Bustamante 6 29.105.762
Alonso de Camargo 7 854.987
Diego de Carbajal 6 38.268.400
Gutierre Catalán 8 15.253.002
Bachiller Juan de la Concha 7 14.821.904
Consejo de Hacienda 5,6,7,8,9 198.883.349
Lic. Nicolás de Chávez 8,9 13.301.483
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Nombre Períodoa Total de Ventas
en maravedís

Francisco Delgadillo 6 24.428.492
Pedro Díaz de Castañeda 8 31.673.547
Lic. Iñigo Enríquez de

Cisneros 9 21.573.557
Lic. (?) Enríquez de

Montalvo 8 11.114.942
Lic. Juan Fernández 9 4.003.307
D. Gerónimo de Fuentés 7 30.444.090
Lic. (?) de la Fuente

Vergara 9 25.761.855
Esteban de Gamarra 8 7.929.867
Lic. (?) Gazcía de

Valderrábano 9 5.993.555
Francisco Gonzalez
Valvellido 9 11.362.316

Dr. Gracián Falconi 9 2.184.697
Pedro de Guevaza 8 93.688.808
Pedro de Guevaza
& Pedro Alonso Riero 9 866.328

Diego Guerra de Céspedes 8 15.546.662
D. Fernando Guerrero

de Avilés 9 10.999.573
Pedro Hernández 8 79.808.250
Lic. Juan Alonso de Herrera 8 80.000.000
Lic. Josephe Laso 8 79.5 74.647
Jorge de Lendínez 7 261.890
Diego López de Ayala 8 13.445.459
Alonso Gómez de Obregón 9 34.445.459
Lic. Diego López de Orozco 8 672.266
Lic. Andrés del Mármol 8,9 49.452.177
Lic. (?) Maztínez 9 3.519.083
Lic. D. Baltazar de Medrano 8 5.708.576
D. García de Medrano 9 228.831
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Nomóre Períodoa Total de Ventas
en maravedís

Lic. Diego de Miranda 9 13.369.156
Lope de Murga 9 1.459.69 7
D. Fernando Niño de

Guebara 8 2.301.115
Alonso de Olivera 8 5.023.667^
Lic. Alonso Ortiz 8 54.546.056

Lic. Lope Ortiz de
Valderrama 9 3.381.225

Garci Páez de Sotomayor 7,8 19.553.689

Lic. (?) Parra Guerrero 7, 439.726

Andrés Pareja de Peralta 9 5.509.217
Diego cle Paz 7 13.830.276
Miguel Gerónimo de Paz 8,9 10.945.524
Lic. Garci Pérez de Bazán 9 8.114.992
Melchor Pérez de Losada 9 5.557.461

Lic. Junco de Posada 7 70.817.563

Hernando de Provencio 8 36.342.425

Antonio de Quirós 8,9 14.098.036

Pedro Alonso Riero 9 6.250.759

Lic. Juan Rguez. de Haro 8 46.289.543

Lic. Pedro Román 8,9 38.591,536

Juan de Salas 8 23.071.040

Dr. Sebastián Sánchez
Méndez 20.368.063

Luis Sánchez Palomino 8 16.849.197

Lic. (?) Sanguino de Arce 9 224.462

Pedro de la Sierra 7 8.247.025

Gerónimo de Silva 9 20.062.439

Lic: Diego de Soto Siliceo 9 7.090.693

Pedro Tebar 8 34.099.291

Juan de la Toae 9 422.654

Dr. Vaca (?) 5.158.047
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Nombre Períodoa Total de Ventas
en maravedís

Diego de Vega

Lic. Juan Velázquez
8 50.101.098

de Escobar 8 11.268.734
Dr. Velliza 6 1.712.303
Juan de Verástegui 8 9.801.590
Lope de Villapadierna 6 14.933.541
Sin especificar 6, 7, 8 43.468.380

TOTAL(b) ............. 1.855.700.373

(a) 9: Década de 1590. Ventas efectuadas en la década de 1590.
8.- " 1580. " " " 1580
7.- " 1570. " " " 1570.
6: " 1560. " " " 1560.

(b) El total es aquí aproximadamente un 2,5 por ciento más alto que
el Cuadro 5, y alrededor de un uno por ciento más alto que el del Cua-
dro 7, por las mismas razones dadas arriba, en nota 13.

Como era de esperar, el mayor vendedor fue el Consejo
de Hacienda, con el 10,69 por ciento del total. El Consejo de
Hacienda hizo asientos en las cinco décadas, mientras que la
máyoría de los jueces de tierras trabajaron en una sola década.

D. La Importancia Comparativa de los Ingresos de Baldfos

Sólo mediante comparaciones con ingrésos procedentes de
otras fuentes puede apreciarse la importancia de los ingresos
por venta de baldíos. En el cuadro 8 se enumeran cinco im-
portantes fuentes de ingresos paza la Hacienda Real de Feli-
pe II. La selección de años está condicionada por la disponibi-
lidad de datos, y quizá no sea representativa. Las limitaciones
de espacio hacen imposible incluir otras fuentes de ingresos,
de mayor o menor importancia; por ejemplo, la participación
de la Hacienda Real en el tesoro americano -mucho mayor
que cualquiera de las fuentes estudiadas aquí- durante 1586-
1590 arroja un promedio de 723.889.125 maravedís al año.
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Los ingresos por alcabalas y tercias dan un promedio de más.
de 1.000 millones de maravedís anualmente en el período
1575-1598. Sin embargo, las alcabalas y tercias de Sevilla,
con mucho las más importantes productoras de ingresos de
ciudad, éran sólo de unos 160 millones de maravedís al año
cifra, alcanzada por la venta de baldíos en 1586 y 158811.

Un examen del cuadro 8 nos muestra que los ingresos
por la venta de baldíos fueron superiores a la venta de oficios
y títulos de nobleza en ocho años, de los diez de los que posee-
mos información. Estas ventas eran superiores a la venta de
juros en 7 de 8 años, mayores que los de servicio y montazgo
en ocho de los diez años, y probablemente comparable a los
del almojarifazgo de Indias durante la década de 1580. Que-
da claro por tanto, que los ingresos por la venta de baldíos
significaron una gran fuente fmanciera para la Hacienda Real
de Felipe II. ^

11 Véase Earl J. Hamiiton, Amer^ican Treasure and the Priece Re-
volution in Spain, 1501-1650 (Cambridge, Mass., 1984), p. 84 y Ulloa
Hacienda Real, pp. 181 y ss. ^

NOTAS CUADRO 8

(a) Oficios e Hidalguías eran ingreaos procedentes de la.venta de car-
gos municipalea y de títulos de nobleza. Juro eran bonoa del gobierno
que tenían un interéa alto y cuya venta era una importante fuente de
ingreaos. El Almojarifazgo de Indias conaistía en aranceles de aduana
impueatoa a las mermncías que ae exportaban a las coloniea. El Servicio
y Montaxgo era un impueato sobre rebaños'trashumantea de ovejas y
ganado vacuno.

Loa guiones aigni^ican que no hay datoa diaponiblea. Los números con
asteriaco repreaentan un promedio de dos cantidadea discrepantes.

La columna de baldíos eatá obtenida del análiais de los documentos
de Simancas, mientras que las otrae eatán tomadas de ULLOA, Hacien-
da Real, Cuadro IV en pp. 178=74, Cuadro II en p. 222, Cuadro VII en
p. 256, Cuadro I en p. 441, Cuadro IX en p. 525.

Lamentablemente las cifras de Ulloa y las nueatrae no eon del todo
compatibles, pues las del primero repreaenta^n los ingreaos tal y como
eran recibidoa por el Tesoro y los nueatroa hacen mencion a las ventas
totalea de añoa determinados. UAoa también regiatró ingreeos de baldíos
de eatos años (Cuadro I en p. 441), pero no loa hemoa utilizado porque
parecen incompletos.

Hay que observar que la autenticidad de todos los totales de cuadro
ea dudosa en términoe abaolutos, pero ain llegar a diatoraionar la viaión
de un panorama comparativo que ea el auténtico objetivo del cuadro 7.
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Conclusibn

El efecto de las ventas en Castilla





Es mucho más fácil describir la venta de baldíos que eva-
luar su impacto en la economía y sociedad castellana. Una de-
finitiva evaluación requeriría como base una serie de estudios
de las comunidades agrícolas locales que, desgraciadamente, no
existen todavía paza el S. XVI. Por consiguiente, sólo es po-
sible hacer ciertas estimaciones basadas en la limitada infor-
mación disponible.

No obstante, es evidente que los diferentes tipos de bal-
díos jugazon un papel importante en la economía y sociedad
agropecuaria de Castilla a mediados del siglo XVI. Los baldíos
permitieron a los niveles más bajos de la sociedad rural dis-
frutar de un considerable grado de independencia económica,
libres de obligaciones de tenencia y propiedad; igualmente, los
modelos tradicionales de uso de los baldíos tuvieron importan-
tes connotaciones sociales ya que implicaban tanto el senti-
miento de comunidad como el espíritu de autorrealización
individual. Es pues, indudable que los baldíos y el principio de
su libre uso contribuyeron a la expansión de la economía agrí-
cola de Castilla durante la primera mitad del siglo XVI. Esta
expansión, estimulada por el comercio americano y por las
presiones del aumento de población, exigió la puesta en cul-
tivo de grandes extensiones de tierra, procedentes en gran paz-
te de los baldíos que fueron explotados dada su libre ad-
quisición.

De la prosperidad de la primera mitad del siglo XVI, la
agricultura castellana pasó a un estado de innegable decadencia
a principios del siglo XVII. Las razones de este cambio no es-
tán muy definidas, ya que el trabajo de investigación sobre
este tema es reducido. La hipótesis de Carmelo Viñas y Mey,
que por otro lado nunca ha sido probada, es que la decaden-
cia se motivó en gran pazte, por el excesivo uso del "censo
al quitaz" para financiaz las operaciones de mediana y peque-
ña envergadura. Durante el periodo de apogeo, los labradores
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implicados en estas transacciones podían hacer frente a los gas-
tos de las hipotecas, pero cuando se inició la decadencia no
pudieron satisfacer los costos hipotecarios y a la vez los gastos
de producción. Por ello, muchos se arruinaron o bien abando-
naron la tierra, que pasó a engrandecer las haciendas de los
más poderosos12.

La insistencia de Viñas y Mey sobre la importancia de los
censos está probablemente justificada; pero, ahora bien, hay
que tener presentes en la venta de los baldíos dos factores:
uno, que los labradores no pudieron hipotecaz tierras que no
poseían y dos, que carecían de títulos de propiedad de la ma-
yoría de los baldíos hasta su compra a la Corona. Es por todo
ello probable que las hipotecas a las que se refiere Viñas y Mey
se hicieron bien cuando los ocupantes compraban las tierras13,
bien después, como solución a diiicultades financieras ocasio-
nadas por la liquidación de las hipotecas originales. Si es ver-
dad entonces, que las excesivas hipotecas fueron la causa de la
decadencia agrícola, es indudablemente cierto también que la
venta de baldíos fue con frecuencia la causa de los censos.

Los efectos inmediatos de las ventas, en muchos casos fue-
ron positivos. Es evidente que la sustitución de la forma de
ocupación territorial de un modo temporal, y a veces ilegal, a
otro de propiedad privada, animazía al labrador a cuidaz con
mayor esmero la explotación del suelo y le permitiría hipo-
tecaz caza a financiar mejoras y proveerse de reservas mone-
tarias durante crisis económicas.

Sin embargo, a largo plazo, los efectos de las ventas paze-

12 El problema dé la tierra, pp. 32 y ss.
13 Un corregidor informó a Felipe II que los labradores de la pro-

vincia de Jaén sufrían dificultades económicas debido a los pagos hipo-
tecarios de los baldíos que habían comprado a la Corona durante el pe-
ríodo de 1577-1580. Estas hipotecas se hicieron cuando se realizó la
venta. Véase un resumen del informe del corregidor de Martos (Jaén)
(sin fechar, pero de principios del reinado de Felipe II), en la Biblio-
teca Nacional (Madrid); Manuscritos, Signatura 9.372, folio 31. Este
valioso documento está completamente reproducido en Viñas y Mey. EI
problema de la tierrq pp. 215-26. Yara un informe de las hipotecas,
veáse una Relación de los "censos al quitar" que impusieron a Su Ma-
jestad por las tierras que vendieron los Licenciados Luis de Obregón y
Aboz Enríquez (sin fechaz, pero parece ser de 1578-1580), AGS, CG,
861.
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cen haber sido negativos. En efecto, el cultivo de muchos de
los baldíos disminuirá en rendimiento pasados unos años, ya
que la capa cultivable era tan fina que después de unas cose-
chas el suelo estaba agotado. Cualquier deuda sobre esa tierra
haría inútil desde un punto de vista de rentabilidad económica,
su uso continuado. Ante la situación de muchos baldíos vendi-
dos, y otros en proceso de venta, .el catrspesino no tendría in-
centivo alguno paza comenzar de nuevo. Las tierras perdidas por
los labradores porque no podían afrontar los gastos de la tierra
y los pagos hipotecarios, además de las obligaciones normales de
impuestos, diezmos y tributos señoriales, volvieron probable-
mente a su primitivo estado, o pasazon a formaz parte de las
haciendas de los ricos burgueses y de la nobleza. Muchos labra-
dores, perdidos los medios de su independencia económica,
engrosaron las filas de trabajadares rurales sin tierras, o las de los
mendigos vagabundos.

Es una lástima, cara a lograz una completa evaluación de
los efectos de las ventas de baldíos, que las Relaciones no hu-
bieran sido hechas diez o veinte años más tarde, pues a finales
de 1570 estas ventas no habían alcanzado todavía su punto
culminante. Sin embargo, hay que destacaz que a pesar de esta
temprana fecha, ya muchas villas se lamentaban de que fueran
las ventas la causa de la pérdida de sus tierras14

El impacto de la venta sobre la economía local debió va-
riar enormemente de unas villas a otras. En lugares donde un
gran porcentaje de las tierras explotadas eran baldías o donde
la mayoría de la gente tenía baldíos, los efectos de la venta se-
rían mayores. Por ejemplo, en Torrejón de Ardoz, una villa
con sólo 180 casas y 220 vecinos, se efectuazon 189 ventas, in-
cluyendo una de ellas, un grupo con un indeterminado número
de vecinos; en este caso, pues, prácticamente todos se vieron
afectados15. Este caso ejemplaz de Torrejón se repitió cientos
de veces en villas de Castilla, con consecuencias indudablemen-
te graves.

Hemos visto a lo lazgo de los capítulos anteriores, cómo

14 Salomón, La campagne, pp. 151-56.
15 Véase un informe de ventas hechas por Diego de Carbajal en

Torrejón en 1569, AGS, CG, 560, y la respuesta de Torrejón en Rela-
ciones: Madrid, p. 622.
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las Cortes mostrazon un temprano interés acerca de las ventas
de baldíos y cómo ya en 1563 previnieron al monarca de las gra-
ves consecuencias que paza los pueblos y paza las rentas rea-
les ocasionarían dichas enajenaciones1ó. No obstante, la Coro-
na hizo caso omiso de la advertencia y continuó con el progra-
ma de venta previsto; de tal manera que a finales del reinado
de Felipe II, era evidente paza las Cortes que las ventas habían
ocasionado daños irrepazables. Conviene recordar un memo-
rial de 1598 sobre la situación agrícola en el que se lamenta la
imposibilidad de recuperar la agricultura a su anterior estado
de salud, precisamente porque los baldíos habían sido vendi-
dos; recomendando por ello suspender la venta de más tierras y
el establecimiento de gazantías que aseguren al campesino po-
bre seguir beneficiándose de los baldíos que aún restabanl^.

No fueron las Cortes, las únicas en culpar de la ruina agrí-
cola castellana a la venta de baldíos. En 1628, el azbitrista Baz-
bón y Castañeda manifestaba:

"Cualquiera que haya conocido antes de esta venta a
Castilla la Vieja vería en ella grande y rica población y
en las más pobres aldeas de este reyno labradores de a
ocho y nueve mil ducados de hacienda, y algunos de
más. De estos hombres ya no se halla ninguno en villas
ni en ciudades... Si la venta de comunes baldíos se hace
en los demás reynos de España, soy de pazecer se verá
en ellos la misma ruina que en las de la vieja Casti-
lla..."la.

El verdadero protagonismo de la venta de baldíos como
factor contribuyente en el declive de la economía de Castilla,
no será evaluado totalmente hasta la realización de un gran nú-
mero de estudios locales, hoy por hoy inexistentes en el pano-
rama histórico del s. XVI. Sin embargo, pazece certero concluir
que si en las ventas nó recayó la principal causa de los males eco-
nómicos de la agricultura castellana, aquéllas, indudablemente
constituyeron un relevante factor de su ruina. La venta de los

16 Actas, I, 306, y supra, Capítulo V, sección III-A.
17 Véase un Memorial de123 de noviembre de 1598, Actas, XV,

748-65.
ia Citado por pomínguez Ortiz, Sociedad española, I, 119 y s.
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baldíos fue una parte en la tragedia de la España de los Habs-
burgo y constituye un buen exponente de cómo las fuentes de
riqueza y vitalidad de una fuerte y animosa nación pueden lle-
gar a ser despilfarradas para mantener la suicida política exte-
rior de sus gobernantes.
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